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I  NACIMIENTO FILIACIÓN ADOPCIÓN

I.1  NACIMIENTO

I.1.1  INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 6 de abril de 2024 (6.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento

No procede la inscripción de un nacimiento ocurrido en L. (Reino Unido) en 1958, dado 
que la madre del interesado, nacida en Estella en 1917, perdió la nacionalidad española 
al contraer matrimonio con ciudadano británico en julio de 1947, por lo que el promotor 
no adquirió al nacer la nacionalidad española.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra la resolución 
de la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Irún (Guipúzcoa) el 26 de marzo de 
2019, don M. P. S. B., nacido el 4 de febrero de 1958 en L. (Reino Unido), de nacionalidad 
británica, domiciliado en H., solicita la inscripción de su nacimiento fuera de plazo en 
el Registro Civil Central, alegando la nacionalidad española de su madre, nacida en E, 
el 31 de agosto de 1917.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central por resultar competente para 
conocer de la solicitud formulada, por acuerdo de fecha 15 de noviembre de 2019 
dictado por la encargada del citado registro se desestima la solicitud de inscripción de 
nacimiento fuera de plazo del interesado al no haber quedado acreditado en el expediente 
que doña M. S. B. que consta como madre en su certificación británica de nacimiento, 
sea la misma persona que doña M-P. R. A. I. P., y que los hijos de madre española nacidos 
antes del 29 de diciembre de 1978, únicamente pudieron adquirir la nacionalidad 
española de origen cuando no seguían la nacionalidad del padre, circunstancia que no 
se produce en este caso, todo ello sin perjuicio de que la persona no inscrita, nacida 
antes del 29 de diciembre de 1978, de madre española de origen y nacida en España, 
siempre que quede acreditada dicha filiación, cuenta con la posibilidad, bien de optar 
por la nacionalidad española que le permite el artículo 20.1.b) del Código Civil o adquirir 
la nacionalidad por residencia legal en España.
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3. Notificada la resolución, el promotor interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, acompañando certificado de matrimonio de sus progenitores en el que 
consta el cambio de nombre de soltera de su madre, solicitando se reconozca su filiación 
como hijo de madre de nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe desfavorable a 
la estimación del recurso, y la encargada del Registro Civil Central remite las actuaciones 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública junto con informe por el que ratifica en la decisión 
adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66 y 85 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-3.ª de marzo de 2002; 2-2.ª 
de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª de enero de 2006; 3-5.ª y 
23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 13-3.ª de octubre de 2008; 20-4.ª de 
abril de 2009; 27-2.ª de enero de 2010 y 22-23.ª de enero de 2016.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil Central, 
del nacido el 4 de febrero de 1958 en L. (Reino Unido), alegando que es hijo de padre 
de nacionalidad británica y de madre de nacionalidad española, nacida el 31 de agosto 
de 1917 en E. La encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo por el que desestima 
la solicitud, al no haber quedado acreditado en el expediente que la persona que consta 
como madre en la certificación británica de nacimiento del promotor, sea la misma 
persona que la nacida en E. el 31 de agosto de 2017, cuyo certificado español de 
nacimiento se aporta. Frente a dicho auto, se interpone recurso por el promotor, que es 
el objeto del presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que afecte a algún ciudadano español (art. 15 LRC y 66 RRC), 
pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo 
cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, «siempre 
que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la Ley 
española» (art. 23.2 LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y auténtico, 
de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» (art. 85.1 
RRC).

IV. En el presente caso, consta en el expediente un certificado español de nacimiento 
a nombre de M-P. R. A. I. P., nacida el 31 de agosto de 1917 en Estella, así como un 
certificado británico de matrimonio de los padres del solicitante, apostillado, formalizado 
en la iglesia de S. (Reino Unido) el día 16 de julio de 1947 entre S-M. S. B. y M. I., 
anteriormente M-P I., soltera de 29 años, hija de M. I., de profesión abogado. De este 
modo, la documentación acompañada en vía de recurso acreditaría que M. I. y M. P. de 
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I. son la misma persona, por lo que la madre del interesado nació originariamente 
española.

V. Procede determinar si la progenitora del interesado ostentaba la nacionalidad española 
en la fecha de nacimiento de su hijo, interesado en el expediente. En este sentido, el 
artículo 22 del Código Civil en su redacción original por Real Orden de 25 de julio de 
1889, vigente en la fecha de formalización del matrimonio de los padres del solicitante 
establecía que «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», por 
lo que la madre del solicitante perdió la nacionalidad española de origen al contraer 
matrimonio con ciudadano británico en julio de 1947. Por tanto, el interesado nacido el 
4 de febrero de 1958, no adquirió al nacer la nacionalidad española, por lo que no 
procede la inscripción de nacimiento fuera de plazo del interesado en el Registro Civil 
español.

Todo ello sin perjuicio de que el promotor pueda formular la opción por la nacionalidad 
española en el registro civil de su domicilio en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.b) del Código Civil, en su redacción actual, que establece este derecho de opción 
para «aquellas (personas) cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y 
nacido en España».

VI. De este modo, no procede la inscripción de nacimiento fuera de plazo solicitada por 
el promotor, dado que no ha ostentado nunca la nacionalidad española, sin perjuicio 
de reconocer que es hijo de madre originariamente española y nacida en España,

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar en parte 
el recurso interpuesto por el interesado y declarar su filiación de madre originariamente 
española, no procediendo la inscripción de su nacimiento fuera de plazo en el Registro 
Civil al no haber ostentado nunca la nacionalidad española.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 6 de abril de 2024 (17.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación 
senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto pro-
genitor, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal).
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HECHOS

1. Con fecha 21 de abril de 2021, don B. S. N., nacido el 1 de enero de 1980 en D. 
(Senegal), de nacionalidad española adquirida por residencia con efectos 13 de enero 
de 2012, y doña M. T., nacida el 3 de noviembre de 1987 en D. (Senegal), de nacionalidad 
senegalesa, solicitan en el Registro Civil del Consulado General de España en Munich, 
la inscripción de nacimiento fuera de plazo de su hijo de nacionalidad senegalesa, C. 
M. S. nacido el 8 de abril de 2019 en F. (Senegal).

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil del Consulado General de España en Dakar 
(República de Senegal) por ser competente para conocer y resolver la solicitud presentada, 
el encargado de dicho registro civil consular dicta providencia iniciando el expediente y 
se constata que han transcurrido dos años del hecho a inscribir. Se comprueba que no 
existe vínculo matrimonial entre los presuntos padres.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 18 de febrero de 2022 dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
fuera de plazo del menor de nacionalidad senegalesa, al no encontrarse debidamente 
acreditada la filiación paterna, dada la inscripción tardía del nacimiento, por lo que 
existen dudas fundadas sobre la veracidad de la documentación aportada y, por tanto, 
sobre la verdadera filiación del solicitante.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se 
inscriba el nacimiento de su hijo, alegando que se han presentado todos los documentos 
requeridos y aportando pruebas de ADN para demostrar su paternidad.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 8 
de febrero de 2023, el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-2.ª de noviembre 
de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª de enero de 
2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 21-10.ª de diciembre 
de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª de enero y 15-28.ª de 
noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 2014, y 4-1.ª de septiembre 
de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español 
del nacido el 8 de abril de 2019 en F. (Senegal), presunto hijo de un ciudadano español, 
nacido el 1 de enero de 1980 en D. (República de Senegal), que adquirió la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 13 de enero de 2012. El encargado del Registro 
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Civil del Consulado General de España en Dakar dictó auto denegando la inscripción 
de nacimiento solicitada, al no encontrarse debidamente acreditada la filiación paterna 
pretendida. Frente a dicho auto se interpone recurso por el promotor, presunto progenitor, 
que es el objeto del presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

IV. En este caso, se ha aportado al expediente un certificado senegalés de nacimiento 
del menor en el que consta que el interesado nació el 8 de abril de 2019 en F. (República 
de Senegal). Se constata que han transcurrido dos años del hecho a inscribir y tampoco 
se puede comprobar que el que consta como padre en la certificación de nacimiento 
del interesado sea el ciudadano español que solicita la inscripción, pues siendo ciudadano 
español desde el año 2012 no se constata en la certificación de nacimiento del interesado 
que se trate de un nacional español, ni constan los dos apellidos. Además, no existe 
presunción matrimonial (artículo 108 CC) en ese nacimiento al no tener matrimonio 
inscrito en el Registro civil español.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida y 
poder practicar la inscripción en España por simple transcripción. Ello se entiende sin 
perjuicio de la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria, donde podría determinarse 
la filiación paterna en un procedimiento judicial con las garantías suplementarias que 
este ofrece en comparación con un expediente registral.

Asimismo, en relación con las pruebas biológicas de ADN aportadas por el recurrente 
a fin de acreditar la filiación paterna, se indica que la determinación de la paternidad 
en nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en 
el marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en Dakar (República de Senegal).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (24.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación 
senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto pro-
genitor, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 21 de abril de 2021, don B. S. N., nacido el 1 de enero de 1980 en D. 
(Senegal), de nacionalidad española adquirida por residencia con efectos 13 de enero 
de 2012, y doña M. T., nacida el 3 de noviembre de 1987 en D. (Senegal), de nacionalidad 
senegalesa, solicitan en el Registro Civil del Consulado General de España en Munich, 
la inscripción de nacimiento fuera de plazo de su hija de nacionalidad senegalesa, A. 
A. S., nacida el 9 de octubre de 2013 en F. (Senegal).

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil del Consulado General de España en Dakar 
(República de Senegal) por ser competente para conocer y resolver la solicitud presentada, 
el encargado de dicho registro civil consular dicta providencia iniciando el expediente y 
se constata que han transcurrido varios años del hecho a inscribir. Se comprueba que 
no existe vínculo matrimonial entre los presuntos padres.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 18 de febrero de 2022 dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
fuera de plazo de la menor de nacionalidad senegalesa, al no encontrarse debidamente 
acreditada la filiación paterna, dada la inscripción tardía del nacimiento, por lo que 
existen dudas fundadas sobre la veracidad de la documentación aportada y, por tanto, 
sobre la verdadera filiación de la solicitante.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se 
inscriba el nacimiento de su hija, alegando que se han presentado todos los documentos 
requeridos y aportando pruebas de ADN para demostrar su paternidad.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 8 
de febrero de 2023, el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-2.ª de noviembre 
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de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª de enero de 
2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 21-10.ª de diciembre 
de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª de enero y 15-28.ª de 
noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 2014, y 4-1.ª de septiembre 
de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español 
de la nacida el 9 de octubre de 2013 en F. (Senegal), presunta hija de un ciudadano 
español, nacido el 1 de enero de 1980 en D. (República de Senegal), que adquirió la 
nacionalidad española por residencia con efectos de 13 de enero de 2012. El encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar dictó auto denegando la 
inscripción de nacimiento solicitada, al no encontrarse debidamente acreditada la 
filiación paterna pretendida. Frente a dicho auto se interpone recurso por el promotor, 
presunto progenitor, que es el objeto del presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

IV. En este caso, se ha aportado al expediente un certificado senegalés de nacimiento 
de la menor en el que consta que la interesada nació el 9 de octubre de 2013 en F. 
(República de Senegal). Se constata que han transcurrido ocho años del hecho a inscribir 
y tampoco se puede comprobar que el que consta como padre en la certificación de 
nacimiento de la interesada sea el ciudadano español que solicita la inscripción, pues 
siendo ciudadano español desde el año 2012 no se constata en la certificación de 
nacimiento de la interesada que se trate de un nacional español, ni constan los dos 
apellidos. Además, no existe presunción matrimonial (artículo 108 CC) en ese nacimiento 
al no tener matrimonio inscrito en el Registro civil español.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida y 
poder practicar la inscripción en España por simple transcripción. Ello se entiende sin 
perjuicio de la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria, donde podría determinarse 
la filiación paterna en un procedimiento judicial con las garantías suplementarias que 
este ofrece en comparación con un expediente registral.

Asimismo, en relación con las pruebas biológicas de ADN aportadas por el recurrente 
a fin de acreditar la filiación paterna, se indica que la determinación de la paternidad 
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en nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en 
el marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (25.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

Es inscribible un nacimiento que tuvo lugar en Venezuela en 1959, practicado inicialmente 
solo con filiación materna, al resultar acreditada la filiación paterna, por sentencia 
judicial local posterior, respecto de un ciudadano español.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto 
del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1. Mediante formulario presentado en el consulado español en C. (Venezuela) el 25 de 
septiembre de 2021, el don R. Á. M. R., mayor de edad y de nacionalidad venezolana, 
solicitó la inscripción de su nacimiento en el registro civil español por ser hijo de un 
ciudadano español, en cuya prueba adjuntaba acta de nacimiento del promotor en 
Venezuela el 28 de enero de 1959, inscrito inicialmente solo con filiación materna, con 
marginal posterior de filiación paterna establecida por sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia de Aragua respecto de G. A. M. L.

2. Por auto de fecha 7 de febrero de 2022 dictado por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en Caracas, se deniega la inscripción de nacimiento del interesado 
por no quedar legal y regularmente determinada la filiación del solicitante respecto de 
progenitor de nacionalidad española.

3. Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública alegando que su condición de hijo biológico de don G. 
A. M. L. ha sido declarada por sentencia judicial. Con el escrito de recurso adjuntaba el 
resultado positivo de una prueba biológica realizada por un laboratorio venezolano sobre 
parentesco con sus hermanos paternos A. J., N. R. y T. E. M. H.

4. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Venezuela ratificó 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la de Seguridad Jurídica y Fe Pública para 
su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos artículos 9.4, 120 y 123 del Código Civil; 15, 16, 23, 27, 28 y 49 
de la Ley del Registro Civil; 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil y la resolución, 
25-85.ª de noviembre de 2014.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español del hijo no 
matrimonial de un ciudadano español nacido en España en 1927 y de madre venezolana, 
que fue inscrito en el Registro Civil inicialmente sólo con filiación materna, si bien en 
2019 se practicó la inscripción de la filiación paterna tras haber sido ésta determinada 
por sentencia judicial. La inscripción en España, sin embargo, fue denegada por estimar 
que no resulta acreditada la relación de filiación del solicitante con el ciudadano español, 
fallecido en Venezuela en 1981.

III. El artículo 9.4 CC, en su redacción dada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, modifica 
de forma sustancial dicho precepto y establece que a partir de su entrada en vigor el 
18 de agosto de 2015, la determinación y el carácter de la filiación por naturaleza se 
rigen, en primer lugar, por la Ley de la residencia habitual del hijo en el momento del 
establecimiento de la filiación, en este caso Venezuela.

Así pues, teniendo en cuenta que el presente expediente se inició después de la entrada 
en vigor de la aludida reforma del CC (cfr. disposición transitoria primera de la Ley 
26/2015, de 28 de julio) y que no hay motivos que hagan dudar de la legalidad y 
autenticidad de la certificación de nacimiento venezolana aportada, no se aprecia 
inconveniente para, al resolver el recurso, considerar acreditada la filiación pretendida 
respecto del ciudadano español, sin que pueda basarse la denegación en el solo hecho 
de que la filiación paterna se ha determinado mucho tiempo después de la inscripción 
y sin que conste declaración alguna de quien se asegura que es el padre, fallecido antes 
de la reclamación judicial de declaración de paternidad, por cuanto, además de que no 
concurre otra filiación contradictoria, ello no afecta en absoluto a la validez de los 
documentos del Registro Civil venezolano, donde consta claramente la filiación del 
inscrito como hijo no matrimonial de un ciudadano español de origen determinada por 
sentencia judicial.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1.º Estimar el recurso y revocar la resolución apelada.

2.º Practicar la inscripción de nacimiento de R. Á. M. R. en el Registro Civil español por 
transcripción de la certificación de nacimiento acompañada.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (40.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento

No es inscribible, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación 
gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento, remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, contra 
el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar 
(República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 1 de agosto de 2018, la Sra. H. S., nacida en Gambia en 1978 y de 
nacionalidad gambiana, solicita en el Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar, la inscripción de nacimiento y nacionalidad española de su hijo B. S. S., nacido 
el 5 de abril de 2006 en Gambia, declarando que es hijo de don M. S. J., nacido en 
Gambia en 1975 y de nacionalidad española, obtenida por residencia con fecha de 
efectos de 4 de julio de 2005.

Consta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos para la inscripción pre-
sentada por la Sra. S., certificado de nacimiento local del menor, en el que consta que 
el nacimiento se produjo el 5 de abril de 2006 y la inscripción el 10 de octubre de 2016, 
por declaración del presunto progenitor, documento del centro médico donde se produjo 
el nacimiento, sin traducir y sin legalizar y documento nacional de identidad español y 
pasaportes del Sr. S., expedido en marzo de 2006 vigente hasta marzo de 2016.

Consta a este centro directivo inscripción literal de nacimiento en el Registro Civil de 
Lloret de Mar (Girona), por traslado de su inscripción en el Registro Civil Central, del Sr. 
S. J., nacido en Gambia en 1965, con marginal de nacionalidad por residencia con 
efectos de 4 de julio de 2005 e inscrito en el registro civil español con fecha 23 de enero 
de 2006.

2. Con fecha 1 de octubre de 2019, el encargado del registro civil dicta providencia 
acordando iniciar el procedimiento y, con la misma fecha, se emite informe por parte 
del órgano en funciones de ministerio fiscal, oponiéndose a lo solicitado, ya que en este 
caso no cabe tener en cuenta la presunción de filiación matrimonial del menor ya que 
no hay matrimonio inscrito en el registro civil español, la inscripción en el registro civil 
local es tardía, diez años después del nacimiento y han transcurrido doce años hasta 
que se ha instado la inscripción en el registro civil español, pese a que el presunto 
progenitor ya ostentaba esta nacionalidad cuando nació el menor, lo que hace que se 
susciten serias dudas sobre la relación de filiación del menor que se pretende 
inscribir.

3. Por auto de fecha 7 de octubre de 2019 dictado por el encargado del registro civil 
consular se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento fuera de plazo del menor 
nacido en Gambia, porque existen dudas fundadas sobre la veracidad de la 



◄ 30 ►

I  NACIMIENTO FILIACIÓN ADOPCIÓN

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

documentación aportada, por falta de garantías del registro local no equiparables a las 
establecidas por la normativa registral española y, por tanto, sobre la verdadera filiación 
del mismo en relación con el promotor, siguiendo los motivos expuestos en el informe 
previo del órgano en funciones de ministerio fiscal, haciéndose constar que el Sr. S. J. 
fue requerido para que aportara documentación que acreditara su estancia en Gambia 
en el tiempo de la concepción del menor o su coincidencia con la madre de éste, sin 
que se aportara documento alguno.

4. Notificada la resolución, el promotor interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la ins-
cripción de nacimiento, manifestando que la solicitud de inscripción de nacimiento se 
formuló por los progenitores el 18 de julio de 2017, dato incorrecto y que la fecha correcta 
de nacimiento del menor es 11 de septiembre de 2006 y no 5 de abril, aportando 
documento de nacimiento rectificado.

Adjunta como nueva documentación, documento en inglés, sin traducir ni legalizar, de 
lo parece una declaración ante notario de la Sra. S., con fecha 3 de junio de 2021, en 
relación con las fechas de nacimiento de sus hijos, entre ellos B., todas las fechas al 
parecer eran incorrectas y documento de nacimiento de Gambia del menor, expedido 
en junio de 2021, en el que aparece como fecha de nacimiento el 11 de septiembre de 
2006, como fecha de inscripción noviembre de 2019, siendo la declarante la Sra. S., 
no consta el motivo que pueda justificar el cambio de fecha.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 20 
de diciembre de 2021. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución, junto con informe en el que se reiteran las razones que fundamentaron 
el auto impugnado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 20 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC) (LRC); 66, 68 y 
85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-2.ª 
de noviembre de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª 
de enero de 2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 21-10.ª de 
diciembre de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª de enero y 
15-28.ª de noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 2014, y 4-1.ª 
de septiembre de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el registro civil español del 
nacido el 5 de abril o el 11 de septiembre de 2006, según el documento que se examine, 
en la República de Gambia, presunto hijo de un ciudadano español, nacido en dicho país 
en 1965 y que adquirió la nacionalidad española por residencia con efectos de 4 de julio 
de 2005. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar dictó 
auto denegando la inscripción de nacimiento solicitada, al no encontrarse debidamente 



◄ 31 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

acreditada la filiación paterna pretendida. Frente a dicho auto se interpone recurso por 
el promotor, presunto progenitor, que es el objeto del presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el registro 
civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

IV. En este caso, se ha aportado al expediente un certificado gambiano de nacimiento 
del menor en el que consta que nació el 5 de abril de 2006, siendo inscrito el nacimiento 
en el registro civil local el 10 de octubre de 2016, más de diez años después de acaecido 
el hecho, solicitando la inscripción en el registro civil consular español, que era obligada 
como hijo de un ciudadano español, doce años después del nacimiento, pese a que, 
según pasaporte español que aporta el Sr. S. vigente hasta 2016, estuvo en su país de 
origen en varias ocasiones, años 2007, 2008 2009 y sucesivos, posteriormente en vía 
de recurso se aporta nuevo documento de nacimiento del menor, cambiando la fecha 
al 11 de septiembre de 2006, modificación realizada en noviembre de 2019, sin que 
conste justificación, todo ello suscita dudas sobre la veracidad de dicha documentación, 
no existiendo en este caso presunción de filiación matrimonial (artículo 108 y 116 del 
CC (CC)) en dicho nacimiento, al no constar matrimonio inscrito en el registro civil 
español.

En este sentido, la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de estado 
civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n.º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando existen contradicciones o aspectos inverosímiles entre 
los datos del documento presentado y los que figuran en otras actas o documentos 
comunicados a la autoridad competente o que obren en su poder.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida y 
poder practicar la inscripción en España por simple transcripción. Ello se entiende sin 
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perjuicio de la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria, donde podría determinarse 
la filiación paterna en un procedimiento judicial con las garantías suplementarias que 
este ofrece en comparación con un expediente registral.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar (Senegal).

Resolución de 10 de abril de 2024 (26.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento

Procede la inscripción de un nacimiento ocurrido en España en 2008 porque resulta acre-
ditada la nacionalidad española del padre del nacido en el momento del nacimiento.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el promotor, padre de la interesada, contra la 
resolución de la encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

HECHOS

1. En fecha 5 de abril de 2022 tuvo entrada en el Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real), procedente del Registro Civil de Fuenlabrada, formulario de don J. C. C. S., nacido 
en G. (Ecuador), con nacionalidad española por residencia en fecha 19 de mayo de 
2008, mediante el que solicitaba la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
de su hija R. S. C. G., nacida el 10 de diciembre de 2008 en M., España, conforme al 
artículo 17.1.a) del Código Civil.

Consta en el expediente la certificación española de inscripción de nacimiento de la 
menor, nacida en M., inscrita en el Registro Civil de Puertollano en fecha 25 de diciembre 
de 2008 y la inscripción de nacionalidad española del padre en el Registro Civil de 
Madrid adquirida por residencia por resolución de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de fecha 31 de marzo de 2008, cumpliendo los requisitos del artículo 
23 del Código Civil en fecha 19 de mayo de 2008 y con inscripción de fecha 23 de 
diciembre de 2008.

2. Con fecha 8 de abril de 2022, por la encargada del Registro Civil de Puertollano, se 
dictó resolución denegando la solicitud de inscripción de nacimiento solicitada estimando 
que a tenor del artículo 23 del C.C, en el momento del nacimiento de la hija, el padre 
no ostentaba la nacionalidad española.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso por el promotor ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando el recurrente que tenía la nacionalidad 
española en fecha 31 de marzo de 2008 y la inscripción de nacimiento de su hija fue 
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posterior, por lo que procede la inscripción de su hija en el registro civil como hija de 
español y nacida en España.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que informó favorablemente a la estimación del recurso en fecha 19 de junio de 
2023. El encargado del Registro Civil de Puertollano se ratificó en su decisión y remitió 
las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la reso-
lución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9, 17, 113, 120 y 124 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley 
del Registro Civil de 1957 (LRC); 66, 68, 85 y 358 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC) y las resoluciones, entre otras, 15-2.ª de febrero y 14-9.ª de mayo de 2002, 8-1.ª 
de julio de 2003, 24-2.ª de junio de 2004, 1-1.ª de septiembre de 2008, 4-205.ª y 
16-27.ª de septiembre y 1-89.ª de octubre de 2014, 16-27.ª de marzo de 2018, 19-35.ª 
de octubre de 2020 y 19-46.ª de abril de 2021.

II. Pretende el promotor la inscripción en el Registro Civil español de su hija, nacida en 
M., alegando su nacionalidad española adquirida por residencia por resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 31 de marzo de 2008, 
cumpliendo los requisitos del artículo 23 del Código Civil en fecha 19 de mayo de 2008 
y con inscripción de fecha 23 de diciembre de 2008. La solicitud del promotor se des-
estimó por la encargada del Registro Civil de Puertollano, al considerar que el solicitante 
no había adquirido la nacionalidad española por residencia en el momento del nacimiento 
de su hija. Frente a esta resolución se interpuso recurso de apelación que es el objeto 
del presente expediente.

III. El art. 17.1.a) del Código establece que son españoles de origen: «a) Los nacidos de 
padre o madre españoles».

IV. En relación a la fecha de efectos de la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina en este 
punto, de que la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española (supuestos de resi-
dencia, carta de naturaleza, opción y recuperación), conforme resulta especialmente 
de lo dispuesto en el artículo 330 del Código Civil, que configura claramente tal inscripción 
como constitutiva del fenómeno adquisitivo, al disponer que «No tendrán efecto alguno 
legal las naturalizaciones mientras no aparezcan inscritas en el Registro, cualquiera 
que sea la prueba con que se acrediten y la fecha en que en que hubiesen sido conce-
didas». Este precepto, que reproduce el tenor literal del artículo 96 de la Ley del Registro 
Civil de 1870 y responde al mandato contenido en la base 9.ª de la Ley de Bases del 
Código Civil de 1888, supone elevar la inscripción registral a la categoría de requisito 
«sine qua non» de la nueva situación jurídica derivada del cambio de estado civil que 
produce la adquisición de la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, 
ratificando la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
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23 del Código Civil, que subordina «la validez de la adquisición de la nacionalidad 
española» por opción, carta de naturaleza y residencia, entre otros, al requisito de su 
inscripción en el Registro Civil español. En consecuencia, mientras esta inscripción no 
se practique los interesados no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad 
española.

V. Cuestión distinta es la relativa a la posibilidad de entender que la eficacia de la ins-
cripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del acta de declaración de la 
voluntad de optar o recuperar o a la de formalización del juramento o promesa, por ser 
éste el momento en el que el adquirente ha agotado la actividad fundamental a él exigida, 
como ha sostenido parte de nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes 
de la doctrina oficial de este centro directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar «in peius», esto es, con efectos perjudiciales o limitativos de 
los derechos del interesado: cfr. Resolución de 14-2.ª de junio de 2005), criterio incon-
trovertido para los supuestos de opción y recuperación, pero basado respecto de la 
adquisición por residencia en un ejercicio de aplicación analógica al caso del artículo 
64-III de la Ley del Registro Civil, extremo éste que suscita mayores dificultades inter-
pretativas, y cuya resolución requiere penetrar en la naturaleza jurídica de la naturali-
zación por residencia.

VI. Ciertamente el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil para los 
supuestos de declaraciones de conservación o modificación de la nacionalidad, tras 
fijar las reglas determinativas de quién es el funcionario competente para recibir y 
documentar en acta tales declaraciones, añade que «Se considerará fecha de la ins-
cripción, a partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento». Pero este precepto no puede entenderse aplicable de forma 
universal para todos los supuestos de adquisiciones sobrevenidas o derivativas de la 
nacionalidad española, sino en relación con aquellas en que no medie una «concesión» 
por parte de la autoridad pública de la nacionalidad (supuestos que caen de lleno en 
la regla del artículo 330 CC), esto es, en que la voluntad del interesado «declarada» en 
la forma solemne prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera 
causa jurídica de la adquisición del «status» de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del artículo 64 de 
la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, los supuestos de las decla-
raciones de opción, recuperación y conservación. Sin embargo, el citado precepto no 
resuelve directamente la cuestión en los casos de adquisición de la nacionalidad española 
por residencia y por carta de naturaleza, en los que interviene una actuación de concesión 
de la autoridad pública dotada de ciertos márgenes de discrecionalidad que, «prima 
facie», impide considerar la «declaración de voluntad» del interesado como elemento 
constitutivo del título de adquisición de la nacionalidad.

A pesar de esta importante objeción, y de que en la hermenéutica de las normas rectoras 
de la nacionalidad nuestra doctrina más autorizada se muestra partidaria de un criterio 
de interpretación estricta, con proscripción de la analogía, sin embargo no han faltado 
autores que han sostenido que, por existir identidad de «ratio», la cuestión planteada 
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se ha de resolver mediante una aplicación analógica de la regla contenida en el artículo 
64-III de la Ley registral civil a los supuestos de adquisición de la nacionalidad española 
por residencia. Se apunta a favor de esta interpretación el hecho de que, conforme al 
artículo 224 del Reglamento del Registro Civil, en desarrollo de lo previsto por el artículo 
23 del Código Civil, también en los casos de adquisición por residencia, el interesado 
ha de comparecer en los ciento ochenta días siguientes a la notificación, pasados los 
cuales caduca la concesión, ante el funcionario competente para, en su caso, renunciar 
a la nacionalidad anterior, prestar la promesa o juramento exigidos legalmente y solicitar 
su inscripción como español en el Registro. Por ello se estima, desde este punto de 
vista, que una vez desplegada por el solicitante la diligencia debida por su parte y for-
malizado el juramento o promesa previstos, éste es el momento en el que se ha agotado 
por su parte la actividad fundamental a él exigida, envolviendo tal actividad una actuación 
declarativa de la voluntad insita en la misma respecto a la adquisición de la nacionalidad 
impetrada, que debe equipararse a estos efectos a la declaración de voluntad que se 
formaliza en los casos de opción, recuperación y conservación de la nacionalidad 
española, equiparación que da entrada a la posibilidad de aplicar también en sede de 
adquisición por residencia la eficacia retroactiva de la inscripción a la fecha de tales 
declaraciones (juramento o promesa).

VII. En el presente caso, de la documentación obrante en el expediente, se constata que 
la interesada nace el 10 de diciembre de 2008 en M., y que al padre de la interesada 
se le declara la nacionalidad española por residencia por resolución de la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, de fecha 31 de marzo de 2008, compareciendo ante el encargado del 
registro civil y prestando el juramento establecido en el artículo 23 del Código Civil el 
19 de mayo de 2008, fecha en la que se producen los efectos de la adquisición de la 
nacionalidad española, aun cuando su anotación marginal conste practicada el 23 de 
diciembre de 2008. De este modo, queda acreditado que, en el momento del nacimiento 
de la menor, el progenitor ostentaba la nacionalidad española por lo que procede la 
inscripción de nacimiento solicitada.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar la resolución apelada.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil de Puertollano.

Resolución de 10 de abril de 2024 (31.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento

No es inscribible en el Registro Civil español un nacimiento en el extranjero mediante 
gestación subrogada cuando no se ha aportado al expediente la resolución judicial en 
los términos establecidos por la Instrucción de 5 de octubre de 2010 de la DGRN sobre 
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régimen registral de la filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución y no 
resulta acreditada la filiación pretendida.

En los expedientes del registro civil no rige el principio de cosa juzgada, de modo que 
es posible reiterar un expediente sobre cuestión decidida si hay hechos nuevos que no 
pudieron ser tenidos en cuenta al dictar la resolución. La vía adecuada para ello es la 
presentación de una nueva solicitud en el registro civil competente ante el que han de 
acreditarse esos hechos nuevos.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los promotores contra el auto de la encargada 
del Registro Civil de La Línea de la Concepción (Cádiz).

HECHOS

1. Mediante formulario de fecha 21 de julio de 2022 en el Registro Civil de la Línea de 
la Concepción (Cádiz) don A.-M. C. C., de nacionalidad española, y don J.-J. G. M., de 
nacionalidad española, solicitaban la inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español de su hija E.-C. C. G., nacida el 1 de abril de 2022 en C. (México), concebida 
mediante gestación por sustitución, cuya madre es la ciudadana mexicana J.-V. F. R. 
Aportaban entre otra documentación, pasaportes y certificados de inscripción de naci-
miento de los promotores, certificación de nacimiento mexicana de la menor, con filiación 
atribuida a los promotores e inscrito el 6 de junio de 2022 y sentencia mexicana recaída 
en juicio oral familiar, sin exequátur, de 30 de marzo de 2022.

Ratificados los promotores mediante comparecencia, se constata que en fecha 29 de 
junio de 2022 habían presentado solicitud de inscripción de nacimiento de E.-C., en el 
Registro Civil del Consulado General de España en Ciudad de México (México). Mediante 
Resolución de 27 de julio de 2022 del encargado de dicho registro civil se acuerda la 
suspensión de inscripción de nacimiento de la menor por la ausencia de una sentencia 
de las autoridades judiciales de México en las condiciones establecidas por la Instrucción 
de 5 de octubre de 2010 que sea reconocida incidentalmente o por exequátur.

2. La encargada del Registro Civil de La Línea de la Concepción dictó resolución el 28 
de octubre de 2022 acordando la denegación de la inscripción solicitada, de acuerdo 
con la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 5 de 
octubre de 2010 de la DGRN sobre régimen registral de la filiación de los nacidos 
mediante gestación por sustitución.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando los recurrentes la inscripción de nacimiento de la menor 
en el Registro Civil español, alegando que, pese a lo manifestado en los hechos de la 
resolución apelada, no existe indicio alguno de una supuesta actividad realizada en 
detrimento de la dignidad humana, y que en el procedimiento que culminó con la sentencia 
aportada comparecieron los recurrentes y la madre gestante, cumpliendo todos los 
requisitos legales, y se ha obviado efectuar el referido control incidental de la sentencia.
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emitió informe 
desfavorable a su estimación en fecha 21 de diciembre de 2022, entendiendo que la 
resolución recurrida de facto ha realizado un control incidental de la Sentencia dictada 
por la Ciudad de México con fecha 30 de marzo de 2022, conforme a lo dispuesto en 
la Instrucción de 7 de octubre de 2010 de la DGRYN, y la encargada del Registro Civil 
de la Línea de la Concepción se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

5. Consta en este centro directivo, que en fecha 9 de agosto de 2022, por los interesados 
se presentó recurso de apelación ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública contra el acuerdo del Registro Civil Consular de México citado, y que con fecha 
22 de diciembre de 2023 se desestimó el recurso y se confirmó el auto apelado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño hecha en Nueva 
York el 20 de noviembre de 1989; 14 y 39 de la Constitución española de 27 de diciembre 
de 1978; 10 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo de 2006 sobre técnicas de reproducción 
humana asistida; 9.4, 12.4, 12.6 y 17.1 del Código Civil (CC); 319, 323.3 y 767.1 de la 
Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil (LEC); 41 y siguientes de la Ley 29/2015, de 30 de 
julio, de Cooperación Jurídica Internacional en Materia Civil (LCJIMC); 15, 16 y 23 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 81, 82, 83, 85, 86 y 342 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 5 de octubre de 2010, de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado (DGRN), sobre régimen registral de la filiación de los nacidos mediante 
gestación por sustitución; la Instrucción de la DGRN de 18 de febrero de 2019 sobre 
actualización del régimen registral de la filiación de los nacidos mediante gestación por 
sustitución, y las resoluciones de este centro directivo, entre otras, de, 6-5.ª de mayo, 
23-2.ª de septiembre y 30-1.ª de noviembre de 2011; 20-79.ª de noviembre, 19-1.ª y 
115.ª y 29-52.ª de diciembre de 2014; 1-88.ª y 89.ª de septiembre y 3-3.ª y 4.ª de 
noviembre de 2017; 16-37.ª de marzo de 2018; 19-1.ª de junio y 6-27.ª de julio de 2020.

II. Solicitan los recurrentes la revocación del auto de la encargada del Registro Civil de 
la Línea de la Concepción que deniega la inscripción de un nacimiento ocurrido en M. el 
1 de abril de 2022 como consecuencia de un procedimiento de gestación subrogada, 
por la ausencia de una sentencia de las autoridades judiciales de México que sea reco-
nocida incidentalmente o por exequátur. La encargada basa su decisión en el contenido 
de una instrucción de la DGRN de 5 de octubre de 2010 y que resulta aplicable a todos 
los nacimientos mediante gestación por sustitución. Frente a dicha resolución, los inte-
resados interpusieron recurso de apelación que es el objeto del presente expediente.

Se constata que en fecha 29 de junio de 2022 los recurrentes habían presentado 
solicitud de inscripción de nacimiento de la menor en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Ciudad de México (México) y mediante Resolución de 27 de julio 
de 2022 del encargado de dicho registro civil se acordó la suspensión de inscripción 
de nacimiento de la menor por la ausencia de una sentencia de las autoridades judiciales 
de México que sea reconocida incidentalmente o por exequátur. Los interesados 
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presentaron recurso de apelación contra el acuerdo del registro civil consular ante la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que con fecha 22 de diciembre 
de 2023 desestimó el recurso y confirmó el auto apelado. Sin esperar al acuerdo del 
registro civil consular sobre la citada petición y a la resolución del recurso, los interesados 
reprodujeron su petición ante el Registro Civil de la Línea de la Concepción.

III. En el ámbito del registro civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, de 
modo que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia entre el registro 
civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones 
decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o 
circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión. 
En el caso presente no se justifica la concurrencia de nuevos hechos que no hubieran 
podido tenerse en cuenta al tomar la decisión (cfr. art. 358 RRC), sino que los promotores 
inician un nuevo expediente con idéntica finalidad en otro registro civil, sin aportar 
documentos que acrediten hechos ni circunstancias nuevas, por lo que no cabe la 
continuación del procedimiento, procediendo el archivo de las actuaciones que se habían 
seguido en el mismo habida cuenta que sobre idéntica pretensión había ya resuelto el 
Registro Civil del Consulado General de España en Ciudad de México y, en vía de recurso, 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto recurrido.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil de La Línea de la Concepción (Cádiz).

Resolución de 16 de abril de 2024 (9.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque las certifica-
ciones de nacimiento acompañadas no dan fe de dicha filiación por falta de 
garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra el acuerdo 
del encargado del Registro Civil de la Embajada de España en Conakry (República de 
Guinea).

HECHOS

1. Con fecha 23 de febrero de 2017 tiene entrada en el Registro Civil Consular de la 
Embajada de España en Conakry hojas declaratorias de datos suscritas por el Sr. H. S. 
D., nacido en la República de Guinea el 1 de enero de 1965 y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia con efectos de 17 de mayo de 2000, solicitando la inscripción 
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de nacimiento de sus hijos I. y A.-O. S. D., nacidos en C. (República de Guinea) el 7 de 
agosto de 2016, inscritos en el registro civil local pero no en el Registro Civil español, 
son hijos de la Sra. F.-W. D. D., nacida en 1998 en C. (República de Guinea) y residente 
en aquél país.

Se aportó, entre otros, la siguiente documentación: extractos de los registros de nacimiento 
de los menores, sin traducción ni legalización, inscritos el 28 de noviembre de 2016, 
documento del nacimiento en el que se identifica al médico asistente pero no consta 
firma, documento nacional de identidad y pasaporte español del Sr. S. D., incompleto, 
expedido en agosto de 2010, válido hasta agosto de 2020, constan varios visados de 
2011, 2013 y uno que finaliza en enero de 2015, literal de inscripción de nacimiento del 
precitado en el Registro Civil Central y acta en extracto de nacimiento de la Sra. D. D.

2. Con fecha 28 de febrero de 2017 el promotor comparece ante el encargado del Registro 
Civil de la Embajada de España en Conakry, en la entrevista declara que sus hijos nacieron 
el 8 de agosto de 2016 cuando él estaba en España, que se casó con la madre de los 
menores el 1 de junio de 2014, que la conocía desde que era pequeña y ahora tiene 18 
o 19 años, no lo sabe con certeza, que durante el año 2015 estuvo en Guinea tres meses 
pero no recuerda las fechas, volvió en enero o febrero de 2016 y desde entonces no ha 
vuelto a Europa, posteriormente obtuvo un pasaporte guineano.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encargado 
dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento fuera de 
plazo de los menores de nacionalidad guineana, por estimar que existen dudas fundadas 
sobre la veracidad de la documentación aportada y, por tanto, sobre la verdadera filiación 
de los solicitantes, habida cuenta las contradicciones e inexactitudes que se desprenden 
de la audiencia mantenida con el promotor sobre datos básicos del nacimiento y de la 
madre de los menores, no habiendo queda acreditado que el presunto progenitor se 
encontrara en la República de Guinea en el periodo de gestación de los menores.

4. Notificada la resolución, el Sr. S. D. interpone recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, manifestando que con fecha 18 de septiembre de 2015 se trasladó a vivir a 
Guinea Conakry con su esposa, al perder su empleo en España y no volvió a salir ya que 
obtuvo la residencia en el país hasta el año 2020, por lo que los menores se gestaron 
y nacieron durante su matrimonio, por lo que debería tenerse en cuenta la presunción 
matrimonial establecida en el art. 116 del Código Civil español, añadiendo que está 
dispuesto a realizar las pruebas biológicas necesarias para acreditar su paternidad.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, de fecha 
19 de abril de 2018, el encargado del registro civil remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso con informe en el que además de 
reiterar los argumentos del auto impugnado, pone de manifiesto las dudas sobre la 
validez del matrimonio religioso de los presuntos progenitores de acuerdo con la normativa 
guineana al respecto, que requiere de previo matrimonio en forma civil.
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6. Posteriormente, este centro directivo requirió del interesado, a través del Registro 
Civil de la Embajada de España en Conakry, diversa documentación, certificados literales 
de nacimiento de los menores y de su progenitora, traducidos y legalizados, certificado 
literal de matrimonio de los progenitores, traducido y legalizado y pasaportes completos 
del Sr. S. D., tanto el español vigente hasta 2020 y del que manifiesta haber obtenido 
en la República de Guinea. Con fecha 23 de agosto de 2022 se comunica a esta dirección 
general que el requerimiento fue notificado mediante la publicación de edicto en el 
tablón de anuncios de la Embajada de España en Conakry desde el 12 de noviembre 
de 2020, ya que pese a varios intentos de notificación en días y horas diferentes no ha 
sido posible realizarla. No consta que se haya aportado la documentación requerida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-2.ª de noviembre 
de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª de enero de 
2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 21-10.ª de diciembre 
de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª de enero y 15-28.ª de 
noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 2014, y 4-1.ª de septiembre 
de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español 
de los nacidos el 7 de agosto de 2016 en la República de Guinea, presuntos hijos de 
un ciudadano español, nacido en dicho país y que adquirió la nacionalidad española 
por residencia con efectos de 17 de mayo de 2000. El encargado del registro civil dictó 
acuerdo denegando las inscripciones de nacimiento solicitadas, al no encontrarse 
debidamente acreditada la filiación paterna pretendida. Frente a dicho acuerdo se 
interpone recurso por el promotor, presunto progenitor, que es el objeto del presente 
expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

IV. En este caso, se ha aportado al expediente un extracto de los registros de nacimiento 
guineanos de los menores, sin traducir y sin legalizar, nacidos el 7 de agosto de 2016, 
aunque en audiencia ante el encargado del Registro el presunto progenitor manifestó 
que habían nacido una día después, también manifestó que no sabía con certeza la 
edad de la presunta progenitora, aunque es su esposa según declara desde el 1 de 
junio de 2014, aunque en la hoja declaratoria de datos manifestó que el matrimonio 
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celebrado en forma religiosa, islámico, fue el 18 de enero de 2015, también declaró 
que cuando nacieron los menores él estaba en España, sin embargo en su recurso 
manifiesta que desde el 18 de septiembre que llegó a Guinea no volvió a Europa habiendo 
obtenido autorización de residencia en Guinea hasta 2020, estas circunstancias no 
permiten tener por acreditada la relación de filiación de los menores con el ciudadano 
español Sr. S. D., sin que éste pese a haber sido requerido para ello presentara nueva 
documentación que permitiera disipar las dudas suscitadas.

V. De este modo, no proceden las inscripciones de nacimiento fuera de plazo solicitadas 
por el promotor, por la falta de garantías de la documentación local aportada, lo que 
genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española (art. 23, II, LRC), no encontrándose debidamente acreditada la filiación 
paterna pretendida. Debiendo significarse respecto a la prueba biológica de paternidad 
mencionada en el recurso presentado que la misma debe realizarse y valorarse en un 
procedimiento distinto del registral en que nos encontramos.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en Conakry (República de Guinea).

Resolución de 16 de abril de 2024 (11.ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible al no acreditarse la filiación de la promotora nacida en 1969 en 
Venezuela respecto de progenitor de nacionalidad española.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra la resolución 
del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1. Con fecha 25 de mayo de 2012, la Sra. J.-A. G. B., nacida en Venezuela el 21 de 
agosto de 1969 y de nacionalidad venezolana, solicita en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Caracas la inscripción de su nacimiento y la nacionalidad española 
con base en el art. 17.1 del Código Civil como hija del ciudadano español A. G. S. La 
solicitud se reitera el 11 de marzo de 2014 y el 9 de junio de 2015.

Consta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos, en la que se hace constar 
que la promotora es hija de A. G. S., nacido en L. (España) el 21 de noviembre de 1937 
y fallecido en dicha localidad el 29 de enero de 2006 y de O. C. B., nacida en Venezuela 
el 15 de abril de 1939 y de nacionalidad venezolana, copia literal de la inscripción de 
nacimiento local de la promotora, inscrita sólo con filiación materna, consta anotación 
marginal de matrimonio de la progenitora con el Sr. G. S. el 22 de noviembre de 1975, 
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en el que quedó legitimada la inscrita como hija del precitado, cédula de identidad 
venezolana de la promotora y de su progenitora, certificado literal de defunción del Sr. 
G. S., literal de inscripción de nacimiento de éste, literal de inscripción de matrimonio 
de la progenitora y el Sr. G. S., sin legalizar, celebrado el 22 de diciembre de 1975 y 
documento expedido por el Servicio autónomo de Identificación Migración y Extranjería 
venezolano en el año 2011, relativo a que el Sr. G. S. es residente en Venezuela, país 
al que llegó en 1957, y su situación actual es de residente.

2. Por auto de fecha 30 de septiembre de 2014 dictado por el encargado del registro 
civil consular se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada y 
declaración de su nacionalidad española con base en el art. 17 del Código Civil, ya que 
reconocimiento en Venezuela se produce cuando la interesada tenía ya seis años, es 
un reconocimiento tardío, además no se solicita la inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español por el progenitor durante la minoría de edad de la Sra. G. B., sino 
por esta unos años después del fallecimiento del Sr. G. S., por lo que se estima que es 
un reconocimiento de complacencia y por lo tanto no se estima acreditada la filiación 
respecto a un ciudadano español, no procediendo su acceso al registro civil de acuerdo 
con lo establecido en al art. 15 de la Ley del Registro Civil.

3. Notificada la resolución, la promotora interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, insistiendo en su pretensión ya que, a su juicio, si queda acreditada su 
filiación respecto al Sr. G. S. por su documentación venezolana de nacimiento, debidamente 
legalizada y con todas las formalidades debidas, en la que consta su reconocimiento.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe 
desfavorable en fecha 30 de octubre de 2019 y el encargado del registro civil consular 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17 y 120 del Código Civil, 15, 16, 23 y 49 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, 11-2.ª de noviembre de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 
2005; 24-4.ª de enero de 2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 
21-10.ª de diciembre de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª 
de enero y 15-28.ª de noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 
2014, y 4-1.ª de septiembre de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español de la nacida el 
21 de agosto de 1969 en Venezuela, hija de una ciudadana venezolana y presunta hija 
de un ciudadano español, nacido en España en 1937, residente en Venezuela desde 
1957 y fallecido en España en 2006, siendo declarada su paternidad en 1975 por su 
matrimonio con la progenitora de la promotora. El encargado del Registro Civil del 
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Consulado General de España en Caracas dictó auto denegando la inscripción de 
nacimiento solicitada, al no encontrarse debidamente acreditada la filiación paterna 
pretendida. Frente a dicho auto se interpone recurso por la promotora, que es el objeto 
del presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
de 1957 y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción 
fuera de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro 
extranjero, «siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
conforme a la Ley española» (art. 23, II, LRC de 1957) y siempre que el registro extranjero 
«sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los 
hechos de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la 
Ley española» (art. 85, I, RRC).

IV. De acuerdo con la legislación española, art. 120 del Código Civil, el reconocimiento 
de hijos no matrimoniales puede realizarse por declaración ante el encargado del registro 
civil, en testamento o en otro documento público o por sentencia firme, en este caso el 
reconocimiento se produjo en el acto del matrimonio de la Sra. B., progenitora de la 
promotora, con el Sr. G. S., celebrado el 22 de diciembre de 1975, haciéndose constar 
que habían tenido una relación previa y que tenían dos hijas, una de ellas la promotora, 
no obstante este documento no consta debidamente legalizado en el expediente y la 
fecha del matrimonio es distinta a la que se hizo constar como anotación marginal en 
la de nacimiento de la Sra. G. B., 22 de noviembre de 1975, además el reconocimiento 
de paternidad es tardío respecto al nacimiento de la interesada y, una vez llevado a 
efecto según la documentación venezolana, no fue trasladado al Registro Civil español 
para la inscripción de nacimiento, sino que esta solicitud se produce 37 años después 
y seis años después del fallecimiento del presunto progenitor. Todo ello plantea fundadas 
dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local presentada y sobre su 
legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de manera que no reúne 
las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).
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I.1.2  RECTIFICACIÓN REGISTRAL DEL SEXO-LEY 3/2007

Resolución de 6 de abril de 2024 (7.ª)
I.1.2 Rectificación registral de la mención relativa al sexo

No procede la rectificación registral del sexo y cambio de nombre del promotor en el 
registro civil, nacido en 1997 en Tánger (Marruecos) que no ostenta la nacionalidad 
española, ya que la legitimación para su ejercicio corresponde a las personas de 
nacionalidad española.

En las actuaciones sobre rectificación registral del sexo y cambio de nombre remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra el 
acuerdo de la encargada Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Con fecha 7 de mayo de 2021, comparece en el Registro Civil de Barcelona, M. M., 
nacido el 25 de septiembre de 1997 en T. (Marruecos), de nacionalidad marroquí, 
solicitando la rectificación registral de su sexo, que debe ser «mujer» en lugar de «varón» 
y cambio de nombre, que debe ser «Ghazal» en lugar de «M.», alegando que tiene el asilo 
concedido en España, reconocido por persecución por pertenecer al colectivo LGTBI.

2. Por acuerdo de fecha 17 de mayo de 2021 dictado por la encargada del Registro Civil 
de Barcelona, se desestima la solicitud formulada por el interesado, ya que el promotor 
no ostenta la nacionalidad española, ni está inscrito en ningún Registro Civil español, 
no procediendo la aplicación de la Ley española, sino su Ley personal, en este caso la 
marroquí, por tratarse de un ciudadano de esa nacionalidad.

3. Notificada la resolución, el interesado, asistido de representación, interpone recurso 
ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, insistiendo el recurrente 
en su pretensión.

4. Notificado el ministerio fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso 
y la encargada del Registro Civil de Barcelona remite el expediente a la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 1 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas; 43 y 50 de la Ley 4/2023, de 
28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía 
de los derechos de las personas LGTBI; 15 de la Ley del Registro Civil de 1957 y 66 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC).

II. El interesado, nacido el 25 de septiembre de 1997 en Tánger (Marruecos), de nacio-
nalidad marroquí, solicita en el Registro Civil de Barcelona la rectificación registral de 
su sexo, que debe ser «mujer» en lugar de «varón» y cambio de nombre, que debe ser 
«Ghazal» en lugar de «M.», alegando que tiene el asilo concedido en España, reconocido 
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por persecución por pertenecer al colectivo LGTBI. La encargada del Registro Civil de 
Barcelona dicta acuerdo por el que desestima la solicitud del interesado al no ostentar 
la nacionalidad española, sino la marroquí, y no encontrarse inscrito su nacimiento en 
el Registro Civil español. Frente a dicha resolución se interpone recurso por el promotor, 
actuando a través de representación, que es el objeto del presente expediente.

III. El artículo 1 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral 
de la mención relativa al sexo de las personas establece que «Toda persona de nacio-
nalidad española, mayor de edad y con capacidad suficiente para ello, podrá solicitar 
la rectificación de la mención registral del sexo. La rectificación del sexo conllevará el 
cambio del nombre propio de la persona, a efectos de que no resulte discordante con 
su sexo registral». A su vez, el artículo 43 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la 
igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las 
personas LGTBI, establece que «Toda persona de nacionalidad española mayor de 
dieciséis años podrá solicitar por sí misma ante el Registro Civil la rectificación de la 
mención registral relativa al sexo».

De este modo, dado que el promotor no ostenta la nacionalidad española, sino la 
marroquí, no encontrándose inscrito su nacimiento en el Registro Civil español, no se 
encuentra legitimado para solicitar la rectificación registral de sexo y cambio de nombre.

No obstante, lo anteriormente indicado, se informa que el artículo 50 de la Ley 4/2023, 
de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía 
de los derechos de las personas LGTBI, indica que «las personas extranjeras que acrediten 
la imposibilidad legal o de hecho de llevar a efecto la rectificación registral relativa al 
sexo y, en su caso, al nombre en su país de origen, siempre que cumplan los requisitos 
de legitimación previstos en esta Ley, excepto el de estar en posesión de la nacionalidad 
española, podrán interesar la rectificación de la mención del sexo y el cambio del nombre 
en los documentos que se les expidan, ante la autoridad competente para ello. A estos 
efectos, la autoridad competente instará al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación a que recabe la información disponible en la representación 
exterior de España que corresponda sobre si en el país de origen existen impedimentos 
legales o de hecho para llevar a cabo dicha rectificación registral. Dicho Ministerio 
comunicará la información disponible a la autoridad solicitante en el plazo máximo de 
un mes».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Barcelona.
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Resolución de 11 de abril de 2024 (10.ª)
I.1.2 Rectificación registral de la mención relativa al sexo

1.º En aplicación de la normativa anterior a la entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 
28 de febrero, una vez declarada la inconstitucionalidad, en determinados casos, de 
la limitación por razón de edad para efectuar la rectificación de la mención registral 
relativa al sexo, es posible su autorización para un menor de edad, pero solo cuando 
el interesado tenga suficiente madurez y se encuentre en una situación estable de 
transexualidad (STC 99/2019, de 18 de julio en relación con el art. 1.1 de la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo).

2.º En los procedimientos de rectificación de la mención relativa al sexo que se encuen-
tren en vía de recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública a la 
entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, que no cumplan con los requisitos 
de la normativa anterior, se dejará sin efecto la resolución dictada por el/la encargado/a 
del Registro y se retrotraerán las actuaciones para que se declare por los solicitantes 
si quieren acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso continuarán las actuaciones 
en el punto que corresponda de acuerdo con la directriz tercera de la Instrucción de 26 
de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sobre la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo regulada en la Ley 4/2023, de 28 
de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de 
los derechos de las personas LGTBI.

En las actuaciones sobre rectificación de la mención relativa al sexo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores contra auto 
de la encargada de la Oficina del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 6 de octubre de 2022 en Oficina del Registro Civil de 
Madrid, doña M-L. M. M. y don J. S. G., con domicilio en dicha localidad, solicitaron la 
rectificación de la mención relativa al sexo en la inscripción de nacimiento de su hijo, 
aún menor de edad, A. S. M., para hacer constar que se trata de un varón y no de una 
mujer, como actualmente consta.

2. Ratificados los promotores, compareció también el menor para expresar su consen-
timiento a la solicitud instada por sus progenitores. La encargada de la Oficina del 
Registro Civil de Madrid, en atención a la edad del menor acordó librar oficio a la Clínica 
Forense a fin de que se emitiese informe pericial por médico forense especialista en 
psicología/psiquiatría infantil, a lo que los promotores manifestaron su negativa, alegando 
que es la encargada del Registro Civil quien tiene que valorar la madurez del menor.

3. Instruido el expediente, la encargada dictó resolución el 11 de febrero de 2023 
denegando la pretensión, por no cumplimentarse la exigencia de legitimación prevista 
en el artículo 1.1 de la vigente Ley 3/2007 respecto del grado de madurez y la situación 
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estable de transexualidad del menor, que cuenta con tan sólo nueve años, teniendo en 
cuenta la sentencia del Tribunal Constitucional 99/2019, de 18 de julio.

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, insistiendo los recurrentes en su solicitud por los motivos ya 
expuestos.

5. La encargada de Oficina del Registro Civil de Madrid remitió las actuaciones a la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 1 y 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas; 9.1 de la Ley Orgánica 1/1996, 
de 15 enero, de protección jurídica del menor; 16 y 91.2 de la Ley 20/2011, del Registro 
Civil (LRC 2011); 294 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de 
octubre de 2018 de la Dirección General de los Registros y del Notariado sobre cambio 
de nombre en el Registro Civil de las personas transexuales, la sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC) 99/2019, de 18 de julio, y la resolución 10-7.ª de febrero de 2024.

II. Pretenden los promotores la rectificación registral de la mención relativa al sexo 
femenino en la inscripción de nacimiento de su hijo (hija según la inscripción) aún menor 
de edad, alegando que se trata de una persona transexual y que el sexo sentido es el 
masculino. La encargada de la Oficina del Registro Civil de Madrid denegó la modificación 
porque, no se cumplimenta la exigencia de legitimación prevista en el artículo 1.1 de la 
vigente Ley 3/2007 respecto del grado de madurez y la situación estable de transexua-
lidad de la menor.

III. La Ley 3/2007, vigente en el momento en que se formuló la solicitud y actualmente 
derogada por la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las 
personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, según explicaba 
en su exposición de motivos, tenía por objeto regular los requisitos necesarios para 
acceder a la rectificación del apartado relativo al sexo en la inscripción de nacimiento 
de una persona en el Registro Civil cuando dicha inscripción no se corresponde con su 
verdadera identidad sexual y que dicha rectificación y la modificación del nombre 
constatasen como un hecho cierto el cambio ya producido de la identidad de género. 
Para ello, el cambio de identidad debía acreditarse debidamente y la rectificación registral 
se llevaba a cabo de acuerdo con la regulación de los expedientes gubernativos del 
Registro Civil.

IV. En los términos en que figuraba redactada la citada Ley se entendía que solo estaban 
legitimados para solicitar tal rectificación los propios interesados mayores de edad y 
con capacidad suficiente. Sin embargo, el Tribunal Supremo planteó en 2016 una cuestión 
de constitucionalidad acerca de este asunto que fue resuelta por sentencia del Tribunal 
Constitucional de 18 de julio de 2019 en el sentido de declarar inconstitucional el 
artículo 1.1 de la Ley 3/2007, si bien únicamente en la medida en que incluía en el 
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ámbito subjetivo de la prohibición a los menores de edad con suficiente madurez y que 
se encontrasen en una situación estable de transexualidad, por lo que en estos casos, 
sin entrar a valorar la concurrencia de otros requisitos, siguiendo las directrices esta-
blecidas por el Tribunal Constitucional y atendiendo siempre al interés superior del 
menor, era preciso valorar su grado de madurez, entendida esta como la capacidad de 
comprender y evaluar las consecuencias de un asunto determinado, por lo que debe 
tomarse en consideración […] la capacidad de un niño para expresar sus opiniones 
sobre las cuestiones de forma razonable e independiente. A partir de ahí, la propia STC 
indicaba expresamente que el hecho de que un menor no llevase dos años de tratamiento 
médico para acomodar sus características físicas al sexo reclamado no era obstáculo, 
aisladamente considerado, para acceder a la rectificación, en tanto que el propio artículo 
4 de la Ley 3/2007 prevé que no puede exigirse tal requisito cuando razones de edad 
lo imposibiliten, lo que sucedería, de modo evidente, en una persona que tenía ocho 
años cuando se inició el expediente.

V. Si bien es cierto que, conforme a la normativa anterior a la entrada en vigor de la Ley 
4/2023, de 28 de febrero, aunque para el cambio de nombre era suficiente con declarar 
la existencia de disonancia entre el sexo inscrito y la identidad sentida por la persona 
interesada, lo cierto es que, en el momento de la solicitud, dicha declaración resultaba 
por sí sola insuficiente para poder autorizar la rectificación de la mención relativa al 
sexo.

VI. Sin perjuicio de lo anterior, la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y 
efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, 
que entró en vigor el 2 de marzo de 2023, regula, entre otras cuestiones, la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas y la adecuación documental a 
esa circunstancia, reconociendo la voluntad libremente manifestada, despatologizando 
el procedimiento y eliminando el requisito de la mayoría de edad para solicitar la recti-
ficación, derogando expresamente la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas y disponiendo en 
su disposición transitoria segunda que las previsiones del capítulo I del título II serán 
de aplicación a todos los procedimientos registrales de rectificación de la mención 
relativa al sexo que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de la Ley si la 
persona interesada solicita del encargado/a del Registro Civil la reconducción del pro-
cedimiento a esta nueva normativa.

En atención a dicho mandato, se ha dictado la Instrucción de 26 de mayo de 2023, de 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en cuya directriz octava, indica 
que aquellos procedimientos que se encuentren en vía de recurso en los que no concurran 
los requisitos establecidos por la legislación anterior, serán resueltos por la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública que dejará sin efecto la resolución dictada 
retrotrayendo las actuaciones para que el/la encargado/a del Registro requiera a la 
persona interesada—si esta no se hubiera pronunciado antes al respecto— para que 
declare si quiere acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso las actuaciones continuarán 
en el punto que corresponda.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado revocar el auto 
dictado y retrotraer las actuaciones para que, por los representantes legales del menor, 
se declare si desean solicitar la reconducción del procedimiento a la nueva normativa 
conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de la Ley 4/2023, de 28 
de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de 
los derechos de las personas LGTBI y en caso contrario, se cite para que en comparecencia 
personal del menor, dado el tiempo transcurrido, se valore su grado de madurez y la 
situación estable de transexualidad en los términos de la sentencia del Tribunal 
Constitucional de 18 de julio de 2019 y se requiera a los promotores para que cumpli-
menten los requisitos del artículo 4.1 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de 
la rectificación registral de la mención relativa al sexo, y en función del resultado, se 
dicte una nueva resolución.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.

Resolución de 15 de abril de 2024 (12.ª)
I.1.2 Rectificación registral de la mención relativa al sexo y cambio de nombre

1.º En aplicación de la normativa anterior a la entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 
28 de febrero, una vez declarada la inconstitucionalidad, en determinados casos, de 
la limitación por razón de edad para efectuar la rectificación de la mención registral 
relativa al sexo, es posible su autorización para un menor de edad, pero solo cuando 
el interesado tenga suficiente madurez y se encuentre en una situación estable de 
transexualidad (STC 99/2019, de 18 de julio en relación con el art. 1.1 de la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo).

2.º En los procedimientos de rectificación de la mención relativa al sexo que se encuen-
tren en vía de recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública a la 
entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, que no cumplan con los requisitos 
de la normativa anterior, se dejará sin efecto la resolución dictada por el/la encargado/a 
del Registro y se retrotraerán las actuaciones para que se declare por los solicitantes 
si quieren acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso continuarán las actuaciones 
en el punto que corresponda de acuerdo con la directriz tercera de la Instrucción de 26 
de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sobre la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo regulada en la Ley 4/2023, de 28 
de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de 
los derechos de las personas LGTBI.

En las actuaciones sobre rectificación de la mención relativa al sexo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el ministerio fiscal contra auto 
de la encargada del Registro Civil de Alcalá de Guadaira (Sevilla).
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HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 22 de agosto de 2017 en el Registro Civil de Alcalá 
de Guadaira (Sevilla), don M. -Á. G. B. y doña Á.- P. M. J., con domicilio en dicha localidad, 
solicitaron la rectificación de la mención relativa al sexo en la inscripción de nacimiento 
de su hijo C., menor de edad, para hacer constar que se trata de un varón, que es lo 
que corresponde a su verdadera identidad, y no de una mujer, como actualmente consta, 
sin cambio de nombre propio por haber sido objeto de cambio con anterioridad.

Se incorporan al expediente un certificado médico de fecha 26 de julio de 2017, con 
diagnóstico de disforia de género, que persiste en el tiempo, no existiendo trastorno de 
personalidad, un informe psicológico privado donde se concluye que el menor presenta 
una disonancia entre el sexo morfológico o género fisiológico asignado al nacer con el 
que inicialmente fue inscrito y la identidad de género sentida y un informe forense de 
1 de marzo de 2018 en el que se indica que el menor cumple con los criterios de disforia 
de género en niños, sin trastorno de la personalidad.

2. Ratificados los promotores y previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la 
encargada del registro dictó auto el 15 de octubre de 2018 autorizando la petición 
porque, aun estando pendiente de iniciar el proceso para cambio completo de sexo, 
consideró acreditados los requisitos previstos en el artículo 4 de la Ley 3/2007, de 15 
de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las 
personas.

3. Notificada la resolución, el ministerio fiscal presentó recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que la Ley 3/2007 determina que únicamente estarán legitimados 
para solicitar la rectificación de la mención relativa al sexo los mayores de edad con 
capacidad suficiente para ello.

4. De la interposición del recurso se dio traslado a los promotores, formulando alegaciones 
e insistiendo en su solicitud por los motivos expuestos. La encargada del Registro Civil 
de Alcalá de Guadaira remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado (actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública) para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 1 y 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas; 43 a 51 de la Ley 4/2023, de 
28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía 
de los derechos de las personas LGTBI; 9.1 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 enero, 
de protección jurídica del menor; 26, 54, 59, 60 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
(LRC) (LRC); 206, 209, 210 y 294 del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC) (RRC); 
la Instrucción de 23 de octubre de 2018 de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado sobre cambio de nombre en el Registro Civil de las personas transexuales; 
la Instrucción de 26 de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
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Fe Pública, sobre la rectificación registral de la mención relativa al sexo regulada en la 
Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y 
para la garantía de los derechos de las personas LGTBI y la sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC) 99/2019, de 18 de julio.

II. Pretenden los promotores la rectificación registral de la mención relativa al sexo 
femenino en la inscripción de nacimiento de su hijo (según su inscripción de nacimiento) 
aún menor de edad, alegando que se trata de una persona transexual y que el sexo 
sentido es el masculino. El nombre del menor, C., ya fue rectificado anteriormente por 
medio de auto de fecha de 24 de mayo de 2017, siendo su nombre original M., siendo 
así que en la actualidad figura su sexo como «mujer», solicitando los progenitores que 
se rectifique el sexo de C. por el de «varón». La encargada del registro autorizó la pre-
tensión, decisión que fue recurrida por el ministerio fiscal al entender que, de acuerdo 
con la normativa vigente, no era posible acceder a ello.

III. La Ley 3/2007, vigente en el momento en que se formuló la solicitud y actualmente 
derogada por la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las 
personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, según explicaba 
en su exposición de motivos, tenía por objeto regular los requisitos necesarios para 
acceder a la rectificación del apartado relativo al sexo en la inscripción de nacimiento 
de una persona en el registro civil cuando dicha inscripción no se corresponde con su 
verdadera identidad sexual y que dicha rectificación y la modificación del nombre 
constatasen como un hecho cierto el cambio ya producido de la identidad de género. 
Para ello, el cambio de identidad debía acreditarse debidamente y la rectificación registral 
se llevaba a cabo de acuerdo con la regulación de los expedientes gubernativos del 
registro civil.

IV. En los términos en que figuraba redactada la citada Ley se entendía que solo estaban 
legitimados para solicitar tal rectificación los propios interesados mayores de edad y 
con capacidad suficiente. Sin embargo, el Tribunal Supremo planteó en 2016 una cuestión 
de constitucionalidad acerca de este asunto que ha sido resuelta por sentencia del 
Tribunal Constitucional de 18 de julio de 2019 en el sentido de declarar inconstitucional 
el artículo 1.1 de la Ley 3/2007, si bien únicamente en la medida en que incluye en el 
ámbito subjetivo de la prohibición a los menores de edad con suficiente madurez y que 
se encuentren en una situación estable de transexualidad, por lo que en estos casos, 
sin entrar a valorar la concurrencia de otros requisitos, siguiendo las directrices esta-
blecidas por el Tribunal Constitucional y atendiendo siempre al interés superior del 
menor, era preciso valorar su grado de madurez, entendida esta como la capacidad de 
comprender y evaluar las consecuencias de un asunto determinado, por lo que debe 
tomarse en consideración […] la capacidad de un niño para expresar sus opiniones 
sobre las cuestiones de forma razonable e independiente. El recurso planteado por el 
ministerio fiscal se basa en la preservación del interés superior del menor a la vista, 
especialmente, de su corta edad cuando se dictó la resolución recurrida.
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V. Si bien es cierto que, conforme a la normativa anterior a la entrada en vigor de la Ley 
4/2023, de 28 de febrero, aunque para el cambio de nombre era suficiente con declarar 
la existencia de disonancia entre el sexo inscrito y la identidad sentida por la persona 
interesada, lo cierto es que, en el momento de la solicitud, dicha declaración resultaba 
por sí sola insuficiente para poder autorizar la rectificación de la mención relativa al 
sexo, tal como fundamentaba el recurso del ministerio fiscal.

VI. Sin perjuicio de lo anterior, la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y 
efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, 
que entró en vigor el 2 de marzo de 2023, regula, entre otras cuestiones, la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas y la adecuación documental a 
esa circunstancia, reconociendo la voluntad libremente manifestada, despatologizando 
el procedimiento y eliminando el requisito de la mayoría de edad para solicitar la recti-
ficación, derogando expresamente la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas y disponiendo en 
su disposición transitoria segunda que las previsiones del capítulo I del título II serán 
de aplicación a todos los procedimientos registrales de rectificación de la mención 
relativa al sexo que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de la Ley si la 
persona interesada solicita del encargado/a del registro civil la reconducción del pro-
cedimiento a esta nueva normativa.

En atención a dicho mandato, se ha dictado la Instrucción de 26 de mayo de 2023, de 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en cuya directriz octava, indica 
que aquellos procedimientos que se encuentren en vía de recurso en los que no concurran 
los requisitos establecidos por la legislación anterior, serán resueltos por la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública que dejará sin efecto la resolución dictada 
retrotrayendo las actuaciones para que el/la encargado/a del registro requiera a la 
persona interesada—si esta no se hubiera pronunciado antes al respecto— para que 
declare si quiere acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso las actuaciones continuarán 
en el punto que corresponda.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede revocar el auto dictado y retrotraer las actuaciones para 
que, por los representantes legales del menor, se declare si desean solicitar la recon-
ducción del procedimiento a la nueva normativa conforme a lo dispuesto en la disposición 
transitoria segunda de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva 
de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, y, en 
función del resultado, se dicte una nueva resolución.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil de Alcalá de Guadaira (Sevilla).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (31.ª)
I.1.2 Rectificación registral de la mención relativa al sexo

1.º En aplicación de la normativa anterior a la entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 
28 de febrero, una vez declarada la inconstitucionalidad, en determinados casos, de 
la limitación por razón de edad para efectuar la rectificación de la mención registral 
relativa al sexo, es posible su autorización para un menor de edad, pero solo cuando 
el interesado tenga suficiente madurez y se encuentre en una situación estable de 
transexualidad (STC 99/2019, de 18 de julio en relación con el art. 1.1 de la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo).

2.º En los procedimientos de rectificación de la mención relativa al sexo que se encuen-
tren en vía de recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública a la 
entrada en vigor de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, que no cumplan con los requisitos 
de la normativa anterior, se dejará sin efecto la resolución dictada por el/la encargado/a 
del Registro y se retrotraerán las actuaciones para que se declare por los solicitantes 
si quieren acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso continuarán las actuaciones 
en el punto que corresponda de acuerdo con la directriz tercera de la Instrucción de 26 
de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sobre la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo regulada en la Ley 4/2023, de 28 
de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de 
los derechos de las personas LGTBI.

En las actuaciones sobre rectificación de la mención relativa al sexo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores contra auto 
de la encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 19 de junio de 2018 en el Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz, doña L. R. F. y don M. A. R. B., con domicilio en dicha localidad, solicitaron el 
cambio de nombre y la rectificación de la mención relativa al sexo en la inscripción de 
nacimiento de su hija Eukeni, menor de edad, para hacer constar que se trata de una 
mujer, que es lo que corresponde a su verdadera identidad, y no de un varón, como 
actualmente consta, y que su nombre es Eukene. Previo informe del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 26 de julio de 2018 autorizando el cambio de 
nombre y denegando la pretensión sobre la mención relativa al sexo por falta de legiti-
mación activa.

2. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
insistiendo los recurrentes en su pretensión de modificación de la mención relativa al 
sexo. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a 
su estimación y encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz se ratificó en su decisión 
y remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros y del Notariado (actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública) dictándose resolución de 8 de 
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febrero de 2021 por la que se acordaba estimar parcialmente el recurso y retrotraer las 
actuaciones para que, en comparecencia personal, se valorase el grado de madurez de 
la menor y, en función del resultado, se dictase una nueva resolución.

3. Como consecuencia de la resolución dictada por este centro, se incorporaron a las 
actuaciones informe del equipo psicosocial de los Juzgados de Vitoria sobre el grado de 
madurez de la menor, en el que se indica que tras la exploración realizada no se observan 
elementos de desarrollo psicoevolutivo que interfieran en su nivel de competencia para 
tomar decisiones y que ésta tiene la información necesaria para responsabilizarse de 
las consecuencias del proceso de transición de su identidad sexual, indicando que la 
menor ya lleva varios años con tratamiento hormonal en la Unidad de Identidad de 
Género y acta de audiencia en comparecencia personal de la menor ante la encargada 
del registro en fecha 14 de mayo de 2021.

4. Previo informe favorable del ministerio fiscal, la encargada dictó resolución el 29 de 
julio de 2021 denegando la pretensión, por no cumplimentarse la exigencia de legiti-
mación prevista en el artículo 1.1 de la vigente Ley 3/2007 respecto del grado de 
madurez y la situación estable de transexualidad del menor, que cuenta con tan sólo 
once años, teniendo en cuenta la sentencia del Tribunal Constitucional 99/2019, de 
18 de julio

5. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, insistiendo los recurrentes en su solicitud por los motivos ya 
expuestos.

6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal que emitió informe, 
esta vez desfavorable, y la encargada del Registro Civil de Vitoria remitió las actuaciones 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 1 y 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas; 9.1 de la Ley Orgánica 1/1996, 
de 15 enero, de protección jurídica del menor; 16 y 91.2 de la Ley 20/2011, del Registro 
Civil (LRC 2011); 294 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de 
octubre de 2018 de la Dirección General de los Registros y del Notariado sobre cambio 
de nombre en el Registro Civil de las personas transexuales, la sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC) 99/2019, de 18 de julio, y las resoluciones 9-20.ª de mayo de 
2019, 29-1.ª y 2.ª de septiembre de 2020, 8-55.ª de febrero y 28-1.ª de septiembre de 
2021.

II. Pretenden los promotores la rectificación registral de la mención relativa al sexo 
masculino en la inscripción de nacimiento de su hija (hijo según la inscripción) aún 
menor de edad, alegando que se trata de una persona transexual y que el sexo sentido 
es el femenino. El encargado del registro denegó la modificación porque, no se cumpli-
menta la exigencia de legitimación prevista en el artículo 1.1 de la vigente Ley 3/2007 
respecto del grado de madurez y la situación estable de transexualidad de la menor.
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III. La Ley 3/2007, vigente en el momento en que se formuló la solicitud y actualmente 
derogada por la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las 
personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, según explicaba 
en su exposición de motivos, tenía por objeto regular los requisitos necesarios para 
acceder a la rectificación del apartado relativo al sexo en la inscripción de nacimiento 
de una persona en el Registro Civil cuando dicha inscripción no se corresponde con su 
verdadera identidad sexual y que dicha rectificación y la modificación del nombre 
constatasen como un hecho cierto el cambio ya producido de la identidad de género. 
Para ello, el cambio de identidad debía acreditarse debidamente y la rectificación registral 
se llevaba a cabo de acuerdo con la regulación de los expedientes gubernativos del 
Registro Civil.

IV. En los términos en que figuraba redactada la citada Ley se entendía que solo estaban 
legitimados para solicitar tal rectificación los propios interesados mayores de edad y 
con capacidad suficiente. Sin embargo, el Tribunal Supremo planteó en 2016 una cuestión 
de constitucionalidad acerca de este asunto que fue resuelta por sentencia del Tribunal 
Constitucional de 18 de julio de 2019 en el sentido de declarar inconstitucional el 
artículo 1.1 de la Ley 3/2007, si bien únicamente en la medida en que incluía en el 
ámbito subjetivo de la prohibición a los menores de edad con suficiente madurez y que 
se encontrasen en una situación estable de transexualidad, por lo que en estos casos, 
sin entrar a valorar la concurrencia de otros requisitos, siguiendo las directrices esta-
blecidas por el Tribunal Constitucional y atendiendo siempre al interés superior del 
menor, era preciso valorar su grado de madurez, entendida esta como la capacidad de 
comprender y evaluar las consecuencias de un asunto determinado, por lo que debe 
tomarse en consideración […] la capacidad de un niño para expresar sus opiniones 
sobre las cuestiones de forma razonable e independiente. En el presente caso, la 
encargada entendió que la madurez de la interesada es la propia de una menor de once 
años, edad biológica que ostenta, lo que impide que pueda comprender la entidad y el 
alcance de la solicitud efectuada por sus progenitores.

V. Sin perjuicio de lo anterior, la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y 
efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, 
que entró en vigor el 2 de marzo de 2023, regula, entre otras cuestiones, la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas y la adecuación documental a 
esa circunstancia, reconociendo la voluntad libremente manifestada, despatologizando 
el procedimiento y eliminando el requisito de la mayoría de edad para solicitar la recti-
ficación, derogando expresamente la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas y disponiendo en 
su disposición transitoria segunda que las previsiones del capítulo I del título II serán 
de aplicación a todos los procedimientos registrales de rectificación de la mención 
relativa al sexo que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de la Ley si la 
persona interesada solicita del encargado/a del Registro Civil la reconducción del pro-
cedimiento a esta nueva normativa.
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En atención a dicho mandato, se ha dictado la Instrucción de 26 de mayo de 2023, de 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en cuya directriz octava, indica 
que aquellos procedimientos que se encuentren en vía de recurso en los que no concurran 
los requisitos establecidos por la legislación anterior, serán resueltos por la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública que dejará sin efecto la resolución dictada 
retrotrayendo las actuaciones para que el/la encargado/a del Registro requiera a la 
persona interesada —si esta no se hubiera pronunciado antes al respecto— para que 
declare si quiere acogerse a la nueva normativa, en cuyo caso las actuaciones continuarán 
en el punto que corresponda.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado revocar el auto 
dictado y retrotraer las actuaciones para que, por los representantes legales de la menor, 
se declare si desean solicitar la reconducción del procedimiento a la nueva normativa 
conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de la Ley 4/2023, de 28 
de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de 
los derechos de las personas LGTBI, y en función del resultado, se dicte una nueva 
resolución.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Vitoria Gasteiz.

I.2  FILIACIÓN

I.2.1  INSCRIPCIÓN DE FILIACIÓN

Resolución de 27 de abril de 2024 (12.ª)
I.2.1 Inscripción de filiación materna

No procede la inscripción de filiación materna de la interesada, toda vez que hay oposición 
del ministerio fiscal al no quedar acreditado el nombre de la madre y la filiación 
pretendida.

En las actuaciones sobre inscripción de filiación materna remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra la resolución de la 
encargada del Registro Civil de Gijón (Asturias).

HECHOS

1. Con fecha 21 de mayo de 2018, D.ª M. J. L. L., nacida y domiciliada en G. comparece 
en el Registro Civil de Gijón (Asturias) y manifiesta que, en su inscripción de nacimiento, 
consta como hija de don J. L. L. y no constan datos de la madre, pues en ese momento 
estaba casada con otra persona, solicitando el reconocimiento de la filiación materna, 
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haciendo constar en su inscripción de nacimiento que es hija de F. M. R., ya fallecida, 
interesando seguir con los apellidos que viene utilizando, L. L.

2.Previo informe desfavorable del ministerio fiscal de fecha 24 de mayo de 2018, por 
auto dictado por la encargada del registro civil de fecha 28 de mayo de 2018 se desestima 
la solicitud de la interesada, toda vez que existe oposición por parte del ministerio fiscal 
al no quedar determinada la filiación materna de la interesada, por lo que no se puede 
acceder al reconocimiento de filiación pretendido.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, insistiendo la recurrente en su pretensión.

4. Notificado el ministerio fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso 
en fecha 21 de junio de 2018 y la encargada del Registro Civil de Gijón remitió las 
actuaciones a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 108, 112, 113, 114, 120 y 123 del Código Civil; 44 de la Ley 
20/2011 del registro civil y artículos 181 y 189 del Reglamento del Registro Civil.

II. Pretende la interesada que se haga constar el reconocimiento de filiación materna 
no matrimonial en su inscripción de nacimiento, en la que solo consta la filiación paterna. 
Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada del Registro Civil desestima 
la solicitud de la interesada dado que el ministerio fiscal se opone a la pretensión por 
no quedar acreditada dicha filiación. Frente a dicha resolución se interpone recurso por 
la promotora, que es el objeto del presente expediente.

III. El artículo 44 de la Ley 20/2011 del Registro Civil establece que “Podrá inscribirse 
la filiación mediante expediente aprobado por el encargado del registro civil, siempre 
que no haya oposición del ministerio fiscal o de parte interesada notificada personal y 
obligatoriamente, si concurre alguna de las siguientes circunstancias:

1. ª Cuando exista escrito indubitado del padre o de la madre en que expresamente 
reconozca la filiación. 2.ª Cuando el hijo se halle en la posesión continua del estado de 
hijo del padre o de la madre, justificada por actos directos del mismo padre o de su 
familia. 3.ª Respecto de la madre o persona trans gestante, siempre que se pruebe 
cumplidamente el hecho del parto y la identidad del hijo”.

Por su parte, el art. 189 del Reglamento del Registro Civil dispone que cualquiera que 
sea el tiempo trascurrido, y aunque hayan muerto padre e hijo, el expediente para 
inscribir la filiación no matrimonial puede iniciarse a petición de quien tenga interés 
legítimo o de su representante legal.

IV. En el presente caso, D.ª M. J. L. L., nacida el 6 de julio de 1969 en G., antes J. L. L., 
pues en virtud de Auto de 23 de mayo de 2007 del Registro Civil de Oviedo se estimó 
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la solicitud de rectificación registral de la mención relativa a su sexo y el cambio de 
nombre de J. a M. J., solicita el reconocimiento de filiación materna en su inscripción 
de nacimiento, como hija de F. M. R., ya fallecida, en la que solo consta la filiación 
paterna, siendo el padre don J. L. L. Aporta inscripción de nacimiento de D® F. M. R., 
nacida en S. en 1926, hija de A. y de D., que había contraído matrimonio en 1948 con 
B. J. L. G. M. y falleció en G. en 1979. La interesada aporta documentación médica 
donde se indica que F. M. R. dio a luz a un varón el 6 de julio de 1969. Asimismo, se 
aporta certificado de partida de bautismo de J. L. M. en fecha 16 de julio de 1969, 
donde se dice que el padre es J. L. L. y la madre J. M. R., hija de A. y F., natural de S.

A la vista de la documentación presentada, el ministerio fiscal manifiesta su oposición 
a lo solicitado, en plazo y expresando las razones de la oposición (art.189 RRC), que se 
sustenta en las dudas o divergencias que se aprecian en la documentación aportada 
por la promotora del expediente, pues en la partida de bautismo de J. L. M. aparece 
como padre J. L. L. y como madre J. M. R., en lugar de F., nombre que aparece como de 
la abuela materna. En la esquela aportada que informa de la muerte de Dª F., consta 
como esposo don J. L. L. y sus hijos, M. D., J., A. y J. L. M., siendo la promotora M. J. L. 
L. (antes J. L. L.). Todo ello no permite determinar fehacientemente la filiación materna 
no matrimonial respecto a F. M. R., por lo que no procede estimar la solicitud formulada 
por la interesada, sin perjuicio del derecho de la promotora de acudir al procedimiento 
declarativo ordinario de reclamación de filiación materna no matrimonial.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil de Gijón.

Resolución de 30 de abril de 2024 (15.ª)
I.2.1. Inscripción de filiación paterna

En ausencia de reconocimiento formal puede inscribirse la filiación mediante el expe-
diente registral de los artículos 120.3.º del Código Civil y 44 de la Ley del Registro Civil, 
pero debe tramitarse probando la posesión de estado y notificándolo personal y obli-
gatoriamente a todos los posibles interesados y al ministerio fiscal, sin que haya oposición 
de ninguno de ellos, lo que en este caso no sucede.

En las actuaciones sobre inscripción de filiación paterna no matrimonial remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra reso-
lución de la encargada del Registro Civil de Madrid.
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HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 28 de enero de 2019 en el Registro Civil de Madrid, 
don J. J. A., nacido el 13 de septiembre de 1945 en M., solicitó que se completara la 
inscripción de su nacimiento, que consta solo con la filiación materna al Tomo …., Pagina 
….. del Registro Civil de Madrid, con el reconocimiento de la filiación paterna del inscrito 
respecto a L. -E. J. M.

Aportaba la siguiente documentación: certificación de nacimiento española del promotor 
donde consta como don J. A. O.; empadronamiento en M.; extracto de partida de naci-
miento francesa con su traducción jurada donde el promotor consta como J. J. y con la 
filiación paterna solicitada; DNI, pasaporte y carnet de conducir franceses del promotor; 
certificación española literal y en extracto de nacimiento de L.- E. J. M., nacido en M., 
Guadalajara; copias de certificación de refugiados del padre y la madre del promotor 
expedidas por las autoridades francesas

2. En fecha 31 de enero de 2019, la encargada del Registro Civil de Madrid dictó 
resolución denegando la solicitud por no considerar acreditado el reconocimiento que 
se pretende inscribir, no constando el reconocimiento expreso de la paternidad conforme 
viene preceptuado en el art. 120 del Código Civil, ante el encargado del registro civil o 
en escritura pública ante notario.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
insistiendo el recurrente en su pretensión, alegando que ha presentado toda la docu-
mentación que tiene y que su padre no pudo hacer el reconocimiento paterno por la 
situación comprometida del momento por razones políticas y que ya en Francia fue 
reconocido como hijo, constando en la inscripción francesa.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación mediante informe de fecha 12 de abril de 2019. La encargada del Registro 
Civil de Madrid remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado (actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública) para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 120 y 126 del Código Civil (CC) (CC); 44 de la Ley 20/2011 del 
Registro Civil; 186 y 189 del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC) y las resoluciones, 
entre otras, 15-1.ª de enero, 21-2.ª y 25 de febrero y 14-5.ª de noviembre de 2002; 2-4.ª 
de febrero de 2005; 5-3.ª de enero de 2006; 17-3.ª de octubre de 2007; 6-1.ª y 26-6.ª 
de noviembre de 2008; 30-2.ª de marzo de 2009; 2-3.ª de junio y 15-5.ª de septiembre 
de 2010; 18-56.ª de julio de 2013; 22-14.ª de mayo y 26-59.ª de diciembre de 2014; 
15-18.ª de enero de 2016; 1-23.ª de junio de 2018, y 2-59.ª de septiembre de 2020.

II. Pretende el promotor que se inscriba su filiación paterna no matrimonial respecto de 
un ciudadano nacido en España, alegando que el reconocimiento paterno figura en la 
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inscripción de nacimiento francesa. La encargada del registro denegó la pretensión por 
no considerar suficientemente acreditada la filiación pretendida con la documentación 
aportada.

III. En ausencia de reconocimiento formal de la paternidad no matrimonial, esta puede 
inscribirse en el registro civil por medio del expediente registral al que aluden los 120.3.º 
del CC y que regulan los artículos 44 de la Ley 20/2011 del registro civil y 189 de su 
reglamento. Para ello es imprescindible que haya un documento indubitado del padre 
en el que expresamente reconozca su filiación o que exista posesión continua del estado 
de hijo no matrimonial justificada por actos directos del mismo padre o de su familia. 
Además, para que prospere el expediente es preciso notificarlo personalmente a todos 
los interesados y que no se oponga a la petición ninguno de estos ni el ministerio fiscal.

IV. En esta ocasión, dejando a un lado que no se ha realizado investigación alguna acerca 
de la posible existencia de otros interesados, resulta que la única prueba de la realidad 
del reconocimiento pretendido es la inscripción de nacimiento francesa del solicitante. 
Manifiesta el promotor en su comparecencia que no puede aportar el Acta de 
Reconocimiento en base a la cual se le inscribió en el registro civil francés con la filiación 
paterna porque le han manifestado que allí no consta más documentación. Además, 
concurre como obstáculo principal la oposición formulada por el ministerio fiscal, que 
no considera suficientemente acreditada la filiación invocada y cuyo acuerdo es impres-
cindible según el artículo 44 LRC. En esta situación y a la vista de la documentación 
aportada, por el momento, no procede la inscripción de la filiación por la vía registral 
intentada.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil de Madrid.

I.3  ADOPCIÓN

I.3.1  INSCRIPCIÓN ADOPCIÓN NACIONAL

Resolución de 4 de abril de 2024 (6.ª)
I.3.1 Inscripción de adopción nacional: cambio del lugar de nacimiento

La posibilidad de modificar el lugar del nacimiento de dos menores adoptados está 
prevista únicamente para las adopciones internacionales.

En las actuaciones sobre modificación del lugar de nacimiento en las inscripciones de 
dos menores remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
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los promotores contra la resolución del encargado del Registro Civil de Torrejón de Ardoz 
(Madrid).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Ajalvir (Madrid), correspondiente a 
su domicilio, con fecha 23 de octubre de 2019, don J.-M. R. G. y D.ª Y. G. G.-M., solicitaban 
la cancelación y práctica de nueva inscripción de nacimiento de los menores, I. y N. R. 
G., hijos biológicos del promotor, nacidos en K. (Ucrania) en 2019 y posteriormente 
adoptados por su cónyuge, para que en el nuevo asiento conste solamente, además de 
los datos de los nacidos, las circunstancias personales del padre y de la madre adoptiva 
y la referencia a su matrimonio, modificando a la vez el lugar de nacimiento de los 
inscritos por el del domicilio de los progenitores cuando se produjo la adopción.

Aportaban, entre otra documentación, inscripciones de nacimiento practicadas en el 
Registro Civil de Ajalvir, por traslado de las que constaban en el Registro Civil Central 
de los menores, nacidos en K. (Ucrania) el 24 de mayo de 2017, hijos de J.-M. R. G., 
nacido en M. y de nacionalidad española y de K. F., nacida en Ucrania y de nacionalidad 
ucraniana, con marginal de inscripción de la filiación paterna no matrimonial de los 
inscritos por reconocimiento ante el encargado del Registro Civil consular con fecha 26 
de junio de 2017 y segunda marginal de adopción por Y. G. G.-M., cónyuge del padre, 
mediante auto de 16 de enero de 2018 del Juzgado de Primera Instancia n.º 5 de Torrejón 
de Ardoz, pasando a ser los apellidos de los inscritos, R. G.

2. Ratificados los promotores, el Registro Civil Central, que en fecha 19 de mayo de 
2022, remitió certificaciones literales de nacimiento para su transcripción en el registro 
civil del domicilio de los promotores que, por providencia de 30 de julio de 2019 de la 
encargada del Registro Civil de Torrejón de Ardoz, se transcribieron en el Registro de 
Ajalvir con fecha 19 de septiembre de 2019.

3. El encargado del Registro Civil de Torrejón de Ardoz, previo dictamen favorable del 
ministerio fiscal, dictó auto el 26 de abril de 2021 acordando la práctica de una nueva 
inscripción conforme a lo solicitado, pero sin modificar el lugar de nacimiento, dado que 
tal posibilidad solo está prevista para las adopciones internacionales, no siendo éste el 
caso, ya que los menores eran ciudadanos españoles, hijos de ciudadano español y 
fueron adoptados en España por la cónyuge de su progenitor.

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando los recurrentes que la adopción de sus hijos debe ser 
considerada como una adopción internacional, que los menores nacieron fuera de 
España, son hijos biológicos del progenitor y fue adoptados por su cónyuge unos meses 
después, por lo que por analogía debe aplicarse la misma posibilidad porque en ambos 
casos hay un nacimiento en el extranjero, una progenitora extranjera que consiente la 
adopción y, ante todo en ambos casos debe primar el interés superior del menor.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emitió informe 
favorable a la estimación del recurso, pese a que no son situaciones iguales, no es una 
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adopción internacional, si hay identidad de razón como es la defensa del interés superior 
del niño. El encargado del registro se muestra conforme con el informe fiscal y remitió 
las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la reso-
lución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 y 20 de la Ley del Registro Civil (LRC); 77 y 307 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); la resolución de consulta de la DGRN de 20 de octubre de 2005 
sobre inscripción de adopciones, la resolución-circular de 31 de octubre de 2005 y la 
resolución 30-23.ª de junio de 2017.

II. Solicitan los recurrentes que se practique nueva inscripción de nacimiento de sus hijos, 
nacidos en Ucrania el 24 de mayo de 2017 y adoptada unos meses después por la 
cónyuge del padre biológico, en la que, además de figurar únicamente los datos resultantes 
de la adopción, se haga constar como lugar de nacimiento de los inscritos el del domicilio 
familiar en A. El encargado del registro denegó esta última pretensión alegando que tal 
posibilidad solo está prevista para el caso de las adopciones internacionales.

III. La adopción da lugar en el Registro Civil español a una inscripción marginal en el 
asiento de nacimiento del adoptado (artículo 46 de la Ley del Registro Civil), de modo 
que en el mismo folio registral aparece reflejada la filiación anterior (o la ausencia de 
filiación) del adoptado, carente ya de relevancia jurídica, y la nueva filiación adoptiva 
dotada legalmente de plenitud de efectos jurídicos. Como esta superposición de filiaciones 
puede dar origen a molestas confusiones y a que irregularmente se dé publicidad a 
través de una certificación literal a datos que afectan a la intimidad familiar, para eliminar 
tales inconvenientes la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 15 de febrero de 1999, en aplicación del mecanismo previsto por el artículo 307 del 
Reglamento del Registro Civil, autorizó con carácter general que la filiación adoptiva 
fuera objeto de una inscripción principal de nacimiento que reflejara sólo los datos 
sobrevenidos por la adopción, con referencia a la inscripción previa de nacimiento y 
adopción en la que se comprende todo el historial jurídico del adoptado. Una de las 
circunstancias reveladoras de una filiación adoptiva puede ser la relativa al lugar del 
nacimiento, especialmente cuando este ha acaecido en un país remoto y, por ello, es 
conveniente que la publicidad de este dato quede limitada y sujeta a la autorización 
especial que el artículo 21 RRC establece. A tal fin, y complementariamente a lo anterior, 
la Instrucción de la DGRN de 1 de julio de 2004 —dictada, como la de 1999, ante el 
notable incremento que venían experimentando las adopciones internacionales— autorizó 
que en la nueva inscripción de nacimiento y adopción que, a solicitud de los adoptantes, 
se practicara con inclusión solo de los datos del nacimiento y del nacido y de las cir-
cunstancias de los progenitores adoptivos, constara como lugar de nacimiento del 
adoptado el del domicilio de los adoptantes y no el lugar real de su nacimiento, recono-
ciendo así en tales casos una facultad similar a la que el artículo 16, párrafo segundo, 
LRC otorga a los padres biológicos. Finalmente, se dio cobertura legal a la citada ins-
trucción a través de la reforma del artículo 20.1 LRC, introducida por la disposición final 
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segunda de la Ley 15/2005, de 8 de julio, que añadió al citado artículo el párrafo 
siguiente: En caso de adopción internacional, el adoptante o adoptantes de común 
acuerdo podrán solicitar que en la nueva inscripción conste su domicilio en España 
como lugar de nacimiento del adoptado. A las inscripciones así practicadas les será de 
aplicación lo dispuesto en el párrafo final del artículo 16.

IV. La citada reforma legal fue objeto de rápido desarrollo reglamentario a través del 
Real Decreto 820/2005, de 8 de julio, por el que se modificó el Reglamento del Registro 
Civil que, entre otros extremos, dio nueva redacción a los artículos 77 y 307 del citado 
reglamento. En cuanto al primero, se añadió un nuevo párrafo que permite omitir los 
datos de la filiación originaria en la nueva inscripción de nacimiento practicada como 
consecuencia del traslado en los casos de adopción. En concreto se establece que, En 
caso de adopción, si los solicitantes del traslado así lo piden, en la nueva inscripción 
de nacimiento constarán solamente, además de los datos del nacimiento y del nacido, 
las circunstancias personales de los padres adoptivos y, en su caso, la oportuna refe-
rencia al matrimonio de estos. Se trata de una norma complementaria del artículo 20.1 
LRC que, de forma conjunta con este, vino a sustituir en su finalidad a la Instrucción de 
15 de febrero de 1999, ampliada después por la de 1 de julio de 2004. En consecuencia, 
estas instrucciones se han de entender derogadas a partir de la entrada en vigor de la 
citada reforma legal y reglamentaria.

V. Explicado el alcance de las reformas operadas en este campo, cabe ya analizar la 
pretensión planteada en el presente caso, que es la de obtener el cambio del lugar de 
nacimiento, al tiempo que se suprimen los datos de la filiación biológica materna, tras 
producirse el traslado del folio registral al registro civil del domicilio. Pues bien, conforme 
a la reseñada reforma legal de 2005, queda claro que los actuales artículos 77 y 307 
RRC son aplicables a todas las adopciones, ya sean nacionales o internacionales, pero 
la posibilidad de modificar el lugar de nacimiento del adoptado por el del domicilio de 
los padres adoptantes queda circunscrita, como ya lo estaba a partir de la instrucción 
de 1999 y antes de que se materializara la reforma legal, a las adopciones internacionales 
(cfr. arts. 16.3 y 20.1 LRC) y así lo tiene también establecido la doctrina de este centro, 
no siendo aplicable al caso que nos ocupa por tratarse de una adopción nacional.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Torrejón de Ardoz (Madrid).
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II  NOMBRES Y APELLIDOS

II.2  CAMBIO DE NOMBRE

II.2.1  CAMBIO NOMBRE-PRUEBA USO HABITUAL

Resolución de 24 de abril de 2024 (8.ª)
II.2.1 Cambio de nombre. Prueba de uso habitual

El encargado del registro civil no puede autorizar el cambio de nombre si no se acredita 
suficientemente el uso habitual.

En las actuaciones sobre solicitud de cambio de nombre remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto de la encargada 
del Registro Civil de Bilbao.

HECHOS

1. Mediante solicitud de 8 de mayo de 2018 en el Registro Civil de Bilbao, don J.- A. S. 
C., con domicilio en dicha localidad, solicita autorización para cambiar su nombre por 
Rian, indicando como causa que es el que utiliza habitualmente y aquel por el que es 
conocido, en cuya prueba aportó una factura de mayo de 2018 y una tarjeta de crédito 
donde aparece identificado con el nombre solicitado.

2. Instruido el expediente, ratificado el promotor y emitido informe desfavorable del 
ministerio fiscal, la encargada del registro civil dictó auto el 11 de febrero de 2019 dene-
gando el cambio solicitado por no entenderse probado el uso del nombre propuesto.

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública solicitando la revisión del expediente y que se acceda a lo solicitado. 
No se aporta nueva documentación.

4. Trasladado el recurso al ministerio fiscal emitió informe desfavorable y la encargada 
del registro remitió el expediente a este centro para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 54, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC); 206, 209, 210 y 365 
del Reglamento del Registro Civil (RRC); y la resolución, entre otras, 23-38.ª de mayo de 
2022.
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II. Solicita el promotor la autorización para cambiar su nombre por Rian, indicando como 
causa que es el que utiliza habitualmente y aquel por el que es conocido. La encargada 
registro civil desestimó la pretensión al no probarse la habitualidad en el uso del nombre 
que alegaba el solicitante.

III. Habiéndose atribuido el nombre conforme a las disposiciones establecidas en la 
normativa registral, el cambio del mismo podrá autorizarse por el encargado del registro 
civil del domicilio que tiene facultades para autorizar en expediente el cambio del nombre 
propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209.4 y 365 RRC). Además, son requisitos 
exigidos para autorizar cualquier cambio de nombre propio, ya sea de la competencia 
del encargado del registro civil, ya corresponda a la competencia general del Ministerio 
de Justicia, que exista una justa causa en la pretensión (arts. 60 de la LRC y 206, último 
párrafo, y 210 del RRC) y que el cambio no suponga infracción de alguno de los límites 
del artículo 54 LRC.

IV. En el presente caso se alega, como causa justificativa del cambio, el uso habitual 
del nombre propuesto, sin embargo la prueba aportada es escasa y de fecha reciente, 
apenas una tarjeta de crédito y una factura expedida en mayo de 2018, tan solo unos 
días antes de la solicitud, lo que no permite acreditar tal circunstancia, e impide apreciar 
ni tan siquiera indicios razonables de que el nombre pretendido sea, como el promotor 
alega en su solicitud, aquel por el que es conocido socialmente, por lo que se entiende 
que no se ha generado y consolidado una situación de hecho en el uso del nombre 
propuesto.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto dictado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil de Bilbao.

II.3  ATRIBUCIÓN APELLIDOS

II.3.1  RÉGIMEN DE APELLIDOS DE LOS EXTRANJEROS NACIONALIZADOS

Resolución de 6 de abril de 2024 (42.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

1.º En la inscripción de nacimiento del extranjero que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, los apellidos fijados por la filiación según las Leyes 
españolas, que se sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª RRC) y, si la 
filiación está determinada por ambas líneas, los apellidos de un español serán el primero 
del padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera (art. 194 
RRC).
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2.º No cabe la conservación prevista en el art. 199 RRC si el resultado va en contra del 
orden público español, lo que sucede cuando, estando determinada la filiación por 
ambas líneas, los apellidos atribuidos solo representan a una de ellas.

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento tras la 
adquisición de la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora contra auto del encargado del Registro Civil 
de Lliria (Valencia).

HECHOS

1. Doña M. -A. F. F., de origen venezolano y con domicilio en esa localidad, adquirió la 
nacionalidad española por residencia por resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado (DGRN), de fecha 30 de junio de 2021, y en el acto de juramento 
de 28 de septiembre de 2021 solicitó la conservación de los apellidos F. F., correspon-
dientes al apellido materno y al de esposo, respectivamente, adquirido este último al 
contraer matrimonio en Venezuela y con los que figura en toda su documentación, 
manifestando que solo tiene una filiación (la materna).

2. En fecha 9 de febrero de 2022, el encargado del Registro Civil de Llíria (Valencia) dictó 
auto objeto del presente recurso, por el que denegaba la inscripción de apellidos pretendida 
por la promotora al resultar contraria a lo establecido en el ordenamiento jurídico español, 
ya que el apellido F. no corresponde por filiación a la hoy promotora, requisito exigido por 
la normativa registral española en el artículo 57 de la LRC, al tratarse del apellido del 
esposo, según la costumbre de Venezuela, país de origen de la interesada.

3. Frente a la decisión del encargado del Registro Civil de Lliria (Valencia), y dentro del 
plazo establecido al efecto, presentó la interesada recurso ante la extinta DGRN, hoy 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que expone que los apellidos 
que ha usado desde su matrimonio son « F. F.», correspondientes al apellido materno y 
al de casada respectivamente, siendo estos con los que consta en sus documentos 
venezolanos y españoles, solicitando ser inscrita en el registro civil español con los 
apellidos que ha venido usando, considerando que no se infringe el principio de infun-
gibilidad de líneas ya que solo tiene una filiación, la materna, y el apellido F. es el que 
corresponde a su apellido de casada. Aclara que dicha discrepancia de apellidos entre 
los inscritos y los usados habitualmente le origina importantes inconvenientes.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación por entender que la resolución recurrida se efectuó conforme a derecho 
y el encargado del Registro Civil de Lliria (Valencia) remitió las actuaciones a este centro 
directivo para su resolución, confirmando el auto impugnado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC) (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro 
Civil (LRC) (LRC); 194, 199 y 213 del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC), la 
Instrucción de 23 de mayo de 2007 de la Dirección General de los Registros y del 
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Notariado sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados españoles y su consignación 
en el Registro Civil español y las resoluciones, entre otras, 12-2.ª de septiembre de 
1996; 3-2.ª de abril de 2000; 3-2.ª de enero y 16-2.ª de marzo de 2002; 23-4.ª de mayo 
de 2007; 14-4.ª de julio de 2008; 30-7.ª de enero de 2009; 19-7.ª de febrero y 2-12.ª 
de septiembre de 2010; 2-11.ª de marzo de 2011; 5-42.ª de agosto de 2013; 28-34.ª 
de mayo de 2014; 29-144.ª de agosto de 2016, y 21-1.ª de octubre de 2019.

II. La interesada, de origen venezolano, adquirió la nacionalidad española por residencia 
por resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) solicitando 
se consignará en la inscripción de nacimiento los apellidos F. F. en aplicación del artículo 
199 del RRC, solicitud que fue denegada por el encargado del Registro por auto de 9 
de febrero de 2022, objeto del presente recurso, entendiendo que, de acuerdo con la 
normativa registral española dicha solicitud era contraria al orden público español.

III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el registro civil español 
los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se sobreponen a 
los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Además, si la filiación está determinada 
por ambas líneas, el artículo 194 RRC establece la necesaria atribución al nacido en el 
orden elegido por los progenitores de común acuerdo o por el propio interesado cuando 
se trata de inscribir a un mayor de edad– del primer apellido del padre y el primero de 
los personales de la madre, aunque sea extranjera. Es cierto que, para evitar los posibles 
inconvenientes derivados de la atribución de un nombre y unos apellidos distintos de 
los que la persona nacionalizada ostentaba según su estatuto personal anterior, además 
de otros mecanismos legales, el artículo 199 RRC habilita un plazo máximo de dos 
meses siguientes a la adquisición de la nacionalidad española para manifestar la voluntad 
de conservar los apellidos anteriores. En este caso, consta en el expediente petición de 
la interesada en este sentido al practicarse la inscripción de nacimiento, pero hay que 
tener en cuenta, en relación con el mencionado artículo, la regla general que establece 
la excepción en la aplicación de la Ley extranjera cuando esta resulte contraria al orden 
público internacional español (art. 12.3 CC). En el presente caso el apellido F. no le 
pertenece legítimamente a la interesada por filiación, de acuerdo con lo estipulado en 
el artículo 57 de la LRC, al tratase del apellido del esposo, según costumbre al contraer 
matrimonio en Venezuela, país de origen de la interesada.

IV. No obstante lo anterior, cabe indicar que cuando el interesado está inscrito en otro 
registro civil extranjero con diferentes apellidos, la legislación española admite que este 
hecho, que afecta al estado civil de un español según una Ley extranjera, pueda ser 
objeto de anotación registral conforme al artículo 38.3 LRC, si bien no hay que olvidar 
que el valor de dicha anotación es simplemente informativo.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la resolución 
recurrida.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./ Sra. encargado/a del Registro Civil de Lliria (Valencia).

Resolución de 10 de abril de 2024 (18.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

1.º En la inscripción de nacimiento del extranjero que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, los apellidos fijados por la filiación según las Leyes 
españolas, que se sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª RRC) y, si la 
filiación está determinada por ambas líneas, los apellidos de un español serán el primero 
del padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera (art. 194 
RRC).

2.º No cabe la conservación prevista en el art. 199 RRC si el resultado va en contra del 
orden público español, lo que sucede cuando, estando determinada la filiación por 
ambas líneas, los apellidos atribuidos solo representan a una de ellas.

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento tras 
obtener la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución dictada por la encargada del 
Registro Civil de Zaragoza.

HECHOS

1. Una vez dictada resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia 
el 11 de octubre de 2018, compareció en el Registro Civil de Zaragoza el 17 de diciembre 
de 2018 la Sra. M.-S. U. L., mayor de edad y de nacionalidad israelí, para completar los 
trámites de adquisición de la nacionalidad española. En el acta de comparecencia, la 
interesada solicitó la atribución, en su inscripción de nacimiento en España, de los 
apellidos U. (apellido paterno) y L. (apellido de casada). Consta en el expediente la 
resolución de concesión de la nacionalidad española por la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública; certificado argentino de nacimiento de la interesada, 
M.-S. U., nacida el 29 de septiembre de 1976 en C. (Argentina), hija de R.-E. U. y de C.-A. 
M., ambos de nacionalidad argentina; acta de matrimonio argentina de la promotora 
con G. D. L. y certificado israelí del cambio de apellidos de la interesada por «U. L.» tras 
el matrimonio celebrado el 26 de julio de 2002.

2. La encargada del registro mediante providencia de 17 de diciembre de 2018 denegó 
la solicitud de conservación de los apellidos conforme a la anterior Ley personal de la 
interesada en virtud del artículo 199 RRC ordenando consignar en la inscripción de 
nacimiento española los apellidos correspondientes a su filiación paterna y materna, 
«U. M.», según lo consignado en acta de nacimiento del registro civil local argentino.
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3. Entregada copia del acta a la interesada, se presentó recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública insistiendo la recurrente en su petición y alegando 
que el artículo 199 RRC permite la conservación de los apellidos anteriores en forma 
distinta a la legal en España para los extranjeros que adquieran la nacionalidad española 
y que en Israel, país cuya nacionalidad ostentó hasta el momento de la adquisición de 
la nacionalidad española, tenía atribuidos legalmente los apellidos que solicita que son 
los que usa habitualmente, en cuya prueba aportó numerosa documentación en uso 
de su nacionalidad israelí por ser de fecha anterior a la adquisición de la nacionalidad 
española.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal que no lo impugnó 
y la encargada del Registro Civil de Zaragoza remitió las actuaciones a este centro para 
la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 53 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil; 194, 199 y 213 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Instrucción de 23 de mayo de 2007 de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados 
españoles y su consignación en el Registro Civil español y las resoluciones, entre otras, 
13-38.ª de octubre y 29-64.ª de junio de 2021.

II. La interesada, israelí de origen que obtuvo la nacionalidad española por residencia, 
solicita la conservación como segundo apellido del adquirido por matrimonio según su 
Ley personal anterior. La encargada del registro denegó la pretensión por considerar 
que no encajaba con la normativa española sobre atribución de apellidos de los 
españoles.

III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se sobre-
ponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Además, si la filiación está 
determinada por ambas líneas, el artículo 194 RRC establece la necesaria atribución 
al nacido —en el orden elegido por los progenitores de común acuerdo o por el propio 
interesado cuando se trata de inscribir a un mayor de edad— del primer apellido del 
padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera. En consecuencia, 
de los datos de filiación consignados en la inscripción de nacimiento argentina (no 
consta en el expediente la certificación de nacimiento israelí de la recurrente tan sólo 
un certificado del cambio de sus apellidos) se desprende que los apellidos que corres-
ponden a la interesada según el sistema español son, U. M. Es cierto que, para evitar 
los posibles inconvenientes derivados de la atribución de unos apellidos distintos de 
los que la persona nacionalizada ostentaba según su estatuto personal anterior, además 
de otros mecanismos legales, el artículo 199 RRC habilita un plazo máximo de dos 
meses siguientes a la adquisición de la nacionalidad española para manifestar la voluntad 
de conservar los apellidos anteriores. En este caso, la petición ha sido planteada desde 
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el mismo momento de la comparecencia para completar los trámites de adquisición de 
la nacionalidad, pero hay que tener en cuenta, en relación con el mencionado artículo, 
la regla general que establece la excepción en la aplicación de la Ley extranjera cuando 
esta resulte contraria al orden público internacional español (art. 12.3 CC). Esta excepción 
la ha aplicado este centro directivo, al menos, en relación con dos principios jurídicos 
rectores de nuestro ordenamiento en materia de apellidos: el principio de la duplicidad 
de apellidos de los españoles —a salvo de lo que para los binacionales españoles 
comunitarios resulta de la aplicación del derecho comunitario— y el principio de la 
infungibilidad de las líneas cuando existe filiación paterna y materna, lo que significa 
que resulta contraria a nuestro orden público la transmisión exclusiva del apellido 
correspondiente a una sola de las líneas. La recurrente no puede beneficiarse de la 
excepción prevista en el aludido precepto reglamentario por cuanto, según se desprende 
de la documentación remitida, tiene determinada la filiación paterna y materna, por lo 
que ambas deben estar representadas en sus apellidos como española (art. 53 LRC).

IV. No obstante lo anterior, cabe indicar que cuando el interesado está inscrito en otro 
registro civil extranjero con diferentes apellidos, la legislación española admite que este 
hecho, que afecta al estado civil de un español según una Ley extranjera, pueda ser 
objeto de anotación registral –previa acreditación con la certificación correspondiente-
conforme al artículo 38.3 LRC, si bien no hay que olvidar que el valor de dicha anotación 
es simplemente informativo. Además, se podría solicitar que, en aplicación de lo previsto 
en el artículo 137, regla 1.ª, RRC, junto al nombre y apellidos oficiales, conste el apellido 
usado habitualmente.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar la resolución recurrida.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 17 de abril de 2024 (6.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

Una vez obtenida la nacionalidad española, por aplicación del artículo 199 RRC, se 
mantienen los apellidos que tenía atribuidos legalmente el interesado según su Ley 
personal venezolana, tal como el mismo solicitó dentro del plazo establecido.

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento tras la 
adquisición de la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor contra la inscripción de nacimiento practicada 
por la encargada del Registro Civil Central.



◄ 71 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

HECHOS

1. Con fecha 21 de diciembre de 2017, se levanta acta de opción a la nacionalidad 
española en el Registro Civil de Almería, por la que J. C. A. G., nacido el 4 de noviembre 
de 1962 en P. (Venezuela), de nacionalidad venezolana, opta a la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el art. 20.1.b) del Código Civil, alegando que es hijo de 
don A. A. M. y D.ª M. G. F., originariamente españoles y nacidos en España, prestando 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes 
españolas, no renunciando a su nacionalidad anterior y solicitando la conservación de 
los apellidos que ostenta « A. G. ». Consta en el expediente, entre otra documentación, 
certificado de la inscripción del nacimiento del interesado en el registro civil local y 
certificado literal español de nacimiento de su padre, A. A. M., nacido el 15 de mayo de 
1927 en C., hijo natural de C. A. M., sin datos de filiación paterna, con marginal por la 
que se hace constar la adopción del inscrito por el matrimonio formado por F. C. P. y F. 
M. B. mediante escritura ante notario de C. el 2 de octubre de 1940, por la que se 
autoriza el uso de sus apellidos junto con los de los adoptantes, autorizada mediante 
auto del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción n.º 1 de C.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, donde debía practicarse la ins-
cripción de nacimiento, la encargada acordó la práctica del asiento de nacimiento con 
marginal de opción por la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1b) del Código Civil del interesado A. A. G., hijo de A. A. C. y de M. G. F.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando el recurrente que desea conservar los apellidos anteriores 
conforme a su otra Ley personal venezolana.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación, sin perjuicio de la posibilidad de solicitar un cambio de apellidos posterior. 
La encargada del Registro Civil Central remitió las actuaciones a la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública con informe en el mismo sentido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9, 109, 135 y 175 del Código Civil en su redacción originaria (CC); 
53 y 55 de la Ley del Registro Civil (LRC); 194, 199 y 213 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC), la Instrucción de 23 de mayo de 2007 de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados españoles y su con-
signación en el Registro Civil español.

II. El interesado, nacido en Venezuela y de nacionalidad venezolana, opta a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el art. 20.1.b) del Código Civil solicitando la 
conservación de los apellidos que ostentaba en su país de origen. El encargado del 
registro acordó la práctica de la inscripción de nacimiento del interesado con marginal 
de opción por la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1 
b) del Código Civil, como A. A. G., por ser el primer apellido paterno compuesto, tras la 
constitución de la adopción de su progenitor.
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III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se sobre-
ponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Además, si la filiación está 
determinada por ambas líneas, el artículo 194 RRC establece la necesaria atribución 
al nacido —en el orden elegido por los progenitores de común acuerdo o por el propio 
interesado cuando se trata de inscribir a un mayor de edad— del primer apellido del 
padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera. En consecuencia, 
es cierto que los apellidos que, en principio, correspondería atribuir al interesado de 
acuerdo con el sistema español son los inscritos. Sin embargo, para evitar los posibles 
inconvenientes derivados de la atribución de unos apellidos distintos de los que la 
persona nacionalizada ostentaba según su estatuto personal anterior, además de otros 
mecanismos legales, el artículo 199 RRC permite la conservación de los anteriores 
siempre que así se declare en el momento de adquirir la nacionalidad o dentro de los 
dos meses siguientes a la adquisición o a la mayoría de edad. A estos requisitos se 
añade, según reiterada doctrina de la DGRN, el de que los apellidos pretendidos no 
resulten contrarios al orden público español, lo que en la práctica se traduce en la 
necesidad de atribuir dos apellidos (el mismo artículo 199 RRC se refiere a los apellidos) 
y en que estén representadas tanto la línea materna como la paterna (cfr. art. 53 LRC). 
Pues bien, en este caso los apellidos originales del recurrente cumplen todas las con-
diciones mencionadas.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que procede 
estimar el recurso y confirmar la práctica de la nacionalidad española adquirida conser-
vando los apellidos anteriores del inscrito conforme a su otra Ley personal venezolana.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de abril de 2024 (7.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

En la inscripción de nacimiento del extranjero que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse los apellidos usados de hecho (art. 213, regla 1.ª RRC) cuando no 
ha quedado probada la filiación del inscrito.

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento fuera 
de plazo tras declararse la nacionalidad española con valor de simple presunción 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra la resolución dictada por el encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1. Mediante formulario presentado el 11 de mayo de 2011 en el Registro Civil de Valencia, 
don S. H. A., mayor de edad y con domicilio en aquel momento en la misma localidad, 
solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central, por conversión de la 
anotación soporte en inscripción principal, alegando que ostenta la nacionalidad española, 
que fue declarada con valor de simple presunción el 7 de noviembre de 2006 por el 
encargado del Registro Civil de Requena. Consta en el expediente, certificado de empa-
dronamiento y cuestionario de declaración de datos para la inscripción firmada por el 
interesado, S. H. A., nacido el 15 de noviembre de 1956 en H. (Sáhara Occidental), hijo 
de H. A. B. y de R. M. S. M. S.

2. Ratificado el promotor y previa comparecencia de dos testigos, el expediente se remitió 
al Registro Civil Central, competente para la inscripción. Por el encargado del citado 
registro se dictó auto de fecha 28 de junio de 2012, por el que, habiendo quedado 
acreditada la identidad del no inscrito y el lugar y fecha de su nacimiento, acordaba la 
práctica de la inscripción solicitada de S. H. A. nacido el 15 de noviembre de 1956 en 
H. (Sáhara Occidental), hijo de H. y de R., a efectos identificadores (cfr. Art. 191 RRC), 
por no haber sido probada la filiación del promotor.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública alegando el recurrente que los apellidos que deben constar en su 
inscripción de nacimiento son A., apellido de su padre, y M., primer apellido materno, y 
no los consignados, en cuya prueba aportó certificado de nacimiento del interesado 
expedido por la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) en la que constan como 
padres del inscrito, H. A. y R. M. S., expedida el 18 de diciembre de 2018.

4. La interposición del recurso se trasladó al ministerio fiscal, que se opuso a su esti-
mación. El encargado del Registro Civil Central se ratificó en su decisión y remitió el 
expediente a este centro para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC); 15, 16, 53, 55 y 95.5 de la Ley de 8 
de junio de 1957 sobre el Registro Civil (LRC1957); 194, 199 y 213 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de mayo de 2007 de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados españoles 
y su consignación en el Registro Civil español.

II. El interesado, a quien le fue declarada su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por resolución del encargado del Registro Civil de Requena en 2006, solicitó 
su inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil Central, cuyo encargado 
en virtud de auto de 28 de junio de 2012 acordó la práctica de la inscripción solicitada 
con el nombre y apellidos que el interesado venía usando por no haber quedado acre-
ditada su filiación. Dicha inscripción constituye el objeto del presente recurso.
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III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se sobre-
ponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Sin embargo, en el presente 
caso dicha filiación no ha quedado acreditada. Pese a que la falta de reconocimiento 
por parte de España de la denominada República Árabe Saharaui Democrática o la falta 
de definición del estatuto internacional del Sáhara no afecten per se al valor probatorio 
de los documentos emitidos por sus autoridades en cuanto a las circunstancias que 
contienen, en este caso, no cabe admitir como documento auténtico para considerar 
acreditada tal filiación un certificado de nacimiento expedido por la República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD) en la que constan como padres del inscrito, H. A. y R. M. 
S., sin ningún tipo de legalización por parte de otra autoridad competente, expedido con 
posterioridad a la inscripción en el Registro Civil español del promotor y aportado en vía 
de recurso, cuyo contenido se contradice con la documentación previamente aportada 
y la hoja declaratoria de datos firmada por el interesado que sirvió de base para la 
práctica de la inscripción. Todo ello plantea fundadas dudas sobre la realidad de los 
hechos, de manera que la certificación que se quiere hacer valer no reúne las condiciones 
de legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC) exigidas para dar fe de 
la filiación pretendida. Por lo que, conforme la regla primera del art. 213 RRC que dispone 
que, cuando la filiación no determine otros, se mantendrán los apellidos que el interesado 
viniera usando, los apellidos que correspondía atribuir al interesado son aquellos con 
los que fue inscrito y con los que se identificó tal y como consta en la hoja declaratoria 
firmada por él mismo.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar la resolución recurrida.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 27 de abril de 2024 (38.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

1.º En la inscripción de nacimiento del extranjero que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, los apellidos fijados por la filiación según las Leyes 
españolas, que se sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª RRC) y, si la 
filiación está determinada por ambas líneas, los apellidos de un español serán el primero 
del padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera (art. 194 
RRC).

2.º No cabe la conservación prevista en el art. 199 RRC porque los apellidos solicitados 
no son los que la interesada ostentaba conforme a su Ley personal anterior.



◄ 75 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento tras 
obtener la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución dictada por la encargada del 
Registro Civil de Castellón.

HECHOS

1. Una vez dictada resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia 
el 7 de mayo de 2018, compareció en el Registro Civil de Castellón el 3 de julio de 2018, 
doña L. C., mayor de edad y de nacionalidad rumana, para completar los trámites de 
adquisición de la nacionalidad española. Consta en el expediente, entre otra documen-
tación certificado rumano de nacimiento de la interesada, L. C., nacida el 21 de sep-
tiembre de 1988 en P. (Rumanía), hija de D. C. C. y de M. G.

2. La encargada del registro dictó resolución el 10 de julio de 2018 acordando la práctica 
de la inscripción de nacimiento y nacionalidad atribuyendo como española a la inscrita 
los apellidos C. G., por considerar que son los que corresponden de acuerdo con la 
normativa española aplicable.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública solicitando que se le atribuyan como apellidos su apellido paterno 
duplicado, ya que éste es el apellido de casada que legítimamente corresponde a su 
madre según su Ley personal rumana.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Castellón remitió las actuaciones a 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso 
ratificándose en el sentido del auto dictado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 53 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil; 194, 199 y 213 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Instrucción de 23 de mayo de 2007 de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados 
españoles y su consignación en el Registro Civil español y las resoluciones, entre otras, 
5-50.ª de junio de 2013; 28-34.ª de mayo de 2014, 26-23.ª de febrero de 2016; 3-19.ª 
de diciembre de 2019 y 1-3.ª de marzo de 2021.

II. La interesada, rumana de origen que obtuvo la nacionalidad española por residencia, 
solicita que se le atribuya como segundo apellido el adquirido por matrimonio por su 
madre según su Ley personal anterior. La encargada del registro denegó la pretensión 
por considerar que no encajaba con la normativa española sobre atribución de apellidos 
de los españoles.

III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se 
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sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Además, si la filiación está 
determinada por ambas líneas, el artículo 194 RRC establece la necesaria atribución 
al nacido —en el orden elegido por los progenitores de común acuerdo o por el propio 
interesado cuando se trata de inscribir a un mayor de edad— del primer apellido del 
padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera. En consecuencia, 
de los datos de filiación consignados en la inscripción de nacimiento rumana de la 
interesada, que obra en el expediente, se desprende que los apellidos que corresponden 
a la misma según el sistema español son, C., apellido del padre y G., apellido de soltera 
de la madre, en el orden por ella elegido. Es cierto que, para evitar los posibles incon-
venientes derivados de la atribución de unos apellidos distintos de los que la persona 
nacionalizada ostentaba según su estatuto personal anterior, además de otros meca-
nismos legales, el artículo 199 RRC habilita un plazo máximo de dos meses siguientes 
a la adquisición de la nacionalidad española para manifestar la voluntad de conservar 
los apellidos anteriores. En relación con el mencionado artículo, la regla general es que 
se establece una excepción en la aplicación de la Ley extranjera cuando esta resulte 
contraria al orden público internacional español (art. 12.3 CC). Esta excepción la ha 
aplicado este centro directivo, al menos, en relación con dos principios jurídicos rectores 
de nuestro ordenamiento en materia de apellidos: el principio de la infungibilidad de 
las líneas cuando existe filiación paterna y materna, lo que significa que resulta contraria 
a nuestro orden público la transmisión exclusiva de los dos apellidos por una sola de 
las líneas y el principio de la duplicidad de apellidos de los españoles —a salvo de lo 
que para los binacionales españoles comunitarios resulta de la aplicación del derecho 
comunitario—.  La recurrente no podría beneficiarse de la excepción prevista en el aludido 
precepto reglamentario por cuanto este permite al nacionalizado conservar «los apellidos» 
(en plural) que ostente en forma distinta de la legal en España. Pero, conforme a la Ley 
rumana, la interesada era identificada con un solo apellido, «C.», y en cuanto a los 
apellidos solicitados por la recurrente, «C. C.» cabe decir que el artículo 199 RRC no 
puede interpretarse en el sentido de permitir la «conservación» de unos apellidos que 
no son los que le corresponden legalmente según su nacionalidad de origen, sino que 
constituyen un híbrido del sistema extranjero y el español.

IV. No obstante lo anterior, cabe indicar que cuando el interesado está inscrito en otro 
registro civil extranjero con diferentes apellidos, la legislación española admite que este 
hecho, que afecta al estado civil de un español según una Ley extranjera, pueda ser 
objeto de anotación registral –previa acreditación con la certificación correspondiente-
conforme al artículo 38.3 LRC, si bien no hay que olvidar que el valor de dicha anotación 
es simplemente informativo. Además, se podría solicitar que, en aplicación de lo previsto 
en el artículo 137, regla 1.ª, RRC, junto al nombre y apellidos oficiales, conste el apellido 
usado habitualmente.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar parcialmente la calificación efectuada debiendo atribuirse, en el 
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orden elegido por la interesada, los apellidos C. (apellido paterno) y G. (apellido de soltera 
de la madre).

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Castellón.

Resolución de 30 de abril de 2024 (9.ª)
II.3.1 Régimen de apellidos de los extranjeros nacionalizados

1.º En la inscripción de nacimiento del extranjero que adquiere la nacionalidad española 
han de consignarse, en principio, los apellidos fijados por la filiación según las Leyes 
españolas, que se sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª RRC) y, si la 
filiación está determinada por ambas líneas, los apellidos de un español serán el primero 
del padre y el primero de los personales de la madre, aunque sea extranjera (art. 194 
RRC).

2.º No cabe la conservación prevista en el art. 199 RRC porque los apellidos solicitados 
no son los que la interesada ostentaba conforme a su Ley personal anterior.

En las actuaciones sobre atribución de apellidos en la inscripción de nacimiento tras 
obtener la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución dictada por la encargada del 
Registro Civil de Figueres.

HECHOS

1. Una vez dictada resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia 
el 18 de noviembre de 2017, compareció en el Registro Civil de Figueres el 17 de diciembre 
de 2018 la Sra. T. A., mayor de edad y de nacionalidad rusa, para completar los trámites 
de adquisición de la nacionalidad española. En el acta de comparecencia, la interesada 
solicitó la atribución, en su inscripción de nacimiento en España, de los apellidos A 
(apellido de casada) y T. (apellido materno). Consta en el expediente la resolución de 
concesión de la nacionalidad española por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado y certificado ruso de nacimiento de la interesada, T. K., nacida el 15 de noviem-
bre de 1972 en Z. (República Socialista Soviética), hija de S. K. y de R. T.

2. Requerida la interesada para que aportase el certificado de su matrimonio, la encar-
gada del registro denegó mediante providencia dictada el 15 de febrero de 2019 la 
atribución de los apellidos solicitados y acordó la práctica de la inscripción de nacimiento 
atribuyendo como española a la inscrita los apellidos «K. T.», por considerar que son los 
que corresponden de acuerdo con la normativa aplicable.

3. Notificada la providencia a la interesada, se presentó recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública insistiendo la recurrente en su petición y alegando 
que el artículo 199 RRC permite la conservación de los apellidos anteriores en forma 
distinta a la legal en España para los extranjeros que adquieran la nacionalidad española 
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y que en su país de origen tiene atribuido legalmente el apellido A., que es el que usa 
habitualmente, y que los dos solicitados le pertenecen legítimamente, el primero porque 
lo tiene atribuido desde que se casó, y el segundo porque es el de su progenitora.

4. La encargada del registro, previa notificación al ministerio fiscal, que no se adhiere 
al recurso, remitió las actuaciones a este centro para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC) (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro 
Civil (LRC) (LRC); 53 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil; 194, 199 y 
213 del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC), la Instrucción de 23 de mayo de 
2007 de la Dirección General de los Registros y del Notariado sobre apellidos de los 
extranjeros nacionalizados españoles y su consignación en el Registro Civil español y 
la resolución, entre otras, 3-19.ª de diciembre de 2019.

II. La interesada, rusa de origen que obtuvo la nacionalidad española por residencia, 
solicita la conservación como primer apellido del adquirido por matrimonio según su 
Ley personal rusa, y que se añada, como segundo apellido, el de su madre. El encargado 
del registro denegó la pretensión por considerar que no encajaba con la normativa 
española sobre atribución de apellidos de los españoles.

III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española se le 
han de consignar, en principio, en su inscripción de nacimiento en el registro civil español 
los apellidos fijados por tal filiación según las Leyes españolas, que se sobreponen a 
los usados de hecho (art. 213, regla 1.ª, RRC). Además, si la filiación está determinada 
por ambas líneas, el artículo 194 RRC establece la necesaria atribución al nacido —en 
el orden elegido por los progenitores de común acuerdo o por el propio interesado cuando 
se trata de inscribir a un mayor de edad— del primer apellido del padre y el primero de 
los personales de la madre, aunque sea extranjera. En consecuencia, de los datos de 
filiación consignados en la inscripción de nacimiento rusa se desprende que los apellidos 
que corresponden a la interesada según el sistema español son, K. T. Es cierto que, 
para evitar los posibles inconvenientes derivados de la atribución de unos apellidos 
distintos de los que la persona nacionalizada ostentaba según su estatuto personal 
anterior, además de otros mecanismos legales, el artículo 199 RRC habilita un plazo 
máximo de dos meses siguientes a la adquisición de la nacionalidad española para 
manifestar la voluntad de conservar los apellidos anteriores. En este caso, la petición 
ha sido planteada desde el mismo momento de la comparecencia para completar los 
trámites de adquisición de la nacionalidad, pero hay que tener en cuenta, en relación 
con el mencionado artículo, la regla general que establece la excepción en la aplicación 
de la Ley extranjera cuando esta resulte contraria al orden público internacional español 
(art. 12.3 CC). Esta excepción la ha aplicado este centro directivo, al menos, en relación 
con dos principios jurídicos rectores de nuestro ordenamiento en materia de apellidos: 
el principio de la duplicidad de apellidos de los españoles —a salvo de lo que para los 
binacionales españoles comunitarios resulta de la aplicación del derecho comunitario— y 
el principio de la infungibilidad de las líneas cuando existe filiación paterna y materna, 
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lo que significa que resulta contraria a nuestro orden público la transmisión exclusiva 
de los dos apellidos por una sola de las líneas. La recurrente no puede beneficiarse de 
la excepción prevista en el aludido precepto reglamentario por cuanto este permite al 
nacionalizado conservar «los apellidos» (en plural) que ostente en forma distinta de la 
legal en España. Pero, conforme a la Ley rusa, la interesada era identificada con un solo 
apellido y el artículo 199 RRC no puede interpretarse en el sentido de permitir la «con-
servación» de unos apellidos que no son los que le corresponden legalmente según su 
nacionalidad de origen, sino que constituyen un híbrido del sistema extranjero y el 
español.

IV. No obstante lo anterior, cabe indicar que cuando el interesado está inscrito en otro 
registro civil extranjero con diferentes apellidos, la legislación española admite que este 
hecho, que afecta al estado civil de un español según una Ley extranjera, pueda ser 
objeto de anotación registral —previa acreditación con la certificación correspondiente— 
conforme al artículo 38.3 LRC, si bien no hay que olvidar que el valor de dicha anotación 
es simplemente informativo. Además, se podría solicitar que, en aplicación de lo previsto 
en el artículo 137, regla 1.ª, RRC, junto al nombre y apellidos oficiales, conste el apellido 
usado habitualmente.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto dictado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil de Figueres.

II.3.2  RÉGIMEN DE APELLIDOS DE LOS ESPAÑOLES

Resolución de 22 de abril de 2024 (3.ª)
II.3.2 Régimen de apellidos de los españoles

Cuando no hay acuerdo entre los progenitores sobre el orden de los apellidos que 
legalmente procede atribuir al nacido, una vez oídos ambos, será el encargado quien 
decida dicho orden de atribución teniendo en cuenta el interés superior del menor.

En las actuaciones sobre atribución de los apellidos a un menor remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la progenitora de la inscrita contra 
la resolución dictada por la encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid).

HECHOS

1. Mediante formulario fechado el 24 de diciembre de 2020 y presentado en el Registro 
Civil de Alcorcón, don O. R. G. y D.ª A.-B. E. A. solicitaban la inscripción de nacimiento 
en dicho registro de su hija N., nacida en una clínica de esa localidad ese mismo día.
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2. En comparecencia ante la encargada del Registro Civil de Alcorcón el 29 de diciembre 
de 2020, los declarantes expresaron su desacuerdo respecto al orden de los apellidos 
que deseaban para su hija, en tanto que la madre solicita que su apellido se atribuya 
en primer lugar porque alega que el padre de su hija la echó de casa cuando estaba en 
su mes octavo de embarazo, mientras que el padre, que indica que en ningún momento 
se desentendió de su hija, manifiesta que desea que su apellido figure en primer lugar 
porque ya cedió a la madre la facultad de atribuir el nombre a la menor, pese a que por 
sorteo era él a quien correspondía decidir y que dado que la menor es su primera y 
única hija desea que ostente su primer apellido.

3. La encargada del registro dictó auto el 29 de diciembre de 2020 acordando la atri-
bución a la nacida de los apellidos R. E. en virtud de lo establecido en el artículo 49.2 
de la Ley 20/2011, precepto vigente desde el 30 de junio de 2017, porque, dado que 
la menor tiene hermanos por la línea materna que ostentan como segundo apellido el 
de la madre, atendiendo a la sentencia dictada por la Sección 1 º del Tribunal Supremo 
de 17 de julio de 2020 en un supuesto similar, considera que el interés superior de la 
menor pasa por ostentar el mismo orden de apellidos que sus hermanos por línea 
materna, esto es, como primer apellido el paterno y como segundo el de la madre.

4. Notificada la resolución, la madre presentó recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que la ruptura de la relación entre ambos 
progenitores se produjo apenas conocerse el embarazo, durante el cual el padre se 
desentendió por completo de la recurrente, por lo que solicita que se invierta el orden 
impuesto atribuyendo como primer apellido de la menor, el materno.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió a la 
pretensión de la progenitora y la encargada del registro se ratificó en su decisión y 
remitió las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para 
la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 109 Código Civil (CC); 53 y 55 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 
1957; 49 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil; 194 y 198 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), las sentencias del Tribunal Supremo, entre otras, de 17 de 
febrero y 22 de noviembre de 2015; de 10 de noviembre de 2016 y de 17 de julio de 
2020.

II. Se plantea controversia acerca del orden de los apellidos que los progenitores desean 
para su hija, toda vez que ambos solicitan que sea su respectivo apellido el que figure 
en primer lugar. La encargada del registro, tomando en consideración la sentencia 
dictada por la Sección 1.ª del Tribunal Supremo de 17 de julio de 2020 en un supuesto 
similar, consideró que el interés superior de la menor pasaba por ostentar el mismo 
orden de apellidos que sus hermanos por línea materna, ordenando practicar la inscrip-
ción de nacimiento atribuyendo el apellido materno en segundo lugar.



◄ 81 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

III. De los artículos 109 CC y 194 RRC resulta que, si la filiación está determinada por 
ambas líneas, los apellidos de los españoles deben ser, en el orden elegido por los 
progenitores, el primero del padre y el primero de la madre. De acuerdo con el apartado 
segundo del art. 49 de la Ley 202011, del registro civil, ya vigente en el momento en 
que se solicitó la inscripción, ante el desacuerdo de los progenitores, cotitulares de la 
patria potestad, el encargado acordará el orden de los apellidos atendiendo al interés 
superior del menor. No existiendo acuerdo entre los progenitores, la decisión adoptada 
en este caso, no existiendo otros motivos por no haber resultado probadas las alegaciones 
de la progenitora sobre el abandono sufrido, valoró como único dato objetivo para 
determinar la preponderancia de un apellido sobre otro, la existencia de otros hermanos 
de la recién nacida con el mismo vínculo de filiación materna que ostentan el apellido 
de su madre en segundo lugar. Ciertamente, pese a que el caso enjuiciado a que dio 
lugar la sentencia del Tribunal Supremo a que alude el auto dictado no es idéntico al 
que nos ocupa, ya que en aquel el menor ya figuraba inscrito, sin bien con otra filiación 
paterna, con el apellido de la madre en segundo lugar, para estimar el recurso ahora 
interpuesto la recurrente debería probar de algún modo que el orden por ella deseado 
es más beneficioso para la menor y no lo ha hecho, pues únicamente se basa en el 
desentendimiento del padre de la menor, lo que no se ha acreditado de ningún modo. 
De manera que, siendo el interés superior del menor el que inspira la Ley 20/2011, de 
21 de julio, del Registro Civil para resolver los conflictos en esta materia, confiando en 
que sea el encargado del registro, en caso de desacuerdo, el que valore tal interés y 
tome la decisión, y teniendo en cuenta que en este caso el acuerdo dictado ha considerado 
como único dato relevante, el interés protegible de la menor en relación con el orden 
de atribución de los apellidos y no el deseo particular de ninguno de los progenitores, 
no se ha probado por la recurrente que el orden por ella deseado sea más beneficioso 
para el interés de su hija, más aún cuando ésta ostenta en el momento actual la edad 
de casi cuatro años, por lo que este centro entiende que debe mantenerse el orden de 
los apellidos con que la menor fue inscrita. Y, en cualquier caso, no debe olvidarse que, 
una vez alcanzada la mayoría de edad, la propia interesada podrá modificar el orden 
de sus apellidos por simple declaración ante el encargado del registro.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto dictado.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil de Alcorcón (Madrid).
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II.4  CAMBIO DE APELLIDOS

II.4.1  MODIFICACIÓN DE APELLIDOS

Resolución de 15 de abril de 2024 (8.ª)
II.4.1 Inversión de apellidos

1.º No puede hacer uso de la facultad de invertir los apellidos que concede al mayor de 
edad el artículo 109 del Código Civil quien siendo mayor de edad adquirió la nacionalidad 
española y en ese momento determinó el orden de los apellidos paterno y materno.

2.º La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por economía procesal y 
por delegación, desestima el cambio solicitado por no resultar acreditados los requisitos 
necesarios.

En las actuaciones sobre cambio de apellidos remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la promotora contra resolución del encargado del 
Registro Civil de San Bartolomé de Tirajana.

HECHOS

1. Mediante comparecencia ante el encargado del Registro Civil de Telde en fecha 29 
de enero de 2018, doña S. -L. Z. V., mayor de edad y con domicilio en la misma localidad, 
solicitaba la inversión del orden de sus apellidos. Consta en el expediente certificado 
literal de nacimiento de la interesada, S. -L. Z. V., nacida en Colombia el día 16 de enero 
de 1983, hija de J.- C. Z. O. y de M.- D. V. H., con marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia de la inscrita, por resolución de la DGRN de fecha 7 de marzo 
de 2015, prestando promesa en los términos del art. 23 CC el 6 de julio del mismo año, 
siendo el nombre y los apellidos los que constan.

2. Instruido el expediente se remiten las actuaciones al Registro Civil de San Bartolomé 
de Tirajana, competente para practicar la inscripción, y el encargado del citado registro 
dictó auto de fecha 11 de mayo de 2018, denegando la inversión de apellidos solicitada 
porque la interesada, mayor de edad en el momento de levantarse el acta de adquisición 
de la nacionalidad española, optó por el orden de apellidos con el que fue inscrita.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, reiterando su pretensión y solicitando se revise su expediente y 
se acceda a lo solicitado.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso al 
recurso, y la encargada del registro se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 109 del Código Civil (CC) (CC), 53.1 de la Ley 20/2011, de 21 de 
julio, del Registro Civil (LRC); 57 de la de la Ley del Registro Civil (LRC) de la Ley de 8 de 
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junio de 1957 (LRC57) sobre el registro civil y 198, 205 y 365 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC) (RRC); y la resolución, entre otras, 30-27.ª de junio de 2017.

II. Solicita la interesada, nacida en Colombia en 1983, la inversión del orden de los 
apellidos que constan en su inscripción de nacimiento en virtud de la adquisición de la 
nacionalidad española por residencia el 6 de julio de 2015. La encargada del registro 
acuerda denegar lo solicitado mediante el auto de fecha de 11 de mayo de 2018, que 
constituye el objeto del presente recurso.

III. El régimen de apellidos de los españoles es el establecido en el artículo 194 RRC, 
que determina que el primer apellido de un español es el primero del padre y el segundo 
el primero de los personales de la madre, en el orden elegido. En cuanto a la inversión 
en el orden de los apellidos que la promotora pretende cabe decir que, los artículos 53 
LRC y 198 RRC ofrecen la posibilidad de invertir el orden de los apellidos una vez 
alcanzada la mayoría de edad por simple declaración ante el encargado del registro, 
pero en este caso la interesada adquirió la nacionalidad española el 6 de julio de 2015 
siendo mayor de edad y tuvo la oportunidad en ese momento de designar el orden que 
deseaba para sus apellidos. Una vez practicada la inscripción, no cabe ya ejercer nue-
vamente la facultad de inversión.

IV. No obstante lo anterior, la inversión, como cualquier otra modificación, puede ser 
obtenida también como resultado de un expediente de cambio de apellidos de la com-
petencia del ministro de Justicia, actual ministro de Presidencia, Justicia y Relaciones 
con las Cortes (arts. 57 LRC57 y 205 RRC) atribuida hoy, por delegación (Orden 
JUS/987/2020, de 20 de octubre), a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública. Conviene pues examinar ahora si el cambio solicitado pudiera ser autorizado 
por esta vía, ya que se ha seguido la necesaria fase de instrucción del expediente ante 
el registro civil del domicilio (art. 365 RRC), y así lo aconsejan razones de economía 
procesal, pues sería superfluo y desproporcionado con la causa (art. 354 RRC) exigir la 
reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo fin práctico.

V. Desde esta perspectiva, para poder autorizar el cambio, los artículos 57. 1.º LRC57 
y 205.1.º RRC, exigen que los apellidos en la forma propuesta constituyan una situación 
de hecho no creada por el interesado, ha de probarse, por tanto, que la persona afectada 
por el cambio usa y es socialmente conocida por los que pretende y que dicho uso y 
conocimiento no ha sido provocado de propósito para conseguir la modificación. Pues 
bien, en este caso no se ha acreditado de ninguna forma el uso de los apellidos en la 
forma propuesta por la promotora por lo que no es posible apreciar la existencia de una 
situación de hecho en los términos exigidos por la legislación registral.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar la resolución 
recurrida.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./ Sra. encargado/a del Registro Civil de Telde (Las Palmas).

Resolución de 24 de abril de 2024 (1.ª)
II.4.1 Modificación de apellidos

No cabe adecuar el apellido Orozco a la grafía vasca Orozko.

En las actuaciones sobre adecuación gráfica de apellido remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra resolución de la 
encargada del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Mediante solicitud presentada el 23 de noviembre de 2017 en el Registro Civil de 
Mataró, don J. M. Orozco, mayor de edad y con domicilio en la misma localidad, solicitaba, 
de conformidad con el artículo 53.4 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del registro civil, 
la adecuación gráfica de su apellido paterno a la lengua catalana y del materno al 
euskera, M. Orozko, alegando que la solicitada es la forma correcta. Acompaña informe 
del Instituto de Estudios Catalanes de 19 de octubre de 2017 en el que se indica que 
la forma correcta según los criterios ortográficos modernos de la lengua catalana del 
apellido incorrectamente escrito, M., es M. y certificado expedido el 18 de octubre de 
2017 por la Euskaltzaindia en el que se hace constar que la transcripción moderna a 
la lengua vasca del apellido Orozco es Orozko.

2. Remitido el expediente al Registro Civil Barcelona, competente para su calificación, 
la encargada dictó resolución el 24 de noviembre de 2017, autorizando la adecuación 
gráfica a la lengua catalana del primer apellido del solicitante y denegando la pretensión 
relativa a su segundo apellido, toda vez que, no poniéndose de manifiesto error alguno 
en el apellido «Orozco», no procede su adaptación gráfica al no tratarse de un apellido 
vasco incorrectamente escrito en una forma castellanizada como exige la normativa 
vigente, a la vista del informe emitido por la Real Academia de la Lengua Vasca 
aportado.

3. Notificada la resolución se presentó recurso ante la Dirección de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública reiterando los argumentos esgrimidos en su solicitud, aportando nuevo 
certificado expedido por la Euskaltzaindia en el que se indica que el apellido O., común 
en toda la Península Ibérica y países iberoamericanos, es de origen vasco, y que al igual 
que otros apellidos vascos, como Heredia o Mendoza, se extendieron por toda España 
a causa de la Reconquista.



◄ 85 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió a la 
pretensión del promotor y la encargada del registro se ratificó en su decisión y remitió 
las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la reso-
lución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 53.4 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil (LRC); 
206 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 2-6.ª de febrero de 
2023 y 17-1.ª de septiembre de 2020.

II. Conforme al 53.4 LRC un apellido vasco inscrito incorrectamente puede ser sustituido, 
sin necesidad de expediente y por la sola voluntad del interesado, por su forma correcta 
euskérica. Sin embargo, sólo es posible realizar la corrección gramatical de los apellidos 
propios de una lengua española que consten incorrectamente inscritos de acuerdo con 
las directrices ortográficas de dicha lengua, pero no puede realizarse por dicha vía ni 
la traducción de un apellido ni la adaptación gráfica a otra de las lenguas oficiales de 
apellidos que sean del acervo nacional, como sucede con el apellido Orozco, un apellido 
sobradamente difundido en el conjunto del territorio español. En el presente caso obra 
en el expediente un certificado de la Real Academia de la Lengua Vasca de 18 de octubre 
de 2017, aportado por el propio interesado, en el que se indica que la transcripción 
moderna a la lengua vasca del apellido Orozco es Orozko, de lo que cabe deducir que, 
con independencia del origen vasco del apellido, tanto el apellido solicitado como el 
inscrito son formas legítimas y admitidas por dicha institución, en consecuencia, no 
cabe apreciar ninguna incorrección ortográfica en la forma en la que figura atribuido al 
interesado en el Registro Civil. En definitiva, la premisa para realizar la sustitución de 
los apellidos inscritos por su correcta forma en euskera no concurre en este caso.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto dictado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil de Barcelona.

II.5  COMPETENCIA

II.5.2  COMPETENCIA CAMBIO APELLIDOS

Resolución de 16 de abril de 2024 (23.ª)
II.5.2. Competencia en expediente de cambio de apellidos

No tratándose de ninguno de los supuestos enumerados en los artículos 59 LRC y 209 
RRC, el encargado no está facultado para resolver en primera instancia, pero la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por economía procesal y por delegación, 
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deniega el cambio de apellidos pretendidos al no quedar acreditada documentalmente 
la situación de hecho consolidada en el tiempo de los apellidos en la forma 
solicitada.

En las actuaciones sobre modificación de apellidos remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la promotora contra la resolución de la encargada 
del Registro Civil Único de Sevilla.

HECHOS

1. En fecha 25 de agosto de 2021, D.ª B. F.-M. H., de nacionalidad española, compareció 
ante el Registro Civil Único de Sevilla, por conducto del Juzgado de Paz de Santiponce, 
solicitando la modificación de su primer apellido, suprimiendo F., de forma que sus 
apellidos inscritos fuesen M. H., indicando como causa que es la forma usada habitual-
mente y por los que manifiesta es conocida.

2. En fecha 3 de febrero de 2022, la encargada del Registro Civil Único de Sevilla 
extralimitándose de sus funciones, dictó auto, objeto del presente recurso, por el que 
denegaba el cambio de apellidos en la forma pretendida por la promotora, alegando 
que la prueba documental aportada no permitía acreditar una situación consolidada 
en el tiempo de los apellidos en la forma solicitada.

3. Notificado a la interesada con fecha 18 de febrero de 2022 el referido auto y no 
estando de acuerdo la misma con la resolución, interpuso dentro del tiempo estipulado 
al efecto, recurso de apelación ante la DGRN, hoy Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal quien interesó su 
desestimación por entender que la resolución recurrida se efectuó conforme a derecho 
y la encargada del Registro Civil de Sevilla remitió las actuaciones a este centro directivo 
para su resolución, confirmando el auto impugnado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 55, 57 y 59 de la Ley del Registro Civil (LRC); 194, 205 y 209 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), y teniendo en cuenta que:

II. Analizado el expediente, se observa que el primer apellido de la interesada fue 
modificado por el progenitor en el año 1997, siendo ella menor de edad, pasando a ser 
el actual F.-M. Ahora, la promotora no pretende volver a los apellidos anteriores a dicha 
modificación, F. H., sino a los apellidos M. H., suprimiendo F. del compuesto F.-M. Por lo 
tanto, se trata de un cambio de apellidos y no de una solicitud de conservación de los 
apellidos anteriores al cambio referenciado.

III. El encargado del registro civil del domicilio tiene facultades para decidir en primera 
instancia un expediente de cambio de apellidos en los supuestos tasados enumerados 
en los artículos 59 LRC y 209 RRC, dado que el aquí planteado no es ninguno de los 
contemplados en dicho precepto, el expediente instruido por el registro civil del domicilio 
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ha de elevarse al Ministerio de Justicia (art. 365 RRC), actual Ministerio de la Presidencia, 
Justicia y Relaciones con las Cortes, a fin de que, conforme a la competencia general 
que en materia de cambio de apellidos le atribuyen los artículos 57 LRC y 209 in fine 
RRC, dicte la resolución que proceda.

IV. En consecuencia, ha de declararse la nulidad por incompetencia del auto dictado 
por la encargada del registro que deniega el cambio de apellidos, al tiempo que razones 
de economía procesal aconsejan entrar a examinar si el cambio de apellidos solicitado 
puede ser autorizado por este centro directivo, habida cuenta de que se ha seguido la 
necesaria fase de instrucción del expediente por el registro civil del domicilio y resultaría 
desproporcionado con la causa (art. 354 RRC) exigir la tramitación formal de otro 
expediente dirigido al mismo fin práctico.

V. En este sentido, para que se pueda autorizar dicho cambio, los artículos 57. 1.º LRC 
y 205.1.º RRC, exigen que los apellidos en la forma propuesta constituyan una situación 
de hecho no creada por los interesados. Ha de probarse, por tanto, que la persona 
afectada por el cambio usa y es conocida por los que pretende y que dicho uso y 
conocimiento no han sido provocados de propósito para conseguir el cambio. Pues bien, 
en este caso, la documentación aportada por la interesada resulta muy escasa, ya que 
se limita a una factura comercial y a unas tarjetas bancarias, por lo que no es posible 
apreciar la existencia de una situación de hecho consolidada en el tiempo de los apellidos 
en la forma pretendida, en los términos exigidos por la legislación registral. Por lo que 
no resulta procedente acceder al cambio de apellidos instado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1.- Declarar la nulidad del auto dictado por la encargada del Registro Civil de Sevilla de 
fecha 3 de febrero de 2022.

2.- Denegar el cambio de apellidos solicitado por la interesada.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Sevilla.

Resolución de 16 de abril de 2024 (24.ª)
II.5.2 Modificación de apellidos

1.º Por incompetencia del Registro Civil se declara la nulidad del auto inicialmente 
dictado.

2.º Por economía procesal y por delegación del Ministro de Justicia, la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, examina el expediente y no acreditada la concurrencia 
de los requisitos legalmente establecidos, no autoriza el cambio de apellidos solicitado.
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En las actuaciones sobre solicitud de cambio de apellidos remitidas a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
de la encargada del Registro Civil del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 
1 de Luarca (Asturias)

HECHOS

1. La hoy promotora, D.ª S. S. L., realizó una inversión de sus apellidos en el año 2019 
pasando a ser los actuales S. L. y con fecha 1 de octubre de 2020, acudió al Juzgado 
de Paz de Navia (Asturias) para solicitar nuevamente la inversión de sus apellidos de 
forma que constasen inscritos en su forma inicial L. S. Ratificada en esta solicitud con 
fecha 13 de octubre de 2021, la encargada del Registro Civil de Luarca dictó auto de 
fecha 24 de enero de 2022 aprobando el cambio de apellidos solicitado por la 
interesada.

2. Notificada dicha resolución, el ministerio fiscal se opuso al considerar nulo el referido 
auto al haberse producido ya una inversión anterior y tratarse de un expediente de cambio 
de apellidos de la competencia de este centro directivo. A la vista del citado informe, la 
encargada del Registro Civil de Luarca dictó auto con fecha 6 de abril de 2022, objeto del 
presente recurso, declarando nulo el auto de fecha 24 de enero de 2022.

3. La promotora no estando de acuerdo con el auto de fecha 6 de abril de 2022, notificado 
el 12 de abril de 2022, interpuso recurso en tiempo contra el citado auto, solicitando 
que sus apellidos fueran los iniciales anteriores a la inversión es decir L. S., indicando 
que la inversión fue realizada siendo la interesada mayor de edad, influenciada por la 
madre por la mala relación con el padre, de quien se encuentra actualmente legalmente 
separada y que fue condenado por abandono económico hacia su familia, aclarando 
que los hermanos de la promotora constan con los apellidos en la forma solicitada por 
la interesada, L. S. y que viene usando de forma habitual los apellidos en la forma 
pretendida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 48 y 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), 238 y 240 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ), 2, 26, 57 y 59 de la Ley 
del Registro Civil (LRC) y 16, 205, 206, 209, 354, 358 y 365 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Orden Ministerial JUS/696 de 16 de abril de 2015 y las resoluciones, 
entre otras, de 28-7.ª de mayo y 13-1.ª de octubre de 2003, 17-2.ª de diciembre de 
2004, 31-3.ª de enero de 2005, 20-6.ª de junio de 2006, 20-10.ª de noviembre de 
2008, 31-48.ª de mayo de 2012, 21-78.ª de junio y 15-70.ª de noviembre de 2013, 
14-50.ª de octubre de 2014 y 29-28.ª de julio de 2016.

II. La hoy promotora solicitó una nueva inversión de sus apellidos de forma que sus 
apellidos inscritos fuesen los iniciales L. S. La encargada del Registro Civil de Luarca 
(Asturias) extralimitándose de sus funciones, autorizó la solicitud de la interesada 
mediante auto de fecha 24 de enero de 2022, declarando posteriormente la nulidad 
de éste, mediante Auto de fecha 6 de abril de 2022, objeto del presente recurso.
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III. La inversión de apellidos es una facultad establecida por la normativa registral una 
vez alcanzada la mayoría de edad y por una sola vez. Por ello, la solicitud efectuada por 
la promotora debe de considerarse un cambio de apellidos de la competencia de este 
centro directivo, no teniendo por lo tanto el encargado del Registro facultades para 
decidir un expediente de cambio de apellidos ni la competencia para aprobar el cambio 
que en este caso realizó por auto de fecha 24 de enero de 2022, quedando posterior-
mente sin efecto por auto de fecha 6 de abril de 2022.

IV. Una vez instruido el expediente ante el registro civil del domicilio, ha de ser resuelto 
por el Ministerio de Justicia (actual Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones 
con las Cortes). En este sentido, para que se pueda autorizar dicho cambio, los artículos 
57. 1.º LRC y 205.1.º RRC, exigen que los apellidos en la forma propuesta, L. S., constituyan 
una situación de hecho no creada por los interesados. Ha de probarse, por tanto, que 
la persona afectada por el cambio usa y es conocida por los que pretende y que dicho 
uso y conocimiento no han sido provocados de propósito para conseguir el cambio. Pues 
bien, en este caso la documentación aportada a la solicitud, una vez examinada la 
misma, se observa que en su mayoría es referida a fechas anteriores a la inversión 
efectuada en el año 2019, lo que no permite acreditar el uso de los apellidos en la forma 
propuesta por la interesada, por lo que no es posible apreciar en modo alguno la existencia 
de una situación de hecho consolidada en el tiempo en los términos exigidos por la 
legislación registral. Por tanto, no resulta procedente acceder al cambio de apellidos 
instado.

V. Consiguientemente a la vista de todo lo referenciado, ha de declararse la nulidad, por 
falta de competencia, del auto dictado por la encargada del Registro Civil de Luarca con 
fecha 24 de enero de 2022 y confirmar el auto de fecha 6 de abril de 2022.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso, confirmar la resolución recurrida y denegar el cambio de apellidos.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Luarca (Asturias).

Resolución de 30 de abril de 2024 (21.ª)
II.5.2. Competencia en expediente de cambio de apellidos

No tratándose de ninguno de los supuestos enumerados en los artículos 59 LRC y 209 
RRC, el encargado no está facultado para resolver en primera instancia, pero la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por economía procesal y por delegación, 
deniega el cambio de apellidos pretendidos al no quedar acreditada documentalmente 
la situación de hecho consolidada en el tiempo de los apellidos en la forma solicitada 
y al haber desaparecido en la nueva Ley 20/2011 de 21 de julio del registro civil el 
riesgo de desaparición.
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En las actuaciones sobre modificación de apellidos remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los promotores contra la resolución del encargado 
del Registro Civil de Cartagena (Murcia).

HECHOS

1. En fecha 24 de marzo de 2022, comparecieron don G. R. S. y doña L.-R. M. J., mayores 
de edad, con domicilio en C. (Murcia), solicitando la modificación del primer apellido de 
sus hijos menores de edad G., J. y L. R. M., por R.-Suanzes, indicando como causa el 
riesgo de desaparición del apellido paterno Suanzes, manifestando que es muy poco 
frecuente y remitiéndose a datos estadísticos del INE y jurisprudencia del Tribunal 
Supremo. Aclaraban que con dicha solicitud pretendían preservar la continuidad de un 
apellido español arraigado en la historia y que lo han llevado antepasados desde hace 
más de trescientos años en distintas épocas, constituyendo un patrimonio inmaterial 
familiar en riesgo de extinción y que pretenden conservar tanto a nivel familiar como 
nacional con la solicitud efectuada, de forma que sus hijos sean inscritos en la forma 
R.-Suanzes M.

2. En fecha 29 de agosto de 2022, el encargado del Registro Civil de Cartagena, extra-
limitándose de sus funciones, dictó Auto, objeto del presente recurso, por el que denegaba 
el cambio de apellidos en la forma pretendida por los promotores, alegando que no 
quedaba acreditada documentalmente la situación de hecho consolidada en el tiempo 
de los apellidos en a la forma solicitada, al tiempo que manifestaba no resultar aplicable 
al caso la sentencia de casación aducida por los interesados.

3. Notificado el Auto a los promotores con fecha 12 de septiembre de 2022 y no estando 
de acuerdo los mismos con la resolución, interpusieron dentro del tiempo estipulado al 
efecto, recurso de apelación ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
que fue remitido por el encargado del Registro para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 55, 57,58 y 59 de la Ley del Registro Civil (LRC); 194, 205 y 209 
del Reglamento del Registro Civil (RRC), y teniendo en cuenta que:

II. Los promotores solicitaban la modificación del primer apellido de sus hijos menores 
de sus hijos menores de edad G., J. y L. R. M. por R.-Suanzes, alegando el riesgo de 
desaparición del apellido paterno de origen español Suanzes.

III. El encargado del registro civil del domicilio tiene facultades para decidir en primera 
instancia un expediente de cambio de apellidos en los supuestos tasados enumerados 
en los artículos 59 LRC y 209 RRC, dado que el aquí planteado no es ninguno de los 
contemplados en dicho precepto, el expediente instruido por el registro civil del domicilio 
ha de elevarse al Ministerio de Justicia (art. 365 RRC), actual Ministerio de la Presidencia, 
Justicia y Relaciones con las Cortes, a fin de que, conforme a la competencia general 
que en materia de cambio de apellidos le atribuyen los artículos 57 LRC y 209 in fine 
RRC, dicte la resolución que proceda.
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IV. En consecuencia, ha de declararse la nulidad por incompetencia del Auto dictado 
por el encargado del registro que deniega el cambio de apellidos, al tiempo que razones 
de economía procesal aconsejan entrar a examinar si el cambio de apellidos pretendido 
puede ser autorizado por este centro directivo, habida cuenta de que se ha seguido la 
necesaria fase de instrucción del expediente por el registro civil del domicilio y resultaría 
desproporcionado con la causa (art. 354 RRC) exigir la tramitación formal de otro 
expediente dirigido al mismo fin práctico.

V. En este sentido, para que se pueda autorizar dicho cambio, los artículos 57. 1.º LRC 
y 205.1.º RRC, exigen que los apellidos en la forma propuesta (R.-Suanzes M., en este 
caso) constituyan una situación de hecho no creada por los interesados. Ha de probarse, 
por tanto, que la persona afectada por el cambio usa y es conocida por los que pretende 
y que dicho uso y conocimiento no han sido provocados de propósito para conseguir el 
cambio. Pues bien, en este caso, los progenitores no han aportado documentación 
alguna que permita apreciar la existencia de una situación de hecho consolidada en el 
tiempo de los apellidos en la forma pretendida, en los términos exigidos por la legislación 
registral. Por lo que no resulta procedente acceder al cambio de apellidos instado.

VI. No obstante lo anterior, III. La Ley y el reglamento arriba citados prevén la posibilidad 
de que, sin necesidad de que concurra el requisito general de la existencia de una 
situación de hecho en el uso del apellido propuesto, pueda autorizarse el cambio cuando 
exista riesgo de desaparición de un apellido español si se cumplen las demás condiciones 
exigidas en los artículos 58 LRC y 208 RRC. En este caso, los promotores alegan como 
causa para solicitar el cambio de apellidos mencionado, evitar se extinga el apellido 
paterno Suanzes. Si bien, hay que resaltar que, en estos casos, la carga de la prueba 
corresponde a los interesados y examinado el expediente se observa que los hoy pro-
motores no han presentado prueba documental que acredite el riesgo de desaparición, 
limitándose a citar datos estadísticos del INE y jurisprudencia del TS que no resulta 
aplicable al caso. Y finalmente, ha de advertirse que esta posibilidad de cambio por 
riesgo de desaparición ha desaparecido de hecho con la nueva Ley 20/2011, de 21 de 
julio del registro civil, que entró en vigor el 30 de abril de 2021, por lo que, aunque se 
hubiese aplicado la legislación anterior, es lógico que el criterio para valorar la concu-
rrencia de requisitos en estos expedientes sea muy estricto.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1. Declarar por falta de competencia la nulidad del Auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Cartagena de fecha 29 de agosto de 2022.

2. Denegar el cambio de apellidos solicitado por los promotores.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil de Cartagena (Murcia).
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III  NACIONALIDAD

III.1  ADQUISICIÓN ORIGINARIA DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.1.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGEN IURE SOLI

Resolución de 6 de abril de 2024 (16.ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli la nacida en España, hija de padres cubanos y nacidos en Cuba.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora, madre de la menor, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Jerez de la Frontera (Cádiz).

HECHOS

1. Con fecha 26 de abril de 2022, la ciudadana cubana y nacida en Cuba, Doña Y. R. 
V., domiciliada en J. (Cádiz), solicitaba en el Registro Civil de dicha localidad la declaración 
de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para su hija A- C. 
R. V., nacida el 20 de septiembre de 2018 en S. (Canarias).

Adjuntaba la siguiente documentación: certificado de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de J. de la menor y de la progenitora; certificado literal de nacimiento de 
la menor inscrita en el Registro Civil de San Cristóbal de la Laguna; pasaporte cubano 
y certificado cubano de nacimiento de la madre y certificado expedido por el Consulado 
General de la República de Cuba en Barcelona, en el que se indica que la menor no se 
encuentra inscrita en dicha oficina consular.

2. Ratificadas las partes en el expediente, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera dictó auto el 17 de junio de 2022, 
denegando la solicitud de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción a la menor, indicando que la legislación cubana atribuye la nacionalidad 
cubana por nacimiento a los hijos de padre o madre cubanos nacidos en el extranjero, 
previo cumplimiento de las formalidades de la Ley, por lo que la menor no ostenta la 
nacionalidad cubana por la mera voluntad de la madre que no ha promovido la inscripción 
de su nacimiento en el Consulado de Cuba.
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3. Notificada la resolución, la promotora, madre de la menor, presenta recurso ante la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción para su hija, alegando que conforme a la 
legislación cubana, los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no adquieren automá-
ticamente la nacionalidad cubana, porque es un requisito imprescindible la solicitud 
por los padres y que el otorgamiento de la nacionalidad no es automático, sino que se 
precisa de la emisión de resolución de reconocimiento de ciudadanía cubana por las 
autoridades de Cuba.

4. Notificado el ministerio fiscal, emite informe favorable a la estimación del recurso y 
la encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera remitió el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 
y 340 del Reglamento del Registro Civil, 7 de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y las Resoluciones de 18-2.ª 
de enero,1-3.ª,4-2.ª, 3.ª y 4.ª, 8-1.ª,13-4.ª y 21-3.ª de febrero y 4-1.ª y 26-2.ª de marzo 
de 2003; 17-6.ª de mayo de 2007; 7 de junio y 10-5.ª de noviembre de 2008.

II. La petición de la promotora de que se reconozca la nacionalidad española a su hija, 
nacida en S. el 20 de septiembre de 2018, se funda en la atribución iure soli de la 
nacionalidad española, establecida a favor de los nacidos en España de padres extran-
jeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. 
Artículo 17.1.c) del Código Civil) y tiene como vía registral el expediente para declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2.º L.R.C. y 338 
RRC) que decide en primera instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. 
art. 335 R.R.C).

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación cubana en la materia, 
los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no adquieren automáticamente al nacer, 
cualquiera que sea la actitud de los progenitores, la nacionalidad cubana, de modo que 
sufren una situación de «apatridia» originaria en la que se impone la aplicación iure soli 
de la nacionalidad española.

Si bien con fecha 30 de diciembre de 2017 la República de Cuba promulgó un Decreto-Ley, 
n.º 352 «Sobre la adquisición de la ciudadanía cubana por nacimiento de los nacidos 
en el extranjero de padre o madre cubanos», la adquisición de la ciudadanía cubana no 
es automática, ya que en su articulado se recoge la autoridad competente para conceder 
esa ciudadanía y el procedimiento a seguir, que a diferencia de la normativa anterior 
puede iniciarse en el correspondiente consulado cubano en el país extranjero, pero cuya 
conclusión puede demorarse dependiendo de los plazos contemplados para los diferentes 
trámites y se resuelve por el órgano competente bien admitiendo o denegando la solicitud 
o devolviendo el expediente. Siendo esto así durante todo ese tiempo el menor nacido 
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en España estaría en situación de «apatridia», lo que haría aplicable el artículo 17.1.c) 
de nuestro Código Civil.

IV. Esta conclusión se ve reforzada por la aplicación del artículo 7 de la Convención de 
los Derechos del Niño, en cuanto establece que el niño tendrá desde que nace derecho 
a adquirir una nacionalidad y que los Estados parte velarán por la aplicación de este 
derecho, «sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida». Por lo tanto, 
procede acceder a la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española de la menor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando con valor de simple presunción que 
la menor es española de origen; la declaración se anotará al margen de la inscripción 
de su nacimiento.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Resolución de 15 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

No es español iure soli la nacida en España de madre brasileña y nacida en Brasil.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora, progenitora de la menor, contra el auto del encargado del Registro 
Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Barcelona, con fecha 30 de noviembre 
de 2015, la Sra. A. M. A., nacida en Brasil y de nacionalidad brasileña, solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción para su hija C. 
M. A., nacida el 1 de octubre de 2015 en B., al amparo de lo establecido en el art. 17.1.c) 
del Código Civil.

Adjuntaba la siguiente documentación: certificado literal español de nacimiento de la 
menor, inscrita en el Registro Civil de Barcelona, pasaporte brasileño de la progenitora, 
documento de empadronamiento en B., la promotora desde el 9 de junio de 2015 y la 
menor desde el 7 de octubre siguiente y certificado expedido por el Consulado General 
de Brasil en Barcelona, en el que se hace constar la legislación brasileña en materia de 
atribución de la nacionalidad a los nacidos en el extranjero de padres brasileños, y 
también se indica que la menor no se encuentra inscrita en el registro de matrícula 
consular.
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2. Con fecha 29 de enero de 2016 el ministerio fiscal emite informe desfavorable a lo 
solicitado, ya que considera que la no inscripción de la menor en el Consulado brasileño 
es voluntaria por parte de la progenitora, puesto que sí ha acudido a que se le certifique 
dicha situación, buscando la aplicación de la normativa española, art. 17.1.c del Código 
Civil. Del informe se da traslado a la promotora, que presenta escrito de alegaciones 
poniendo de manifiesto que la legislación brasileña establece un procedimiento para 
el otorgamiento de la nacionalidad a los nacidos en el extranjero que no es sencillo, 
además no son considerados brasileños natos, añadiendo que la Dirección General de 
los Registros y del Notariado ha concedido la nacionalidad en muchas ocasiones.

3. Previo nuevo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del Registro 
Civil de Barcelona dicta auto, de fecha 22 de abril de 2016, por el que desestima la 
solicitud de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la menor, 
toda vez que en el presente caso no se ha inscrito su nacimiento en el Consulado de 
Brasil por un acto de voluntad de la progenitora, ya que la Ley brasileña sí les otorga la 
nacionalidad y, por tanto, podría evitarse la posible situación de apatridia que se invoca.

4. La resolución no pudo ser notificada a la promotora en su domicilio, siendo devuelta 
la comunicación por desconocida, por lo que se acordó publicar el edicto correspondiente 
en el tablón de anuncios del Registro Civil desde el 24 de mayo de 2016 y con fecha 29 
de julio siguiente, mediante providencia el encargado declara firme el auto dictado.

Con fecha 20 de enero de 2017, la representación legal de la promotora solicita infor-
mación sobre el expediente tras la presentación de su escrito de marzo de 2016. El 
encargado del registro dicta nueva providencia, con fecha 10 de marzo de 2017, dejando 
sin efecto la emitida anteriormente ya que se ha comprobado que las notificaciones del 
auto de 22 de abril de 2016 no se remitieron al domicilio facilitado a efectos de 
notificaciones.

5. Notificada la resolución, la representación legal de la promotora, progenitora de la 
menor, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, reiterando su solicitud de 
que se conceda a la menor de la nacionalidad española de origen con valor de simple 
presunción en base al art. 17.1.c) del Código Civil, apoyándose en distintas Resoluciones 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado, toda vez que los hijos de bra-
sileños nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho del 
nacimiento la nacionalidad brasileña, pues para ello sigue siendo necesario o bien la 
inscripción en el Registro Civil brasileño o bien el traslado posterior de residencia a 
Brasil y subsiguiente ejercicio del derecho de opción.

6. Trasladado el recurso al ministerio fiscal, emite informe reiterándose en los anteriores, 
ya que la situación de apatridia ha sido buscada por la propia progenitora de la menor. 
El encargado del registro civil, distinto al que dictó el auto impugnado, remitió el expe-
diente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, con informe favorable a la estimación del 
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recurso, teniendo en cuenta otras resoluciones anteriores emitidas por este centro 
directivo.

7. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se interesa del Registro Civil de 
Barcelona que solicite a la promotora la aportación de documentación actualizada, en 
particular, certificados de empadronamiento actualizados de la menor y de su progenitora, 
así como certificado actualizado del Consulado General de Brasil, informando si la menor 
se encuentra inscrita en los libros de nacimiento de dicha oficina consular.

El requerimiento fue notificado en el domicilio facilitado a efectos de notificaciones en 
el recurso presentado, con fecha 23 de septiembre de 2020, otorgándose un plazo de 
tres meses para su cumplimentación, sin que resulte atendido el requerimiento de 
documentación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; y las 
Resoluciones de 16-2.ª de octubre y 7-4.ª y 5.ª de noviembre de 2002; 28-4.ª de junio 
y 4-1.ª de julio de 2003; 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 2004; 30-4.ª de noviembre 
y 7-2.ª de diciembre de 2005; 14-3.ª de febrero y 20-1.ª de junio de 2006; 17-4.ª de 
enero de 2007, 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio y 10-6.ª y 7.ª de julio de 
2008; 27-4.ª de enero de 2009.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una niña 
nacida en España el 1 de octubre de 2015, hija de progenitora de nacionalidad brasileña 
y nacida en B. La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española 
establecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) Cc). Por el 
encargado del Registro Civil de Barcelona se dictó auto denegando la solicitud. Dicha 
providencia constituye el objeto del presente recurso.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación brasileña, los hijos de 
brasileños nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho 
del nacimiento la nacionalidad brasileña, la cual solo puede adquirirse por un acto 
posterior (cfr. art. 12.1.c) de la Constitución Brasileña de 1988, modificado por Enmienda 
Constitucional de 20 de septiembre de 2007). Se da, por lo tanto, una situación de 
apatridia originaria en la cual la atribución de la nacionalidad española iure soli se 
impone. No ha de importar por otro lado que el nacido pueda adquirir más tarde iure 
sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque este solo hecho no puede llevar 
consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.

IV. En el presente expediente, solicitada a la promotora nueva documentación actualizada 
no se atiende al requerimiento de documentación dentro de los plazos legalmente 
establecidos, por lo que no puede constatarse si en el momento actual se acreditan los 
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requisitos establecidos en la legislación para la declaración de la nacionalidad española 
de origen de la menor en aplicación del art. 17.1.c) del Código Civil.

V. En el ámbito del registro civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, de 
modo que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia entre el registro 
civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones 
decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o 
circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera 
decisión.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (23.ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli el nacido en España en 2017, hijo de padre marroquí nacido en 
Marruecos y madre apátrida nacida en el Sáhara Occidental, por corresponderle la 
nacionalidad marroquí del progenitor.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los promotores, padres del menor, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Martorell (Barcelona).

HECHOS

1. Con fecha 25 de octubre de 2017, el Sr. M. M. E. y la Sra. M. M. A., dirigen escrito al 
Registro Civil de Martorell, en el que manifiestan que están casados desde el 3 de agosto 
de 2016, que son saharauis de origen, que la Sra. M. A. tiene reconocida por España 
de forma permanente la condición de apátrida, que tienen un hijo nacido en España el 
18 de abril de 2017, que ambos progenitores nacieron y han vivido en Argelia en los 
campamentos de refugiados saharauis, añadiendo que el Sr. M. E. tiene pasaporte 
argelino otorgado por razones humanitarias. Posteriormente comparecen, el día 22 de 
noviembre siguiente, en el registro civil, manifestando que el menor E. M. E., consta 
inscrito en el Registro Civil de Olesa de Monserrat (Barcelona), que según su certificado 
de nacimiento los progenitores eran apátridas, por lo que solicitan que se declare al 
menor español con valor de simple presunción, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 17.1.c del Código Civil.

Aporta como documentación: permisos de residencia de los promotores, con domicilio 
en diferentes localidades y provincias, pasaporte español de la promotora expedido el 
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24 de noviembre de 2015, como apátrida, nacida el 31 de diciembre de 1988 en B. 
(Sáhara Occidental), certificado literal de nacimiento español del menor, nacido el 18 
de abril de 2017, el padre consta nacido en D. (Marrueco s) el 11 de octubre de 1982 
y de nacionalidad marroquí y la madre es apátrida, acta de matrimonio expedida por 
los representantes de la República Árabe Saharaui Democrática (RASD), en ella se hace 
constar como lugar de nacimiento del contrayente A., comuna rural de la región de D., 
territorio administrado por Marruecos, el matrimonio se celebró el 3 de agosto de 2016, 
documento de empadronamiento colectivo en O., la Sra. M. desde el 7 de julio de 2014, 
el Sr. M. desde el 25 de abril de 2017 y el menor desde su nacimiento, documento 
nacional de identidad de la abuela paterna del menor, certificado literal de nacimiento 
español de la abuela paterna del menor, con marginal de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por resolución del encargado del Registro Civil de Málaga 
de 25 de mayo de 2010, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum 
del Sáhara (MINURSO) de persona que no es ninguno de los promotores, probablemente 
el padre de alguno de ellos y documento expedido por el RASD relativo a que el padre 
del menor es ciudadano saharaui y procede de los campamentos de refugiados en T. 
(Argelia).

2. Con fecha 11 de diciembre de 2017 el ministerio fiscal emite informe por el que no 
se opone a lo solicitado. Con fecha 22 de marzo de 2018, la encargada del registro 
dicta providencia acordando solicitar a la Embajada de Marruecos certificado relativo 
a la legislación marroquí de atribución de la nacionalidad. La primera comunicación 
dirigida al Consulado de Marruecos en Barcelona es de 10 de abril de 2018, al no ser 
respondida se reiteró el 8 de octubre siguiente, recibiendo respuesta en el sentido de 
que el nacido en el extranjero de padre marroquí tiene derecho a la nacionalidad marroquí 
por filiación.

3. La encargada del Registro Civil de Martorell dicta auto con fecha 18 de octubre de 
2018, por el que se resuelve que no ha lugar a declarar con valor de simple presunción 
que el menor, nacido en O. el 18 de abril de 2017, cuente con la nacionalidad española 
de origen, ya que la finalidad del artículo 17.1.c) del Código Civil es evitar una situación 
de apatridia, que en este caso no se produce, dado que el progenitor es de nacionalidad 
marroquí y dicha legislación sigue el criterio de iure sanguinis en orden a la atribución 
de la nacionalidad marroquí a los nacidos fuera de Marruecos de padre marroquí.

4. Notificada la resolución, los padres del menor formulan recurso de apelación ante la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se dicte resolución que apruebe la declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción a su hijo, alegando que ningún 
ordenamiento les obliga a inscribir a su hijo en el Consulado marroquí, que los dos 
progenitores no son marroquíes ya que la madre es apátrida y el padre sólo tiene un 
título de viaje marroquí, insistiendo en la condición de apátridas de los ciudadanos 
saharauis, por lo que entienden que si es aplicable a su hijo el artículo 17.1.c del Código 
Civil de acuerdo con las instrucciones y Resoluciones de la Dirección General de los 
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Registros. Adjunta pasaporte español, expedido en el año 1973, al abuelo paterno del 
menor.

5. El ministerio fiscal emite con fecha 31 de octubre de 2018 informe por el que se 
opone al recurso interpuesto, por los propios argumentos de la resolución impugnada 
y la encargada del Registro Civil de Martorell remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil, la Instrucción de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 28 de marzo de 2007 y las Resoluciones de 10-1.ª de septiembre 
de 1994, 7 de diciembre de 1995, 24 de enero de 1996, 18-3.ª de enero, 30 de abril 
y 9 de septiembre de 1997 y 11-2.ª de mayo y 27 de octubre de 1998, 1-1.ª y 15-5.ª de 
febrero de 1999, 11-2.ª de febrero, 24-1.ª de abril, 31-4.ª de mayo, 12-1.ª, 15-1.ª y 22-2.ª 
de septiembre, 17-3.ª y 28 de octubre, 18-1.ª y 27 de diciembre de 2000 y 27-2.ª de 
marzo y 5-1.ª y 11 de abril y 5-1.ª de mayo de 2001, 5-4.ª de febrero de 2002, 10-2.ª 
de mayo y 23-2.ª de octubre de 2003, 26-1.ª y 26-4.ª de enero de 2004 y 26-3.ª de 
enero de 2005.

II. Se pretende por este expediente que se declare con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2.º LRC.) que tiene la nacionalidad española de origen un niño nacido en España 
en 2017, inscrito en el Registro Civil español como hijo matrimonial de padre marroquí 
y madre apátrida.

III. Esta pretensión se basa en la forma de atribución iure soli de la nacionalidad española 
establecida en el artículo 17.1.c del Código Civil para los nacidos en España de padres 
extranjeros, si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad.

IV. Conforme al conocimiento adquirido por este centro directivo de la legislación marroquí, 
el art. 6 del Dahir n.º 1-70-80 de 23 de marzo de 2007, por el que se promulga la Ley 
n.º 62-06 que modifica y completa el Dahir n.º 1-58-2050 de 6 de septiembre de 1958, 
que regula la nacionalidad marroquí «será marroquí todo hijo nacido de padre o madre 
marroquí». De este modo, en el presente caso no se produce la situación de apatridia 
que establece el art. 17.1.c) del Código Civil, toda vez que el menor tiene derecho por 
ius sanguinis a la nacionalidad marroquí de su padre, así consta en la inscripción de 
nacimiento del menor en el Registro Civil español y salvo prueba en contrario que no 
ha sido aportada, no procediendo declarar que el nacido ostenta la nacionalidad española 
con valor de simple presunción.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil de Martorell (Barcelona).

Resolución de 30 de abril de 2024 (20.ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli la nacida en España, hija de progenitoras de nacionalidad británica 
y búlgara, al no adquirir iure sanguinis la nacionalidad de ninguna de sus progenitoras.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
las promotoras, progenitoras de la menor, contra el auto del encargado del Registro Civil 
de Granollers (Barcelona).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Granollers en fecha 16 de junio de 
2022, las ciudadanas C. J. K., nacida en G. (Reino Unido) el 19 de julio de 1989, de 
nacionalidad británica y V. M. A., nacida el 11 de marzo de 1991 en S. (Bulgaria), de 
nacionalidad búlgara, solicitaban la declaración de la nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción en virtud de lo establecido en el artículo 17.1.c) del CC, 
para su hija S.-J. K. A., nacida el 8 de diciembre de 2019 en Barcelona.

2. Por auto de fecha 19 de diciembre de 2022 dictado por el encargado del Registro 
Civil de Granollers se desestima la solicitud de nacionalidad española con valor de 
simple presunción de la menor, toda vez que la nacionalidad búlgara de una de las 
progenitoras se basa en el concepto jurídico el ius sanguinis, por lo que la nacionalidad 
se transmite por ser hija de ciudadana búlgara.

3. Notificada la resolución, las promotoras presentan recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para su hija.

4. Previo informe favorable del ministerio fiscal a la estimación del recurso, el encargado 
del Registro Civil de Granollers remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del CC (CC); 96 de la LRC (LRC); 335, 338 y 340 del RRC 
(RRC); 7 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 
de noviembre de 1989; y las Resoluciones de 16-2.ª de octubre y 7-4.ª y 5.ª de noviembre 
de 2002; 28-4.ª de junio y 4-1.ª de julio de 2003; 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 
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2004; 30-4.ª de noviembre y 7-2.ª de diciembre de 2005; 14-3.ª de febrero y 20-1.ª de 
junio de 2006; 17-4.ª de enero de 2007, 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio 
y 10-6.ª y 7.ª de julio de 2008; 27-4.ª de enero de 2009.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una niña 
nacida en España el 8 de diciembre de 2019, hija de progenitoras de nacionalidad 
británica y búlgara. La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española establecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) 
CC). Por el encargado del registro civil se dictó auto denegando la solicitud al considerar 
que la adquisición de la nacionalidad búlgara se basa en el concepto del ius sanguinis, 
por lo que la menor adquirió al nacer la nacionalidad búlgara de su progenitora. Dicho 
auto constituye el objeto del presente recurso.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido por este centro directivo de la legislación 
británica (British Nationality Act, de 1981, sometida a reformas posteriores), «si el menor 
nació en el extranjero de madre o padre británicos que adquirieron la nacionalidad por 
nacimiento («by descent»), no adquirirá de manera automática la nacionalidad británica. 
Podrá, sin embargo, y en virtud de la sección tercera de la Ley, solicitar la nacionalidad 
británica durante la minoría de edad si cuenta para ello con el consentimiento del padre 
o de la madre».

IV. En cuanto a la legislación búlgara en materia de nacionalidad «se considera ciudadano 
búlgaro todo aquel de quien por lo menos uno de los padres sea ciudadano de dicho 
país». Sin embargo, de acuerdo con certificado expedido en fecha 13 de abril de 2022 
por el Consulado General de la República de Bulgaria en Barcelona, conforme la legis-
lación búlgara, los matrimonios entre personas del mismo sexo son inadmisibles, como 
también lo es inadmisible la inscripción de dos progenitores del mismo sexo.

En vía de recurso, se ha aportado al expediente la sentencia dictada por el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) en fecha 14 de diciembre de 2021 que resuelve 
una cuestión prejudicial planteada en este caso, con arreglo al artículo 267 TFUE, por 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Sofía, Bulgaria, declarando que «El artículo 
4 TUE, apartado 2, los artículos 20 TFUE y 21 TFUE y los artículos 7, 24 y 45 de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en relación con el artículo 4, 
apartado 3, de la Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 
de abril de 2004, relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros 
de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros 
por la que se modifica el Reglamento (CEE) núm. 1612/68 y se derogan las Directivas 
64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/CEE, 
90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE, deben interpretarse en el sentido de que, “en 
el caso de un menor ciudadano de la Unión cuyo certificado de nacimiento expedido 
por las autoridades competentes del Estado miembro de acogida designa como proge-
nitores a dos personas del mismo sexo, el Estado miembro del que el menor es nacional 
está obligado, por una parte, a expedirle un documento de identidad o un pasaporte 
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sin exigir la expedición previa de un certificado de nacimiento por sus autoridades 
nacionales y, por otra parte, a reconocer, al igual que cualquier otro Estado miembro, 
el documento procedente del Estado miembro de acogida que permita al menor ejercer 
con cada una de esas dos personas su derecho a circular y residir libremente en el 
territorio de los Estados miembros».

Sin embargo, el Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo de Bulgaria dicta 
sentencia en fecha 1 de marzo de 2023, contra la que no cabe recurso, en la que se 
recoge que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea parte de la conclusión errónea 
de que la menor es nacional búlgara, y que «la filiación con respecto de la madre (en la 
legislación búlgara) se determina por el nacimiento, siendo madre del niño la mujer que 
lo ha dado a luz, incluso en caso de reproducción asistida. Por consiguiente, es correcto 
que el órgano administrativo haya solicitado a la interesada la información relativa a la 
madre biológica de la menor que permita determinar si la menor es nacional búlgara, 
lo cual es la base para la expedición de partida de nacimiento a la misma y para su 
inscripción en los registros civiles. Tal información no se ha facilitado…», por lo que es 
infundada la conclusión de que la menor es nacional de un Estado miembro de la Unión 
Europea, la República de Bulgaria, que «como la menor no es nacional búlgara, la misma 
no podrá atenerse ni a los derechos derivados del art.4, ap.3 de la Directiva 2004/38/
CE ni a los derivados de los artículos 20 y 21 TFUE» y que teniendo en cuenta que en el 
proceso se ha establecido que la menor no es nacional búlgara, «… no nace la obligación 
de expedición de una partida de nacimiento».

V. En el caso que nos ocupa, se da, por lo tanto, una situación de apatridia originaria 
en la cual la atribución de la nacionalidad española iure soli se impone. No ha de importar 
por otro lado que la nacida pueda adquirir más tarde iure sanguinis la nacionalidad de 
sus progenitoras porque este solo hecho no puede llevar consigo la pérdida de nacio-
nalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.

IV. Tal conclusión, como también se ha dicho reiteradamente, se ve reforzada por la 
aplicación del artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño, en cuanto que 
establece que el niño tendrá desde su nacimiento derecho a adquirir una nacionalidad 
y que los Estados partes velarán por la aplicación de este derecho, «sobre todo cuando 
el niño resultara de otro modo apátrida».

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, declarando 
con valor de simple presunción que la menor es española de origen; la declaración se 
anotará al margen de la inscripción de su nacimiento.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. juez encargado del Registro Civil de Granollers (Barcelona).
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III.1.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGEN 
POR LEY 52/2007 DE MEMORIA HISTÓRICA

III.1.3.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO I LEY 52/2007

Resolución de 2 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A.-A. S. Q., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 10 de mayo de 1951 en R. (Cuba) y es hijo de don C.-J. F. S. C., ciudadano 
cubano, así como certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, nacido 
en 1869 en V. (España).

2. Con fecha 6 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado establecido 
que en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando se revise su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por ser nieto de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho. El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 10 de mayo de 1951, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 6 de octubre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron certificación de nacimiento cubano 
del interesado, certificado español de nacimiento del abuelo paterno don J.-P. S. S., 
nacido en 1869 en V., España, así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los cuales consta 
su inscripción en el registro de extranjeros con 66 años y no consta que haya obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización. En interés de continuar la tramitación de su 
expediente de nacionalidad, se requirió al solicitante en fecha 5 de octubre de 2018 
que aportara la documentación faltante, en concreto la certificación de nacimiento del 
padre del interesado, requerimientos que no fueron atendidos por lo que no quedó 
acreditado que el promotor cumpliera con los requisitos exigidos. Revisado el recurso, 
no se ha aportado la certificación local de nacimiento del padre del solicitante, por lo 
que no ha podido ser constatada la filiación del progenitor del promotor con español de 
origen.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 2 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 2 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L.-E. C. R., nacida el 25 de febrero de 1949 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 22 de noviembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 11 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y manifestando que su solicitud no la hizo por su madre, que es de 
origen cubano, sino como nieta de una ciudadana española de origen, la Sra. R. del J. 
D. S., nacida en España.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 25 de febrero de 1949 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 11 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
L. H. R. D., nacida en Cuba en 1928, hija de la Sra. R. del J. D. S., nacida en Canarias y, 
también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en S. (Las Palmas) el 1 de 
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octubre de 1899, hija de ciudadanos de la misma provincia y originariamente española. 
De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuela originariamente española, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 2 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 2 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. S. H., nacido el 1 de septiembre de 1960 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 7 de octubre de 2011. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 20 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifestando que 
su solicitud cumplía los requisitos de la Ley 52/07 de 26 de diciembre y que al valorar 
su caso se ha cometido un error, ya que su petición se basa en que es nieto de una 
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ciudadana originariamente española no en que su progenitor lo sea, añadiendo que ha 
demostrado su parentesco con la documentación presentada.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 1 de septiembre de 1960 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 20 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
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de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
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de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. F. S. 
I., nacido en Cuba en 1931, hijo de la Sra. M. I. B., nacida en España y consta certificado 
de nacimiento de ésta, nacida en Madrid el 20 de noviembre de 1901, hija de ciudadanos 
también nacidos en España y originariamente española. De este modo, la interesada 
acredita que es nieto de abuela originariamente española, por lo que se cumple el 
requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 2 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 4 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. P. Á., nacido el 5 de abril de 1972 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción a la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 13 de abril de 2011.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 5 de abril de 1972 en P. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de febrero de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don P. 
P. S., donde consta que es hijo de padre nacido en Canarias. Asimismo, se aportan 
certificado español de partida de bautismo y certificado negativo de nacimiento del 
abuelo paterno, don J. P. L., nacido en 1906 en T. (España), así como certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los que no consta la inscripción en el registro de extranjeros ni consta que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el recurso, se ha 
aportado copia no compulsada de certificado, no legalizado, de la entrada al país del 
abuelo en 1921.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1941, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
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supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 25 de marzo de 1906 en T., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 4 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don A. L. Á., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 5 de 
agosto de 1956 en R., (Cuba) y es hijo de don E. L. J., ciudadano cubano.

2. Con fecha 12 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado esti-
mando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieto de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

			   FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1956, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 12 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo – y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante, entre otros, certificado cubano de 
nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del padre, don E. L. J., 
donde consta que es hijo de M. L. G., nacido en España, y nieto por vía paterna de M. y 
E. Asimismo, se aportó certificado español de nacimiento del abuelo español, don M. 
L. G., nacido en 1902 en S., Orense (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería, donde consta la inscripción en el Registro de Extranjeros a los 
40 años, y consta en el Registro de Ciudadanía la inscripción de la carta de ciudadanía 
en 1936, con 32 años. A la vista de dicha documentación, no puede determinarse 
fehacientemente que M. L. G. hijo de M. y E. y M. L. G., hijo de J. y M., sean la misma 
persona, no quedando probada la filiación española del interesado.

Revisado el recurso, se aporta copia de certificación local de nacimiento de don E. L. 
J., progenitor del recurrente, donde se subsanan los nombres de los abuelos paternos 
del inscrito, lo que en principio permitiría acreditar la filiación española pretendida. Sin 
embargo, al no acreditarse documentalmente la subsanación realizada, y al no estar 
debidamente legalizada por la autoridad cubana competente, persisten las dudas 
legítimas en cuanto a la filiación española del progenitor del recurrente, por lo que no 
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ha podido ser constatada la nacionalidad española de origen del progenitor del 
promotor.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 4 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª B.-M. R. R., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 27 
de junio de 1966 en S., (Cuba) y es hija de don J.-E. R. R., ciudadano cubano y español 
de origen.

2. Con fecha 14 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española 
como nieta de abuelo paterno español de origen, aportando certificados de inmigración 
y extranjería del abuelo de la interesada.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a luz de nueva documentación, 
que acreditaría la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, no se 
ratifica la resolución adoptada en fecha 14 de agosto de 2020 al cumplir, en principio, 
la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1966 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 14 de agosto de 2020, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitor, don J.-E. R. R., donde consta que es hijo de padre natural de P., (Canarias). 
Asimismo, se aportaron certificado literal español de nacimiento y certificado de partida 
de bautismo del abuelo paterno, don F. R. G., nacido el 21 de mayo de 1888 en B., Islas 
Canarias (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización, por lo que no quedaron acreditados los requisitos exigidos 
por la Ley 52/2007.

Revisado el recurso, se aportan documentos de la Dirección General de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano que certifican que el abuelo paterno consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros con el n.º ….., a la edad de 45 años y que no consta 
en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, 
que acreditarían que el citado abuelo paterno continuaba ostentando su nacionalidad 
española de origen al momento del nacimiento de su hijo, padre de la recurrente, en 
1930, y por tanto queda establecida la condición de español de origen del progenitor 
de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
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la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 4 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1.b de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos 
españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho 
de opción, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. N. R. T., nacida en Cuba el 5 de octubre de 1965 y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 3 de agosto de 2011.

Consta la siguiente documentación; carné de identidad cubano de la promotora y cer-
tificado literal de nacimiento español del Sr. M. T. P., nacido en P. (La Coruña) el 27 de 
mayo de 1906, hijo de ciudadanos de la misma localidad.

Posteriormente, la promotora compareció en el Registro Civil consular, con fecha 14 de 
septiembre de 2018, siéndole requerida nueva documentación, certificado de nacimiento 
propio, de su progenitora y certificados de los registros cubanos de extranjeros y de 
ciudadanía relativos a su abuelo materno. Se aportan certificado local de nacimiento 
de la promotora, certificado local de nacimiento de su progenitora, certificado literal de 
nacimiento español de ésta, inscrita en el Registro Civil consular de La Habana, hija de 
M. T. P., del que no consta su nacionalidad, con marginal de nacionalidad española por 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 con fecha 22 de febrero de 2011 y 
certificados expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería relativos 
a que el Sr. T. P. consta inscrito en el Registro de Extranjeros a los 29 años, es decir en 
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1935 y también consta inscrita su Carta de Ciudadanía cubana de fecha 26 de septiembre 
de 1939.

2. Con fecha 26 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y 
la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente la nacionalidad española originaria de su progenitora, ya que consta que ésta 
obtuvo la nacionalidad española por la opción contemplada en la misma disposición 
normativa.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, mostrando su disconformidad con la resolución denegatoria antes 
citada, alegando que su madre y su tía materna ya son ciudadanas españolas, por lo 
que solicita que se evalúe de nuevo su petición.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
informando que efectivamente a la progenitora de la interesada se le declaró la nacio-
nalidad por la opción de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de octubre de 1965 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional». Solicitud que fue denegada 
mediante auto de fecha 4 de febrero de 2021, contra el que se interpuso el correspon-
diente recurso que es el objeto de la presente resolución.

III. En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por la propia disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 22 de febrero de 2011, momento en 
el que la recurrente ya era mayor de edad, por lo que no podía ejercer para sí la opción 
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contemplada en la misma norma, por lo que no concurrían en ella los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española, 
según el apartado 1.b) los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes 
les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo 
a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en las que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por 
lo que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 de 
la Constitución: «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, 
la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos».

La garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales constituye el límite infranqueable que 
el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la norma 
que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in bonus. 
Asimismo, cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley».

Así en la propia Exposición de Motivos de la Ley 20/2022 se destaca que «Por último, 
como medida reparadora de las personas que sufrieron el exilio, se dispone en la dis-
posición adicional octava una regla para la adquisición de la nacionalidad española 
para nacidos fuera de España de padres o madres, abuelas o abuelos, exiliados por 
razones políticas, ideológicas o de creencia, en la que se da cabida asimismo, en 
coherencia con los objetivos de esta Ley, a los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros, antes 
de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, así como los hijos e hijas mayores 
de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen 
en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre».

VII. De este modo, la Ley 20/2022 puede considerarse una norma aplicable retroacti-
vamente de manera tácita, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes expuesta, 
ya que es evidente que se trata de una norma que mejora la anterior, al partir de la 
regulación ya existente y extender su aplicación a otros colectivos. En ese sentido, sin 
duda puede afirmarse que responde al propósito del legislador de «complementar» la 
norma anterior ampliando los supuestos que esta reconocía o, si se prefiere, que subsana 
la «laguna» advertida al aplicar la disposición adicional séptima por la vía de dar cabida 
a supuestos que entonces no se contemplaron pero que está justificado, «en coherencia 
con los objetivos de la Ley», que ahora se incluyan.

Por último, cabe añadir que el último inciso de la disposición transitoria primera del 
Código Civil, que debe aplicarse de manera supletoria ante la ausencia de una previsión 
específica de derecho transitorio en la Ley 20/2022 (artículo 4.3), avala esa misma 
solución al disponer lo siguiente: «Se regirán por la legislación anterior al Código los 
derechos nacidos, según ella, de hechos realizados bajo su régimen, aunque el Código 
los regule de otro modo o no los reconozca. Pero si el derecho apareciere declarado por 
primera vez en el Código, tendrá efecto, desde luego, aunque el hecho que lo origine se 
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verificará bajo la legislación anterior, siempre que no perjudique a otro derecho adquirido 
de igual origen».

Por tanto, para quienes no tenían reconocido el derecho de opción en virtud de la Ley 
52/2007 pero sí en la Ley vigente, en virtud de un «hecho» que existía ya necesariamente 
bajo la vigencia de la Ley anterior (su condición de descendientes de determinados 
sujetos), cabe entender que la nueva Ley ha declarado por primera vez ese derecho y, 
en consecuencia, que la disposición adicional octava puede aplicárseles de manera 
retroactiva al no perjudicar a otro derecho adquirido de igual origen.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el apartado 1.b de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022 establece que podrán adquirir la nacionalidad española los hijos e hijas 
mayores de edad de quienes les fue reconocida la nacionalidad en virtud del derecho 
de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional 
séptima de la Ley 5272007, por lo que se ha eliminado la limitación establecida en la 
regulación anterior, permitiendo ejercer el derecho de opción a la nacionalidad española 
a los hijos e hijas mayores de edad.

IX. En el caso que nos ocupa, consta en el expediente que la madre de la solicitante, 
Sra. J.-A. T. G., obtuvo la nacionalidad española en virtud del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 con fecha 22 de febrero de 2011, 
fecha en la que la interesada era mayor de edad, por lo que la recurrente acredita que 
se encuentra dentro del supuesto contemplado en el apartado 1.b de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022 y procede aplicar ésta de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del apartado 1.b de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 4 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-I. D. G., nacida el 3 de febrero de 1964 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de noviembre de 2009.

2. Con fecha 29 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que algunos de sus familiares descendientes también de su abuelo paterno ya 
han obtenido la nacionalidad española, así como su progenitor, por lo que solicita la 
revisión de su expediente.

Adjunta como nueva documentación; literal de la inscripción de nacimiento de su abuelo 
paterno, Sr. D. F., nacido en V. (Orense) en 1884, hijo de ciudadanos de la misma 
provincia.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 3 de febrero de 1964 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
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personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular se dictó auto el 29 de abril de 2019, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
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como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado de nacimiento de su progenitor, Sr. W.-E. D. 
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P., nacido en Cuba en 1930 e inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, hijo 
del Sr. J.-D. D. F., nacido en V. (Orense) y también consta certificado de nacimiento de 
éste, nacido en dicha localidad el 12 de mayo de 1884 y originariamente español. De 
este modo, la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por 
lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba). 

Resolución de 4 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Y. M. P., nacido el 27 de enero de 1984 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de junio de 2010.

2. Con fecha 1 de octubre de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
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de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en C. (Cuba) en 1984, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de octubre de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre, E.-O. M. L., hijo de J.-M. M. R., natural de L. 
(España) y de I.-F. L. H., nacida en R. (Cuba); certificación de la inscripción de nacimiento 
española del abuelo paterno, nacido el 16 de abril de 1899 en F., (Lugo); certificación 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano negativa 
de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización relativo a J.-M. M. R. y positiva 
de la inscripción en el Registro de Extranjeros con n º ….. expedida a nombre de J. M. 
R. por tanto referido a persona distinta del abuelo paterno del optante.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 16 de abril de 1899 en F., Lugo (España), por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 4 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª C.-R. P. M., nacida el 26 de enero de 1950 en I. de S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 18 de octubre de 2011.

2. Con fecha 27 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada por no haber quedado 
establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en I. de S. (Cuba) el 26 de 
enero de 1950, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su madre; certificado de la inscripción de nacimiento 
español de su abuelo materno; certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en que se certifica su inscripción 
en el Registro de Ciudadanía el 25 de noviembre de 1912 en virtud de lo establecido 
en el inciso 4.ª del artículo 6 de la Constitución cubana vigente en dicha fecha para los 
ciudadanos españoles residentes en Cuba que no se inscribieron en el Registro General 
de españoles al entrar en vigor el Tratado de París el 11 de abril de 1899. Por tanto, de 
la documentación obrante en el expediente no se deduce que el citado abuelo hubiera 
mantenido la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hija, y madre 
de la optante, condición necesaria para probar la nacionalidad española de origen de 
ésta última, puesto que para ello debe acreditarse la inscripción en el Registro General 
de españoles establecido por el Tratado de París de 10 de diciembre de 1898 por el 
que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el Reino de España, 
ratificado por la Reina Regente de España, el 19 de marzo de 1899, en cuyo artículo 
IX, indicaba que «los súbditos españoles, naturales de la Península, residentes en el 
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territorio a cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tratado, podrán 
permanecer en el territorio o marcharse de él… En el caso de que permanezcan en el 
territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de 
registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una 
declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de esta declaración, 
se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado la del territorio en 
el cual pueden residir».

En consecuencia, queda acreditado que el citado abuelo residía en Cuba en 1899, y 
aunque de nacionalidad española de origen, no la mantenía en 1924 cuando nació su 
hija, D.ª E.-M. M. S., madre de la promotora del expediente, toda vez que no consta su 
inscripción en el Registro de Españoles creado como consecuencia del Tratado de 
Tratado de París.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
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beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 24 de mayo de 1877 en E., Baleares (España), por 
lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la 
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disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 4 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª L. M. F., nacida el 11 de febrero de 1962 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 24 de octubre de 2011.

2. Con fecha 20 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuelo 
paterno originariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de febrero de 1962 
en M. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación española de la partida de 
bautismo del abuelo paterno y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 



◄ 140 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 7 de abril de 1865 en A., Asturias (España), por lo 
que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la dis-
posición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 



◄ 142 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 4 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. F. O., nacido el 14 de octubre de 1972 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 24 de noviembre de 2011.

Con fecha 28 de febrero de 2020, se requirió al interesado a fin de que aportara la 
documentación que falta para completar su expediente, entre otra, certificado español 
de la inscripción de nacimiento o negativa de inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil español acompañada de la partida de bautismo española de su abuelo paterno. 
El interesado no aporta la documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el mismo concurran los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, alegando que es nieto de español de origen nacido en España, sin 
aportar certificado español de nacimiento de éste.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
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a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 14 de octubre de 
1972 en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
sido acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por el interesado. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de un ciudadano español de origen, ya que en este 
caso el solicitante no ha acreditado dicha circunstancia, constando en el expediente 
únicamente los certificados locales de nacimiento del optante y de su padre sin que, 
requerido al efecto, haya presentado el certificado español del nacimiento de su abuelo 
paterno.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 5 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. M. G., nacida el 11 de mayo de 1955 en A. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 21 de febrero de 2011.

2. Con fecha 12 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada al no 
cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada soli-
citando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 11 de mayo de 1955 en A. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 12 de enero de 2021, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por no 
haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, certificado 
cubano de nacimiento del padre de la optante, D. M. H., donde figura que nació el 29 
de mayo de 1926 en P. (Cuba) y que es hijo F. M. M. y de J. H. H., naturales de P. y de C. 
respectivamente, y nieto por línea materna de J. y A., datos que no coinciden con los 
contenidos en el certificado de la partida de bautismo española de la presunta abuela, 
J. H. H., nacida el 4 de abril de 1885 en B., hija de A. H. H., sin datos de filiación paterna. 
De este modo, las discrepancias entre la documentación aportada no permiten acreditar 
la filiación española del padre de la solicitante.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso –cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del progenitor de la solicitante, dadas las discrepancias observadas 
en la documentación aportada en relación con los datos identificativos de su abuela 
paterna, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por la inte-
resada de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 5 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 5 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª G. P. C., nacida 11 de octubre de 1977 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 13 de abril de 2011.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Acompaña a su escrito 
de recurso certificado de la Dirección General del Archivo Histórico Provincial de Santiago 
de Cuba a nombre de su abuelo paterno de entrada país en 1921, que se presenta sin 
la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 11 de octubre de 1977 (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, J.-S. P. S., hijo de J. P. L. y de S. S. G., nacidos 
en C. y P., respectivamente; certificación de la partida de bautismo española del abuelo 
paterno de la promotora, nacido en T., el 21 de marzo de 1906 y negativa de la inscripción 
en el Registro Civil de dicha localidad; certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo, en los que no consta su 
inscripción en el Registro de Extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización; certificaciones negativas de la inscripción de la jura de intención de 
renuncia a la nacionalidad española y opción por la cubana y de la inscripción de 
nacimiento del precitado abuelo expedidas por el encargado del Registro de Estado Civil 
de Villa Clara que no permite acreditar sin ningún género de dudas que no se hubieran 
practicado tales inscripciones en otro registro civil y certificado de la Dirección General 
del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba a nombre de su abuelo paterno de 
entrada país en 1921, que se presenta sin la debida legalización. De este modo, a la 
vista de la documentación aportada, no puede determinarse fehacientemente que, en 
el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo paterno de la interesada 
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siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, no se acredita que 
el progenitor de la promotora sea originariamente español, requisito establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a 
la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
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supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 21 de marzo de 1906 en T. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 5 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 5 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. P. G., nacido el 19 de abril de 1968 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo esta-
blecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 14 de 
diciembre de 2009.

2. Con fecha 31 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el interesado concurran 
los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la 
acreditación de la nacionalidad española de origen su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen por ser nieto de abuelo paterno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
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artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en H. (Cuba), como español de origen, al nacido el 19 de abril de 1968 en P. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 31 de agosto de 
2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se ha 
aportado documentación que ofrece dudas sobre su autenticidad. Sin prejuzgar el 
contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos de determinación de la filiación, 
lo cierto es que la opción a la nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar 
y la consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están condicio-
nadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de las certificaciones de nacimiento 
en el registro civil local, las cuales, en cuanto a su eficacia registral en España están 
condicionadas al principio de equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad 
conforme a lo que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este 
caso, en el que se ha aportado certificado local de nacimiento del padre del solicitante, 
donde figura que es hijo de V. P. O. y de M. P. C., naturales de Cuba, y que, habiendo 
nacido en P. el 27 de junio de 1937 no fue inscrito su nacimiento hasta 1975, treinta y 
siete años después de producido el hecho inscribible y por declaración de sus padres, 
sin que el interesado haya aportado sentencia o documento alguno de determinación 
de la filiación.

En este sentido la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de estado 
civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando el acta se elaboró exclusivamente sobre la base de la 
declaración de la persona a la que se refiere directamente o sin el apoyo de declaraciones 
de terceros, o las elaboradas sin disponerse de un elemento objetivo que garantice la 
realidad del hecho referido en la misma, por ejemplo, actas de nacimiento elaboradas 
sin la presentación de un certificado médico, entre otros.

Adicionalmente, se constata que, en el certificado español de nacimiento que se aporta, 
el presunto abuelo paterno figura inscrito como V. P. B., hijo natural de J. y M.-A., nacido 
el 15 de octubre de 1904 en V. (España), datos que no coinciden con los contenidos en 
el certificado cubano de nacimiento del padre del optante, donde figura que es hijo por 
línea paterna de V. P. O., nacido en P. (Cuba). De este modo, las discrepancias entre la 
documentación aportada no permiten acreditar la filiación española del padre del 
solicitante.
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Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 5 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 5 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª S. G. B., nacida el 3 de abril de 1947 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 21 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 19 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
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de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 3 de abril de 1947 en H. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 19 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación literal de la inscripción de 
nacimiento española del abuelo materno y certificado de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en el que consta su 
inscripción en el registro de extranjeros, que se presenta sin la debida legalización, y 
requerida al efecto, la interesada no aportó certificado de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior que acreditase que el citado abuelo no obtuvo la 
ciudadanía cubana por naturalización.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 21 de mayo de 1886 en L., por lo que se cumple el 
requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 



◄ 158 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 5 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 5 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª T. R. I., nacida el 16 de octubre de 1960 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 21 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 4 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Acompaña a su escrito 
de recurso de los certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano del abuelo español, en los que consta su inscripción en el registro 
de extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización, de los que se 
presenta copia simple sin compulsar y sin la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 16 de octubre de 1960 
en H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de naci-
miento de la interesada y de su madre; certificación literal de la inscripción de nacimiento 
española del abuelo materno; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los cuales consta su inscripción en 
el registro de extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización de los 
que se presenta copia simple sin compulsar y sin la debida legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que la progenitora de la promotora sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, a interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 27 de marzo de 1891 en España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 5 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



◄ 162 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

Resolución de 6 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña K. V. P. H., nacida el 17 de septiembre de 1967 en La Habana (Cuba), de 
nacionalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
(Cuba) solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 22 
de enero de 2010.

2. Con fecha 13 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registro y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo materno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
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Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de septiembre de 1967 en La 
Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 13 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su madre, doña 
J. H. C., donde consta que es hija de padre natural de L. Asimismo, se aportan certificado 
literal español de nacimiento del abuelo materno, don J. H. M., nacido en 1907 en G. 
Islas Canarias, España, así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo, en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1935, 
el abuelo materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
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o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
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«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 4 de febrero de 1907 en G., Islas Canarias, España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (10.º)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E. J. R., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 13 
de diciembre de 1954 en L. (Cuba) y es hija de don M. J. P., ciudadano español, nacido 
en España.

2. Con fecha 6 de junio de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como hija de ciudadano 
nacido en España.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del registro civil se dictó auto el 6 de junio de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por la solicitante solamente, hoja declaratoria de 
datos, documento de identidad cubano de la interesada y certificación española de 
nacimiento a nombre de M. J. P., nacido en V., Lugo, España en 1898, hijo de Á. y C. En 
interés de continuar la tramitación de su expediente de nacionalidad, se citó a la soli-
citante para el 5 de junio de 2018, a fin de requerirle la documentación faltante. Al no 
comparecer a esta cita, no quedó acreditado que la promotora cumpliera con los requisitos 
exigidos en la Ley 52/07.

Revisado el recurso, se aporta copia compulsada y legalizada de la certificación local 
de nacimiento de la recurrente, quien nació en 1954 e inscribió su nacimiento en 1975, 
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en virtud de su propia declaración, donde consta que es hija de M. J. P., nacido en 
España, y nieta por parte paterna de Á. y C.. También se aportan certificados de 
Inmigración y Extranjería a nombre de M. J. P., donde consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros a los 42 años. Aunque el certificado local de nacimiento es una copia 
legalizada, no queda explicado fehacientemente porqué se practicó la inscripción del 
nacimiento de la interesada en 1975 y en virtud de su propia declaración, por lo que se 
requirió a la solicitante en fecha 22 de abril de 2022 que aportara el original del certi-
ficado literal de nacimiento de la interesada o, en su caso, certificado de notas marginales, 
no aportándose dicha documentación, por lo que no queda fehacientemente acreditada 
la filiación ni la nacionalidad española de origen del progenitor de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. J. O., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 2 de 
febrero de 1965 en C. (Cuba) y es hija de don F. J. Á., de nacionalidad cubana.
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2. Con fecha 2 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, dado 
que se requirió a la solicitante para que aportara documentos adicionales necesarios 
a su solicitud y los requerimientos no fueron atendidos, estimando que no han quedado 
fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo 
con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando ser nieta de abuelo paterno español 
de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 2 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros documentos, certificado cubano de 
nacimiento de la interesada, donde consta el reconocimiento de filiación en fecha 8 de 
marzo de 2012, en sentencia n.º 110/2012 del Tribunal Municipal Popular de A., así 
como dicha sentencia, y certificado cubano de nacimiento de su progenitor, don F. J. Á., 
donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se aportó certificado 
español de partida de bautismo y certificado negativo de nacimiento del abuelo paterno, 
don M. J. B., nacido el 12 de agosto de 1892 en O. (España), así como carta de ciudadanía 
a favor del abuelo paterno, expedida en La Habana en 1947. En interés de completar 
su expediente de nacionalidad, en fecha 29 de enero de 2019, por el encargado del 
registro civil consular se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios 
a su solicitud, en concreto la sentencia de Filiación n.º 110/2012 del Tribunal Municipal 
Popular de A., legalizada ante el Sr. Juez de Primera Instancia correspondiente en España 
(EXEQUÁTUR), no atendiendo la solicitante a los requerimientos realizados, por lo que 
no quedaron acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, 
no consta que se haya aportado la documentación requerida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. E. M. N., nacida el 10 de abril de 1955 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 31 de octubre de 2011.

2. Con fecha 2 de diciembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 10 de abril de 1955 en 
Guantánamo, Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración 
en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de diciembre de 2020, dene-
gando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento de la interesada y el certificado literal cubano de nacimiento de 
su padre, don J. M. I., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias. Asimismo, 
se aportan certificado literal español de nacimiento y certificado de partida de bautismo 
del abuelo paterno, don J. M. C., nacido en 1904 en A. Islas Canarias, España, así como 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
a nombre del abuelo, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1931, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.
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V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad «in 
bonus» y cabe interpretar que el constituyente, «a sensu contrario», avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
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«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 15 de noviembre de 1904 en A., Islas Canarias, 
España, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. S. R., nacida el 16 de julio de 1977 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) en solicitud de 
opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 28 de julio de 2009.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado de dicho Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 16 de julio de 1977 en 
G. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de julio 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento de la interesada y el certificado literal de inscripción consular de 
nacimiento español del padre de la interesada, don R. S. L., nacido en Y., Cuba, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud 
de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 15 de mayo de 2007. 
Asimismo, se ha aportado certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo español, don D. F. S. S., nacido en 1899 en 
M., España, en el que consta su inscripción en el registro de extranjeros a los 39 años. 
En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 25 de febrero de 2020 
se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios, en concreto certificado 
del Registro de Ciudadanía del abuelo español, no atendiendo la solicitante a los reque-
rimientos realizados. Revisado el recurso, se ha aportado copia del certificado negativo 
de ciudanía del abuelo que no está compulsado por el registro civil consular, por lo que 
no puede determinarse fehacientemente que, en el momento del nacimiento del padre 
de la solicitante, en 1938, el abuelo paterno siguiera ostentando su nacionalidad 
española, y por lo tanto no queda acreditado que el padre de la promotora naciera 
originariamente español.

A la vista de la documentación aportada, se constata que el progenitor de la optante 
ostenta la nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del 
Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 



◄ 178 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 11 de abril de 1899 en M., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (15.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. M. M. R., nacido el 24 de febrero de 1955 en R. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 22 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
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Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 24 de febrero de 1955 en 
R. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 26 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don J. 
M. N. A. M. R., donde consta que es hijo de padre nacido en S., España. Asimismo, se 
aportan certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don M. M. S. E., 
nacido en 1878 en E., C. (España), así como Diploma de Ciudadanía cubana de fecha 
4 de diciembre 1919, al amparo del inciso 4 del artículo 6 de la Constitución de la 
República de Cuba por haber residido en Cuba desde antes de 1899 y no haberse 
inscrito en el Registro General de Españoles según lo establecido en el Artículo IX del 
Tratado de París

De este modo, a la vista de la documentación aportada y no constando en el expediente 
prueba de declaración de conservación de la nacionalidad española del citado abuelo 
paterno según lo establecido en el Artículo IX del Tratado de París, no puede determinarse 
fehacientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1904, 
el abuelo paterno siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, 
no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 23 de marzo de 1878 en E., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La (Habana).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (18.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. M. N. R., nacida el 17 de abril de 1946 en B. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 3 de mayo de 2011.

2. Con fecha 24 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado. Actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuela materna origi-
nariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de abril de 1946 en 
B. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 24 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados 
cubanos de nacimiento de la interesada y de su madre, doña A. C. R. L., donde consta 
que es hija de madre nacida en Islas Canarias. Asimismo, se aportan certificado español 
de partida de bautismo de la abuela materna, doña M-M. L. P., nacida en 1885 en L. 
(España), así como documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano de la abuela española, certificando que consta su inscripción en el 
registro de extranjeros y no consta en el registro de ciudadanía que haya obtenido la 
ciudadanía cubana por naturalización. La solicitante aporta documentos que presentan 
incongruencias y que ofrecen dudas legítimas sobre el verdadero estado civil de la 
abuela materna, no quedando acreditado de manera indubitada el estado conyugal de 
la abuela, extremo necesario para dilucidar la posible aplicación del arto 22 del CC en 
su redacción de 1889.

De este modo, a la vista de la documentación presentada no puede determinarse 
fehacientemente que la abuela materna siguiese ostentando la nacionalidad española 
de origen en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1915. Por lo 
tanto, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
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políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
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de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela materna 
originariamente española, nacida el 13 de mayo de 1885 en L., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (19.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. M. P. Á., nacido el 4 de agosto de 1965 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 13 de abril de 2011.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 4 de agosto de 1965 en P. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de febrero de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don P. 
P. S., donde consta que es hijo de padre nacido en Canarias. Asimismo, se aportan 
certificado español de partida de bautismo y certificado negativo de nacimiento del 
abuelo paterno, don J. P. L., nacido en 1906 en T. (España), así como certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los que no consta la inscripción en el registro de extranjeros ni consta que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el recurso, se ha 
aportado copia no compulsada de certificado, no legalizado, de la entrada al país del 
abuelo en 1921.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1941, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
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supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 25 de marzo de 1906 en T. España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (20.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don D. O. Q. F., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 8 de mayo de 1969 en C. (Cuba) y es hijo de don O. Q. D., ciudadano cubano, 
así como certificado español de nacimiento del abuelo paterno.

2. Con fecha 14 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado establecido 
que en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando se revise su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por ser nieto de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho. El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 8 de mayo de 1969 en C. 
Camagüey, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 14 de octubre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron el documento de identidad cubano 
del interesado y el certificado español de nacimiento del abuelo paterno don F. Q. S., 
nacido en 1898 en V. España, En interés de continuar la tramitación de su expediente 
de nacionalidad, se requirió al solicitante en fecha 28 de octubre de 2019 que aportara 
la documentación faltante, en concreto la certificación de nacimiento cubano del inte-
resado, certificación de nacimiento del padre, así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, reque-
rimientos que no fueron atendidos por lo que no quedó acreditado que el promotor 
cumpliera con los requisitos exigidos. Revisado el recurso, se adjuntan certificaciones 
locales de nacimiento del interesado y de su progenitor; así como certificaciones de 
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Inmigración y Extranjería del abuelo paterno, que en principio acreditarían el derecho 
pretendido. Sin embargo, al haber sido inscrito el promotor solamente por declaración 
de su madre, y no constar reconocimiento paterno o certificación local de matrimonio 
de sus padres, no queda fehacientemente acreditada la filiación española del 
solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (21.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E. R. O. G., nacido el 21 de abril de 1952 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 8 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 30 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 21 de abril de 1952 en C. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 30 de noviembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
G. O. A., donde consta que es hijo de padre nacido en Canarias. Asimismo, se aportan 
certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don C. A. O. D., nacido 
en 1867 en S., Canarias (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración 
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y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en los que no consta la inscripción en el 
registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1917, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad «in 
bonus» y cabe interpretar que el constituyente, «a sensu contrario», avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo -la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»- es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 2 de diciembre de 1867 en S., España, por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (21.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don H. J. P. T., nacido el 27 de mayo de 1943 en L. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 22 de julio de 2011.

2. Con fecha 12 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo materno origi-
nariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 29 de mayo de 1943 en L. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 12 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su madre, doña 
G. A. L. T. M., donde consta que es hija de padre natural de España, y nieta por vía 
paterna de S. y J.. Asimismo, se aporta certificado español de la parroquia de P., España, 
haciendo constar que en el 5.º libro de bautismos consta que don F. T. V., abuelo materno 
del interesado, natural de P. e hijo de S. y de J., recibió el sacramento de la confirmación, 
certificando que no se ha encontrado la partida de bautismo en el mencionado libro 
pero sí constan las de sus hermanos. También se aporta certificado de jura de intención 
de renuncia a la ciudadanía española en 1924, donde consta que el abuelo español se 
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encontraba en Cuba antes del Tratado de París, y no consta certificado de inscripción 
en el registro de Españoles establecido en el artículo IX de dicho Tratado.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, en 1911, 
el abuelo materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora del interesado sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 1862 en P. España, por lo que se cumple el requisito 
establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de 
la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de 
manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (23.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E. D. G., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 3 de 
febrero de 1951 en G., La Habana (Cuba) y es hija de don A. D. A., ciudadano cubano.

2. Con fecha 22 de septiembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
ya que estima que la peticionaria no ha atendido los requerimientos realizados y no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha 
quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos en la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la acre-
ditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieta de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
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El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1951, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el22 de septiembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
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la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por la solicitante solamente, hoja declaratoria de 
datos y documento de identidad cubano de la interesada. En interés de completar su 
expediente de nacionalidad, en fecha 15 de octubre de 2018, por el encargado del 
registro civil consular se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios 
a su solicitud, no atendiendo la solicitante a los requerimientos realizados, por lo que 
no quedaron acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, 
se han aportado, entre otros documentos, copias de los certificados cubanos de naci-
miento de la interesada y del padre, don A. D. A., que no están debidamente legalizados, 
copia de certificado de bautismo de este, así como copia de certificados de Inmigración 
y Extranjería a nombre del abuelo español, don C. D. F., sin legalizar, donde consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros a los 62 años. No consta que se haya aportado 
certificado español de nacimiento o partida de bautismo del abuelo paterno, por lo que 
no queda fehacientemente acreditada la filiación ni la nacionalidad española de origen 
del progenitor de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (26.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña Y.-V. F. C., nacida el 13 de enero de 1976 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de septiembre de 2010.

Con fecha 30 de mayo de 2018, se requirió a la interesada a fin de que aportara la 
documentación que falta para completar su expediente, entre otra, certificados de la 
inscripción del nacimiento de la optante y de su progenitor. La interesada no aporta la 
documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 28 de septiembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la misma 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen. Acompaña certificado de la partida de bautismo española de su 
presunto abuelo paterno, sin aportar el resto de la documentación que le había sido 
requerida.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
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(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 13 de enero de 
1976 en H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de septiembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por la interesada. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español de origen, ya que, en este 
caso, la promotora no ha aportado el certificado de la inscripción de su nacimiento ni 
el de su padre en el registro civil local, no habiéndose podido constatar la relación de 
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filiación de la promotora con su progenitor, ni la de éste último con su padre, presunta-
mente español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (27.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-E. L. G., nacida 4 de septiembre de 1941 en B. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de septiembre 2011.

2. Con fecha 14 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 4 de septiembre de 1941 en B. (Cuba), en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 14 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, N. L. M., hijo de J.-M. L. R. y N. M., nacidos 
en A. y B-, respectivamente; certificación de la inscripción de nacimiento española del 
abuelo paterno de la promotora, nacido en M. el 13 de julio de 1856; certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo, 
en los que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros ni que haya obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización y certificación de entrada al país en 1894 del 
ciudadano J. L., del que no consta segundo nombre ni segundo apellido, lo que impide 
determinar si está referida al abuelo paterno de la solicitante. De este modo, a la vista 
de la documentación aportada, no puede determinarse fehacientemente que, en el 



◄ 208 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo paterno de la interesada 
siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, no se acredita que 
el progenitor de la promotora sea originariamente español, requisito establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a 
la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
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desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 13 de julio de 1856 en M. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
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por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (28.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don O. C. O., nacido el 7 de abril de 1972 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de septiembre de 2011.

2. Con fecha 5 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Acompaña a su escrito 
de recurso de los certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano de la abuela española, en los que consta su inscripción en el registro 
de extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización que se presentan 
sin la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen al nacido el 7 de abril de 1972 en S. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de noviembre de 
2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre; certificación literal de la inscripción de naci-
miento española de la abuela paterna y certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano de la abuela española, en los que consta 
su inscripción en el registro de extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana por 
naturalización que se presentan sin la debida legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, la abuela 
paterna del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 4 de mayo de 1892 en B. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (29.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-R. R. P., nacida el 9 de octubre de 1949 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo esta-
blecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 13 de 
enero de 2010.

2. Con fecha 8 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran 
los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la 
acreditación de la nacionalidad española de origen su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen por ser nieta de abuelo español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
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de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en H. (Cuba), como española de origen, a la nacida el 9 de octubre de 1949 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 8 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de una ciudadana española, ya que en este caso 
se ha aportado documentación que ofrece dudas sobre su autenticidad. Sin prejuzgar 
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el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos de determinación de la 
filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española que la interesada pretende 
ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de las certificaciones de 
nacimiento en el registro civil local, las cuales, en cuanto a su eficacia registral en España 
están condicionadas al principio de equivalencia de garantías de su autenticidad y 
veracidad conforme a lo que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede 
en este caso, en el que se ha aportado certificado local de nacimiento de la solicitante 
y de su madre, F. P. B., donde figura que es hija de F. P. R., natural de O. y de M.-L. B. H., 
nacida en S. (Cuba), y que, habiendo nacido en G. el 7 de julio de 1925 no fue inscrito 
su nacimiento hasta 1962, treinta y siete años después de producido el hecho inscribible, 
por declaración de la propia inscrita y sin que la interesada haya aportado sentencia o 
documento alguno de determinación de la filiación, en virtud del cual se hubiera prac-
ticado la inscripción.

En este sentido la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de estado 
civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n.º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando el acta se elaboró exclusivamente sobre la base de la 
declaración de la persona a la que se refiere directamente o sin el apoyo de declaraciones 
de terceros, o las elaboradas sin disponerse de un elemento objetivo que garantice la 
realidad del hecho referido en la misma, por ejemplo, actas de nacimiento elaboradas 
sin la presentación de un certificado médico, entre otros.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (30.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-Á. H. A., nacida el 31 de mayo de 1954 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 25 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 toda vez que su abuelo paterno era 
originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 31 de mayo de 1954 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 15 de febrero de 2007 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 12 de marzo del mismo año.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 25 
de noviembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor de la optante no sólo 
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tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
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en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 7 de abril de 1875 en F., por lo que se cumple el 
requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
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octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (31.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible estimar el recurso interpuesto, al haber resultado acreditado que el 
interesado formulara solicitud de opción dentro del plazo legalmente establecido.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. En fecha 16 de marzo de 2011 se presentó en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana una solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo esta-
blecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
a nombre de don J. M. M., nacido el 13 de noviembre de 1959 en M. (Cuba), de nacio-
nalidad cubana, que no fue presentada personalmente por el interesado y en la que no 
constaba la firma del optante.

Con fecha 7 de febrero de 2020, se citó al interesado a fin de requerirle que aportara 
la documentación que faltaba para completar su expediente y para que subsanase el 
defecto en su solicitud presentada en modelo Anexo I, que se encontraba sin firmar por 
el solicitante, sin que conste que el interesado compareciera en la fecha indicada.

2. Con fecha 21 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, por no quedar establecido que en el mismo concurran los requisitos exigidos 
en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a que no consta que el peticionario 
haya declarado su voluntad de optar por la nacionalidad española de origen.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
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española de origen, alegando que es nieto de español de origen nacido en España, 
aportando una certificación literal española de nacimiento de su padre con marginal 
de recuperación de su nacionalidad española de origen en fecha 8 de mayo de 2009 y 
sin firmar la solicitud presentada en modelo Anexo I.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, 15-19.ª de marzo de 2023.

II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional», un ciudadano nacido el 13 de noviembre de 1959 en M. (Cuba), 
de nacionalidad cubana.

III. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue presentada el 16 de 
marzo de 2011, junto con la hoja declaratoria de datos para la inscripción del nacimiento, 
en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda, sin que conste la firma del solicitante, 
por lo que no habiendo el promotor formulado ninguna solicitud de opción a la nacio-
nalidad española en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 (Anexos I y II), por el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana se dictó auto el 21 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

IV. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
declarado su voluntad de optar a la nacionalidad española. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por el interesado. Dicho recurso constituye el objeto del presente 
expediente.

V. En relación con el plazo de presentación de las solicitudes de opción a la nacionalidad 
española, en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, la directriz primera de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, de la 
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Dirección General de los Registros y del Notariado, establece que será necesario que 
se formalicen las declaraciones de opción en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la citada disposición, sin perjuicio de la posibilidad de prórroga de dicho plazo 
por un año más, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros. Efectivamente se produjo 
dicha prórroga, siendo la fecha de caducidad de este derecho de opción el 27 de diciembre 
de 2011.

De acuerdo con la documentación que obra en el expediente, se constata que el inte-
resado no formuló ninguna solicitud de nacionalidad española por opción en virtud de 
lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 dentro del plazo 
legalmente establecido, toda vez que la solicitud de opción en modelo Anexo I y la hoja 
declaratoria de datos para la inscripción del nacimiento, fueron presentadas sin que 
constase la firma del interesado y requerido éste para que subsanase tal defecto, dicho 
requerimiento no fue atendido. De este modo, no puede admitirse la solicitud presentada 
sin que conste, ni la firma ni la ratificación de la parte interesada (cfr. Art. 348 RRC y la 
directriz segunda de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), por lo que no se puede 
entrar a valorar el cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos para optar a la 
nacionalidad española de origen de acuerdo con dicha legislación.

No obstante, se informa al interesado que, de acuerdo con el criterio II de la directriz 
séptima de la Instrucción de 25 de octubre de 2022 de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a la opción nacionalidad española establecido en 
la disposición adicional octava de la Ley de Memoria Democrática, podrán optar a la 
nacionalidad española en virtud del párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, «los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles», y que la solicitud deberá 
formalizarse en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la citada Ley, que 
tuvo lugar el 21 de octubre de 2022.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (32.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A.-M. G. O., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 9 de noviembre de 1951 en Cuba, hija de F. G. G. y M. O. F., ambos nacidos en 
Cuba, del primero de ellos no consta fecha y la segunda en 1914, carné de identidad 
cubano de la promotora, certificado literal de nacimiento de la Sra. M.-T. F. G., nacida 
en L. en 1891 y documento expedido por las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería en el año 2010 relativo a que la precitada no consta inscrita en el Registro 
de Extranjeros.

2. En la misma fecha de la solicitud, el encargado del registro civil consular requirió de 
la interesada, mediante formulario Anexo VI, firmado por la misma, su certificado literal 
de nacimiento legalizado y los documentos acreditativos del motivo en el que funda su 
petición, por ejemplo, certificado literal de nacimiento de su padre o madre. Sin que 
conste su presentación.

Posteriormente, consta nuevo requerimiento a la promotora, con fecha 26 de marzo de 
2020, en relación con varios documentos, certificado de nacimiento propio, original, 
literal y legalizado, de su progenitora, en las mismas condiciones, los certificados de 
los registros cubanos de extranjería y ciudadanía de su abuela, certificado de matrimonio 
de sus abuelos maternos, también original, literal y legalizado y el certificado de defunción 
de su abuela en las mismas condiciones. No consta que se aportara la 
documentación.

3. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 15 de octubre de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que no se ha atendido el requerimiento realizado, por lo que no ha 
quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito de aplicación 
del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que no ha quedado 
determinada la nacionalidad española de origen de su progenitora.

4. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que su abuela, Sra. M.-T. F. G. era originaria-
mente española, por lo que solicita la revisión de su expediente.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de nacimiento propio, sin 
legalizar, certificado no literal de nacimiento de su progenitora, Sra. O. F., también sin 
legalizar, ambos documentos expedidos en el año 2010 y certificado no literal de 
defunción de la abuela materna, Sra. F. G., también expedido en el año 2010 y sin 
legalizar.
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5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1951, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 15 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, puesto que no cumplió 
correctamente el requerimiento de documentación efectuado, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
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de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitora era natural 
de España, siendo que el documento no era literal y estaba expedido en el año 2010, 
cuando se presentó la solicitud, sin que se aportara, tampoco cuando fue requerido en 
el momento de la presentación ni cuando en el año 2020 se realizó el último requeri-
miento antes de dictarse resolución, lo mismo que sucedió respecto a otros documentos 
presentados, además ninguno de ellos consta debidamente legalizado, por lo que no 
puede tenerse por cumplido el requerimiento de documentación.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la 
relación de filiación de la progenitora de la optante con ciudadana originariamente 
española ni, por tanto, que ostentara la nacionalidad española de forma originaria por 
lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (33.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. F.-E. P. R., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 1 de agosto de 1955 en Cuba, hija de R. P. C. y G. R. G., ambos nacidos en Cuba 
en 1931 y 1932, respectivamente, certificado local de nacimiento de la promotora, 
legalizado y carné de identidad cubano, certificado local de nacimiento de la madre de 
la promotora, legalizado, hija de J. R. B., nacido en O. España, certificación de marginal 
de subsanación material de la inscripción de nacimiento de la madre de la promotora, 
Sra. R. G., respecto a que el segundo apellido del padre es B. y había nacido en P. (Oren 
se), la subsanación se hizo por resolución registral de 6 de junio de 2017, cuyo literal 
se acompaña, inscripción literal española de nacimiento del Sr. J. R. B., nacido en el 
municipio de B. (Orense) el 10 de abril de 1896, hijo de ciudadanos de la misma localidad, 
inscripción literal de bautismo del precitado, documentos expedidos por las autoridades 
cubanas de inmigración y extranjería a nombre de J. R. V., certificación negativa de jura 
de intención de optar a la ciudadanía cubana del precitado y certificado no literal de 
defunción.

Posteriormente, la promotora comparece en el registro civil consular con fecha 24 de 
febrero de 2020, siéndole requerida nueva documentación, certificados de los registros 
cubanos de extranjeros y ciudadanía del abuelo e inscripción del mismo en el Registro 
Civil cubano. Se aportan al expediente certificados de los registros de extranjeros y 
ciudadanía del Sr. R. B., que no consta en ninguno de ellos e inscripción literal de 
nacimiento en el Registro Civil Consular de La Habana de la madre de la promotora, Sra. 
R. G., hija de J. R. B., nacido en B. en 1896 y de nacionalidad española, con marginal 
de recuperación de la nacionalidad española de la inscrita con fecha 19 de febrero de 
2014 y pasaporte español de la precitada.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 21 de enero de 2021, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen de 
su progenitora al no haberse cumplimentado correctamente el requerimiento de 
documentación.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que no se ha tenido en cuenta su filiación respecto a su abuelo 
español, por el que su madre, hija de éste recuperó la nacionalidad española, añadiendo 
que la tardanza en la aportación de los documentos es debido al tiempo necesario en 
Cuba para la legalización de los documentos.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho, no obstante, revisada la documentación se 
estima que puede accederse a lo solicitado. El encargado del registro civil consular 
remite el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el mismo sentido del emitido por el ministerio fiscal, ya que al dictarse 
resolución no se tuvo en cuenta que la progenitora de la interesada había recuperado 
la nacionalidad española en 2017 tras declarar su voluntad el 19 de febrero de 2014, 
lo que supone que la ostentó a su nacimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 21 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no fue aportada y aun cuando no haya sido ni 
deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
en este caso de ella no se desprendía indubitadamente la nacionalidad española de la 
inscrita, sólo constaba que su padre era J. R. B., natural de O., constando además una 
resolución registral que subsanaba datos del precitado, pero no constaba su nacionalidad 
española debidamente acreditada en 1932 cuando nació su hija y madre de la promotora, 
no habiéndose apreciado en la inscripción de nacimiento consular de ésta que había 
recuperado la nacionalidad española.

V. En el presente expediente, y en vía de recurso se ha examinado de nuevo la docu-
mentación, según informa el encargado del registro civil consular, acreditando que el 
abuelo materno de la promotora mantenía su nacionalidad española cuando nació su 
hija y, por tanto, ésta era originariamente española, así se refleja en su inscripción 
consular de nacimiento, en la que consta que el padre de la inscrita, Sr. R. B., nacido 
en la provincia de O. en 1896, tenía nacionalidad española, e inscripción marginal 
relativa a que la inscrita, Sra. R. G. recuperó su nacionalidad española originaria con 
fecha 19 de febrero de 2014. En consecuencia, a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso 
—cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado 
que la progenitora de la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria 
por lo que se cumple el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso y revocar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 6 de abril de 2024 (34.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. S. C., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 22 de julio de 1972 en C., hijo de P.-R. S. M. y E.-A. C. A., ambos nacidos en 
Cuba en 1914 y 1937, respectivamente, certificado literal de nacimiento del promotor 
y carné de identidad, certificado literal de nacimiento del progenitor del promotor, expedido 
en el año 2009, hijo de J. S. R., natural de C. y de J. M. G., de la que no consta lugar de 
nacimiento, los abuelos paternos son J. y J. y los maternas J. y M., certificado no literal 
de nacimiento del progenitor del promotor, expedido en el año 2016, consta como lugar 
de nacimiento de la madre C. y que los abuelos maternos son J.-J. y J., sin que conste 
la justificación de la subsanación, literal de inscripción de nacimiento de la Sra. J. M. 
G., nacida en T. (Las Palmas) en 1884, hija de J.-J. M. y J. G., ambos de la misma 
localidad.

Posteriormente, el promotor compareció en el registro civil consular con fecha 29 de 
enero de 2020, siendo requerido para que aportara nueva documentación, entre ella 
nota marginal de subsanación de la certificación de nacimiento del progenitor del 
promotor respecto al nombre de los abuelos paternos.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 20 de enero de 2021, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no cumplimentó el requerimiento de documentación que se le 
efectuó.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que no pudo cumplir los plazos de entrega de los documentos por 
las restricciones durante la pandemia, que en Cuba colapsó todas las oficinas de tra-
mitación, pero entregó la documentación lo antes que le ha sido posible.
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Adjunta certificado no literal de nacimiento del progenitor del recurrente, expedido en 
el año 2020, en el que consta que ambos progenitores son naturales de C., los abuelos 
paternos son J. y J. y los maternos J. J. y J., no constando resolución que justifique la 
modificación, certificado de nota marginal de subsanación de error de fecha 13 de 
agosto de 2020 respecto a los nombres de los abuelos materno.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada, añadiendo que, 
de acuerdo con la legislación cubana, resulta viable realizar subsanación por una 
resolución del registro civil local, como fue en este caso, ya que queda a la consideración 
del Registrador la potestad de valorar el error subsanado como de carácter material y 
no sustancial, sin embargo el encargado considera que semejante modificación altera 
la identidad de la persona en cuestión, por lo que la subsanación, en su caso, debía 
haberse producido en vía judicial.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1972, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 20 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española originaria 
del inscrito, ya que en la expedida en el año 2009 sólo constaba que su padre era J. S. 
R., natural de C., nada se mencionaba del lugar de nacimiento de la madre, Sra. M. G., 
y sus abuelos maternos eran J. y M., pero en otra certificación no literal expedida en el 
año 2016, si constaba el lugar de nacimiento de la madre, también C., pero habían 
cambiado los nombres de los abuelos maternos, eran J.-J. y J., sin mención alguna a 
resolución, registral o judicial, que amparara el cambio, por ello se requirió expresamente 
del promotor nueva documentación de nacimiento de su padre, Sr. S. M. y también la 
nota marginal relativa a la subsanación efectuada, estos documentos expedidos en el 
año 2020 se aportaron con el recurso, concretamente la nota marginal de rectificación 
del nombre de los abuelos maternos que según se hace constar se dictó el 13 de agosto 
de 2020, fecha que no concuerda con el hecho de que en el documento de nacimiento 
expedido en 2016 ya constaban los datos cambiados, además, como informa el encargado 
de registro civil consular, ésta rectificación de datos afecta a la identidad de la persona 
inscrita, por lo que no puede considerarse una subsanación material que pueda realizarse 
mediante resolución registral, ya que no permite tener por establecida fehacientemente 
la relación de filiación del padre del promotor con la ciudadana nacida en España, ni 
por tanto la nacionalidad originariamente española de aquél.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (35.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L. R. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 27 de mayo de 1950 en Cuba, hija de J.-M. R. D. y J.-A. M. C., ambos nacidos 
en Cuba en 1904 y 1911, respectivamente.

Posteriormente, la interesada comparece en el registro civil consular con fecha 23 de 
octubre de 2018 siéndole requerida nueva documentación, certificado de nacimiento 
propio y de su progenitor/a, literal, original y legalizado, certificado de nacimiento de su 
abuelo, certificación negativa en caso de no localizarse y partida de bautismo y certifi-
cados de los registros cubanos de extranjeros y ciudadanía en relación con su abuelo. 
No consta que se aportara la documentación.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 23 de septiembre de 
2020, por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española 
formulada por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba com-
prendida dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 
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7.ª de la Ley 52/2007, al no haber cumplimentado el requerimiento de documentación 
que se le solicitó.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, solicitando la revisión de su expediente, manifestando que cuando le requirieron 
los documentos le fue muy difícil que le llegaran a tiempo, pero ya están en su poder.

Adjunta como nueva documentación; certificado local de nacimiento y carné de identidad 
de la promotora, certificado local de nacimiento de su progenitor, inscrito a los 22 años 
por su propia manifestación, hijo de L. R., sin segundo apellido, natural de España, 
certificación negativa del Registro Civil de Medina de Pomar (Burgos) relativa a la ins-
cripción de nacimiento del precitado, ya que sólo constan los nacimientos a partir de 
1875, certificación de bautismo de L. R. C., nacido en V. en 1874, constando que fue 
bautizado el 11 de octubre y que había nacido según declaración de los padres el día 
19, hijo de ciudadanos del mismo municipio, certificado no literal de defunción del Sr. 
L. R. C., fallecido en Cuba en 1941 a la edad de 72 años y certificado no literal de 
nacimiento de la madre de la promotora, hija de A. M. D., nacido en C.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 23 de septiembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada en unión del recurso presentado 
y aun cuando no haya sido ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de 
la solicitud por el registro civil competente para ello que la certificación del progenitor 
presentada, Sr. R. D., proceda del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de 
nacimiento, Cuba, ésta tampoco acredita la nacionalidad española originaria del mismo, 
ya que además de haberse llevado a cabo por la propia manifestación del inscrito, sólo 
consta que es hijo del Sr. L. R., sin segundo apellido y natural de España, sin constar 
ningún otro dato como año de nacimiento, sin embargo la certificación de bautismo 
presentada, admisible puesto que no se ha localizado inscripción registral de nacimiento, 
se refiere a L. R. C., nacido en V. en octubre de 1874, aunque hay una contradicción en 
las fechas de nacimiento y de bautizo, no pudiendo establecerse sin lugar a duda que 
ambas identidades correspondan a la misma persona, además, según documento de 
defunción cubano el Sr. L. R. C., también varía el segundo apellido, falleció a los 72 años 
en 1941, lo que supondría que nació en 1869/1870, dato que no se corresponde con 
la certificación de bautismo presentada, estas circunstancias no permiten tener por 
acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
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27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (36.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. E. -M. S. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 17 de octubre de 1954 en Cuba, hija de M. -l S. G. y E. -C. M. R., ambos nacidos 
en Cuba en 1920 y 1924, certificado literal de nacimiento y carné de identidad de la 
promotora, partida de bautismo de la promotora, bautizada en Cuba en 1959, se hace 
constar que su abuelo paterno era natural de España, certificado literal de nacimiento 
del padre de la promotora, hijo de M. S. G. y C. G. R., ambos nacidos en C., documentos 
expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2013 
relativos a que el Sr. M. S. G. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el 
Registro de Ciudadanía.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 13 de agosto de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, especialmente la nacionalidad española originaria de su progenitor, ya que 
no podía establecerse fehacientemente que su abuelo paterno mantuviera su naciona-
lidad española originaria cuando nació su hijo y padre de la promotora.
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3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, solicitando la revisión de su expediente, manifestando que ha habido un error 
porque los documentos relativos a los registros de extranjeros y de ciudadanía no son 
de su abuelo sino de su padre, que ambos tenían el mismo nombre y apellidos, M. S. 
G., añadiendo que tiene derecho a la nacionalidad española porque es hija de ciudadano 
español.

Adjunta como nueva documentación; certificación negativa del Registro Civil de Santiago 
de Compostela (La Coruña), relativa a que no se ha localizado la inscripción de nacimiento 
de M. S. G. entre el 28 de agosto de 1919 y el 5 de febrero de 1921.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC), artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC), artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 13 de agosto de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada, Sr. S. G., proceda 
del registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, ésta tampoco 
acredita la nacionalidad española originaria del mismo, ya que sólo consta que es hijo 
del Sr. M, S. G,, natural de C., no coincidiendo el segundo apellido con el de su hijo, por 
tanto no es cierto que el padre y el abuelo de la promotora coincidan en nombre y 
apellidos, además no consta su nacimiento en España sino en Cuba y además se hace 
constar que sus abuelos tanto paternos como maternos son naturales de C. (Cuba), por 
lo que no ha podido ser localizado el nacimiento del Sr. M. S. G. en el registro civil 
español, no consta por tanto que ni el padre ni los abuelos paternos ni los bisabuelos 
paternos, hubieran nacido en España ni que ostentaran originariamente la nacionalidad 
española, solamente se hace mención a que el abuelo paterno de la promotora era 
natural de España, de forma genérica, en la partida de bautismo de ésta, pero no cabe 
otorgarle veracidad ante la documentación registral cubana que dice lo contrario, estas 
circunstancias no permiten tener por acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el progenitor 
de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (37.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. S. L. L., nacida el 8 de mayo de 1962 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 14 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifestando que 
aportó todos los documentos que le fueron solicitados en los plazos correspondientes, 
por lo que solicita que se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 
2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 8 de mayo de 1962 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 14 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
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que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto retroac-
tivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina como la 
jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. P. 
L. L., nacido en Cuba en 1926, hijo del Sr. P.- J. L. N., nacido en L., Galicia, España, 
también consta certificado de nacimiento de éste, nacido en S. (Lugo) el 17 de junio de 
1887, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza y originariamente español. De este 
modo, la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por lo 
que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la dis-
posición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (38.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. E. -J. R. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 1 de junio de 1948 en Cuba, hija de J.- M. R. D. y J.- A. M. C., ambos nacidos en 
Cuba en 1904 y 1911, respectivamente.

Posteriormente, la interesada comparece en el registro civil consular con fecha 23 de 
octubre de 2018 siéndole requerida nueva documentación, certificado de nacimiento 
propio y de su progenitor/a, literal, original y legalizado, certificado de nacimiento de su 
abuelo, certificación negativa en caso de no localizarse y partida de bautismo y certifi-
cados de los registros cubanos de extranjeros y ciudadanía en relación con su abuelo. 
No consta que se aportara la documentación.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 23 de septiembre de 
2020, por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española 
formulada por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba com-
prendida dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 
7.ª de la Ley 52/2007, al no haber cumplimentado el requerimiento de documentación 
que se le solicitó.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, solicitando la revisión de su expediente, manifestando que cuando le requirieron 
los documentos le fue muy difícil que le llegaran a tiempo, pero ya están en su poder.

Adjunta como nueva documentación; certificado local de nacimiento y carné de identidad 
de la promotora, certificado local de nacimiento de su progenitor, inscrito a los 22 años 
por su propia manifestación, hijo de L. R., sin segundo apellido, natural de España, 
certificación negativa del Registro Civil de Medina de Pomar (Burgos) relativa a la ins-
cripción de nacimiento del precitado, ya que sólo constan los nacimientos a partir de 
1875, certificación de bautismo de L. R. C., nacido en V. (Medina de Pomar) en 1874, 
constando que fue bautizado el 11 de octubre y que había nacido según declaración 
de los padres el día 19, hijo de ciudadanos del mismo municipio y certificado no literal 
de defunción del Sr. L. R. C., fallecido en Cuba en 1941 a la edad de 72 años.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC), artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC), artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1948, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 23 de septiembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada en unión del recurso presentado 
y aun cuando no haya sido ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de 
la solicitud por el registro civil competente para ello que la certificación del progenitor 
presentada, Sr. R. D., proceda del registro civil extranjero correspondiente al lugar de 
nacimiento, Cuba, ésta tampoco acredita la nacionalidad española originaria del mismo, 
ya que además de haberse llevado a cabo por la propia manifestación del inscrito, sólo 
consta que es hijo del Sr. L. R., sin segundo apellido y natural de España, sin constar 
ningún otro dato como año de nacimiento, sin embargo la certificación de bautismo 
presentada, admisible puesto que no se ha localizado inscripción registral de nacimiento, 
se refiere a L. R. C., nacido en V., localidad del municipio de M. (Burgos), en octubre de 
1874, aunque hay una contradicción en las fechas de nacimiento y de bautizo, no 
pudiendo establecerse sin lugar a duda que ambas identidades correspondan a la 
misma persona, además, según documento de defunción cubano el Sr. L. R. C., también 
varía el segundo apellido, falleció a los 72 años en 1941, lo que supondría que nació 
en 1869/1870, dato que no se corresponde con la certificación de bautismo presentada, 
estas circunstancias no permiten tener por acreditado el cumplimiento de uno de los 
requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el progenitor 
de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (39.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
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interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. R. R. F., nacido el 25 de abril de 1960 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 13 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

Posteriormente, el interesado compareció con fecha 30 de octubre de 2018 en el registro 
civil consular siéndole requerida nueva documentación.

2. Con fecha 15 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no cumplir el 
requerimiento de documentación que se le efectuó.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que ella personalmente entregó la docu-
mentación en el Consulado español junto con la de su hermana, por lo que si cumplió 
el requerimiento.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 
2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 25 de abril de 1960 en Cuba, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
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nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo II de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 15 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto retroac-
tivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina como la 
jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
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beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. I. 
F. S., nacida en Cuba en 1934, hija de J. F. G., nacido en L. y de V. S. V., nacida en B., y 
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también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en M. (Burgos) el 25 de julio 
de 1898, hija de ciudadanos nacidos en la misma localidad y originariamente española. 
De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuela originariamente española, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 6 de abril de 2024 (41.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. R. L. P. P., nacido el 18 de agosto de 1954 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de noviembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 9 de mayo de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor, al no poder establecerse fehacien-
temente que el abuelo paterno del promotor mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que ha demostrado con pruebas que es 
nieto de ciudadano español de origen nacido en España, Sr. C. P. P., siendo su padre, 
Sr. P. B., el que es hijo de ciudadano español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 
2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 18 de agosto de 1954 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 9 de mayo de 2019, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
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políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto retroac-
tivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina como la 
jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
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de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. R. -R. 
P. B., nacido en Cuba en 1918, hijo del Sr. C. P. P., nacido en Canarias y también consta 
certificado de nacimiento de éste, nacido en P. (Sta. Cruz de Tenerife) el 7 de abril de 
1888 e inscrito por auto del encargado del Registro en expediente de reconstrucción 
de inscripciones destruidas, es hijo de ciudadanos nacidos en la misma localidad y 
originariamente español. De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuelo 
originariamente español, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo 
primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de 
octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester P. Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



◄ 254 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

Resolución de 9 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. -F. G. V., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 19 
de noviembre de 1946 en Santiago de Cuba, Oriente (Cuba) y es hijo de doña C.- R. V. 
L., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 19 de noviembre de 2020, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como nieto de abuelo 
materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
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29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1946 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto el 12 de julio de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se aportaron solamente la hoja declarativa de datos y el documento 
de identidad cubano del interesado. En interés de completar su expediente de nacio-
nalidad, en fecha 9 de abril de 2018, por el encargado del registro civil consular se 
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requirió al solicitante para que aportase los originales de los certificados de nacimiento 
del interesado y de la madre, debidamente legalizados, así como el certificado español 
o partida de bautismo del abuelo materno y certificados de Inmigración y Extranjería a 
su nombre, requerimientos que no fueron atendidos, por lo que no quedaron acreditados 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen. Revisado el recurso, 
se ha aportado documento del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba certifi-
cando la entrada en 1901 de J. V. C., presunto abuelo del interesado, nacido en T., 
Canarias, y no consta que se hayan aportado los documentos esenciales requeridos, 
por lo que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad española de origen de 
la progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la progenitora 
del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 9 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 9 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. Á. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 13 de 
julio de 1982 en C. (Cuba) y es hijo de don R. Á. D., ciudadano cubano.
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2. Con fecha 14 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado esti-
mando que el peticionario no ha atendido los requerimientos realizados y no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado 
establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieto de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1982, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 14 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante solamente, hoja declaratoria de 
datos y documento de identidad cubano del interesado. En interés de completar su 
expediente de nacionalidad, en fecha 28 de octubre de 2019, por el encargado del 
registro civil consular se citó al solicitante para que aportara documentos necesarios a 
su solicitud, no compareciendo en la fecha señalada, por lo que no quedaron acreditados 
los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, se han aportado copias 
de los certificados cubanos de nacimiento del interesado y del padre, don R. Á. D., que 
no están debidamente legalizados, copia del certificado español de nacimiento del 
abuelo paterno don A. Á. G., nacido en 1900 en V., Orense, así como copias de certificados 
positivo de Extranjería y negativo de Ciudadanía a nombre de este que no están debi-
damente legalizados. Al tratarse de copias no compulsadas por el Consulado y docu-
mentos que no están debidamente legalizados, no queda acreditado documentalmente 
el derecho pretendido.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el progenitor 
del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 9 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 9 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. E.. F., nacido el 19 de mayo de 1958 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 5 de enero de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se han 
atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General para 
que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
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el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 19 de mayo de 1958 en P. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don J.- R. E. 
C., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se aportó certificado 
español de nacimiento del abuelo paterno, don P. E. B., nacido en 1900 en C., La Coruña 
(España) así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano a nombre del abuelo español, que no están debidamente legalizados, 
en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros 
y consta en el registro de ciudadanía la inscripción de la carta de ciudadanía en 1949. 
En interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 6 de marzo 
de 2020 se requirió al solicitante para que aportase certificados de Inmigración y 
Extranjería del abuelo paterno debidamente legalizados por el MINREX y su inscripción 
en el registro civil cubano, no atendiendo los requerimientos realizados en la fecha 
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señalada, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 
52/2007. Revisado el recurso, no se ha aportado dicha documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1932, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 15 de marzo de 1900 en C., La Coruña, Galicia, 
España, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 9 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 9 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. A. F., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 2 de 
agosto de 1963 en S. (Cuba) y es hijo de D.ª M.-J. F. Y., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 5 de julio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya que 
estima que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como nieto de abuelo 
materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
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Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 5 de julio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 



◄ 265 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron, el certificado de nacimiento del interesado y el cer-
tificado cubano de nacimiento de su progenitora, D.ª M.-J. F. Y., con fecha de inscripción 
en 1999, donde consta que es hija de padre natural de España, y certificado de defunción 
de la misma, fallecida en 1995. Asimismo, se aportó certificado español de nacimiento 
y certificado de partida de bautismo del abuelo paterno, don J. F. P., nacido en 1896 en 
C. (España), y fallecido en 1986, según el certificado de defunción aportado, donde 
consta estado civil viudo, así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo, en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española de origen. Revisado el recurso, constan copias de los 
certificados de Inmigración y Extranjería a nombre del abuelo materno, que no están 
debidamente legalizados, y no consta documentación justificativa de la inscripción tardía 
del nacimiento de la progenitora del interesado, nacida en 1927, con fecha de asiento 
de su inscripción en 1999, practicada en virtud de la declaración de los padres, por lo 
que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad española de origen de la 
progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 9 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 9 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R.-B. Y. G., nacido el 15 de abril de 1957 en Z. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 23 de septiembre de 2011.

2. Con fecha 6 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se han 
atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General para 
que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 15 de abril de 1957 en Z. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
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a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de noviembre de 
2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don C.-L. Y. 
R., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias. Asimismo, se aportó certificado 
español de nacimiento del abuelo paterno, don C. Y. M., nacido en 1887 en S. (España). 
En interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 1 de 
octubre de 2019 se citó al solicitante para requerirle que aportase certificados de 
Inmigración y Extranjería del abuelo paterno, no compareciendo en la fecha señalada, 
por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. 
Revisado el recurso, no se ha aportado nueva documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1920, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 3 de octubre de 1887 en S., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 9 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. I.-C. G. V., nacida el 15 de diciembre de 1965 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2011. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que la abuela paterna mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo y padre de la promotora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que en el expediente por error no aportó 
certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba en relación con la llegada a 
Cuba de su abuela paterna, que era española cuando nació el padre de la promotora y 
no habiendo contraído matrimonio.

Adjunta como nueva documentación, certificado del Archivo Nacional de la República 
de Cuba, relativo a que la Sra. J. H. M. llegó a Cuba el 2 de febrero de 1916 a la edad 
de 25 años, de estado soltera y nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 15 de diciembre de 1965 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
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optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. F. 
G. H., nacido en Cuba en 1930, hijo de Á. G. M., nacido en España y de J. H. M., nacida 
en Islas Canarias, España, y también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida 
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en P. (Sta. Cruz de Tenerife) el 8 de agosto de 1890, hija de ciudadanos nacidos en la 
misma provincia y originariamente española. De este modo, la interesada acredita que 
es nieta de abuela originariamente española, por lo que se cumple el requisito establecido 
en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera 
retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. C. R., nacido el 5 de octubre de 1961 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 14 de octubre de 2011. Adjunta diversa documen-
tación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 12 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber quedado 
acreditada la nacionalidad española originaria de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente ya que entiende que ha debido haber una mala interpretación, 
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puesto que no solicitó la nacionalidad por su madre, que es de origen cubano, sino 
como nieto de la Sra. R.-J. D. S., nacida en las Islas Canarias y ciudadana española, 
habiendo aportado la documentación necesaria para acreditar la filiación.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 5 de octubre de 1961 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviem-
bre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del 
registro civil consular se dictó auto el 12 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 



◄ 275 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
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de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
L.-H. R. D., nacida en Cuba en 1928, hija de R.-J. D. S., nacida en Canarias, y también 
consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en V. (Las Palmas) el 1 de octubre de 
1899, hija de ciudadanos nacidos en la misma localidad y provincia y originariamente 
española. De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuela originariamente 
española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. I. C. R., nacida el 28 de marzo de 1966 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 11 de noviembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 3 de diciembre de 2020, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber quedado 
acreditada la nacionalidad española originaria de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente ya que entiende que ha debido haber una mala interpretación, 
puesto que no solicitó la nacionalidad por su madre, que es de origen cubano, sino 
como nieta de la Sra. R.-J. D. S., nacida en las Islas Canarias y ciudadana española, 
habiendo aportado la documentación necesaria para acreditar la filiación.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 28 de marzo de 1966 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
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adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 3 de diciembre de 2020, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 



◄ 279 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
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L.-H. R. D., nacida en Cuba en 1928, hija de R.-J. D. S., nacida en Canarias, y también 
consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en V. (Las Palmas) el 1 de octubre de 
1899, hija de ciudadanos nacidos en la misma localidad y provincia y originariamente 
española. De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuela originariamente 
española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. F.-R. G. V., nacido el 16 de febrero de 1961 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2011. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que la abuela paterna mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo y padre de la promotora.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que en el expediente por error no aportó 
certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba en relación con la llegada a 
Cuba de su abuela paterna, que era española cuando nació el padre del promotor y no 
habiendo contraído matrimonio.

Adjunta como nueva documentación, certificado del Archivo Nacional de la República 
de Cuba, relativo a que la Sra. J. H. M. llegó a Cuba el 2 de febrero de 1916 a la edad 
de 25 años, de estado soltera y nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, no obstante a la vista de la nueva documentación podría accederse a la 
solicitud del interesado y el encargado del registro civil consular remite el expediente a 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe en el mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 16 de febrero de 1961 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.
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IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
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«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. F. G. 
H., nacido en Cuba en 1930, hijo de Á. G. M., nacido en España y de J. H. M., nacida en 
I., España, y también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en P. (España) 
el 8 de agosto de 1890, hija de ciudadanos nacidos en la misma provincia y originaria-
mente española. De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuela origina-
riamente española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero 
del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
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retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. F. Á. Q., nacida el 21 de marzo de 1940 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de mayo de 2010. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 29 de abril de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor, al no poder establecerse fehacien-
temente que el abuelo paterno mantuviera su nacionalidad española originaria cuando 
nació su hijo.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, manifestando que presentó su solicitud 
por su abuelo originariamente español y no por su padre como parece que se ha entendido 
por error.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.
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5. Posteriormente, este centro directivo solicitó a la interesada, a través del registro civil 
consular, nueva documentación, que ha sido aportada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 21 de marzo de 1940 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 29 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado literal de nacimiento de su progenitor, Sr. A. 
Á. S., nacido en Cuba en 1913, hijo del Sr. M. Á. M., nacido en España y también consta 
certificado de inscripción en el libro de bautismos de éste, nacido en A. (Asturias) el 27 
de diciembre de 1886, hijo de ciudadanos vecinos de la misma localidad y originariamente 
español. De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente 
español, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. L. G. T., nacido el 23 de abril de 1972 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de mayo de 2010. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

Posteriormente, el interesado compareció en el registro civil con fecha 30 de diciembre 
de 2010, siéndole requerida nueva documentación.

2. Con fecha 12 de julio de 2017, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que su intención nunca fue solicitar la 
nacionalidad por su padre, fallecido en 1982, sino por su abuelo P.-Á. G. S., cuyos hijos 
ya son españoles y también sus nietos.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 23 de abril de 1972 en Cuba, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 12 de julio de 2017, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. P. G. 
V., nacido en Cuba en 1943, hijo del Sr. P.-Á. G. S., nacido en G., España y también consta 
certificado de nacimiento de éste, nacido en G. (España) el 1 de marzo de 1818, hijo 
de ciudadanos de la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, el 
interesado acredita que es nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple 
el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
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octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. N.-H. R. R., nacida el 11 de septiembre de 1954 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 4 de octubre de 2010.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor, al no poder establecerse fehacien-
temente que el abuelo paterno mantuviera su nacionalidad española originaria cuando 
nació su hijo.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que ha aportado en diferentes momentos la documentación que se le solicitó por 
lo que solicita se revise su expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de septiembre de 
1954 en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 



◄ 294 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. A. 
R. M., nacido en Cuba en 1925, hijo del Sr. A. R. R., nacido en Orense, (España) y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en B. de V. (Orense) el 8 de junio de 
1897, hijo de ciudadanos naturales de la misma provincia y originariamente español. 
De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª Z.-R. C. D., nacida 7 de febrero de 1958 en C., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 18 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 8 de julio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 7 de febrero de 1958 en C. (Cuba), en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 8 de julio de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, R. C. C., hijo de A.-A. C. M. y de R.-M. C. B., 
nacidos en España y Cuba, respectivamente; certificación de la partida de bautismo 
española del abuelo paterno de la promotora, nacido en V. (España) el 17 de enero de 
1865; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior 
cubano del citado abuelo, en los que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros 
ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización y certificación negativa 
de la inscripción de la ciudadanía cubana del precitado abuelo expedida por el encargado 
del Registro de Estado Civil de Rodas que no permite acreditar sin ningún género de 
dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro civil. De este modo, 
a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse fehacientemente que, 
en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo paterno de la 
interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, no se 
acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 17 de enero de 1865 en V. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 10 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª K. de los M. M. P., nacida el 23 de junio de 1965 en S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
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de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 2 de marzo de 2011.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 ya que su abuelo paterno 
era originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 23 de junio de 1965 en 
S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de marzo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación literal española de nacimiento 
del abuelo paterno y documento de inmigración y extranjería expedido por el Ministerio 
de Interior cubano en que se certifica la inscripción de la carta de adquisición de la 
nacionalidad cubana del citado abuelo el 2 de septiembre de 1939.

Así, se constata que, si bien el abuelo paterno de la interesada nació en P., Canarias 
(España) el 22 de enero de 1892, originariamente español, obtuvo la nacionalidad 
cubana en fecha 2 de septiembre de 1939, por lo que su hijo, padre de la optante, nace 
el 22 de mayo de 1941 cuando su padre ostentaba la nacionalidad cubana. En conse-
cuencia, no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/07 especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
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individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
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de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 22 de enero de 1892 en P., Canarias, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 10 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. C. D. nacida 1 de marzo de 1963 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción a la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 18 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 9 de julio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 1 de marzo de 1963 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 9 de julio de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, R. C. C., hijo de A.-A. C. M. y de R.-M. C. B., 
nacidos en España y Cuba, respectivamente; certificación de la partida de bautismo 
española del abuelo paterno de la promotora, nacido en V. (España) el 17 de enero de 
1865; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior 
cubano del citado abuelo, en los que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros 
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ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización y certificación negativa 
de la inscripción de la ciudadanía cubana del precitado abuelo expedida por el encargado 
del Registro de Estado Civil de Rodas que no permite acreditar sin ningún género de 
dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro civil. De este modo, 
a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse fehacientemente que, 
en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo paterno de la 
interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, no se 
acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 17 de enero de 1865 en V. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª A.-M. M. P., nacida el 2 de noviembre de 1969 en S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de junio de 2010.

2. Con fecha 19 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 ya que su abuelo paterno 
era originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
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el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 2 de noviembre de 1969 
en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 19 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación literal española de nacimiento 
del abuelo paterno y documento de inmigración y extranjería expedido por el Ministerio 
de Interior cubano en que se certifica la inscripción de la carta de adquisición de la 
nacionalidad cubana del citado abuelo el 2 de septiembre de 1939.

Así, se constata que, si bien el abuelo paterno de la interesada nació en P., Canarias 
(España) el 22 de enero de 1892, originariamente español, obtuvo la nacionalidad 
cubana en fecha 2 de septiembre de 1939, por lo que su hijo, padre de la optante, nace 
el 22 de mayo de 1941 cuando su padre ostentaba la nacionalidad cubana.

En consecuencia, no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/07 
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especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 22 de enero de 1892 en P., Canarias, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (15.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª T. A. A., nacida el 25 de diciembre de 1960 en Q. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 2 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 18 de diciembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 25 de diciembre de 1960 
en Q. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de diciembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación española de nacimiento del 
abuelo paterno y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya realizado su 
inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 20 de noviembre de 1888 en V., Canarias (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 
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Resolución de 10 de abril de 2024 (17.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª L. M. Y., nacida el 6 de marzo de 1967 en V., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo esta-
blecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 25 de 
noviembre de 2011.

2. Con fecha 28 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran 
los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la 
acreditación de la nacionalidad española de origen su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen por ser nieta de abuelo español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
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2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 6 de marzo de 
1967 en V. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 
2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de una ciudadana española, ya que en este caso 
se ha aportado documentación que ofrece dudas sobre su autenticidad. Sin prejuzgar 
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el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos de determinación de la 
filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española que la interesada pretende 
ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de las certificaciones de 
nacimiento en el Registro Civil local, las cuales, en cuanto a su eficacia registral en 
España están condicionadas al principio de equivalencia de garantías de su autenticidad 
y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que no 
sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado local de nacimiento de la 
solicitante y de su madre, O. Y. G., donde figura que es hija de J. Y. C., natural de Canarias 
y de R. G. J., nacida en V. (Cuba), y que, habiendo nacido en C. el 13 de enero de 1932 
no fue inscrito su nacimiento hasta 1962, treinta años después de producido el hecho 
inscribible, por declaración de la propia inscrita y sin que la interesada haya aportado 
sentencia o documento alguno de determinación de la filiación, en virtud del cual se 
hubiera practicado la inscripción.

En este sentido la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de estado 
civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando el acta se elaboró exclusivamente sobre la base de la 
declaración de la persona a la que se refiere directamente o sin el apoyo de declaraciones 
de terceros, o las elaboradas sin disponerse de un elemento objetivo que garantice la 
realidad del hecho referido en la misma, por ejemplo, actas de nacimiento elaboradas 
sin la presentación de un certificado médico, entre otros.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (19.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª C. F. L., nacida el 8 de enero de 1951 en V. (Cuba), de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción a la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 24 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada 
al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada soli-
citando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
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de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 8 de enero de 1951 en V. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 24 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por no 
haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de una ciudadana española, ya que en este caso 
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se ha aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, 
certificado cubano de nacimiento de la madre de la optante, C. L. G., donde figura que 
nació el 28 de marzo de 1926 en L. (Cuba) y que es hija J. L. C. y de M. G. R., naturales 
de España, y nieta por línea materna de M. y R., datos que no coinciden con los contenidos 
en el certificado español de la inscripción de nacimiento de la presunta abuela, M. C. 
G., nacida el 29 de diciembre de 1896 en M., hija de M. G., sin datos de filiación materna, 
con marginal por la que se hace constar que la inscrita fue reconocida como hija natural 
de R. R. P., en escritura pública de fecha 7 de mayo de 1922. De este modo, las discre-
pancias entre la documentación aportada no permiten acreditar la filiación española 
de la madre de la solicitante.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la progenitora de la solicitante, dadas las discrepancias observadas 
en la documentación aportada en relación con los datos identificativos de su abuela 
materna, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por la 
interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (20.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª O. M. G., nacida el 24 de enero de 1958 en A. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 21 de febrero de 2011.
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2. Con fecha 12 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada al no 
cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada soli-
citando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 24 de enero de 1958 en A. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 12 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por no 
haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.



◄ 321 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, certificado 
cubano de nacimiento del padre de la optante, D. M. H., donde figura que nació el 29 
de mayo de 1926 en P. (Cuba) y que es hijo F. M. M. y de J. H. H., naturales de P. y de C. 
respectivamente, y nieto por línea materna de J. y A., datos que no coinciden con los 
contenidos en el certificado de la partida de bautismo española de la presunta abuela, 
J. H. H., nacida el 4 de abril de 1885 en B., hija de A. H. H., sin datos de filiación paterna. 
De este modo, las discrepancias entre la documentación aportada no permiten acreditar 
la filiación española del padre de la solicitante.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del progenitor de la solicitante, dadas las discrepancias observadas 
en la documentación aportada en relación con los datos identificativos de su abuela 
paterna, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por la inte-
resada de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de abril de 2024 (22.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Á. V. J., nacido el 1 de abril de 1948 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción a la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 7 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 11 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el mismo concurran los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, alegando que es nieto de español de origen nacido en España, sin 
aportar certificado español de nacimiento de éste.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
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marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 1 de abril de 1948 
en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 11 de marzo de 
2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
sido acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por el interesado. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.
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Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de una ciudadana española de origen, ya que en 
este caso el solicitante no ha acreditado dicha circunstancia, constando en el expediente 
únicamente los certificados locales de nacimiento del optante y de su madre, no habién-
dose aportado el certificado español del nacimiento del abuelo materno del promotor 
sino tan solo un certificado negativo de la partida de bautismo del citado abuelo, pre-
suntamente nacido en A.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (24.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don P. F. C., nacido el 10 de octubre de 1965 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 12 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado al no 
cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada soli-
citando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 10 de octubre de 1965 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por no 
haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se ha 
aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, certificado 
cubano de nacimiento del padre del optante, P. F. H., donde figura que nació el 18 de 
noviembre de 1943 en C. (Cuba) y que es hijo J. F. L. y de A. H. S., naturales de España 
y Cuba, respectivamente, y nieta por línea paterna de M. y M. J., datos que no coinciden 
con los contenidos en el certificado español de la inscripción de nacimiento del presunto 
abuelo, J. A. F. L., nacido el 2 de noviembre de 1889 en R., hijo de M. J. F. L., sin datos 
de filiación paterna, con marginal por la que se hace constar que el nombre del padre 
a efectos identificadores es A. De este modo, las discrepancias entre la documentación 
aportada no permiten acreditar la filiación española del padre del solicitante.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del progenitor del solicitante, dadas las discrepancias observadas en 
la documentación aportada en relación con los datos identificativos de su abuelo paterno, 
por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por el interesado de 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (25.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª M. L. G. Á., nacida el 24 de agosto de 1952 en J. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 de noviembre de 2009.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se requirió a la 
solicitante documentación faltante y los requerimientos no fueron atendidos, no cum-
pliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registro y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo materno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 24 de agosto de 1952 
en J. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal cubano de nacimiento de su madre, 
Dª L. M. Á. J., donde consta que es hija de padre natural de España. Asimismo, se aportan 
certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, don J. M. Á. C., nacido en 
1889 en L., España, así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo, en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1920, 
el abuelo materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 11 de noviembre de 1889 en L., España, por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (27.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don Q. G. G. H., nacido el 19 de junio de 1953 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 8 de septiembre de 2010.

2. Con fecha 25 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se 
han atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General 
para que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 19 de junio de 1953 en C. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de sep-
tiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
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de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 25 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don Q. G. P., 
donde consta que es hijo de padres naturales de España. Asimismo, se aportó certificado 
español de partida de bautismo y certificado negativo de nacimiento del abuelo paterno, 
don J. F. G. L., nacido en 1868 en B. (España) así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo español, 
en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros 
ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. En interés de completar 
su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 1 de abril de 2015 se requirió al 
solicitante para que aportase certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo paterno, 
no atendiendo los requerimientos realizados en la fecha señalada, por lo que no quedaron 
acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. Revisado el recurso, se ha 
aportado nueva documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1918, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 9 de junio de 1868 en B., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, de 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (28.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don P. I. C. L., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 31 
de julio de 1956 en R. (Cuba) y es hijo de Dª R. L. M., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 19 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, 
ya que estima que el peticionario no ha atendido los requerimientos realizados y no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha 
quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos en la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la acre-
ditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1956, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 19 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron documento de identidad cubano del interesado, 
certificado español de partida de bautismo del abuelo materno, don A. L. L., nacido en 
1891 en C., España, así como certificado de la carta de ciudadanía del abuelo en 1941, 
que no está debidamente legalizado. En interés de completar su expediente de nacio-
nalidad, en fecha 14 de diciembre de 2018, por el encargado del registro civil consular 
se requirió al solicitante para que aportase los originales de los certificados de nacimiento 
del interesado y de la madre, debidamente legalizados, requerimientos que no fueron 
atendidos, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la naciona-
lidad española de origen. Revisado el recurso, no consta que se hayan aportado los 
documentos requeridos, por lo que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad 
española de origen de la progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
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no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (29.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don N. T. C., nacido el 12 de agosto de 1967 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 7 de octubre de 2011.

2. Con fecha 10 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se han 
atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General para 
que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo paterno origi-
nariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 12 de agosto de 1967 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 10 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don A.-P. T. 
R., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se aportó certificado 
español de nacimiento del abuelo paterno, don J.-M. T. F., nacido en 1901 en V. (España) 
así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano a nombre de J. T. F., en los que consta su inscripción en el registro de 
extranjeros a los 33 años. En interés de completar su expediente de solicitud de nacio-
nalidad, en fecha 1 de abril de 2015 se requirió al solicitante para que aportase certificado 
de nacimiento subsanado y certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo paterno, 
no atendiendo los requerimientos realizados en la fecha señalada, por lo que no quedaron 
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acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. Revisado el recurso, se ha 
aportado la certificación local de nacimiento del interesado y no se ha aportado el 
certificado de ciudadanía debidamente legalizado.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1940, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 17 de julio de 1901 en P., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (30.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. L. P., nacida el 28 de febrero de 1956 en F. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 26 de octubre de 2011.

2. Con fecha 11 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se citó a la 
solicitante para requerirle documentos adicionales necesarios a su solicitud y no com-
pareció en la fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuela 
paterna originariamente española.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 28 de febrero de 1956 
en F. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 11 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
M. L. R., donde consta que es hijo de madre nacida en España. Asimismo, se aportó el 
certificado literal español de nacimiento de la abuela paterna, D.ª L. R. B., nacida en 
1899 en A. (España), así como documento de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano de la abuela española, en el que se certifica que no 
consta inscripción en el registro de extranjeros. En interés de completar su expediente 
de nacionalidad, en fecha 2 de marzo de 2020 se citó a la solicitante para requerirle 
documentos adicionales necesarios a su solicitud, en concreto certificado de ciudadanía 
y certificado de defunción de la abuela materna, así como certificado de matrimonio de 
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los abuelos. La interesada no se presentó a dicha cita por lo que no quedaron acreditados 
los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. Revisado el recurso, no se han aportado 
dichos documentos.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1929, 
la abuela paterna de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 9 de febrero de 1899 en A. España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (32.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M. G. G., nacido el 7 de junio de 1975 en V. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 16 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 10 de septiembre de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
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a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 7 de junio de 1975 en H. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 10 de septiembre 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado, el certificado cubano de nacimiento de su padre, don M. 
G. G., nacido el 9 de abril de 1944 en H., Cuba, donde consta que es hijo don J. G., 
natural de España, y nieto por vía paterna de J., así como certificado español de naci-
miento del abuelo paterno, don J. G., hijo natural de J. G., nacido en 1910 en L. (España). 
También se presentan certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano, a nombre de J. G. I., hijo de J. y J., en los que consta la 
inscripción en el registro de extranjeros a los 25 años y consta la inscripción de la carta 
de ciudadanía el 18 de enero de 1944, no quedando acreditado que J. G. I., que se 
naturalizó cubano con anterioridad al nacimiento del progenitor del interesado, y J. G., 
abuelo del solicitante, sean la misma persona.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1944, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 10 de abril de 1910 en L., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 



◄ 349 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (33.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M.-C. G. T., nacida el 30 de julio de 1952 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de febrero de 2011.

2. Con fecha 14 de octubre de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuela materna origi-
nariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 30 de julio de 1952 en 
H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 14 de octubre de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados 
cubanos de nacimiento de la interesada y de su madre, D.ª J. T. D., donde consta que 
es hija de padres nacidos en Canarias. Asimismo, se aportan certificado español de 
nacimiento de la abuela materna, D.ª M. D. G., nacida en 1890 en M. (España), así como 
documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
de la abuela española, certificando que consta su inscripción en el registro de extranjeros 
y no consta en el registro de ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. La solicitante aporta documentos que presentan incongruencias y que 
ofrecen dudas legítimas sobre el verdadero estado civil de la abuela materna, no que-
dando acreditado de manera indubitada el estado conyugal de la abuela, extremo 
necesario para dilucidar la posible aplicación del arto 22 del CC en su redacción de 
1889.

De este modo, a la vista de la documentación presentada no puede determinarse 
fehacientemente que la abuela materna siguiese ostentando la nacionalidad española 
de origen en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1917. Por lo 
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tanto, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
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de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela materna 
originariamente española, nacida el 11 de agosto de 1890 en M. (España), por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (34.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-N. G. V., nacida el 17 de marzo de 1958 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2011. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que la abuela paterna mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo y padre de la promotora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que en el expediente por error no aportó 
certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba en relación con la llegada a 
Cuba de su abuela paterna, que era española cuando nació el padre de la promotora y 
no habiendo contraído matrimonio.

Adjunta como nueva documentación, certificado del Archivo Nacional de la República 
de Cuba, relativo a que la Sra. J. H. M. llegó a Cuba el 2 de febrero de 1916 a la edad 
de 25 años, de estado soltera y nacionalidad española.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de marzo de 1958 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
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supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. F. G. 
H., nacido en Cuba en 1930, hijo de A. G. M., nacido en España y de J. H. M., nacida en 
C., España, y también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en P. (Sta. Cruz 
de Tenerife) el 8 de agosto de 1890, hija de ciudadanos nacidos en la misma provincia 
y originariamente española. De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuela 
originariamente española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo 
primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de 
octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (35.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. F. A. C., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 12 de junio de 1965 en Cuba, hijo de L. A. M. y J.-G. C. P., ambos nacidos en 
Cuba, del primero de ellos no facilita fecha y la segunda en 1925, carné de identidad 
cubano del promotor y certificado no literal de defunción de la progenitora.

Posteriormente, el interesado comparece en el Registro Civil Consular de La Habana 
con fecha 8 de febrero de 2019, siendo requerido para que en seis meses aportara 
nueva documentación, certificado de nacimiento propio, certificado de nacimiento de 
su progenitor/progenitora sobre el que base su pretensión, certificado de nacimiento 
de su abuelo/a español/a y certificados de los registros cubanos de extranjeros y de 
ciudadanía del abuelo español. No consta que se presentara documentación alguna.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 19 de noviembre de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, al no haber cumplimentado el requerimiento de documentación.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que ha sido muy difícil obtener datos del nacimiento de su abuelo 
materno, Sr. C. C. P., ya que su hija y madre del promotor falleció hace muchos años, no 
obstante, han localizado su nacimiento en L., pero le está resultando muy difícil aportar 
el documento de nacimiento. No aporta documentación alguna tampoco propia ni de 
su progenitora.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
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29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 19 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, no ha sido aportada ninguna documentación de nacimiento, ni del 
propio promotor, ni de su progenitora, al parecer hija de ciudadano nacido en España, 
tratándose de documentos que deben ser obtenidos de las autoridades cubanas, por 
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tanto, no se verían afectados por las dificultades alegadas por el recurrente, que al 
parecer han imposibilitado la localización de documento alguno que pruebe el nacimiento 
del abuelo materno, Sr. C. C. P., ni en España ni en ningún otro lugar ni por supuesto su 
posible nacionalidad española de origen, pese a que se hizo expreso requerimiento por 
parte del registro civil consular, estas circunstancias no permiten tener por acreditado 
el nacimiento de la abuela paterna de la promotora ni por tanto su nacionalidad española 
originaria ni tampoco la nacionalidad española de su hijo y progenitor de la Sra. G. O., 
por tanto no es posible tener por acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (37.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. I.-J. E. C., nacido el 5 de octubre de 1950 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.
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2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y aportando nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; certificado literal de bautismo de su progenitor, 
en el que consta nacido el 16 de septiembre de 1911, hijo legítimo del Sr. J. E. M., natural 
de C. (Sevilla), marginal de matrimonio en 1940, certificado literal de matrimonio 
eclesiástico de los abuelos paternos del promotor, casados en Cuba el 19 de mayo de 
1899 y certificado de bautismo del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 5 de octubre de 1950 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
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desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento y de bautismo de su pro-
genitor, Sr. J. E. R., nacido en Cuba en 1911, hijo del Sr. J. E. M., nacido en C. (España), 
y también consta certificado de nacimiento de éste, nacido en C. (Sevilla), el 13 de mayo 
de 1876, e inscrito en dicho registro civil por auto dictado por el encargado del Registro 
Civil de Cazalla de la Sierra (Sevilla) en expediente de inscripción de nacimiento fuera 
de plazo, y originariamente español. De este modo, el interesado acredita que es nieto 
de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito establecido en el 
párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera 
retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. N. Z., nacida el 16 de noviembre de 1965 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 de noviembre de 2009.

Con fecha 30 de abril de 2018, se requirió a la interesada a fin de que aportara la 
documentación que falta para completar su expediente, entre otra, certificados de la 
inscripción del nacimiento de la optante y de su progenitor. La interesada no aporta la 
documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 28 de septiembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la misma 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor o 
progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, sin aportar la documentación que le había sido requerida.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 16 de noviembre 
de 1965 en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de septiembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor o progenitora. 
Frente a dicha resolución se interpone recurso por la interesada. Dicho recurso constituye 
el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español de origen, ya que, en este 
caso, la promotora no ha aportado el certificado de la inscripción de su nacimiento ni 
el de su padre o madre en el registro civil local, no habiéndose podido constatar la 
relación de filiación de la promotora con sus progenitores, ni la de alguno de estos 
últimos último con sus padres, presuntamente españoles de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-A. A. R., nacida el 19 de febrero de 1964 en H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 12 de diciembre de 
2011.

Con fecha 29 de octubre de 2018, se requirió a la interesada a fin de que aportara la 
documentación que falta para completar su expediente, en concreto, certificado español 
de nacimiento de su abuelo paterno o negativa de inscripción en el registro civil español 
acompañada de la partida española de bautismo de éste. La interesada no aporta la 
documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 2 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la misma concurran los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, alegando que es nieta de español de origen nacido en España, sin 
aportar la documentación que le habría sido requerida.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
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de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 19 de febrero de 1964 
en Holguín (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a 
la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 12 de diciembre 
de 2011, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
sido acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por la interesada. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español de origen, ya que en este 
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caso la solicitante no ha acreditado dicha circunstancia, constando en el expediente 
únicamente los certificados locales de nacimiento de la optante y de su padre sin que, 
habiéndosele requerido, haya presentado el certificado español del nacimiento de su 
abuelo paterno.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don P-D. F. A., nacido el 7 de junio de 1964 en E. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 toda vez que sus abuelos paternos 
eran originariamente españoles.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en E. (Cuba) en 1964, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 5 de noviembre de 2012 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 16 de diciembre de 2020.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 26 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurren los requisitos exigidos, 
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especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 20 
de diciembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
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y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo paterno del 
interesado nació el 24 de marzo de 1899 en S. (España), originariamente español, no 
se pudo acreditar que, en la fecha de nacimiento del padre del interesado, que se 
produce el 26 de junio de 1937, su progenitor mantuviese dicha nacionalidad, a la vista 
de la certificación negativa de la inscripción del nacimiento del precitado abuelo expedida 
por el encargado del Registro de Estado Civil de Villa Clara, que no permite acreditar sin 
ningún género de dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro 
civil y de las certificaciones de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano negativa de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización 
y positiva de la inscripción en el Registro de Extranjeros con n º 255612 expedidas a 
nombre de «M. F. I.», persona distinta del abuelo paterno del optante, por lo que cabe 
concluir que el padre del promotor no nació originariamente español, razón por la que 
ejerció, como consta en la certificación de la inscripción de nacimiento, su derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
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la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
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de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 24 de marzo de 1899 en S., Lugo, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 



◄ 374 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don G. V. G., nacido el 1 de marzo de 1951 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 31 de agosto de 2009.

2. Con fecha 11 de abril de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el mismo concurran los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, aportando certificado local de su nacimiento subsanado con pos-
terioridad a la solicitud de opción a la nacionalidad española del interesado donde 
consta que es hijo de F. V. C. y de J. A. G. S. y nieto por línea paterna de R., que se presenta 
sin la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 1 de marzo de 1951 
en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 11 de abril de 2018, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por el interesado. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se ha 
aportado documentación con contenido contradictorio que ofrece dudas sobre su 
autenticidad. Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos 
de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española 
que el interesado pretende ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español están condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta 
de la certificación de nacimiento del interesado en el registro civil local, la cual, en 
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cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de equivalencia 
de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 
23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado 
local de nacimiento del optante donde consta que es hijo de F. V. C. y de J. A. G.. S., 
naturales de C., y nieto por línea paterna de R. y N. y certificado local de nacimiento del 
promotor con subsanación de los datos identificativos del padre y de los abuelos paternos 
del optante, expedida con posterioridad a la solicitud de opción a la nacionalidad española 
del interesado, sin la debida legalización y adecuado a los datos que aparecen consig-
nados en el certificado local de nacimiento del presunto padre del interesado, F. V. C., 
nacido en C., el 3 de noviembre de 1924, hijo de R. V. C., natural de L. (España), sin 
datos de filiación materna, y nieto por línea paterna de A. y R. De este modo, las discre-
pancias entre la documentación aportada no permiten acreditar la filiación española 
del solicitante.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña S. E. F. M., nacida el 10 de septiembre de 1969 en G. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) en 
solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 21 de mayo 
de 2010.

2. Con fecha 25 de noviembre de 2019, el encargado de dicho Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de 
nacimiento y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no 
cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 10 de septiembre de 
1969 en G. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
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Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 25 de noviembre de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal de inscripción consular de nacimiento 
español del padre de la interesada, don J-A. F. B. L., nacido en L., Cuba, con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud de lo esta-
blecido en la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, en 
fecha 5 de noviembre de 1999. Asimismo, se han aportado certificados de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo paterno español, 
don P-R. F. T., nacido en 1888 en Santander, España, en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización, por lo que no puede determinarse fehacientemente que, en 
el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1944, el abuelo paterno 
siguiera ostentando su nacionalidad española, y por lo tanto no queda acreditado que 
el padre de la promotora naciera originariamente español.

A la vista de la documentación aportada, se constata que el progenitor de la optante 
ostenta la nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en la disposición transitoria 
primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, por lo que no se cumple uno de los 
requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 1 de agosto de 1888 en S., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña S-N. J. R., nacida el 9 de febrero de 1949 en Unión de R. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
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de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de marzo de 2011.

2. Con fecha 5 de julio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo materno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 9 de febrero de 1949 en 
U. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de marzo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 5 de julio de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
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no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su madre, doña 
M-J. R. M., donde consta que es hija de padres nacidos en Canarias. Asimismo, se 
aportan certificado español de partida de bautismo del abuelo materno, don J. R. C., 
nacido en 1881 en T., España, así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo español, en los cuales 
no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1925, 
el abuelo materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

Documento de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, 
certificando que consta la inscripción en el Registro de Ciudadanía, en fecha 1 de 
diciembre de 1944, de la Carta de Ciudadanía cubana a favor del citado abuelo, perdiendo 
de esta forma la nacionalidad española, según el art. 20 del Código Civil en su redacción 
de 1889, por lo que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 
1951, el abuelo materno no seguía ostentando su nacionalidad española de origen.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no se acredita que la progenitora 
de la interesada sea originariamente española, requisito establecido en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la naciona-
lidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 5 de enero de 1881 en T., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña S. C. C., nacida el 5 de diciembre de 1950 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 6 de septiembre de 2010.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española 
de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de diciembre de 1950 
en M. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de sep-
tiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal español de nacimiento de la madre 
de la interesada, doña S-E. C. R., nacida el 22 de octubre de 1924 en C., Cuba, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud 
de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 3 de marzo de 2003. 
Asimismo, se han aportado certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo materno español, don A. C. L., nacido en 1881 
en G., en los cuales no consta su inscripción en el registro de extranjeros ni consta que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que no puede determinarse 
fehacientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 
1924, el abuelo materno siguiera ostentando su nacionalidad española, y por lo tanto 
no queda acreditado que la madre de la promotora naciera originariamente española, 
razón por la que ejerció, como consta en la certificación de la inscripción de nacimiento, 
su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.

Por lo tanto, la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española con carácter 
derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio de la 
opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
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correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 
respecto a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancio-
nadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite 
infranqueable que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter 
retroactivo de la norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una 
retroactividad in bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala 
expresamente la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones 
normativas que sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que 
amplíen los derechos individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de 
manera más limitada (en ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 8 de agosto de 1881 en G., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña V. M. F. M., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
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otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 14 
de febrero de 1948 en P. (Cuba) y es hija de doña A. M. G., ciudadana cubana y española 
de origen.

2. Con fecha 1 de septiembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
ya que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española 
como nieta de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a la luz de la nueva documentación, 
se acreditaría la condición de español de origen de la progenitora de la solicitante, por 
lo que no se ratifica la resolución adoptada en fecha 1 de septiembre de 2020 al cumplir, 
en principio, la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1948 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
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su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 1 de septiembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitora, doña A. M. G., donde consta que es hija de padre natural de P., Lugo. Asimismo, 
se aportó el certificado de partida de bautismo del abuelo materno, don A. M. A., nacido 
el 4 de septiembre de 1879 en P. (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo español, 
en los cuales no consta su inscripción en el registro de extranjeros ni consta que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que no quedaron acreditados 
los requisitos establecidos en la Ley 52/2007.

Revisado el recurso, se han aportado certificado español en extracto de nacimiento del 
abuelo materno, así como nuevos certificados positivo de Extranjería y negativo de 
Ciudadanía a su nombre, debidamente legalizados, en los que consta la inscripción en 
el Registro de Extranjeros, formalizada en P., a los 52 años, y que no obtuvo la ciudadanía 
cubana por naturalización. En consecuencia, quedaría acreditado que el abuelo materno 
de la recurrente continuaba ostentando su nacionalidad española de origen al momento 
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del nacimiento de su hija, madre de la recurrente, en 1919, y por tanto queda establecida 
la condición de española de origen de la progenitora de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la madre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R-J. V. R., nacido el 7 de diciembre de 1962 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado al no 
cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada soli-
citando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado. Acompaña un 
certificado expedido por el encargado del Registro de Estado Civil de C. de nota marginal 
de cambio de apellido de R. V. R., presunto padre del optante, por R. V. B. en virtud de 
resolución dictada el 25 de enero de 1977.



◄ 392 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con 
informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 7 de diciembre de 1962 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por no 
haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la filiación española del solicitante, 
posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación del interesado respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se ha 
aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, certificado 
cubano de nacimiento del optante inscrito en el registro civil local en 1966 por declaración 
de su madre, donde figura que nació el 7 de diciembre de 1962 en C. (Cuba) y que es 
hijo R. V. B. y de M-C. R. G., naturales de C. y M. respectivamente y certificado cubano 
de nacimiento de su padre R. V. B., nacido el 24 de octubre de 1935 en C., hijo de O. V. 
R., natural de España, sin datos de filiación materna, datos que no coinciden con los 
contenidos en el certificado español de la inscripción de nacimiento del presunto padre, 
R. V. R., hijo de O. V. R., nacido el 6 de marzo de 1900 en M. (Palencia), de nacionalidad 
española, con marginal de recuperación de la nacionalidad española del inscrito el 27 
de enero de 2014. De este modo, las discrepancias entre la documentación aportada 
no permiten acreditar la relación de filiación del solicitante con español de origen, sin 
que a estos efectos pueda tenerse en cuenta la documentación aportada en vía de 
recurso, en la que se certifica el cambio de apellido de R. V. R., presunto padre del 
optante, por R. V. B. en virtud de resolución dictada el 25 de enero de 1977, contenido 
del todo inverosímil a la vista del certificado cubano de nacimiento del optante, en el 
que consta que éste fue inscrito en 1966, fecha anterior a la citada resolución, como 
hijo de R. V. B. y no de R. V. R.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española del solicitante, dadas las discrepancias observadas en la documen-
tación aportada en relación con los datos identificativos de su padre, por lo que no 
resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M. F. A., nacido el 3 de diciembre de 1958 en E. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 toda vez que sus abuelos paternos 
eran originariamente españoles. Acompaña certificaciones de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano negativa de obtención de la ciudadanía 
cubana por naturalización y positiva de la inscripción en el Registro de Extranjeros con 
n º 255612 expedidas a nombre de su abuelo paterno, M. F. E.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
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artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en E. (Cuba) en 1958, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 5 de noviembre de 2012 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 16 de diciembre de 2020.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 26 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 20 
de diciembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
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nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».
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V. En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo paterno del 
interesado nació el 24 de marzo de 1899 en S. (España), originariamente español, no 
se pudo acreditar que, en la fecha de nacimiento del padre del interesado, que se 
produce el 26 de junio de 1937, su progenitor mantuviese dicha nacionalidad, a la vista 
de la certificación negativa de la inscripción del nacimiento del precitado abuelo expedida 
por el encargado del Registro de Estado Civil de Villa Clara, que no permite acreditar sin 
ningún género de dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro 
civil y de las certificaciones de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano negativa de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización 
y positiva de la inscripción en el Registro de Extranjeros con n º 255612 expedidas a 
nombre de «M. F. I.», persona distinta del abuelo paterno del optante, lo que no queda 
desvirtuado con la certificación aportada en vía de recurso sobre la inscripción en el 
registro de extranjeros de su abuelo paterno con el mismo n º de expediente a la pre-
viamente aportada, lo que es del todo incongruente, haciendo dudar sobre la veracidad 
del contenido de la documentación presentada, por lo que cabe concluir que el padre 
del promotor no nació originariamente español, razón por la que ejerció, como consta 
en la certificación de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
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norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
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dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 24 de marzo de 1899 en S., Lugo, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don P. S. M., nacido el 7 de febrero de 1957 en L. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 2 de diciembre de 2010.

Con fecha 27 de febrero de 2020, se requirió al interesado a fin de que aportara la 
documentación que faltaba para completar su expediente, entre otra, certificados de 
la inscripción del nacimiento de la optante y de su progenitor y documentos de inmigración 



◄ 400 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

y extranjería relativos a su abuelo paterno. El interesado no aporta la documentación 
solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 21 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el interesado concurran 
los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la 
acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen. Acompaña certificados cubanos de la inscripción de su nacimiento 
y la de su padre y documentos de inmigración y extranjería expedidos a favor de su 
abuelo paterno en los que consta su inscripción en el Registro de Extranjeros con n º 
275560 y que obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización que fue inscrita en el 
registro de ciudadanía en fecha 2 de febrero de 1938.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que a la vista de 
la nueva documentación aportada procede estimar el recurso interpuesto, y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución con informe favorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 7 de febrero de 1957 en L. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 21 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre, hijo de P. S. M. y de M. T. Á. F., nacidos en 
España; certificado de matrimonio de los citados abuelos celebrado el 7 de febrero de 
1925 en Cuba; certificación literal española de nacimiento de su abuela paterna y 
documentos de inmigración y extranjería relativos a su abuelo paterno en los que consta 
su inscripción en el Registro de Extranjeros con n º 275560 y que obtuvo la ciudadanía 
cubana por naturalización que fue inscrita en fecha 2 de febrero de 1938.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
su madre, abuela del interesado, en el momento de su nacimiento, 1934, había contraído 
matrimonio con su abuelo don P. S. M., a la vista del certificado de matrimonio aportado, 
sin que esté acreditada la nacionalidad española del mencionado abuelo a la fecha del 
nacimiento de su hijo, ya que no se aporta certificado de la inscripción de nacimiento 
española del mismo. De acuerdo con lo establecido en el art. 22 del Código Civil en su 
redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La 
mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», así la abuela materna 
del solicitante, originariamente española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer 
matrimonio con ciudadano natural de España cuya nacionalidad española no ha quedado 
acreditada. En consecuencia, en el momento de nacer el padre del optante, el 2 de 
octubre de 1934, no queda acreditada la nacionalidad española de aquella (abuela 
materna) por lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 22 de septiembre de 1894 en B., Lugo (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en la Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña I. F. A., nacida el 9 de octubre de 1962 en E. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 toda vez que sus abuelos paternos 
eran originariamente españoles. Acompaña certificaciones de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano negativa de obtención de la ciudadanía 
cubana por naturalización y positiva de la inscripción en el Registro de Extranjeros con 
n º 255612 expedidas a nombre de su abuelo paterno, M. F. E.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en E. (Cuba) en 1962, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».
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En este caso el padre de la interesada tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 5 de noviembre de 2012 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 16 de diciembre de 2020.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 26 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 20 
de diciembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
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nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo paterno de la 
interesada nació el 24 de marzo de 1899 en S., Lugo (España), originariamente español, 
no se pudo acreditar que, en la fecha de nacimiento del padre de la interesada, que se 
produce el 26 de junio de 1937, su progenitor mantuviese dicha nacionalidad, a la vista 
de la certificación negativa de la inscripción del nacimiento del precitado abuelo expedida 
por el encargado del Registro de Estado Civil de Villa Clara, que no permite acreditar sin 
ningún género de dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro 
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civil y de las certificaciones de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano negativa de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización 
y positiva de la inscripción en el Registro de Extranjeros con n º 255612 expedidas a 
nombre de «M. F.. I.», persona distinta del abuelo paterno del optante, lo que no queda 
desvirtuado con la certificación aportada en vía de recurso sobre la inscripción en el 
registro de extranjeros de su abuelo paterno con el mismo n º de expediente a la pre-
viamente aportada, lo que es del todo incongruente, haciendo dudar sobre la veracidad 
del contenido de la documentación presentada, por lo que cabe concluir que el padre 
del promotor no nació originariamente español, razón por la que ejerció, como consta 
en la certificación de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 24 de marzo de 1899 en S., Lugo, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
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adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. B-M. J. M., nacida el 10 de junio de 1944 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 7 de enero de 2011.

2. Con fecha 4 de mayo de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que no le ha sido fácil localizar la documentación necesaria, por lo que solicita 
se revise el expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
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a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 10 de junio de 1944 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 4 de mayo de 2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
Á- S. M. R., nacida en Cuba en 1911, hija del Sr. M. M. P., nacido en Valencia y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en J. (Valencia) el 24 de noviembre de 
1876, hijo de ciudadanos naturales de la misma provincia y originariamente español. 
De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
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interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Y. M. L., nacido el 31 de julio de 1962 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 8 de junio de 2009. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que el abuelo materno mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hija y progenitora del promotor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente ya que ha acreditado que es nieto de ciudadano español e 
hijo de ciudadana española por opción.

Adjunta como nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento del abuelo 
materno del recurrente, Sr. L. G., nacido en Orense en 1900.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 31 de julio de 1962 en Cuba, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
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nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de junio 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado literal de nacimiento de su progenitora, Sra. T. 
L. D., inscrita en el Registro Civil Consular de La Habana, nacida en Cuba en 1938, hija 
del Sr. A. L. G., nacido en E. (Orense) y también consta certificado de nacimiento de 
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éste, nacido en dicha localidad el 6 de diciembre de 1900, hijo de ciudadanos naturales 
de la misma provincia y originariamente español. De este modo, el interesado acredita 
que es nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito 
establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de 
la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de 
manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. J. L., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 23 de abril de 1952 en Cuba, hija de A-J. B. y O. L. C., ambos nacidos en Cuba 
en 1919 y 1928, respectivamente y carné de identidad cubano de la promotora.

Posteriormente, el registro civil consular citó a la interesada para que compareciera con 
fecha 11 de mayo de 2018, a fin de requerirle nueva documentación, certificado de 
nacimiento de la promotora, de su progenitor/a, de su abuelo/a paterno/materno y 
certificados de los registros cubanos de extranjeros y de ciudadanía. No consta que 
compareciera ni que se presentara documentación.
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2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 14 de mayo de 2018, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no ha quedado determinada la nacionalidad española originaria de 
su progenitor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, solicitando la 
revisión del expediente a la vista de la documentación que aporta.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de nacimiento de la promotora, 
de su progenitor, Sr. A-J-B., hijo de A-J. C., nacido en España, partida de bautismo de 
éste, nacido el 3 de enero de 1868 en C. (Zaragoza), hijo de ciudadanos de la misma 
localidad y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extran-
jería en 2018, relativos a que el abuelo paterno de la interesada constaba inscrito en 
el Registro de Extranjeros a la edad de 65 años, es decir en 1933 y no en el Registro 
de Ciudadanía.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho, no obstante, a la vista de la documentación 
aportada podría estimarse la petición de la interesada. El encargado del registro civil 
consular remite el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto 
con informe en el sentido de que, a la vista de la documentación aportada con el recurso, 
debe considerarse que el abuelo mantenía la nacionalidad española cuando nació el 
padre de la interesada, no ratificándose en el acuerdo impugnado.

5. Este centro directivo requirió, a través del Registro Civil Consular de La Habana, nueva 
documentación a la promotora, actualizando la aportada y acreditar la fecha en la que 
su abuelo paterno llegó a Cuba y, si residía allí en 1898, acreditar su inscripción en el 
Registro de españoles establecido en el Tratado de París de 1898. Con fecha 7 de junio 
de 2022, se remitió la documentación solicitada, entre ella documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 2022 que confirman la infor-
mación de los que ya constaban en el expediente y certificados del Archivo Histórico 
Provincial de Santiago de Cuba, relativos a que el Sr. A-J. C. llegó a Cuba el 27 de diciembre 
de 1894, soltero y de nacionalidad española y consta inscrito en el Registro de españoles 
que optaron por mantener su nacionalidad, previsto en el Tratado de París de 1898, 
con fecha 12 de abril de 1899, a la edad de 31 años.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
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29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1952, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 14 de mayo de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no fue aportada, como tampoco la de nacimiento 
de la promotora, durante la tramitación del procedimiento, hasta la presentación del 
recurso, y aun cuando no haya sido ni deba ser obstáculo para la presentación y 
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tramitación de la solicitud por el registro civil competente para ello que la certificación 
del progenitor presentada proceda del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar 
de nacimiento, Cuba, lo cierto es que de ésta tampoco se desprendía indubitadamente 
la nacionalidad española del inscrito, sólo constaba que su padre era A-J. C-, natural de 
España, dónde efectivamente nació en 1868, según partida de bautismo aportada, 
concretamente en C. (Zaragoza), hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, por lo que 
era originariamente español, pero no constaba debidamente acreditado que mantuviera 
dicha nacionalidad en 1919 cuando nació su hijo y padre de la promotora.

V. En el presente expediente, y tras requerimiento de este centro directivo, se ha pre-
sentado nueva documentación para acreditar que el abuelo paterno de la promotora 
mantenía su nacionalidad española cuando nació su hijo, concretamente certificado 
del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba, relativo a que aquél llegó a Cuba 
en diciembre de 1894, y se inscribió en abril de 1899 en el Registro de Españoles 
establecido por el Tratado de París de 1898, por lo que mantuvo su nacionalidad española 
y documento de las autoridades cubanas de inmigración y extranjería relativo a que el 
Sr. J. C. no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano. En 
consecuencia, a la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y 
exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la 
Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el progenitor de 
la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple 
el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña B. C. T., nacida el 1 de noviembre de 1964 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 10 de enero de 2011.

2. Con fecha 28 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, dado que se requirió a la solicitante documentos necesarios 
a su solicitud y los requerimiento no fueron atendidos en la fecha señalada, estimando 
que no han quedado probados los requisitos establecidos en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen 
de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 1 de noviembre de 1964 
en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
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Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente hoja declaratoria de datos y documento 
de identidad cubano de la interesada, así como certificado español de partida de bautismo 
y certificado negativo de nacimiento del abuelo materno, don V. T. M., nacido en 1899 
en E. (España). En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 10 de 
marzo de 2020 se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios, en 
concreto certificados de nacimiento de la interesada y su progenitora, y certificados de 
la Dirección de Inmigración y Extranjería del abuelo español, no atendiendo la solicitante 
a los requerimientos realizados. Revisado el recurso, se han aportado los certificados 
cubanos de nacimiento de la interesada y de su madre, doña L-D. T. M., nacida en 1935 
en Cuba, y certificado literal español de nacimiento de la madre de la interesada, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud 
de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 20 de octubre de 2008. 
Asimismo, se han aportado certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
abuelo español en los cuales consta su inscripción en el registro de extranjeros sin 
indicar edad o año de inscripción.

Se constata que la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 28 de marzo de 1899 en E., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don L. F. L., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 9 de 
diciembre de 1963 en M. (Cuba) y es hijo de don A. F. Á., ciudadano español, nacido en 
España.

2. Con fecha 8 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado esti-
mando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como hijo de ciudadano 
español, nacido en España.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
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declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 8 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante certificado cubano de nacimiento 
del interesado, donde consta hijo de A. F. Á., natural de España y nieto por vía paterna 
de P. y M., y en nueva solicitud se presenta el certificado de nacimiento donde consta 
nieto de J. y E. Asimismo, se aporta certificado español de nacimiento del padre, don 
A. F. Á., nacido en 1909 en P., España, hijo de J. y E. En interés de continuar la tramitación 
de su expediente de nacionalidad, se requirió al solicitante el 10 de junio 2015 que 
aclarara las diferencias entre los certificados de nacimiento del interesado presentados, 
aportando el Certificado de Notas Marginales de todas las subsanaciones realizadas 
en cada uno de los documentos subsanados y que aportara el certificado de defunción 
del padre y el certificado de matrimonio de los padres, con la correspondiente nota del 
estado civil de ambos cónyuges o en su defecto, el certificado de notas marginales del 
nacimiento de la madre donde consten todas las notas referentes a su estado civil 
(matrimonio y divorcios). El interesado no atendió a los requerimientos solicitados por 
lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007.
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Revisado el recurso y de nuevo el expediente, se aportan copias de certificación local 
de nacimiento del interesado, solamente con subsanación material del nombre de la 
madre y abuelos maternos, sin la aclaración requerida respecto a los abuelos paternos, 
certificado de defunción del padre, con subsanación material en el sentido de que la 
naturalidad del finado es P. Orense, y el nombre de los padres J. y E., así como certificado 
de matrimonio de los padres, con subsanación material del lugar de nacimiento y de 
los padres del cónyuge en el mismo sentido. Al no acreditarse documentalmente las 
subsanaciones realizadas, y al no estar debidamente legalizadas por la autoridad cubana 
competente, persisten las dudas legítimas en cuanto a la filiación española del progenitor 
del recurrente, por lo que no ha podido ser constatada la nacionalidad española de 
origen del progenitor del promotor.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña Y. H. L., nacida el 23 de junio de 1980 en Z. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) en solicitud de 
opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 4 de marzo de 2010.
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2. Con fecha 2 de julio de 2012, el encargado de dicho Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 23 de junio de 1980 en 
Z. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de julio de 2012, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
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de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal de inscripción consular de nacimiento 
español del padre de la interesada, don A. H. C., nacido en T., Cuba, con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 23 de agosto de 2007. Asimismo, 
se ha aportado certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don L. H. 
M., nacido en 1903 en B., España, así como certificado de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en el que consta su 
inscripción en el registro de extranjeros a los 51 años que presentan ciertas irregulari-
dades, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. 
Revisado el recurso, se ha aportado copia de nuevo certificado de extranjería a nombre 
del abuelo, a los 31 años, sin legalizar, y no se presenta certificado negativo de ciuda-
danía, por lo que no puede determinarse fehacientemente que, en el momento del 
nacimiento del padre de la solicitante, en 1945, el abuelo paterno siguiera ostentando 
su nacionalidad española, y por lo tanto no queda acreditado que el padre de la promotora 
naciera originariamente español.

A la vista de la documentación aportada, se constata que el progenitor de la optante 
ostenta la nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del 
Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
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favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 13 de diciembre de 1903 en B., España, por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña T. O. C., nacida el 15 de junio de 1946 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 3 de mayo de 2011.

2. Con fecha 29 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
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opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 15 de junio de 1946 en 
S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 29 de mayo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
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de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don A. O. A., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se han 
aportado certificado literal español de nacimiento y certificado de partida de bautismo 
del abuelo paterno, don A. O. O., nacido en 1880 en V. (España), así como certificados 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el registro de 
extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1915, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
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individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
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de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 6 de mayo de 1880 en V., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña Y.-C. M. J., nacida el 14 de agosto de 1982 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 16 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 2 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se requirió a la 
solicitante documentos necesarios a su solicitud y los requerimiento no fueron atendidos 
en la fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados los 
hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos establecidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacio-
nalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 14 de agosto de 1982 
en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de octubre de 
2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal español de nacimiento del abuelo 
paterno, don J. M. V., nacido en 1905 en B. (España. En interés de completar su expediente 
de nacionalidad, en fecha 5 de octubre de 2018 se requirió a la solicitante que aportara 
documentos necesarios, en concreto certificado local de nacimiento de su progenitor y 
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certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del abuelo español, no atendiendo 
la solicitante a los requerimientos realizados. Revisado el recurso, se ha aportado 
certificado de nacimiento del progenitor de la interesada, don J.-Á. M. N., donde consta 
que es hijo de padre nacido en España, y copia de certificados negativos de Extranjería 
y Ciudadanía del abuelo paterno.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1942, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 10 de octubre de 1905 en B., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
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adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. I.-M. P. F., nacida el 19 de junio de 1966 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de abril de 2010.

2. Con fecha 31 de agosto de 2020, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que el abuelo paterno mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo y padre de la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que no comprende la denegación de su petición, ya que ha aportado todos los 
documentos que se le han ido requiriendo.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
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a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 19 de junio de 1966 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 31 de agosto de 2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. R.-J. 
P. M., nacido en Cuba en 1933, hijo del Sr. J.-V. P. C., nacido en P., España y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en S. el 13 de abril de 1902, hijo de 
ciudadanos naturales de la misma localidad y originariamente español. De este modo, 
la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. P. F., nacida el 18 de febrero de 1961 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de abril de 2010.

En la misma fecha de la solicitud, el registro civil consular mediante formulario, Anexo 
VI, firmado por la interesada, requirió diversa documentación, certificado de nacimiento 
de la interesada, literal y legalizado, documentos acreditativos de los motivos de su 
pretensión, por ejemplo, certificado de nacimiento de su progenitor y certificado de 
nacimiento de su abuelo español.

2. Con fecha 22 de mayo de 2018, la encargada del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no quedar 
acreditada la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que no comprende la denegación de su petición, que no ha recibido ningún 
requerimiento de documentación, aunque es posible que se le haya mandado puesto 
que cambió de domicilio en el año 2012 y no encontró forma de comunicarlo al Consulado.

Adjunta como nueva documentación; certificado de nacimiento propio, certificado de 
nacimiento de su progenitor, Sr. P. M., nacido en Cuba en 1933, hijo del Sr. P. C., nacido 
en P., literal de inscripción de nacimiento de éste en S. en 1902 y partida de bautismo.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 18 de febrero de 1961 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil consular se dictó auto el 22 de mayo de 2018, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
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individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
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de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. R.-J. 
P. M., nacido en Cuba en 1933, hijo del Sr. J.-V. P. C., nacido en P., España y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en S. el 13 de abril de 1902, hijo de 
ciudadanos naturales de la misma localidad y originariamente español. De este modo, 
la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-E. C. R., nacida el 10 de mayo de 1956 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 11 de noviembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 3 de diciembre de 2020, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
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establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y manifestando que su solicitud no la hizo por su madre, que es de 
origen cubano, sino como nieta de una ciudadana española de origen, la Sra. R.-J. D. 
S., nacida en España.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 10 de mayo de 1956 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 3 de diciembre de 2020, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
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Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
L.-H. R. D., nacida en Cuba en 1928, hija de la Sra. R.-J. D. S., nacida en C. y, también 
consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en S. el 1 de octubre de 1899, hija de 
ciudadanos de la misma provincia y originariamente española. De este modo, la interesada 
acredita que es nieta de abuela originariamente española, por lo que se cumple el 
requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 15 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña Y.-Y. F. C., nacida el 26 de julio de 1981 en S. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 3 de octubre de 2011 solicitud (Anexo I) a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitora es originariamente 
española.

Con fecha 30 de septiembre de 2019, se citó a la interesada para requerirle documen-
tación que faltaba para completar su expediente, en concreto, documento de inmigración 
y extranjería del abuelo español, actualizado y debidamente legalizado sobre su inscrip-
ción en el registro de ciudadanía. La interesada no aporta la documentación solicitada 
en los plazos establecidos.

2. Con fecha 6 de noviembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
ya que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en la solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña los documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
español en el que se hace constar que no figura que hubiera obtenido la nacionalidad 
cubana por naturalización y que figura inscrito en el Registro de Extranjeros, 
legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 26 de julio de 
1981 en S. (Cub a), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 



◄ 451 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de 
padre natural de España; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en los que consta 
su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra inscrito en el 
registro de ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno de la solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre de la interesada, por lo que el progenitor de la optante 
adquirió al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito 
esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, 
declarando el derecho de la interesada a la opción a la nacionalidad española de origen, 
conforme al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas 
a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña R.-Y. F. C., nacida el 1 de octubre de 1982 en S. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 4 de octubre de 2011 solicitud (Anexo I) a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitora es originariamente 
española.

Con fecha 30 de septiembre de 2019, se citó a la interesada para requerirle documen-
tación que faltaba para completar su expediente, en concreto, documento de inmigración 
y extranjería del abuelo español, actualizado y debidamente legalizado sobre su inscrip-
ción en el registro de ciudadanía. La interesada no aporta la documentación solicitada 
en los plazos establecidos.

2. Con fecha 6 de noviembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
ya que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en la solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña los documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
español en el que se hace constar que no figura que hubiera obtenido la nacionalidad 
cubana por naturalización y que figura inscrito en el Registro de Extranjeros, 
legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 1 de octubre de 
1982 en S. (Cub a), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de 
padre natural de España; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en los que consta 
su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra inscrito en el 
registro de ciudadanía cubana.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno de la solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre de la interesada, por lo que el progenitor de la optante 
adquirió al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito 
esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, 
declarando el derecho de la interesada a la opción a la nacionalidad española de origen, 
conforme al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas 
a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R.-E. A. L., nacido el 5 de abril de 1991 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de octubre de 2011.

2. Con fecha 1 de diciembre de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 ya que su abuelo paterno 
era originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido 5 de abril de 1991 en H. (Cuba), 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de diciembre de 2016, dene-
gando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre; certificación literal española de nacimiento 
del abuelo paterno y documento de inmigración y extranjería expedido por el Ministerio 
de Interior cubano en que se certifica la inscripción de la carta de adquisición de la 
nacionalidad cubana del citado abuelo el 15 de abril de 1937.
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Así, se constata que, si bien el abuelo paterno del interesado nació en P. (España) el 24 
de mayo de 1905, originariamente español, obtuvo la nacionalidad cubana en fecha 15 
de abril de 1937, por lo que su hijo, padre del optante, nace el 22 de octubre de 1941 
cuando su padre ostentaba la nacionalidad cubana. En consecuencia, no ha quedado 
establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/07 especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
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adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 24 de mayo de 1905 en P., por lo que se cumple el 
requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
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la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R.- E. A. L., nacido el 18 de diciembre de 1989 en Ciudad de La Habana (Cuba), 
de nacionalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
(Cuba) solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 24 
de octubre de 2011.

2. Con fecha 1 de diciembre de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 ya que su abuelo paterno 
era originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.



◄ 459 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido 18 de diciembre de 1989 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de diciembre de 2016, dene-
gando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre; certificación literal española de nacimiento 
del abuelo paterno y documento de inmigración y extranjería expedido por el Ministerio 
de Interior cubano en que se certifica la inscripción de la carta de adquisición de la 
nacionalidad cubana del citado abuelo el 15 de abril de 1937.

Así, se constata que, si bien el abuelo paterno del interesado nació en P., Oviedo (España) 
el 24 de mayo de 1905, originariamente español, obtuvo la nacionalidad cubana en 
fecha 15 de abril de 1937, por lo que su hijo, padre del optante, nace el 22 de octubre 
de 1941 cuando su padre ostentaba la nacionalidad cubana. En consecuencia, no ha 
quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/07 especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la Ley 
de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o de 
creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la nacio-
nalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 24 de mayo de 1905 en P., Oviedo, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 15 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña D.- H. R. D., nacida el 11 de enero de 1964 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) en solicitud de 
opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 6 de abril de 2011.

2. Con fecha 8 de noviembre de 2016, la encargada de dicho Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de enero de 1964 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 8 de noviembre de 2016, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal de inscripción consular de nacimiento 
español del padre de la interesada, don J.- M. R. V., nacido en C., Camagüey, Cuba, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud 
de lo establecido en el artículo 20.1.b) del CC (CC), en fecha 23 de marzo de 2007. 
Asimismo, se ha aportado certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, 
don José Rodríguez Mencía, nacido en 1894 en N., Asturias (España), así como certifi-
cados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del 
abuelo español, en el que no consta su inscripción en el registro de extranjeros ni consta 
en el registro de ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, 
por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. 
Revisado el recurso, se ha aportado copia del registro del abuelo paterno ante las 
autoridades cubanas competentes al momento de su entrada a Cuba, en 1920, donde 
se consigna su nacionalidad española.

A la vista de la documentación aportada, se constata que el progenitor de la optante 
ostenta la nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del 
CC (CC), por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
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hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
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regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 25 de septiembre de 1894 en N., Asturias, España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 15 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don F.- A. R. F., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 3 de 
enero de 1970 en V., Oriente (Cuba) y es hijo de doña F. F. A., ciudadana cubana.

2. Con fecha 31 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado esti-
mando que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieto de abuelo materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
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Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1970, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 31 de agosto de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante certificado cubano de nacimiento 
del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su madre, doña F. F. A.. Asimismo, 
se aportaron certificados españoles negativos de nacimiento y bautismo en M. y certi-
ficado negativo de partida de bautismo de S,, Asturias, a nombre del abuelo materno, 
don R. F. M., así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería, donde 
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no consta su inscripción de en el Registro de Extranjeros, y no consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. En interés de 
completar su expediente de nacionalidad, por el encargado del registro civil consular 
se requirió al solicitante que aportara documentos necesarios a su solicitud, en concreto 
certificado español de nacimiento o partida de bautismo del abuelo materno, requeri-
mientos que no fueron atendidos por el solicitante, por lo que no quedaron acreditados 
los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, no consta que se haya 
aportado certificado español de nacimiento o bautismo del abuelo del interesado, por 
lo que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad española de origen de la 
progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la progenitora 
del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E.- A. D. B., nacido el 14 de septiembre de 1960 en J., Oriente (Cuba), de nacio-
nalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 de septiembre 
de 2010.
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2. Con fecha 21 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se han 
atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General para 
que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 14 de septiembre de 1960 
en J., Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 21 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don E.- E. 
D. M., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se aportó cer-
tificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don D. D. M., nacido en 1899 
en B., Orense (España), así como certificado de la Dirección General de Inmigración y 
Extranjería, en el que consta inscrito en el Registro de Extranjeros, a los 28 años. En 
interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 19 de febrero 
de 2020 se citó al solicitante para requerirle que aportase documentación subsanada 
y legalizada del interesado y certificado de ciudadanía del abuelo paterno, no compa-
reciendo en la fecha señalada, por lo que no quedaron acreditados los requisitos 
establecidos en la Ley 52/2007. Revisado el recurso, se ha aportado el certificado de 
nacimiento del interesado, debidamente legalizado, y el documento de identidad sub-
sanado y no consta que se haya aportado el certificado del registro de ciudadanía del 
abuelo.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1930, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
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favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 29 de marzo de 1899 en B., Orense, Galicia, España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 15 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a 
quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción 
de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña S.- C. C. F., nacida el 22 de octubre de 1964 en C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 11 de abril de 2011.



◄ 473 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

2. Con fecha 28 de agosto 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor. Consta en el expediente que el 
padre de la interesada, natural de Cuba, optó por la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 11 de abril de 2011.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida el 22 de octubre de 1964 
en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 
11 de abril de 2011, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 2020, denegando 
lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso el padre de la optante ostenta la nacionalidad española de origen, 
pero adquirida de forma sobrevenida, esto es, una nacionalidad cuya adquisición se 
produce en un momento posterior al nacimiento, suponiendo esto que la condición de 
español de origen se ostenta y, en consecuencia, produce efectos desde su adquisición, 
por lo que la interesada no acredita uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En efecto, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento de la 
interesada y certificado literal español de nacimiento de su padre; certificación literal 
española de nacimiento del abuelo paterno; certificación negativa de nacimiento y de 
la inscripción de jura de la intención de renuncia a la nacionalidad española y opción 
por la cubana relativa citado abuelo expedida por el encargado del Registro de Estado 
Civil de Camagüey, que no permite acreditar sin ningún género de dudas que no se 
hubiera practicado tal inscripción en otro registro civil y certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los 
cuales no consta que realizara su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no pudo determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
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que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, podrán adquirir la nacionalidad española 
«los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida 
su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto 
en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre».

IX. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente, entre otros, el certificado 
local de nacimiento de la interesada y el certificado de nacimiento de su progenitor, 
inscrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana, con inscripción marginal 
de opción por la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 11 de abril de 2011.

De este modo, el interesado acredita que es hijo de progenitora a quien le fue reconocida 
la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, por lo que se cumple el requisito establecido en el apartado 1.b) de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña S. V. S., nacida el 1 de junio de 1974 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 17 de junio de 2011.

2. Con fecha 5 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Acompaña a su escrito 
de recurso del documento de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior en el 
que se certifica la inscripción de la ciudadanía cubana de su abuelo paterno en el 
Registro de Ciudadanía en diciembre de 1944, del que se presenta copia simple sin 
compulsar.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. El encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 1 de junio de 1974 en M. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
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2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 5 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación literal de la inscripción de 
nacimiento española del abuelo paterno; certificado de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en el que consta su 
inscripción en el registro de extranjeros y documento de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior en el que se certifica la inscripción de la ciudadanía cubana de 
su abuelo paterno en el Registro de Ciudadanía en diciembre de 1944, del que se 
presenta copia simple sin compulsar.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
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favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido en el 24 de enero de 1885 en G., Pontevedra (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª A. P. G., nacida el 15 de agosto de 1951 en F. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 7 de septiembre de 2010.

2. Con fecha 1 de septiembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
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y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, habida cuenta de que 
los documentos aportados presentan ciertas irregularidades que hacen presumir la 
falsedad documental por lo que no es posible acceder a lo solicitado, no quedando 
establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 ya que su abuelo materno era origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 15 de agosto de 1951 
en F. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de sep-
tiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de septiembre de 2015, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
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de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria, habida cuenta las irregularidades observadas 
por el encargado del Registro Civil Consular en los documentos administrativos cubanos 
que supuestamente acreditaban el mantenimiento de la condición de extranjero, como 
ciudadano español, de don H. J. P. V. al nacimiento de su hijo y padre de la solicitante. 
Así, el certificado expedido por el encargado del Registro de Estado Civil de Guáimaro 
en que se hace constar la inscripción en el citado registro de la adquisición de la ciuda-
danía cubana del citado abuelo el 1 de julio de 1921, tiene un contenido inverosímil, 
toda vez que indica que dicha adquisición se produjo en virtud de un artículo, el 13 b), 
que regulaba la adquisición de la ciudadanía cubana por naturalización de una norma 
todavía no vigente en dicha fecha, en concreto la Constitución de la República de Cuba 
de 1940, tal como ha constatado el Registro Civil Consular de España en La Habana, 
lo que hace dudar de la veracidad de la documentación aportada y no permite determinar 
que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 



◄ 483 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 2 de febrero de 1870 en V., (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. G. H., nacido el 20 de enero de 1967 en L. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 18 de febrero de 2011.

Con fecha 19 de agosto de 2020, se citó al interesado con objeto de requerirle para 
que aportara la documentación que faltaba para completar su expediente, en concreto, 
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certificado de inscripción en el Registro de Ciudadanía relativo a don A. G., abuelo 
paterno del optante, sin que el interesado compareciese la fecha indicada.

2. Con fecha 10 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, sin acompañar la 
documentación que le había sido requerida.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. El encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 20 de enero de 1967 en La 
Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 10 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, constan en el expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, hijo de A. G., natural de Canarias y de M. G. R.,g nacida 
en Cuba; certificación de la partida de bautismo española del abuelo paterno, nacido 
el 8 de noviembre de 1885 en L., Canarias, hijo de J. G., sin datos de filiación paterna; 
certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
relativo a la inscripción del citado abuelo en el Registro de Extranjeros con n º ….. y, 
requerido al efecto el interesado, no aportó el certificado de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano sobre la inscripción del citado abuelo en 
el Registro de Ciudadanía.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
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sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
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y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido en 8 de noviembre de 1885 en L., Canarias (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L. C. P., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 9 de octubre de 1973 en Cuba, hija de P. C. R. e I. P. A., ambos nacidos en Cuba 
en 1942 y 1941, respectivamente, certificado local de nacimiento de la promotora y 
carné de identidad cubano, certificado local de nacimiento de la madre de la promotora, 
hija de R. P. P., nacido en España, inscripción literal de nacimiento española de R., sin 
apellidos, nacido en C. (La Coruña) el 19 de febrero de 1905, hijo de padres desconocidos, 
partida de bautismo española de R., nacido el 17 de febrero de 1905 en C. (La Coruña), 
hijo natural de A. P. P. y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
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y extranjería en el año 2018, relativos a que el precitado no constaba inscrito en el 
Registro de Ciudadanía y sí en el de Extranjeros a la edad de 29 años.

2. Con fecha 30 de noviembre de 2020, el encargado del registro civil dicta auto dene-
gando lo solicitado por la Sra. C. P., ya que no queda acreditado que cumpliera los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente la nacionalidad española de su progenitora, ya que no puede establecerse 
fehacientemente la filiación española de la interesada a la vista de la documentación 
aportada al expediente.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que después de haber entregado toda la documentación solicitada 
y no haber sido advertido de irregularidad alguna en ella, no comprende que se diga 
que no ha probado suficientemente su derecho a la nacionalidad española, por último 
alega lo que estima conveniente para justificar los datos contradictorios apreciados en 
la documentación.

Adjunta como nueva documentación; certificado de bautismo de su bisabuela materna, 
A. P., nacida en C. (La Coruña) en, con marginal de matrimonio en 1908 en Buenos Aires 
con S. G. O.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1973, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 30 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado debidamente la nacionalidad originariamente española de su proge-
nitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificado local cubano de nacimiento de la 
interesada, certificado local de nacimiento cubano de su madre, Sra. P. A., en la que se 
hace constar que es hija de R. P. P. natural de España y nieta por línea paterna de S. y 
A., sin embargo, se aporta certificado de nacimiento español del presunto abuelo materno, 
inscrito en C. (La Coruña) el 20 de febrero de 1905, habiendo nacido a las 24 horas del 
día anterior, pero en el que sólo consta con su nombre R., sin filiación materna ni paterna, 
haciéndose constar que es de padres desconocidos, además también consta certificado 
de bautismo en la Parroquia ….. (C., La Coruña), de R., hijo natural de A. P. P., sin filiación 
paterna, nacido el 17 de febrero y bautizado el día siguiente, esta divergencia de datos 
supone que no puede establecerse sin lugar a duda la relación de la madre de la pro-
motora con ciudadano nacido en España y originariamente español y por tanto tampoco 
su nacionalidad española de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que 
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se cumplan los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª B. M. P. R., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 19 
de junio de 1952 en J. (Cuba) y es hija de D.ª G. R. G., ciudadana cubana y española de 
origen.

2. Con fecha 21 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no ha atendido los requerimientos realizados y no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado 
establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y adjuntando el certificado de inscripción de 
nacimiento español de la madre de la solicitante con nota marginal de recuperación de 
nacionalidad española con efectos en fecha 19 de febrero de 2014.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
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resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a luz de la documentación que 
obra en el expediente, que acreditaría la condición de española de origen de la progenitora 
de la solicitante, no se ratifica la resolución adoptada en fecha 21 de enero de 2021 al 
cumplir, en principio, la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1952 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 21 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, la solicitante aportó, entre otros, certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su progenitora, D.ª G. R. G., nacida en J. (Cuba) en 1932, donde 
consta que es hija de padre nacido en O., España. Asimismo, se aportaron certificado 
literal español de nacimiento de su abuelo materno, don J. R. B., nacido en 1896 en L., 
España y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su 
inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 24 de 
febrero de 2020 se requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante, en 
concreto, certificados de Inmigración y Extranjería o cualquier otra documentación que 
acreditase la nacionalidad de su abuelo materno en el momento del nacimiento de su 
progenitora. Dicho requerimiento no fue atendido por la solicitante, por lo que no quedó 
acreditado que la progenitora de la interesada fuese originariamente española, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

Revisado el recurso y de nuevo el expediente, consta que se ha aportado por la interesada 
el certificado de inscripción de nacimiento español de la madre de la solicitante, con 
nota marginal de recuperación de nacionalidad española en fecha 19 de febrero de 
2014, donde consta que es hija de don J. R. B., ciudadano nacido en España en 1896 
y de nacionalidad española, por lo que la progenitora de la solicitante nació originaria-
mente española.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostenta la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don D. G. A., nacido el 24 de noviembre de 1971 en L. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 2 de octubre de 2009.

2. Con fecha 28 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 24 de noviembre de 1971 
en L. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 2020, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento del interesado y el certificado literal cubano de nacimiento de su 
madre, D.ª M.-F. A. D., donde consta que es hija de padres naturales de Canarias. 
Asimismo, se aporta certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, don 
M. A. N., nacido en 1871 en T., Canarias, España, así como certificados de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en 
los cuales no consta inscrito en el Registro de extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, en 1930, 
el abuelo materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora del interesado sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.
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V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
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«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 1871 en T., Islas Canarias, España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 16 de abril de 2024 (15.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª B.-M. P. M., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 14 
de agosto de 1955 en P., (Cuba) y es hija de don V.-M. P. D., ciudadano cubano y español 
de origen.

2. Con fecha 30 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieta de abuelo 
paterno español de origen, aportando certificado de entrada al país del abuelo de la 
interesada.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a luz de nueva documentación, 
que acreditaría la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, no se 
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ratifica la resolución adoptada en fecha 30 de mayo de 2019 al cumplir, en principio, 
la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 30 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitor, don V.-M. P. D., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, 
se aportaron certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don C. P. M., 
nacido el 16 de junio de 1888 en V., Cantabria (España), así como certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el registro de 
extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que 
no quedaron acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007.

Revisado el recurso, se aporta certificado del Archivo Histórico Provincial de Santiago 
de Cuba, debidamente legalizado, de la entrada al país del abuelo paterno en 1911, 
que junto a la documentación que obra en el expediente acreditaría que el citado abuelo 
continuaba ostentando su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento 
de su hijo, padre de la recurrente y por tanto quedaría establecida la condición de 
español de origen del progenitor de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (16.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don F. D. A., nacido el 13 de septiembre de 1960 en N., (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de octubre de 2011.

2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 13 de septiembre de 1960 
en N., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 



◄ 502 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
F.-J. D. A., donde consta que es hijo de padres naturales de Islas Canarias. Asimismo, 
se aportan certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don J.-A. D. M., 
nacido en 1900 en G., Canarias (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en los que no consta la 
inscripción en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1938, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
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que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
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octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 10 de mayo de 1900 en G, Islas Canarias, (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (17.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. A. G., nacido el 15 de marzo de 1953 en R., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 3 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 30 de junio de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
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opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuela 
paterna originariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 15 de marzo de 1953 en R., 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 30 de junio de 2021, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.
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IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
M. A. H., donde consta que es hijo de madre natural de Canarias. Asimismo, se aportan 
certificado literal español de nacimiento de la abuela paterna, D.ª S. C. H. C., nacida en 
1895 en F., Canarias (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano de la abuela española, en los cuales no 
consta la inscripción en el registro de extranjeros, ni consta que haya obtenido la ciu-
dadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1924, la 
abuela paterna del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).
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VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».
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IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 3 de septiembre de 1895 en F., (Canarias), España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de abril de 2024 (19.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E. L. S., nacido el 26 de junio de 1966 en M., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 18 de agosto de 2009.

2. Con fecha 4 de junio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han quedado 
fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo 
con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo materno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 26 de junio de 1966 en M., 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de junio de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento del interesado y el certificado literal cubano de nacimiento de su 
madre, D.ª T.-F. S. M., donde consta que es hija de padre natural de V., Canarias. Asimismo, 
se aporta certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, don L. S. C., 
nacido en 1907 en V., Canarias, (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los 
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cuales no consta inscrito en el Registro de extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, en 1943, 
el abuelo materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora del interesado sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 9 de diciembre de 1907 en V., Islas Canarias, (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 16 de abril de 2024 (20.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don D.-R. M. C., nacido el 12 de mayo de 1960 en T., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 20 de abril de 2010.

2. Con fecha 2 de octubre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no se han 
atendido por el solicitante los requerimientos realizados por el Consulado General para 
que aportara la documentación faltante y no han quedado fehacientemente probados 
los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 12 de mayo de 1960 en T., 
(Cuba), virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de octubre de 2020, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente, entre otros, el certificado de naci-
miento del interesado y el certificado cubano de nacimiento del progenitor, don O.-V. D. 
A., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias. Asimismo, se aportó certificado 
de partida de bautismo del abuelo paterno, don R. M. G., nacido en 1894 en O., Canarias 
(España) así como certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano a nombre del abuelo español, en el que no consta que haya realizado 
su inscripción en el registro de extranjeros. En interés de completar su expediente de 
solicitud de nacionalidad, en fecha 16 de noviembre de 2018 se requirió al solicitante 
para que aportase certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo paterno debida-
mente legalizados, no atendiendo los requerimientos realizados en la fecha señalada, 
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por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. 
Revisado el recurso, no se ha aportado dicha documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1925, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 23 de enero de 1894 en O., Islas Canarias, (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 16 de abril de 2024 (21.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
hija de la interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª D.-R. D. S., nacida el 30 de agosto de 1939 en H., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 9 de agosto de 2010.

2. Con fecha 13 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la resolución, D.ª P.-C. P. D., hija de la interesada, interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, 
informando que su madre falleció el 27 de junio de 2016 en Cuba, de acuerdo con el 
certificado cubano de defunción que se aporta y solicitando la revisión del expediente 
de su madre y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 30 de agosto de 1939 
en H., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 13 de febrero de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. En primer lugar, se constata que el escrito de recurso se encuentra interpuesto por 
la hija de la interesada, dado que esta última falleció el 27 de junio de 2016 en Cuba, 
de acuerdo con el certificado cubano de defunción que se aporta, quien ostenta interés 
legítimo en el resultado del expediente, por lo que en virtud de lo establecido en el art.º 
358 del Reglamento del Registro Civil, en relación con el art.º 348 del mismo, se encuentra 
legitimada para su interposición.

La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don L.-L. D. G., donde consta que es hijo de padre nacido en S., Canarias. Asimismo, se 
han aportado certificado literal español de nacimiento y certificado de partida de bautismo 
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del abuelo paterno, don J. D. M., nacido en 1878 en G., Canarias (España), así como 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros y consta su inscripción en el registro de ciudadanía, constando 
certificado literal de la carta de ciudadanía del abuelo en 1921, donde se indica que 
reside en Cuba con anterioridad a 1899 y que no está inscrito en el Registro General 
de Españoles según lo establecido en el Artículo IX del Tratado de París, por lo que a 
falta de esta inscripción, se considera que renunció a la nacionalidad española, adoptando 
la cubana.

Por lo tanto, en el momento de nacer su hijo, en fecha 13 de enero de 1911, el abuelo 
paterno no ostentaba la nacionalidad española por lo que no queda acreditado que el 
padre de la solicitante ostente la nacionalidad española de forma originaria, no cum-
pliéndose uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).
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VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».
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IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 15 de octubre de 1878 en G., Islas Canarias, (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 16 de abril de 2024 (22.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don C.-O. P. A., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 27 
de septiembre de 1951 en P., (Cuba) y es hijo de don S.-A. P. D., ciudadano cubano.

2. Con fecha 30 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
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su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en 
virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como nieto de abuelo 
paterno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que 
el recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, se acreditaría 
la condición de español de origen del progenitor del solicitante, por lo que no se ratifica 
la resolución adoptada en fecha 30 de abril de 2019, al cumplir, en principio, el promotor 
con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1951 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 30 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron certificado cubano de nacimiento 
del interesado y certificado cubano de nacimiento de su progenitor, don S.-A. P. D., donde 
consta que es hijo de padre natural de P., Canarias. Asimismo, se aportan certificado 
literal español de nacimiento del abuelo paterno, don P. P. G., nacido en 1881 en P., 
Canarias, (España), así como documentos de la Dirección de identificación, Inmigración 
y Extranjería del abuelo paterno, en los que se certifica que no consta inscrito en el 
Registro de Extranjeros, y no consta en el Registro de Ciudadanía que obtuviera la ciu-
dadanía cubana por naturalización, por lo que no quedaron acreditados los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

Revisado el recurso, se aportan certificaciones debidamente legalizadas, de la entrada 
al país en 1898 del ciudadano español, P. P. G., abuelo del recurrente, procedente de 
Santa Cruz de Tenerife, y de su inscripción con el n.º. .. en el Registro General de Españoles 
habilitado en virtud del arto IX del Tratado de París. Dichos documentos, combinados 
con el certificado negativo de ciudadanía que obra en el expediente, acreditarían que 
el citado abuelo seguía ostentando su nacionalidad española al momento del nacimiento 
de su hijo, padre del recurrente, en 1911, y por tanto queda establecida la condición 
de español de origen del progenitor del solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre del interesado ostenta la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 17 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. S. P. G., nacida el 5 de agosto de 1963 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 13 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

Posteriormente, la interesada fue citada para comparecer en el registro civil consular 
con fecha 10 de enero de 2020, para requerirle nueva documentación, sin que conste 
su asistencia ni que se aportara la documentación.

2. Con fecha 15 de octubre de 2020, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber cumplido 
el requerimiento de documentación efectuado con fecha 10 de enero de 2020.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y manifestando que no recibió el correo con la citación y que, no 
obstante, no habría podido presentar la documentación por la enfermedad de su pro-
genitora que necesitaba de sus cuidados, pero la presenta con el recurso.

Adjunta como nueva documentación, certificado de nacimiento de su progenitora, Sra. 
N. G. N., nacida en Cuba en 1936, hija del Sr. B. G. G., nacido en España.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de agosto de 1963 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 15 de octubre de 2020, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
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supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitora, Sra. 
N. G. N., nacida en Cuba en 1936, hija del Sr. B. G. G., nacido en España y, también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en T. el 17 de abril de 1894, hijo de 
ciudadanos de la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, la inte-
resada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por lo que se cumple 
el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 17 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L. C. A. G., nacida el 12 de febrero de 1985 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 7 de noviembre de 2011. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 31 de agosto de 2020, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor, nacido en 1951, puesto que el abuelo 
paterno había obtenido carta de ciudadanía en 1944, con lo que perdió su nacionalidad 
española originaria de acuerdo con lo establecido en el Código Civil.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que ha presentado documento cubano 
relativo a que su abuelo no consta inscrito en ningún registro cubano.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 12 de febrero de 1985 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 31 de agosto de 2020, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).
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VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».
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VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. C. 
M. A. B., nacido en Cuba en 1951, hijo del Sr. R. A. S., nacido en O., España y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en R. el 27 de septiembre de 1886, 
hijo de ciudadanos de la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, 
la interesada acredita que es nieta de abuelo originariamente español, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 17 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Y. G. R., nacido el 11 de mayo de 1976 en B. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 16 de mayo de 2011.

2. Con fecha 18 de diciembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido 11 de mayo de 1976 en B. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de diciembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre, E. R. G. G., nacido el 12 de febrero de 1928 
en W., hijo de A. M. G. M., natural de España, y de C. R. M., nacida en Cuba; certificación 
literal española de nacimiento del abuelo paterno y certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los que 
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no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido 8 de febrero de 1894 en I. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 17 de abril de 2024
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 17 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don V. A. M. V., nacido el 3 de febrero de 1969 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 6 de julio de 2011.

2. Con fecha 4 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuela 
materna originariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
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el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 3 de febrero de 1969 en G. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su madre, R. D. V. H., nacida el 26 de noviembre de 
1945, hija de P. V. y de P. H. R., naturales de España; certificación literal española de 
nacimiento de la abuela materna; certificado cubano de defunción de la citada abuela, 
en el que consta que su estado civil al momento del fallecimiento era de soltera y cer-
tificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
de la abuela materna en los que consta en los cuales no consta que haya realizado su 
inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, la abuela 
materna del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que la progenitora del promotor sea originariamente española, 
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requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuela materna 
originariamente española, nacida 1 de febrero de 1905 en L. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 17 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don V. E. P. M., nacido el 16 de febrero de 1940 en P. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 9 de noviembre de 2011 solicitud (Anexo I) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente 
español.

2. Con fecha 30 de mayo de 2019 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña certificado de la Dirección General del Archivo Histórico 
Provincial de Santiago de Cuba de entrada país en 1911 del ciudadano español, C. P. 
M., debidamente legalizado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 16 de febrero de 
1940 en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de noviembre de 
2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 



◄ 540 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de padre 
natural de España; certificado español de nacimiento del abuelo paterno; certificado 
de la Dirección General del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba de entrada 
país en 1911 del ciudadano español, C. P. M., abuelo del optante y documento de 
inmigración y extranjería de éste en el que consta que no obtuvo la ciudadanía cubana 
por naturalización.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre del interesado, por lo que el progenitor de la optante adquirió 
al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho del interesado a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don A.-V. B. Q., nacido el 6 de marzo de 1953 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 5 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 6 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuelo 
materno originariamente español. Acompaña a su escrito de recurso del documento de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior en el que se certifica la inscripción 
de la ciudadanía cubana de su abuelo materno en el Registro de Ciudadanía el 24 de 
abril de 1958, que se presenta sin la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 6 de marzo de 1953 en C. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de mayo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su madre; certificación de la partida de bautismo española 
de nacimiento del abuelo materno; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización y documento de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior en el que se certifica la inscripción de la ciudadanía cubana de su abuelo materno 
en el Registro de Ciudadanía el 24 de abril de 1958, que se presenta sin la debida 
legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, el abuelo 
materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que la progenitora del promotor sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
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a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
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la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 19 de noviembre de 1898 en A. (España), por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. Z. F., nacido el 9 de febrero de 1948 en H. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 9 de noviembre de 2011 solicitud (Anexo I) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente 
español.
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2. Con fecha 20 de enero de 2021 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña certificado de inscripción en el Registro Matrícula del 
Consulado General de España en La Habana del abuelo español del solicitante, S. Z. V., 
expedido el 24 de marzo de 1947.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 9 de febrero de 
1948 en H. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de padre 
natural de España; certificado español de nacimiento del abuelo paterno; documentos 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del interior cubano en que se hace constar 
la inscripción de su abuelo materno en el Registro de Extranjeros con n º 204301 y que 
no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización y certificado de inscripción en el 
Registro Matrícula del Consulado General de España en La Habana del abuelo español 
del solicitante, S. Z. V., expedido el 24 de marzo de 1947, por lo que se estima probado 
que el citado abuelo mantenía su nacionalidad española en la fecha de nacimiento de 
su hijo y padre del interesado, hecho que se produce el 31 de julio de 1928.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre del interesado, por lo que el progenitor de la optante adquirió 
al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
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interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho del interesado a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R.-M. G. S., nacido el 21 de abril de 1977 en H. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 16 de abril de 2010 solicitud (Anexo I) a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente español.

Con fecha 4 de junio de 2019, se citó al interesado para requerirle documentación que 
faltaba para completar su expediente, en concreto, documento de inmigración y extranjería 
del abuelo español, actualizado y debidamente legalizado sobre su inscripción en el 
registro de ciudadanía. El interesado no aporta la documentación solicitada en los plazos 
establecidos.

2. Con fecha 4 de noviembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña el documento de inmigración y extranjería del abuelo 
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español en el que se hace constar que obtuvo la nacionalidad cubana por naturalización 
que fue inscrita en el Registro de Ciudadanía en fecha 24 de abril de 1946.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 21 de abril de 1977 
en H. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de noviembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de padre 
natural de España; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y documento 
de inmigración y extranjería del abuelo español en el que se hace constar que obtuvo 
la nacionalidad cubana por naturalización que fue inscrita en el Registro de Ciudadanía 
en fecha 24 de abril de 1946. En consecuencia, el padre del interesado, nacido el 11 
de noviembre de 1929 en A. (Cuba), es hijo de ciudadano nacido en España en 1902 
y de nacionalidad española, por lo que según el artículo 17 del Código Civil en su 
redacción originaria, vigente en aquel momento, son españoles «Los hijos de padre o 
madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España», por tanto, el progenitor del 
solicitante nació originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre del interesado, por lo que el progenitor del optante adquirió 
al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho del interesado a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 22 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª Z.-C. B. Q., nacida el 24 de marzo de 1950 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 6 de octubre de 2011.

2. Con fecha 22 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 24 de marzo de 1950 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 22 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su madre; certificación de la partida de bautismo 
española del abuelo materno y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que la progenitora de la promotora sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
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del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
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supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 19 de noviembre de 1898 en A. (España), por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don A. R. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 11 de 
marzo de 1945 en B. (Cuba) y es hijo de don J. R. R., ciudadano español de origen, 
nacido en España.

2. Con fecha 19 de noviembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado 
estimando que el peticionario no ha atendido los requerimientos realizados y no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado 
establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como hijo de ciudadano español de origen, nacido en España.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1945, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
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declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 19 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante solamente, hoja declaratoria de 
datos y documento de identidad cubano del interesado presentados por D.ª A.-J. M. B., 
en nombre del solicitante, sin acreditar debidamente la representación pretendida. En 
interés de que el solicitante firmase el Anexo I y la Hoja Declaratoria de Datos, el mismo 
fue citado para el 15 de marzo de 2019, con el objetivo además de requerirle la docu-
mentación faltante. Al no haber aportado el interesado la documentación requerida en 
la fecha señalada no quedó acreditado que el mismo cumpliese con los requisitos exigidos 
por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, se han aportado copias de los certificados 
cubanos de nacimiento del interesado, donde consta que es hijo de padre nacido en 
C., España, y certificado español de partida de bautismo y certificado negativo de 
nacimiento del progenitor, don J. R. R., nacido en 1897 en A., España, por lo que se 
constata que el interesado es hijo de español nacido en España. No obstante, al no 
haberse presentado la documentación en formato original y tratarse de copias no 
compulsadas por el Consulado, no queda acreditado documentalmente el derecho 
pretendido.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª B. F. P., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 11 
de diciembre de 1955 en M. (Cuba) y es hija de D.ª C. P. L., ciudadana cubana.

2. Con fecha 2 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
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española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieta de abuelo materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 2 de febrero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, el certificado cubano de nacimiento 
de la interesada, hija de D.ª C. P. L., así como el certificado español de nacimiento de 
don V. P. L., presunto abuelo materno de la interesada, nacido el 10 de noviembre de 
1893 en S., España, y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo español, en los cuales no consta su 
inscripción en el registro de extranjeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en 
fecha 29 de enero de 2019, por el encargado del registro civil consular se requirió a la 
solicitante que aportara documentos necesarios a su solicitud, en concreto el certificado 
español de nacimiento de su madre y certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo, 
no atendiendo, la solicitante, a los requerimientos realizados, por lo que no quedaron 
acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el recurso, no consta 
que se haya aportado el certificado cubano de nacimiento de la madre de la interesada, 
por lo que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad española de origen de 
la progenitora de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 22 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B. R. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 23 
de noviembre de 1965 en C. (Cuba) y es hija de doña P.-M. S. D., ciudadana cubana y 
española de origen.

2. Con fecha 2 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española 
como nieta de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, se acreditaría 
la condición de español de origen de la progenitora de la solicitante, por lo que no se 
ratifica la resolución adoptada en fecha 2 de febrero de 2021 al cumplir, en principio, 
la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 2 de febrero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.
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En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitora, Doña P.-M. S. D., donde consta que es hija de padre natural de España. 
Asimismo, se aportó el certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, 
don M. S. P., nacido el 29 de julio de 1875 en B. (España), así como certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano a nombre del 
abuelo español, en los cuales consta en el registro de ciudadanía, la inscripción en fecha 
29 de enero de 1949 de la Carta de Ciudadanía a nombre de M. S. P. En consecuencia, 
quedaría acreditado que el abuelo materno de la recurrente continuaba ostentando su 
nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de su hija, madre de la 
interesada, en 1925, y por tanto queda establecida la condición de española de origen 
de la progenitora de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la madre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto 
apelado

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 22 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B. V. R., nacida el 7 de enero de 1976 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 13 de octubre de 2009.
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2. Con fecha 28 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se requirió a la 
solicitante documentos necesarios a su solicitud y los requerimiento no fueron atendidos 
en la fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados los 
hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos establecidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacio-
nalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 7 de enero de 1976 en 
M. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento de la interesada y el certificado local de nacimiento de su pro-
genitor, don L.-F. V. S., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, 
se aportan el certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don J. V. G., 
nacido en 1900 en T. (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano, a nombre de J. V., donde consta la inscripción 
de este en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 12 
de marzo de 2020 se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios, en 
concreto certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo español, debidamente 
legalizados, con los dos apellidos del abuelo, no atendiendo la solicitante a los reque-
rimientos realizados en la fecha señalada, por lo que no quedaron acreditados los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007. Revisado el recurso, no se han aportado los 
certificados requeridos con los dos apellidos del abuelo paterno.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1931, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
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favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 3 de diciembre de 1900 en T., España, por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 23 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don B.-C. C. R., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 3 de 
febrero de 1968 en P. (Cuba) y es hijo de Doña E. R. D., ciudadana cubana.

2. Con fecha 19 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
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que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
el recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, a la luz de 
la nueva documentación presentada se acreditaría la condición de español de origen 
de la progenitora del solicitante, por lo que no se ratifica la resolución adoptada en fecha 
19 de enero de 2021 al cumplir, en principio, el promotor con los requisitos exigidos en 
la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1968 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de sep-
tiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 19 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron, entre otros, certificado cubano de 
nacimiento del interesado y certificado cubano de nacimiento de su madre, D.ª E. R. D., 
nacida en 1950 en V. (Cuba), donde consta que es hija de padre natural de C. Asimismo, 
se aportaron certificado literal español de nacimiento del abuelo materno don D. R. V., 
nacido el 4 de agosto de 1901 en R., España, así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en los que consta la inscripción 
del abuelo español en el Registro de Extranjeros, que no está debidamente legalizado, 
y no consta en el Registro de Ciudadanía que obtuviera la ciudadanía cubana por 
naturalización. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 29 de 
enero de 2020, por el encargado del registro civil consular se requirió al solicitante para 
que aportase el certificado de Extranjería del abuelo debidamente legalizado por el 
MINREX, requerimientos que no fueron atendidos en la fecha señalada, por lo que no 
quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007.

Revisado el recurso y de nuevo el expediente, se ha aportado nuevo certificado de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería, debidamente legalizado por el MINREX, en el que 
consta en el Registro de Extranjeros con el número 195267, la inscripción formalizada 
en S. del ciudadano español D. R. V., con 24 años, que junto al certificado negativo de 
ciudadanía que consta en el expediente, acreditarían que el citado abuelo materno 
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continuaba ostentando su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento 
de su hija, madre del recurrente, y por tanto queda establecida la condición de española 
de origen de la progenitora del solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la madre del interesado ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto 
apelado.

Madrid, 23 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 23 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C. P. R., nacida el 14 de septiembre de 1952 en C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 14 de abril de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 14 de septiembre de 
1952 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don I.-S. P.  E., donde consta que es hijo de padres naturales de C. Asimismo, se han 
aportado certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don I. P. D., nacido 
en 1884 en O. (España), así como certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
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del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en el que no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1922, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presentel o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 30 de julio de 1884 en O., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 23 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña N.-M. C. P., nacida el 24 de febrero de 1959 en C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en Miami solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 7 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 14 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), competente para resolver sobre solicitud formulada, dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, no quedando establecido que en la solicitante concurran los 
requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
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el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 24 de febrero de 1959 
en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 14 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, J. C. H., hijo de J.-E. C. G., natural de T. 
(España) y de J. H. M., nacida en Martí; certificación de la partida de bautismo española 
del abuelo paterno, J.-E. C. G., nacido en C., Tenerife, el 27 de mayo de 1879; certificado 
local de defunción del citado abuelo, en el que consta que su estado civil era soltero; 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
por los que se hace constar que el citado abuelo no se inscribió en el registro de 
extranjeros ni obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización y certificado de la inscrip-
ción de jura de intención de renuncia a la nacionalidad española y opción por la cubana 
en el Registro de Estado Civil de Cárdenas, referida a J.-E. C. G., nacido el 25 de mayo 
de 1882, casado con J. D. A., de cuyos datos se deduce que está referido a persona 
distinta del abuelo paterno de la optante.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 27 de mayo de 1879 en C. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
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por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a 
quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción 
de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña N.-Q. M. Y., nacida el 4 de junio de 1948 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 22 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 18 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. El encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución junto con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 4 de junio de 1948 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su madre; certificación literal de la inscripción de 
nacimiento española del abuelo materno; certificado de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en el que consta su 
inscripción en el registro de extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana por 
naturalización, que se presentan sin la debida legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que la progenitora de la promotora sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
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Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presentel o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.
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Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 23 de mayo de 1889 en R. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-L. C. R., nacida el 12 de octubre de 1960 en P. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de 
lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 
8 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos legalmente exigidos, especialmente en lo que se a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
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de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en H. (Cuba), como española de origen, a la nacida el 12 de octubre de 1960 
en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio que ofrece dudas sobre su 
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autenticidad. Sin prejuzgar el contenido del Derecho de C. sobre las formas o títulos de 
determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española que 
la interesada pretende ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil español están condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento de la interesada en el registro civil local, la cual, en cuanto 
a su eficacia registral en España está condicionada al principio de equivalencia de 
garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 23 
LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado local 
de nacimiento de la optante, M.-V. C. R., hija de R. C. O. y de R. R. Á.; certificado de la 
partida de bautismo de su padre, R. C. O., hijo de E. C. C. y de I. M. O., nieto por línea 
paterna de J. y J. y certificado local de nacimiento del citado padre acompañado del 
certificado de nota marginal de subsanación de error en el mismo donde se hace constar 
que por resolución del encargado del Registro de Estado Civil de Placetas se subsanó 
el primer apellido del inscrito y de su padre, debiendo constar C. y como segundo apellido 
de su padre C., nieto por línea paterna de J., y el nombre de su padre « E.-C. » y lo que 
se consignó por error, subsanación que fue practicada en 2019, con posterioridad a la 
solicitud de opción a la nacionalidad española de la interesada, adecuados a los datos 
que aparecen consignados en el certificado de nacimiento español del presunto abuelo, 
E.-S. C. C., nacido el 20 de enero de 1906 en s., hijo de J. C. C., sin datos de filiación 
paterna, sin que medie sentencia que acredite la subsanación practicada, que debe 
realizarse acudiendo a la vía judicial, al ser un error sustancial que afecta a la filiación, 
dato esencial del que la inscripción de nacimiento hace fe, y no una simple mención de 
identidad (cfr. art. 85, I, RRC). De este modo, las discrepancias entre la documentación 
aportada no permiten acreditar la filiación española de del padre de la solicitante.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña G. -M. G. C., nacida el 18 de diciembre de 1969 en S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de 
lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 
8 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos legalmente exigidos, especialmente en lo que se a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil (CC), artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC), artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 
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24 de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 
de noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 
de marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 18 de diciembre 
de 1969 en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 26 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio que ofrece dudas sobre su 



◄ 585 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

autenticidad. Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos 
de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española 
que la interesada pretende ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español están condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta 
de la certificación de nacimiento de la interesada en el registro civil local, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de equivalencia 
de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 
23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado 
local de nacimiento de la optante, I.- M. G. C., hija de O. -R. G. C. y de M.- L. C. O.; certificado 
local de nacimiento de su madre, M.- L. C. O., hija de E. C. C. y de I.- M. O. C., nieta por 
línea paterna de J. y J. y certificado local de nacimiento de la citada madre acompañado 
del certificado de nota marginal de subsanación de error en el mismo donde se hace 
constar que por resolución del encargado del Registro de Estado Civil de Placetas se 
subsanó el primer apellido de la inscrita y de su padre, debiendo constar C. y como 
segundo apellido de su padre C., nieta por línea paterna de J., y el nombre de su padre 
«E.-C.» y no lo que se consignó por error, subsanación que fue practicada en 2019, con 
posterioridad a la solicitud de opción a la nacionalidad española de la interesada, 
adecuados a los datos que aparecen consignados en el certificado de nacimiento español 
del presunto abuelo, E. -S. C. C., nacido el 20 de enero de 1906 en P., hijo de J. C. C., 
sin datos de filiación paterna, sin que medie sentencia que acredite la subsanación 
practicada, que debe realizarse acudiendo a la vía judicial, al ser un error sustancial 
que afecta a la filiación, dato esencial del que la inscripción de nacimiento hace fe, y 
no una simple mención de identidad (cfr. art. 85, I, RRC). De este modo, las discrepancias 
entre la documentación aportada no permiten acreditar la filiación española de la madre 
de la solicitante.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la filiación española 
de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por 
el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. T. S., nacido el 30 de enero de 1968 en Y. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 20 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 21 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuelo 
paterno originariamente español. Acompaña a su escrito de recurso el certificado expedido 
por el encargado del Registro de Estado Civil de Sancti Spiritus de inscripción de la jura 
de intención de renuncia a la nacionalidad española y opción por la cubana de su abuelo 
paterno en 1959, que se presenta sin la debida legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
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68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 30 de enero de 1968 en Y. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 21 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre; certificación de la partida de bautismo española 
de nacimiento del abuelo paterno; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización y certificación de la inscripción de jura de intención de renuncia 
a la nacionalidad española y opción por la cubana en 1959 expedida por el encargado 
del Registro de Estado Civil de Santi Spiritus referida al citado abuelo, que se presenta 
sin la debida legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
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políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
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de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 9 de septiembre de 1891 en H., La Gomera, Canarias 
(España), por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
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de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R.- V. L. A., nacido el 30 de agosto de 1946 en R., Las Villas (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 7 de junio de 2011.

2. Con fecha 5 de noviembre de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido 30 de agosto de 1946 en R. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
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a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 5 de noviembre de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su madre, I.- B. A. A., nacida el 25 de junio de 1911 en 
S., hija de A.- M. A. A. y de D. A. L., naturales de Canarias; certificación de la partida 
española de bautismo del abuelo materno y certificados de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los que no consta 
que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la 
ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, el abuelo 
materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que la progenitora del promotor sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido 13 de abril de 1866 en A., Canarias (España), por lo 
que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la dis-
posición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I.- M. G. C., nacida el 10 de septiembre de 1971 en S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de 
lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 
8 de noviembre de 2011.
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2. Con fecha 26 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos legalmente exigidos, especialmente en lo que se a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil (CC), artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil (LRC), artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
otras de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 
24 de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 
de noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 
de marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 10 de septiembre 
de 1971 en S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
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del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 26 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio que ofrece dudas sobre su 
autenticidad. Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos 
de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española 
que la interesada pretende ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español están condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta 
de la certificación de nacimiento de la interesada en el registro civil local, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de equivalencia 
de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 
23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado 
local de nacimiento de la optante, I- M. G. C., hija de O.- R. G. C. y de M. -L. C. O.; certificado 
local de nacimiento de su madre, M.-L. C. O., hija de E. C. C. y de I.- M. O. C., nieta por 
línea paterna de J. y J. y certificado local de nacimiento de la citada madre acompañado 
del certificado de nota marginal de subsanación de error en el mismo donde se hace 
constar que por resolución del encargado del Registro de Estado Civil de Placetas se 
subsanó el primer apellido de la inscrita y de su padre, debiendo constar C. y como 
segundo apellido de su padre C., nieta por línea paterna de J., y el nombre de su padre 
«E.-C.» y no lo que se consignó por error, subsanación que fue practicada en 2019, con 
posterioridad a la solicitud de opción a la nacionalidad española de la interesada, 
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adecuados a los datos que aparecen consignados en el certificado de nacimiento español 
del presunto abuelo, E.-S. C. C., nacido el 20 de enero de 1906 en P., hijo de J. C. C., sin 
datos de filiación paterna, sin que medie sentencia que acredite la subsanación prac-
ticada, que debe realizarse acudiendo a la vía judicial, al ser un error sustancial que 
afecta a la filiación, dato esencial del que la inscripción de nacimiento hace fe, y no una 
simple mención de identidad (cfr. art. 85, I, RRC). De este modo, las discrepancias entre 
la documentación aportada no permiten acreditar la filiación española de la madre de 
la solicitante.

Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la filiación española 
de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por 
el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: M. Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña S. C. C., nacida el 26 de mayo de 1966 en N. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 24 de noviembre de 2011 solicitud (Anexo 
I) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente 
español.
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Con fecha 8 de marzo de 2019, requirió a la interesada documentación que faltaba 
para completar su expediente, en concreto, certificados de la inscripción del nacimiento 
de la optante y de su progenitor, certifico literal español de nacimiento de su abuelo 
paterno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, actualizados y 
debidamente legalizados sobre su inscripción en el registro de ciudadanía y de extranjeros. 
La interesada no aporta la documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 23 de noviembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de 
la interesada, ya que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los docu-
mentos aportados, que en la solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña los certificados de inscripción de su nacimiento y del 
de su padre en el registro civil local; certificado de la partida de bautismo española de 
su abuelo paterno, J. C. R., nacido el 4 de octubre de 1885 en A., Las Palmas, acompañada 
de negativa de inscripción en el registro civil de dicha localidad y documentos de inmi-
gración y extranjería del abuelo español en el que se hace constar que no figura que 
hubiera obtenido la nacionalidad cubana por naturalización y que figura inscrito en el 
Registro de Extranjeros, legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC), 15; 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 26 de mayo de 
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1966 en N. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 23 de noviembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de 
padre natural de España; certificado de la partida de bautismo española del abuelo 
paterno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en 
los que consta su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra 
inscrito en el registro de ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
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27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— se ha acreditado que el abuelo paterno 
de la solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento de 
su hijo, padre de la interesada, por lo que el progenitor de la optante adquirió al nacer 
la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, 
declarando el derecho de la interesada a la opción a la nacionalidad española de origen, 
conforme al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas 
a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.- V. C. R., nacida el 10 de marzo de 1965 en P. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
formula solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo esta-
blecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I) en fecha 8 de 
noviembre de 2011.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos legalmente exigidos, especialmente en lo que se a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
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solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil (CC) (CC), artículos 15, 16, 
23 y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC) (LRC), artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC) (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resolu-
ciones, entre otras de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de 
marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre 
de 2010 (10.ª), 15 de noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo 
de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 
2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 
(30.ª), 22 de febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de 
septiembre de 2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 10 de marzo de 
1965 en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 



◄ 601 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación con contenido contradictorio que ofrece dudas sobre su 
autenticidad. Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos 
de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la nacionalidad española 
que la interesada pretende ejercitar y la consiguiente inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español están condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta 
de la certificación de nacimiento de la interesada en el registro civil local, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de equivalencia 
de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 
23 LRC y 85 RRC, lo que no sucede en este caso, en el que se ha aportado certificado 
local de nacimiento de la optante, M.- V. C. R., hija de R. C. O. y de R. R. Á.; certificado 
de la partida de bautismo de su padre, R. C. O., hijo de E. C. C. y de I.- M. O., nieto por 
línea paterna de J. y J. y certificado local de nacimiento del citado padre acompañado 
del certificado de nota marginal de subsanación de error en el mismo donde se hace 
constar que por resolución del encargado del Registro de Estado Civil de Placetas se 
subsanó el primer apellido del inscrito y de su padre, debiendo constar Concepción y 
como segundo apellido de su padre C., nieto por línea paterna de J., y el nombre de su 
padre «E- C.» y no lo que se consignó por error, subsanación que fue practicada en 2019, 
con posterioridad a la solicitud de opción a la nacionalidad española de la interesada, 
adecuados a los datos que aparecen consignados en el certificado de nacimiento español 
del presunto abuelo, E.-S. C. C., nacido el 20 de enero de 1906 en P., hijo de J. C. C., sin 
datos de filiación paterna, sin que medie sentencia que acredite la subsanación prac-
ticada, que debe realizarse acudiendo a la vía judicial, al ser un error sustancial que 
afecta a la filiación, dato esencial del que la inscripción de nacimiento hace fe, y no una 
simple mención de identidad (cfr. art. 85, I, RRC). De este modo, las discrepancias entre 
la documentación aportada no permiten acreditar la filiación española de del padre de 
la solicitante.
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Todo ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la filiación española 
de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el cumplimiento por 
el interesado de los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima (anexo III) los que acrediten ser hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español y que ya hubieran optado a 
la nacionalidad española de origen por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima.

2.º La modificación de la causa petendi respecto de la solicitud inicial requiere un pro-
nunciamiento previo del encargado del registro sobre la nueva cuestión planteada.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. N. L. nacido el 11 de enero de 1934 en C., Matanzas (Cuba) hijo de don J. N. 
A. y doña F. L. L., nacidos en Asturias, solicita mediante escrito presentado en el Consulado 
de España en Cuba opción a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima. Consta que el interesado había optado a la nacionalidad 
española de origen el 13 de octubre de 2009, en virtud del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

2. Con fecha 17 de enero de 2014 la encargada del registro civil consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por el interesado porque, habiendo ya probado sufi-
cientemente los hechos a los que se refería su declaración según lo establecido en los 
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artículos 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, ya optó a la nacionalidad española 
de origen en virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, alegando que su naciona-
lidad española debería haberse reconocido en virtud de la recuperación prevista en el 
Código Civil vigente, al haber nacido éste en el año 1934, cuando su padre, español de 
origen, todavía ostentaba la nacionalidad española y no en virtud del derecho de opción 
a la nacionalidad española dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que en el expediente 
examinado se han guardado en su tramitación las prescripciones legales y, en conse-
cuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente con informe desfavorable.

5. Recibidas las actuaciones en este centro, se solicita del registro civil consular requiera 
al interesado a fin de que aporte nueva documentación, en particular certificado literal 
cubano de su nacimiento, dado que la documentación aportada era en extracto, o bien 
certificados en extracto acompañados de certificado sobre anotaciones marginales, de 
los mismos, así como, certificado literal de las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería, actualizado y legalizado, sobre la inscripción en el Registro de Extranjeros 
cubano del padre del promotor, y cualquier otra documentación que acreditase que 
mantenía su nacionalidad española en la fecha del nacimiento del solicitante, sin que 
dicha documentación haya sido aportada

6. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
III, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre, los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 
23 y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

II. La declaración de opción cuya inscripción se pretende fue formalizada mediante acta 
de 28 de noviembre de 2011 extendida en el modelo normalizado del anexo III de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz séptima, 
conforme a la cual «Las personas que, siendo hijos de español o española de origen y 
nacidos en España, hubiesen optado a la nacionalidad española no de origen en virtud 
del artículo 20.1.b) del CC (CC), en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de 
octubre, podrán ahora acogerse igualmente a la disposición adicional séptima de la Ley 
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52/2007 a fin de obtener la nacionalidad española de origen, formalizando una nueva 
declaración de opción durante el plazo de vigencia de la citada disposición adicional», 
nacionalidad española de origen del progenitor que en este caso queda probada por la 
inscripción de la opción ya ejercitada en virtud de la mencionada disposición adicional, 
extendida 13 de octubre de 2009 al margen de su inscripción de nacimiento. Por la 
encargada del registro civil consular se dictó auto el 17 de enero de 2014 denegando 
lo solicitado, ya que el promotor en este caso, nacido en C. (Cuba) en 1934, ya solicitó 
y obtuvo la inscripción en el registro civil consular como español de origen en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

III. Hay que señalar que el promotor modifica en el recurso la causa petendi respecto 
de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la opción por la nacionalidad española de 
origen en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (anexo III), mientras que en el recurso lo que plantea es la 
recuperación de la nacionalidad española. La resolución de la cuestión basada en esta 
última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro sobre 
ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere únicamente a la posibilidad 
de opción propuesta en la solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se 
entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro debe 
encaminarse únicamente a dilucidar si correspondía declarar la opción a la nacionalidad 
española de origen del promotor en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007.

IV. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente debe fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 
29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— se ha acreditado que el padre del optante 
nació originariamente español, por lo que se cumple con el requisito esencial del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y sin perjuicio de lo 
señalado en el fundamento de derecho tercero de esta resolución, cabe indicar respecto 
al fondo, que requerido el interesado para que aportase certificado sobre la inscripción 
en el Registro de Extranjeros cubano de su padre o cualquier otra documentación que 
acreditase que mantenía su nacionalidad española en la fecha del nacimiento del 
solicitante, dicha documentación no fue aportada.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don L.- M. C. M., nacido el 4 de septiembre de 1951 en N. (Cuba) presenta en el 
Consulado General de España en La Habana en fecha 24 de noviembre de 2011 solicitud 
(Anexo I) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es origi-
nariamente español.

Con fecha 22 de abril de 2019, se requirió al interesado la aportación de documentación 
que faltaba para completar su expediente, en concreto, certificados de la inscripción 
de nacimiento del optante y de su padre en el registro civil local; certificado literal español 
de la inscripción de nacimiento de su abuelo paterno y documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo español, actualizados y debidamente legalizados sobre su ins-
cripción en el registro de extranjeros y en el de ciudadanía. El interesado no aporta la 
documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 23 de septiembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del 
interesado, ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a 
los que se refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los docu-
mentos aportados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña, certificados de la inscripción de su nacimiento y del 
de su padre en el registro civil local; certificado de la partida de bautismo española de 
su abuelo paterno y los documentos de inmigración y extranjería del abuelo español en 
el que se hace constar que no figura que hubiera obtenido la nacionalidad cubana por 
naturalización y que figura inscrito en el Registro de Extranjeros, legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
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Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC), 15; 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 4 de septiembre de 
1951 en N. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 23 de septiembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 



◄ 607 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de padre 
natural de España; certificado de la partida de bautismo española del abuelo paterno 
y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en los que 
consta su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra inscrito 
en el registro de ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— se ha acreditado que el abuelo paterno 
del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su 
hijo, padre del interesado, por lo que el progenitor de la optante adquirió al nacer la 
nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, 
declarando el derecho del interesado a la opción a la nacionalidad española de origen, 
conforme al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas 
a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (15.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don R.-A. G. B., nacido el 26 de octubre de 1969 en M. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de octubre de 2010.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 toda vez que su abuelo materno era 
originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

5. Remitidas las actuaciones y estando pendiente de resolución el recurso interpuesto, 
se ha recibido oficio del Registro Civil Consular de fecha 18 de octubre de 2023, por el 
que se indica que el interesado ha sido inscrito al tomo ….., página ….., n º ….. de la 
Sección de Nacimientos en el citado registro de conformidad con el párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 22-1.ª de 
noviembre de 2019.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en M. (Cuba) en 1962, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
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de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 27 de abril de 2007 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 28 de noviembre del mismo año.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
octubre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 19 
de octubre de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora del optante no sólo tenga 
la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.
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Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo materno del 
interesado nació el 6 de marzo de 1905 en V. (España), originariamente español, no se 
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pudo acreditar que, en la fecha de nacimiento de la madre del interesado, que se produce 
el 23 de junio de 1947, su progenitor mantuviese dicha nacionalidad, a la vista de la 
certificación negativa de la inscripción de jura de intención de renuncia a la nacionalidad 
española y opción por la cubana del precitado abuelo expedida por el encargado del 
Registro de Estado Civil de Holguín, que no permite acreditar sin ningún género de dudas 
que no se hubiera practicado tal inscripción en otro registro civil y de las certificaciones 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano negativa 
de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización y de inscripción en el Registro 
de Extranjeros, por lo que cabe concluir que la madre del promotor no nació originaria-
mente española, razón por la que ejerció, como consta en la certificación de la inscripción 
de nacimiento, su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. Según se ha informado a este centro, en el caso que nos ocupa, el interesado ha 
optado a la nacionalidad española de origen habiendo sido inscrito su nacimiento en 
el Registro Civil Consular de España en La Habana por ser nieto de abuelo originariamente 
español, entendiéndose cumplido el requisito establecido en el párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, interpretado de acuerdo con el criterio II de la directriz séptima 
de la Instrucción de 25 de octubre de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado que 
denegó la solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (16.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M.-L. M. M., nacida el 1 de julio de 1954 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), a fin de optar 
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a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, 
en fecha 31 de agosto de 2010.

2. Con fecha 21 de agosto de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
ya que estima que los documentos aportados no prueban suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la promotora 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución con informe 
desfavorable.

5-. Remitido el expediente y previo requerimiento de este centro la interesada aporta 
certificados expedidos por la directora del Archivo Histórico Provincial de Santiago de 
Cuba donde se hace constar que el abuelo paterno de la optante se encuentra inscrito 
en el Registro de Españoles que conservan la nacionalidad, con arreglo al art. 9 del 
Tratado de París, con n.º ….. que fueron remitidos por la encargada del registro civil 
consular sin poner de manifiesto duda alguna sobre su autenticidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 1 de julio de 
1954 en S. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil consular se dictó auto el 21 de agosto de 2015, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello. En este caso, la certificación del progenitor presentada procede 
del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, en quien basa 
su opción a la nacionalidad, concretamente del padre de la interesada.

V. El art. IX del Tratado de París de 1898 entre los Estados Unidos de América y el Reino 
de España establece que «los súbditos españoles, naturales de la Península, residentes 
en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tratado, podrán 
permanecer en dicho territorio o marcharse de él … En el caso de que permanezcan en 
el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de 
registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una 
declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de esta declaración, 
se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado la del territorio en 
el cual pueden residir»

VI. El abuelo paterno de la interesada, Sr. P. M. R., nace en P. (España), el 16 de julio de 
1873, hijo de padre y madre también naturales de España. Se aporta al expediente 
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certificación expedida por el director del Archivo Histórico Provincial de Santiago de 
Cuba, en la que se hace constar que el citado abuelo aparece registrado con el número 
1251 en el Registro de Españoles que conservan la nacionalidad, con arreglo al artículo 
9 del Tratado de Paris. El citado documento se encuentra fechado el 2 de febrero de 
1900. De este modo, se deduce que el abuelo paterno de la promotora conservó la 
nacionalidad española.

Igualmente se aporta, documento de inmigración y extranjería de certificación negativa 
de la inscripción del citado abuelo en el Registro de Ciudadanía cubana.

Por tanto, cuando nace el padre de la promotora, el 13 de septiembre de 1921, el abuelo 
paterno no había perdido su nacionalidad española, por lo que el progenitor de la 
interesada nace español de origen.

VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado, declarando 
el derecho de la interesada a la opción a la nacionalidad española de origen, conforme 
al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (18.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Y.-F. G. V., nacida el 23 de junio de 1954 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2011. Adjunta diversa documentación 
en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no poder esta-
blecerse fehacientemente que la abuela paterna mantuviera su nacionalidad española 
originaria cuando nació su hijo y padre de la promotora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y manifestando que en el expediente por error no aportó 
certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba en relación con la llegada a 
Cuba de su abuela paterna, que era española cuando nació el padre de la promotora y 
no habiendo contraído matrimonio.

Adjunta como nueva documentación, certificado del Archivo Nacional de la República 
de Cuba, relativo a que la Sra. J. H. M. llegó a Cuba el 2 de febrero de 1916 a la edad 
de 25 años, de estado soltera y nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 23 de junio de 1954 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
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nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento de la interesada, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. F. 
G. H., nacido en Cuba en 1930, hijo de Á. G. M., nacido en España y de J. H. M., nacida 
en Islas Canarias, España, y también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida 
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en P. (Sta. Cruz de Tenerife) el 8 de agosto de 1890, hija de ciudadanos nacidos en la 
misma provincia y originariamente española. De este modo, la interesada acredita que 
es nieta de abuela originariamente española, por lo que se cumple el requisito establecido 
en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera 
retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (20.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-I. E. C., nacido el 18 de marzo de 1943 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y aportando nueva documentación.
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Adjunta como nueva documentación; certificado literal de bautismo de su progenitor, 
en el que consta nacido el 16 de septiembre de 1911, hijo legítimo del Sr. J. E. M., natural 
de C. (Sevilla), marginal de matrimonio en 1940, certificado literal de matrimonio 
eclesiástico de los abuelos paternos del promotor, casados en Cuba el 19 de mayo de 
1899 y certificado de bautismo del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 18 de marzo de 1943 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
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políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
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de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento y de bautismo de su pro-
genitor, Sr. J. E. R., nacido en Cuba en 1911, hijo del Sr. J. E. M., nacido en C., Sevilla, 
España y también consta certificado de nacimiento de éste, nacido en C. (Sevilla) el 13 
de mayo de 1876, e inscrito en dicho registro civil por auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Cazalla de la Sierra (Sevilla) en expediente de inscripción de nacimiento 
fuera de plazo, y originariamente español. De este modo, el interesado acredita que es 
nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito establecido 
en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera 
retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (21.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. F.-F. E. C., nacido el 30 de abril de 1946 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y aportando nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; certificado literal de bautismo de su progenitor, 
en el que consta nacido el 16 de septiembre de 1911, hijo legítimo del Sr. J. E. M., natural 
de C. (Sevilla), marginal de matrimonio en 1940, certificado literal de matrimonio 
eclesiástico de los abuelos paternos del promotor, casados en Cuba el 19 de mayo de 
1899 y certificado de bautismo del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
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artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 30 de abril de 1946 en Cuba, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
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norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
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dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento y de bautismo de su pro-
genitor, Sr. J. E. R., nacido en Cuba en 1911, hijo del Sr. J. E. M., nacido en C., Sevilla, 
España y también consta certificado de nacimiento de éste, nacido en C. (Sevilla) el 13 
de mayo de 1876, e inscrito en dicho registro civil por auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Cazalla de la Sierra (Sevilla) en expediente de inscripción de nacimiento 
fuera de plazo, y originariamente español. De este modo, el interesado acredita que es 
nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito establecido 
en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera 
retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (22.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don J. R. P., nacido el 6 de febrero de 1957 en V. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 31 de octubre de 2011.

2. Con fecha 21 de septiembre de 2017, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo paterno origi-
nariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 6 de febrero de 1957 en V. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
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de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 21 de septiembre de 2017, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
J.-D. R. F., donde consta que es hijo de padres naturales de España. Asimismo, se aportan 
certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don J.-A. R. C., nacido en 
1877 en B. (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano en los que consta la inscripción en el registro de 
extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, que 
presentan ciertas irregularidades que hacen dudar de la veracidad de los citados 
documentos. Revisado el recurso, no se aporta nueva documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1917, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
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a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
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la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 31 de mayo de 1877 en B., Galicia, España, por lo 
que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la dis-
posición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (23.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E.-N. S. M., nacido el 3 de julio de 1971 en V. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 9 de marzo de 2010.
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2. Con fecha 22 de diciembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
y la opción a la nacionalidad española de origen del interesado, dado que se citó al 
solicitante para requerirle documentos necesarios a su solicitud y no compareció en la 
fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados los hechos 
a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos establecidos en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 3 de julio de 1971 en V. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 22 de diciembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados 
cubanos de nacimiento del interesado y de su madre, D.ª C.-M. M. J., donde consta que 
es hija de padre natural de Lugo, España. Asimismo, se aportan certificado literal español 
de nacimiento del abuelo materno, don E. M. G., nacido en 1910 en F., Lugo (España), 
así como certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano del abuelo español, en el que no consta su inscripción en el Registro de 
Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización. Se aportó también copia de carta de ciudadanía del abuelo 
fechada en 1938. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 25 
de noviembre de 2020, por el encargado del registro civil consular se citó al solicitante 
para que aportara el original de la carta de ciudadanía del abuelo materno o copia 
compulsada por el Consulado. El solicitante no compareció en la fecha señalada por lo 
que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. Revisado 
el recurso no se aporta la citada documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, en 1936, 
el abuelo materno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora del interesado sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
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favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
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Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 5 de agosto de 1910 en F., Lugo, Galicia, España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (24.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A. D. Q., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 30 
de noviembre de 1949 en C. (Cuba) y es hijo de D.ª R. Q. F., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 28 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 



◄ 634 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

que estima que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1949, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 28 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron, entre otros, el certificado cubano de nacimiento del 
interesado y el certificado cubano de nacimiento de su progenitora, D.ª R. Q. F., nacida 
en 1933, donde consta que es hija de padre natural de Canarias y madre natural de 
Lugo. Asimismo, se aportó certificado español de partida de bautismo del abuelo materno, 
don J.-G. Q. M., nacido en 1904 en T., Canarias (España), y certificados positivo de 
Extranjería a nombre del abuelo materno, que no está debidamente legalizado, así como 
certificado de bautismo de la abuela materna, D.ª M. F. F., nacida en 1909 en S., Lugo 
(España) y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería a nombre de la 
abuela, en los cuales consta su inscripción en el registro de extranjeros y no consta que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, que no están debidamente 
legalizados.

En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 6 de marzo de 2020, 
por el encargado del registro civil consular se requirió al solicitante que aportara docu-
mentación adicional, en concreto, la certificación de nacimiento del interesado, subsanada 
en el sentido que su abuelo materno es Jos. G. y no A., el certificado de nacimiento de 
la madre, subsanado en el sentido que el padre se nombra Jos. G. y no Jor., el certificado 
de matrimonio de los abuelos legalizado por el MINREX y los certificados de Inmigración 
y Extranjería de los abuelos maternos presentados, debidamente legalizados por el 
MINREX. El interesado no atendió a los requerimientos realizados en la fecha señalada, 
por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española de origen. Revisado el recurso, no consta que se hayan 
aportado los citados documentos, por lo que no queda fehacientemente acreditada la 
nacionalidad española de origen de la progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
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27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 24 de abril de 2024 (25.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A.-F. P. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 16 
de octubre de 1954 en B., (Cuba) y es hijo de D.ª C. C. G..

2. Con fecha 2 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la acreditación de la filiación española del interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 



◄ 637 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

			   FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 2 de febrero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo – y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
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la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron, entre otros, el certificado cubano de nacimiento del 
interesado y el certificado cubano de nacimiento de su progenitora, D.ª C. C. G., nacida 
en 1932, donde consta que es hija de F. C., nacido en Islas Canarias, y no constan 
abuelos paternos. Asimismo, se aportó certificado español de partida de bautismo del 
abuelo materno, don F.-A. C. R., nacido en 1866 en C., Canarias, (España), hijo de J. C. 
S. y de A. R. R. De dichos documentos y la restante documentación obrante en el 
expediente no puede determinarse fehacientemente que F. C., hijo de padres descono-
cidos, y F.-A. C. R., hijo de J. y A., sean la misma persona y, en consecuencia, no quedó 
probada la filiación española del interesado. Revisado el recurso, no se ha aportado 
nueva documentación por lo que existen dudas legitimas en cuanto a la filiación española 
pretendida, por lo cual no se acredita fehacientemente que el recurrente cumpla con 
los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don J.-L. R. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 4 de 
noviembre de 1965 en R., (Cuba) y es hijo de don P. R. M., ciudadano cubano y español 
de origen.

2. Con fecha 18 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo paterno español de origen e hijo de ciudadano con nacionalidad 
española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1965 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
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declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 18 de febrero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron certificado literal cubano de nacimiento 
del interesado y el certificado literal cubano de nacimiento del padre del interesado, 
don P. R. M., nacido en 1917 en R. (Cuba), donde consta que es hijo de padres naturales 
de Canarias, así como certificado de inscripción de nacimiento español del padre del 
solicitante, con nota marginal de recuperación de nacionalidad española, en fecha 27 
de noviembre de 2009. Asimismo, se aportaron certificado español de partida de 
bautismo del abuelo paterno, don R.-V. R. G., nacido el 24 de octubre de 1890 en C., 
Canarias, (España), así como documentos de la Dirección de identificación, Inmigración 
y Extranjería del abuelo paterno, en los que se certifica su inscripción en el Registro de 
Extranjeros en 1936. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 
28 de octubre de 2010, se requirió al solicitante para que aportara documentos adicio-
nales necesarios, en concreto sentencia literal, original y legalizada en el MINREX en 
virtud de la cual se realiza la inscripción del solicitante. Revisado el recurso, y de nuevo 
el expediente, se constata que se ha aportado la sentencia requerida, de fecha 20 de 
noviembre de 1970, del Tribunal de Caibarién, debidamente legalizada, que acredita la 
filiación del interesado.
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V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre del interesado ostenta la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 27 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª I. R. G., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 28 
de diciembre de 1956 en P., (Cuba) y es hija de D.ª. E. G. D., ciudadana cubana y española 
de origen.

2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española 
como nieta de abuelo materno español de origen.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, se acreditaría 
la condición de española de origen de la progenitora de la solicitante, por lo que no se 
ratifica la resolución adoptada en fecha 229 de enero de 2021 al cumplir, en principio, 
la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1956 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitora, D.ª E. G. D., donde consta que es hija de padre natural de Canarias. Asimismo, 
se aportó el certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, don F.-J.-L. G. 
P., nacido el 10 de diciembre de 1881 en B.-A., Islas Canarias (España). Revisado el 
recurso y de nuevo el expediente, se ha aportado certificado de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en el que consta en el Registro de 
Extranjeros, con n.º ….., la inscripción formalizada en Santa Clara del ciudadano español 
F.-J.-L. G. P., con 52 años, posteriormente al nacimiento de su hija. En consecuencia, 
quedaría acreditado que el abuelo materno de la recurrente continuaba ostentando su 
nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de su hija, madre de la 
interesada, en 1931, y por tanto queda establecida la condición de española de origen 
de la progenitora de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la madre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª L.-M. N. L., nacida el 6 de octubre de 1950 en La Habana (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 24 de noviembre de 
2010.

2. Con fecha 6 de abril de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 6 de octubre de 1950 en 
La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de abril de 2021, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su madre, D.ª 
A.- C. L. G., donde consta que es hija de padre natural de España. Asimismo, se aportan 
certificado español literal de nacimiento del abuelo materno, don J. L. B., nacido en 
1899 en P.-R. Cádiz, (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano a nombre del abuelo español, en los cuales 
no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 1925, 
el abuelo materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que la progenitora de la interesada sea originariamente 
española, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

Documento de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, 
certificando que consta la inscripción en el Registro de Ciudadanía, en fecha 1 de 
diciembre de 1944, de la Carta de Ciudadanía cubana a favor del citado abuelo, perdiendo 
de esta forma la nacionalidad española, según el art. 20 del Código Civil en su redacción 
de 1889, por lo que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, en 
1951, el abuelo materno no seguía ostentando su nacionalidad española de origen.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no se acredita que la progenitora 
de la interesada sea originariamente española, requisito establecido en el apartado 
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primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la naciona-
lidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo materno 
originariamente español, nacido el 4 de noviembre de 1899 en P.-R., Cádiz, (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a 
quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción 
de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M.-M. P. Z., nacida el 11 de septiembre de 1953 en C.-C., (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 17 de febrero de 2010.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuela 
paterna originariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de septiembre de 
1953 en C.-C., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 
25 de enero de 2011, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
febrero de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española de 
origen, pero adquirida de forma sobrevenida, esto es, una nacionalidad cuya adquisición 
se produce en un momento posterior al nacimiento, suponiendo esto que la condición 
de español de origen se ostenta y, en consecuencia, produce efectos desde su adquisición, 
por lo que la interesada no acredita uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 



◄ 650 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
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«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, podrán adquirir la nacionalidad española 
«los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida 
su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto 
en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre».

IX. En el caso que nos ocupa, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados 
cubanos de nacimiento de la interesada y el certificado español de nacimiento del padre 
de la interesada, don E. P. M., nacido el 29 de mayo de 1927 en J.,(Cuba), inscrito en 
el Registro Civil Consular de España en La Habana, con inscripción marginal de adquisición 
de la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional primera de 
la Ley 52/2007, en fecha 25 de enero de 2011, donde consta que es hijo de F. P. M., 
nacida en 1889 en B. del P., Palencia, (España).

De este modo, la interesada acredita que es hija de progenitor a quien le fue reconocida 
la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, por lo que se cumple el requisito establecido en el apartado 1.b) de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del apartado 1.b) de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-R. R. A., nacido el 7 de noviembre de 1973 en G., (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 6 de octubre de 2011.

2. Con fecha 10 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
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Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 7 de noviembre de 1973 en 
G., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 10 de febrero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
J.-M. R. G., donde consta que es hijo de padre natural de H., Canarias, España. Asimismo, 
se aportan certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don M. R. M., 
nacido en 1897 en H., Canarias (España), así como certificado de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en los que no consta la 
inscripción en el registro de extranjeros. Revisado el recurso, no se aporta nueva 
documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1925, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
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o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
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«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido en 1897 en H, Canarias, (España), por lo que se cumple 
el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a 
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quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción 
de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-M. S. P., nacido el 27 de marzo de 1983 en B., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 29 de septiembre de 2011.

2. Con fecha 18 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 27 de marzo de 1983 en B., 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

En este caso el padre del interesado optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 
16 de noviembre de 2010.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española de 
origen, pero adquirida de forma sobrevenida, esto es, una nacionalidad cuya adquisición 
se produce en un momento posterior al nacimiento, suponiendo esto que la condición 
de español de origen se ostenta y, en consecuencia, produce efectos desde su adquisición, 
por lo que el interesado no acredita uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
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correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 
respecto a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancio-
nadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite 
infranqueable que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter 
retroactivo de la norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una 
retroactividad in bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala 
expresamente la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones 
normativas que sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que 
amplíen los derechos individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de 
manera más limitada (en ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el apartado 1.b) de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, podrán adquirir la nacionalidad española 
«los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida 
su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto 
en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre».

IX. En el caso que nos ocupa, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados 
cubanos de nacimiento del interesado y de su progenitor, don W. S. A., nacido el 27 de 
febrero de 1942 en La Habana (Cuba), donde consta que es hijo de padre natural de 
España, así como la inscripción española de nacimiento del padre del interesado, inscrito 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional 
primera de la Ley 52/2007, en fecha 16 de noviembre de 2010. Asimismo, se aportó 
el certificado español de nacimiento del abuelo paterno, don M. S. T., nacido en 1897 
en P., Asturias, (España). En interés de completar su expediente de nacionalidad, en 
fecha 12 de diciembre de 2019, por el encargado del registro civil consular, se requirió 
al solicitante que aportara su certificado de nacimiento subsanado. Revisado el recurso, 
se ha aportado el certificado local de nacimiento del interesado, inscrito en virtud de 
la declaración de los padres.

De este modo, el interesado acredita que es hijo de progenitor a quien le fue reconocida 
la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, por lo que se cumple el requisito establecido en el apartado 1.b) de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del apartado 1.b) de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 27 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª H. G. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación, hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 14 
de mayo de 1947 en J., (Cuba) y es hija de don S. G. A., ciudadano cubano y español de 
origen.

2. Con fecha 19 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española 
como nieta de abuelo paterno español de origen, aportando certificado de bautismo 
del abuelo de la interesada.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el ministerio fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a luz de nueva documentación, 
que acreditaría la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, no se 
ratifica la resolución adoptada en fecha 19 de enero de 2021 al cumplir, en principio, 
la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
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del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1947 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 19 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, entre otros documentos, certificado 
cubano de nacimiento de la solicitante y certificado cubano de nacimiento de su pro-
genitor, don S. G. A., donde consta que es hijo de padre nacido en O., (España). Asimismo, 
se aportaron documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano a nombre de M. G. S., abuelo paterno de la interesada, en los cuales se 



◄ 662 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

certifica que consta en el Registro de Extranjeros, con n.º ….., su inscripción formalizada 
en S. J. de los R., con 66 años, y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización, así como certificado de la inscripción en el Registro General de Españoles 
que conservan la nacionalidad con arreglo a lo establecido en el art. IX del Tratado de 
París. Al no haberse aportado certificado español de nacimiento o bautismo del abuelo 
paterno, no quedaron acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007.

Revisado el recurso, se aporta certificado español de partida de bautismo de M. G. S., 
abuelo paterno de la interesada, nacido el 8 de julio de 1869 en O., Asturias, (España), 
lo cual unido a los certificados de Inmigración y Extranjería y al certificado de inscripción 
en el Registro General de Españoles obrantes en el expediente, permitirían acreditar la 
filiación y la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo paterno al 
momento del nacimiento de su hijo, en 1910, y por tanto quedaría establecida la condición 
de español de origen del progenitor de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª G. M. C., nacida el 17 de abril de 1963 en M., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
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a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 22 de octubre de 2009.

2. Con fecha 31 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de abril de 1963 en 
M., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
octubre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 31 de agosto de 2020, denegando 
lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don I.-P. M. G. donde consta que es hijo de padre natural de Islas Canarias. Asimismo, 
se han aportado certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don F.-A. 
M. M., nacido en 1898 en V. de la G., Islas Canarias (España), así como certificados de 
la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extran-
jeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1936, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
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bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
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abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 25 de agosto de 1898 en V. de la G., Islas Canarias, 
(España), por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don. G. F. A., nacido el 1 de agosto de 1934 en S. C. del S., (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 22 de diciembre de 
2011.

2. Con fecha 20 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, estimando que no han 
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quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 1 de agosto de 1934 en S. 
C. del S., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.
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IV. En el presente caso se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su padre, don 
R.-A. F. R., donde consta que es hijo de padres nacidos en L. (España). Asimismo, se 
aportan certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don A. F. N., nacido 
en 1876 en L. (España), así como certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano en los que no consta la inscripción en el registro de 
extranjeros. Revisado el recurso, no se aporta nueva documentación.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, en 1909, el 
abuelo paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, 
por lo que, no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
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como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 11 de marzo de 1876 en L. Galicia, (España), por lo 
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que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la dis-
posición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª C. V. D. P., nacida el 9 de agosto de 1953 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 de mayo de 2011.

2. Con fecha 28 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
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en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 9 de agosto de 1953 en 
S. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don A. D. D., donde consta que es hijo de padres naturales de S. Asimismo, se han 
aportado certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don V. J. D. V., 
nacido en 1878 en A. (España), así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los que no consta 
que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni consta en el registro 
de ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1912, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 27 de diciembre de 1878 en A., España, por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don H. R. M. L., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 15 
de marzo de 1968 en Y. (Cuba) y es hijo de Dª E. G. L. P., ciudadana cubana.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado esti-
mando que el peticionario no ha atendido los requerimientos realizados y no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, por lo que no ha quedado 
establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la acreditación de 
la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
como nieto de abuelo materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.



◄ 675 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1968, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron por el solicitante certificado cubano de nacimiento 
del interesado y el certificado cubano de nacimiento de su madre, D.ª E. G. L. P., donde 
consta que es hija de padre natural de T. Asimismo, se aportaron copia del certificado 
español de nacimiento del abuelo materno, don M. A. L. B., nacido en 1900 en T., España.  
En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 2 de marzo de 2020, 
por el encargado del registro civil consular se requirió al solicitante que aportara docu-
mentos necesarios a su solicitud, en concreto original del certificado español de naci-
miento del abuelo materno, así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería a su nombre, requerimientos que no fueron atendidos por el solicitante, por 
lo que no quedaron acreditados los requisitos exigidos por la Ley 52/2007. Revisado el 
recurso, se han aportado copias sin compulsar de certificados de Inmigración y Extranjería 
del abuelo y no consta que se haya aportado el original del certificado español de 
nacimiento del abuelo del interesado, por lo que no queda fehacientemente acreditada 
la nacionalidad española de origen de la progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Dª E. R. H., nacida el 7 de noviembre de 1933 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 19 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 11 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se requirió a la 
solicitante documentos necesarios a su solicitud y los requerimiento no fueron atendidos 
en la fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados los 
hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos establecidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacio-
nalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 7 de noviembre de 1933 
en G. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 11 de febrero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado local de nacimiento de su progenitor, don 
E. R. V., donde consta que es hijo de padre natural de España. Asimismo, se aportan el 
certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don J. I. R. P., nacido en 
1876 en P. (España), así como certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, en el que no consta la inscripción de este en el registro 
de extranjeros. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 9 de 
agosto de 2019 se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios, en 
concreto certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo español, debidamente 
legalizados, no atendiendo la solicitante a los requerimientos realizados en la fecha 
señalada, por lo que no quedaron acreditados los requisitos exigidos en la Ley 52/2007. 
Revisado el recurso, no se han aportado los certificados requeridos.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1904, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 12 de junio de 1876 en P., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. L. P. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
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otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 25 
de agosto de 1960 en B. (Cuba) y es hijo de Dª C. C. G.

2. Con fecha 2 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la acreditación de la filiación española del interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1960, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 2 de febrero de 2021, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron, entre otros, el certificado cubano de nacimiento del 
interesado y el certificado cubano de nacimiento de su progenitora, Dª C. C. G., nacida 
en 1932, donde consta que es hija de F. C., nacido en I., y no constan abuelos paternos. 
Asimismo, se aportó certificado español de partida de bautismo del abuelo materno, 
don F. A. C. R., nacido en 1866 en S., (España), hijo de J. C. S. y de A. R. R. De dichos 
documentos y la restante documentación obrante en el expediente no puede determinarse 
fehacientemente que F. C., hijo de padres desconocidos, y F. A. C. R., hijo de J. y A., sean 
la misma persona y en consecuencia, no quedó probada la filiación española del inte-
resado. Revisado el recurso, no se ha aportado nueva documentación por lo que existen 
dudas legitimas en cuanto a la filiación española pretendida, por lo cual no se acredita 
fehacientemente que el recurrente cumpla con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (15.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don L. D. Q., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 10 
de octubre de 1951 en M. (Cuba) y es hijo de Dª R. Q. F., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 27 de agosto de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
como nieto de abuelo materno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en C. en 1951, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 27 de agosto de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron, entre otros, el certificado cubano de nacimiento del 
interesado y el certificado cubano de nacimiento de su progenitora, D.ª R. Q. F., nacida 
en 1933, donde consta que es hija de padre natural de Canarias y madre natural de L. 
Asimismo, se aportó certificado español de partida de bautismo del abuelo materno, 
don J. G. Q. M., nacido en 1904 en T. (España), y certificado positivo de Extranjería a 
nombre del abuelo materno, que no está debidamente legalizado, así como certificado 
de bautismo de la abuela materna, D.ª M. F. F., nacida en 1909 en S. (E spaña) y certi-
ficados de la Dirección de Inmigración y Extranjería a nombre de esta última, en los 
cuales consta su inscripción en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización, que no están debidamente legalizados.

En interés de completar su expediente de nacionalidad, en fecha 30 de noviembre de 
2020, por el encargado del registro civil consular se requirió al solicitante que aportara 
documentación adicional, en concreto, la certificación de nacimiento de la madre, 
subsanada en el sentido que el padre se nombra J. G. y no J., el certificado de matrimonio 
de los abuelos legalizado por el MINREX y los certificados de Inmigración y Extranjería 
de los abuelos maternos presentados, debidamente legalizados por el MINREX. El 
interesado no atendió a los requerimientos realizados en la fecha señalada, por lo que 
no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 52/2007 para optar a la 
nacionalidad española de origen. Revisado el recurso, no consta que se hayan aportado 
los citados documentos, por lo que no queda fehacientemente acreditada la nacionalidad 
española de origen de la progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

M., 27 de abril de 2024.

Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (17.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J. C. G. M., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 28 de marzo de 1966 en Cuba, hijo de V. M. G. M. y F. M. S., ambos nacidos en 
Cuba en 1922 y 1924, respectivamente, carné de identidad cubano del promotor, 
certificado no literal de nacimiento de la progenitora del promotor, hija de E. S. C., nacida 
en España, certificación negativa de nacimiento de la precitada en el Registro Civil de 
A Coruña, donde al parecer había nacido el 7 de junio de 1901.

Posteriormente, el interesado comparece en el Registro Civil Consular de La Habana 
con fecha 19 de septiembre de 2019, siendo requerido para que en tres meses aportara 
nueva documentación, certificado de nacimiento propio, literal, original y legalizado, 
certificado de nacimiento de su progenitor/progenitora sobre el que base su pretensión, 
certificado de nacimiento de su abuelo/a español/a y, en caso de no constar inscripción 
de nacimiento, partida de bautismo y certificados de los registros cubanos de extranjeros 
y de ciudadanía del abuelo/a español/a. No consta que se presentara documentación 
alguna.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 25 de noviembre de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, al no haber cumplimentado el requerimiento de documentación.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que ha sido muy difícil obtener los documentos por las dificultades 
derivadas de la pandemia de Covid, ya que las oficinas públicas estaban cerradas, por 
lo que aporta ahora la documentación.
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Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de nacimiento propio que 
resulta ilegible en sus datos fundamentales, certificado no literal de nacimiento de la 
progenitora, ilegible, certificado no literal de nacimiento del progenitor, certificación 
negativa del Registro Civil de M. respecto a la inscripción de nacimiento de la abuela 
del promotor, Sra. E. S. C., certificado no literal de defunción de ésta en Cuba, no 
constando su lugar de nacimiento, si consta nacida en España en el certificado no literal 
de matrimonio.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1966, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 25 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
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formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, no ha sido aportada documentación de nacimiento legible del 
propio promotor, si de su progenitora, hija de ciudadana nacido en España, al parecer 
en A Coruña o, al menos, de ese registro civil se solicitó su certificado de nacimiento, 
sin embargo, no consta dicha inscripción, ni tampoco en el Registro Civil de M., bien 
porque no es ese el lugar de nacimiento o bien porque, como manifiesta el registro, se 
sufrió un incendio en 1948 que destruyó los archivos, tampoco se aporta partida de 
bautismo, es decir no hay documento de nacimiento alguno que acredite que la Sra. S. 
C. naciera en España ni por tanto su nacionalidad española originaria, ni tampoco la 
nacionalidad española de su hija y progenitora del Sr. G. M., por tanto no es posible 
tener por acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (18.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J. M. A., nacido el 12 de marzo de 1971 en Cuba y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de septiembre de 2010. Adjunta diversa docu-
mentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 29 de noviembre de 2019, el encargado del registro civil consular dicta 
auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad 
española de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con 
los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente como nieto por línea paterna de ciudadano español y nacido 
en España, por el que varios de sus familiares ya han obtenido la nacionalidad 
española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
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Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 12 de marzo de 1971 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 29 de noviembre de 2019, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
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la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
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España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento de su progenitor, Sr. A. M. 
S., nacido en Cuba en 1938, hijo del Sr. M. M. B., nacido en España y también consta 
certificado de nacimiento de éste, nacido en C. el 19 de junio de 1901, hijo de ciudadanos 
de la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, el interesado acredita 
que es nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito 
establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de 
la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de 
manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (24.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-A. N. L., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 13 de marzo de 1964 en Cuba, hijo de J.-E. N. G. y P.-A. L. H., ambos nacidos 
en Cuba en 1933 y 1936, respectivamente, certificado de nacimiento del promotor y 
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carné de identidad cubano, certificado de nacimiento de la madre del promotor, hija de 
R. L. T., nacido en España, literal de inscripción de nacimiento de éste, nacido en C. el 
28 de mayo de 1893, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en el año 2016, relativos a que el Sr. L. T. consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros, a la edad de 42 años y no en el de Ciudadanía, ambos documentos sin 
legalizar.

Posteriormente, el interesado comparece en el registro civil consular con fecha 12 de 
diciembre de 2019, siendo requerido de nueva documentación, certificados de los 
registros cubanos de extranjeros y ciudadanía.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 18 de enero de 2021, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no ha cumplido el requerimiento de documentación.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que nunca ha solicitado la nacionalidad por su progenitora, que 
nunca optó por la ciudadanía española, sino que lo hizo por su abuelo materno, que sí 
es español de origen, añadiendo que su hermana ya ha obtenido la nacionalidad 
española.

Adjunta como nueva documentación; certificados expedidos por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería en el año 2020, relativos a que el Sr. L. T. consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros a la edad de 42 años, es decir en 1935 según su fecha 
de nacimiento en España, y no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía, ambos 
documentos legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho, no obstante, a la vista de la nueva documen-
tación podría estimarse la petición del interesado. El encargado del registro civil consular 
remite el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de que, a la vista de la documentación aportada con el recurso, 
debe considerarse que el abuelo mantenía la nacionalidad española cuando nació la 
madre del interesado, no ratificándose en el acuerdo impugnado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
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de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1964, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 18 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no fue aportada y aun cuando no haya sido ni 
deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprendía indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo constaba que su padre era R. L. T., natural de España, dónde efectivamente nació 
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en 1893, en C., hijo de ciudadanos de la misma localidad, por lo que era originariamente 
español, pero no constaba debidamente acreditado que mantuviera dicha nacionalidad 
en 1936 cuando nació su hija y madre del promotor.

V. En el presente expediente, y en vía de recurso se ha presentado nueva documentación 
para acreditar que el abuelo materno del promotor mantenía su nacionalidad española 
cuando nació su hija, concretamente certificados de las autoridades cubanas, debida-
mente legalizados, relativos a que el Sr. L. T. se inscribió en el Registro de Extranjeros 
en 1935, a los 42 años, y no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía como natu-
ralizado cubano, por lo que mantuvo su nacionalidad española. En consecuencia, a la 
vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de 
fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 
358 de su Reglamento— se ha acreditado que la progenitora del optante ostentaba la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (25.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-A. G.-V. L., nacido el 15 de septiembre de 1962 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 8 de enero de 2009. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

Con fecha 17 de julio de 2009 se requirió del interesado nueva documentación, certificado 
literal de nacimiento propio, original y legalizado. Requerimiento que se reiteró con fecha 
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28 de abril de 2018, añadiéndose documento que acreditara la fecha de llegada a Cuba 
de la abuela materna del interesado. No consta que se aportara la documentación 
requerida.

2. Con fecha 23 de abril de 2018, la encargada del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
condición de exiliado de su abuela materna, ni que tuviera que perder su nacionalidad 
originariamente española por ese motivo.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente.

Adjunta como nueva documentación, certificado literal de nacimiento propio y pasaporte 
español de su progenitora, Sra. C. L. S.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 15 de septiembre de 1962 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de enero 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 23 de abril de 2018, denegando lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
por no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
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desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado literal de nacimiento de su progenitora, Sra. C. 
L. S., nacida en Cuba en 1937 e inscrita en el Registro Civil Consular de La Habana, hija 
del Sr. A. L. V., nacido en O. (La Coruña) en 1903 y de M. -C. S. F., nacida en P. (Lugo) en 
1906 y, también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en dicha localidad el 
20 de agosto de 1906, hija de ciudadanos de la misma provincia y originariamente 
española. De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuela originariamente 
española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (28.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1.b de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos 
españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho 
de opción, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. H. H. C., nacido en Cuba el 11 de agosto de 1971 y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 6 de agosto de 2011.

Consta la siguiente documentación; hoja declaratoria de datos en la que consta que el 
promotor es hijo de H.-M. H. L. y M. C. R., ambos nacidos en Cuba en 1937 y 1946, 
respectivamente, certificado local de nacimiento y carné de identidad del promotor, 
certificado literal de nacimiento de la progenitora del promotor, inscrita en el Registro 
Civil Consular de La Habana, hija de V. C. C., nacido en A. (Orense) el 25 de enero de 
1923, sin que conste su nacionalidad, con marginal de nacionalidad española por la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 con fecha 18 de agosto 
de 2009.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a 
la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, ya que no queda 
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establecido fehacientemente que su abuelo materno mantuviera su nacionalidad española 
cuando nació su hija y progenitora del interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, manifes-
tando que cometió un error involuntario al formular su solicitud ya que su progenitora 
nació en C., como acreditan los documentos presentados, y es cubana de nacimiento, 
pero sí solicita que se tenga en cuenta su condición de nieto por línea materna de ciu-
dadano nacido en A. (Orense) y por tanto originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 11 de agosto de 1971 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional». Solicitud que fue denegada 
mediante auto de fecha 2 de abril de 2019, contra el que se interpuso el correspondiente 
recurso que es el objeto de la presente resolución.

III. En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por la propia disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 18 de agosto de 2009, momento en 
el que el recurrente ya era mayor de edad, por lo que no podía ejercer para sí la opción 
contemplada en la misma norma, por lo que no concurrían en él los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española, 
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según el apartado 1.b) los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes 
les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo 
a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en las que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por 
lo que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 de 
la Constitución: «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, 
la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos».

La garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales constituye el límite infranqueable que 
el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la norma 
que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in bonus. 
Asimismo, cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
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regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley».

Así en la propia Exposición de Motivos de la Ley 20/2022 se destaca que «Por último, 
como medida reparadora de las personas que sufrieron el exilio, se dispone en la dis-
posición adicional octava una regla para la adquisición de la nacionalidad española 
para nacidos fuera de España de padres o madres, abuelas o abuelos, exiliados por 
razones políticas, ideológicas o de creencia, en la que se da cabida asimismo, en 
coherencia con los objetivos de esta Ley, a los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros, antes 
de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, así como los hijos e hijas mayores 
de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen 
en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre».

VII. De este modo, la Ley 20/2022 puede considerarse una norma aplicable retroacti-
vamente de manera tácita, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes expuesta, 
ya que es evidente que se trata de una norma que mejora la anterior, al partir de la 
regulación ya existente y extender su aplicación a otros colectivos. En ese sentido, sin 
duda puede afirmarse que responde al propósito del legislador de «complementar» la 
norma anterior ampliando los supuestos que esta reconocía o, si se prefiere, que subsana 
la «laguna» advertida al aplicar la disposición adicional séptima por la vía de dar cabida 
a supuestos que entonces no se contemplaron pero que está justificado, «en coherencia 
con los objetivos de la Ley», que ahora se incluyan.

Por último, cabe añadir que el último inciso de la disposición transitoria primera del 
Código Civil, que debe aplicarse de manera supletoria ante la ausencia de una previsión 
específica de derecho transitorio en la Ley 20/2022 (artículo 4.3), avala esa misma 
solución al disponer lo siguiente: «Se regirán por la legislación anterior al Código los 
derechos nacidos, según ella, de hechos realizados bajo su régimen, aunque el Código 
los regule de otro modo o no los reconozca. Pero si el derecho apareciere declarado por 
primera vez en el Código, tendrá efecto, desde luego, aunque el hecho que lo origine se 
verificará bajo la legislación anterior, siempre que no perjudique a otro derecho adquirido 
de igual origen».

Por tanto, para quienes no tenían reconocido el derecho de opción en virtud de la Ley 
52/2007 pero sí en la Ley vigente, en virtud de un «hecho» que existía ya necesariamente 
bajo la vigencia de la Ley anterior (su condición de descendientes de determinados 
sujetos), cabe entender que la nueva Ley ha declarado por primera vez ese derecho y, 
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en consecuencia, que la disposición adicional octava puede aplicárseles de manera 
retroactiva al no perjudicar a otro derecho adquirido de igual origen.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el apartado 1.b de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022 establece que podrán adquirir la nacionalidad española los hijos e hijas 
mayores de edad de quienes les fue reconocida la nacionalidad en virtud del derecho 
de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional 
séptima de la Ley 5272007, por lo que se ha eliminado la limitación establecida en la 
regulación anterior, permitiendo ejercer el derecho de opción a la nacionalidad española 
a los hijos e hijas mayores de edad.

IX. En el caso que nos ocupa, consta en el expediente certificado de nacimiento del 
interesado y copia literal de la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Consular 
de La Habana de su progenitora, Sra. M. C. R., con inscripción marginal de nacionalidad 
española que obtuvo en virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 con fecha 18 de agosto de 2009, fecha en la que el interesado era 
mayor de edad, por lo que el recurrente acredita que se encuentra dentro del supuesto 
contemplado en el apartado 1.b de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
y procede aplicar ésta de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del apartado 1.b de la 
disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (29.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. J. S. A., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 11 de noviembre de 1976 en C., hija de W.-F. S. R. y O.-M. A. L., ambos nacidos 
en Cuba, en 1947 y 1938 respectivamente, carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado no literal de nacimiento de la promotora, legalizado y certificado literal de 
nacimiento del Sr. L. A. R., nacido en C. (Orense) en 1901 y certificado del Archivo 
Nacional de la República de Cuba, expedido en 2016, relativo a que el Sr. L. A., sin 
segundo apellido, llegó a C. el 3 de febrero de 1920, a la edad de 19 años, sin 
legalizar.

2. Posteriormente, el registro civil consular citó a la interesada para que compareciera 
con fecha 7 de octubre de 2019 y serle requerida nueva documentación, certificado de 
nacimiento propio, original, literal y legalizado, de su progenitora, en las mismas condi-
ciones y los certificados de los registros cubanos de extranjería y ciudadanía de su 
abuelo. No consta que la interesada compareciera ni se aportara la documentación.

3. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 6 de noviembre de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que no se ha atendido el requerimiento realizado, por lo que no ha 
quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito de aplicación 
del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que no ha quedado 
determinada la nacionalidad española de origen de su progenitora.

4. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que su solicitud de nacionalidad era como 
nieta de L. A. R., natural de España, de quién aportó documentos probatorios, por lo 
que solicita que se revise que cumple los requisitos, añadiendo que no tenía conocimiento 
de la citación ni documento al respecto, lo que la ha dejado en una situación de 
indefensión.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de nacimiento de su proge-
nitora, Sra. A. L., sin legalizar, documentos expedidos por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería en 2018, también sin legalizar e inscripción literal de nacimiento 
en el Registro Civil Consular de La Habana de ciudadano, tío materno de la promotora, 
con marginal de nacionalidad por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1976, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 6 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, puesto que no cumplió 
correctamente el requerimiento de documentación efectuado, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitor era natural 
de España, siendo que el documento no era literal y estaba expedido en el año 2016, 
sin que se aportara tampoco cuando fue requerida en el año 2019 antes de dictarse 
resolución, ni con el recurso presentado, lo mismo que sucedió respecto a otros docu-
mentos presentados, además ninguno de ellos consta debidamente legalizado, por lo 
que no puede tenerse por cumplido el requerimiento de documentación.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la 
relación de filiación de la progenitora de la optante con ciudadano originariamente 
español ni, por tanto, que ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (30.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A. R. C. H., nacida 3 de mayo de 1948 en Z. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
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a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 23 de octubre de 2010.

2. Con fecha 20 de enero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 3 de mayo de 1948 en Z. (Cuba), en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 
2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
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de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, A. L. C. G., hijo de F. J. C. T. y de J. G. M., 
nacidos en España y Cuba, respectivamente; certificación literal española de nacimiento 
del abuelo paterno de la promotora, nacido en T. (España) el 3 de diciembre de 1888; 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del citado abuelo, en los que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros ni 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización; certificación negativa de 
entrada al país del mismo expedida por la Dirección General del Archivo Histórico Nacional 
de la República de Cuba y certificación negativa de la inscripción de la ciudadanía 
cubana del precitado abuelo expedida por el encargado del Registro de Estado Civil de 
Sancti Spiritus que no permite acreditar sin ningún género de dudas que no se hubiera 
practicado tal inscripción en otro registro civil. De este modo, a la vista de la documen-
tación aportada, no puede determinarse fehacientemente que, en el momento del 
nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo paterno de la interesada siguiera 
ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, no se acredita que el pro-
genitor de la promotora sea originariamente español, requisito establecido en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la naciona-
lidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, “a sensu contrario, avala expresamente 
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la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
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España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 3 de diciembre de 1888 en T. (España), por lo que 
se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (32.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B. P. B., nacida el 22 de noviembre de 1951 en L. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 16 de diciembre de 
2011.

Con fecha 20 de noviembre de 2020, se citó a la interesada a fin de que aportara la 
documentación que faltaba para completar su expediente, entre otra, certificados de 
la inscripción de su nacimiento y del de su padre legalizados. La interesada no aporta 
la documentación solicitada en los plazos establecidos.
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2. Con fecha 22 de diciembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los 
hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la misma 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen. Acompaña copia de los certificados de nacimiento de la recurrente 
y de su padre en el registro civil local y documentos de inmigración y extranjería referidos 
a su abuelo paterno, de los que se aporta copia simple sin compulsar y sin la debida 
legalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 22 de noviembre 
de 1951 en La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración 
en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 22 de diciembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por la interesada. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español de origen, ya que, en este 
caso, la promotora no ha aportado los certificados originales de la inscripción de su 
nacimiento ni del de su padre en el registro civil local debidamente legalizados, no 
habiéndose podido constatar la relación de filiación de la optante con español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (33.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B. J. G. M., nacida el 20 de noviembre de 1956 en P. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 23 de noviembre de 
2011.

Con fecha 12 de agosto de 2020, se requirió a la interesada a fin de que aportara la 
documentación que falta para completar su expediente, entre otra, certificados de la 
inscripción del nacimiento de su progenitor legalizado. La interesada no aporta la 
documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 20 de enero de 2021 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los 
que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la misma concurran los 
requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión antes citada, 
solicitando se revise su expediente y se le reconozca el derecho de optar a la nacionalidad 
española de origen, sin aportar la documentación que le había sido requerida.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
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a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de registro civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 
2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 20 de noviembre 
de 1956 en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha 
resolución se interpone recurso por la interesada. Dicho recurso constituye el objeto del 
presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español de origen, ya que, en este 
caso, la promotora no ha aportado el certificado de la inscripción de nacimiento de su 
padre en el registro civil local debidamente legalizado, no habiéndose podido constatar 
la relación de filiación del progenitor de la optante con español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (34.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).



◄ 716 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

HECHOS

1. Doña A-M. C. M., nacida el 10 de julio de 1950 en N. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 24 de noviembre de 2011 solicitud (Anexo 
I) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente 
español.

Con fecha 22 de octubre de 2018, se requirió a la interesada la aportación de docu-
mentación que faltaba para completar su expediente, en concreto, certificados de la 
inscripción de nacimiento de la optante y de su padre en el registro civil local; certificado 
literal español de la inscripción de nacimiento de su abuelo paterno y documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo español, actualizados y debidamente legalizados 
sobre su inscripción en el registro de extranjeros y en el de ciudadanía. La interesada 
no aporta la documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 23 de septiembre de 2020 el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de 
la interesada, ya que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los docu-
mentos aportados, que en la solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña, certificados de la inscripción de su nacimiento y del 
de su padre en el registro civil local; certificado de la partida de bautismo española de 
su abuelo paterno y los documentos de inmigración y extranjería del abuelo español en 
el que se hace constar que no figura que hubiera obtenido la nacionalidad cubana por 
naturalización y que figura inscrito en el Registro de Extranjeros, legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
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2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, a la nacida el 10 de julio de 
1950 en N. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 23 de septiembre 
de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de 
padre natural de España; certificado de la partida de bautismo española del abuelo 
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paterno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en 
los que consta su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra 
inscrito en el registro de ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno de la solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre de la interesada, por lo que el progenitor de la optante 
adquirió al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito 
esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho de la interesada a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (35.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña Y. R. Á., nacida el 11 de marzo de 1975 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 3 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 28 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
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requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de marzo de 1975 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 
2020, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre; certificación de la partida de bautismo 
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española del abuelo paterno acompañada de la negativa de inscripción de éste el 
Registro Civil de dicha localidad y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo en los cuales no consta que haya 
realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, el abuelo 
paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea originariamente español, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la Disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 29 de febrero de 1904 en E. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
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adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (36.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Z. M. O. V., nacida el 4 de octubre de 1976 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 25 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 2 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieta de abuela 
materna originariamente española.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 4 de octubre de 1976 en 
Guantánamo (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de febrero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su madre, R- D. V. H., nacida el 26 de noviembre de 
1945, hija de P. V., nacido en B. y de P. H. R., natural de Canarias; certificación literal 
española de nacimiento de la abuela materna; certificado cubano de defunción de la 
citada abuela, en el que consta que su estado civil al momento del fallecimiento era de 
soltera y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano de la abuela materna en los que consta en los cuales no consta que 
haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciu-
dadanía cubana por naturalización.
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De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, la abuela 
materna de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, no se acredita que la progenitora de la promotora sea originariamente española, 
requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
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adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela materna 
originariamente española, nacida 1 de febrero de 1905 en L. (España), por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
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apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (37.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, por medio de representante, contra el auto de la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E. F. D. C., nacida el 27 de noviembre de 1928 en C. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 5 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 4 de febrero de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido, dadas las irregularidades de los documentos 
aportados, que en la solicitante concurran los requisitos legalmente exigidos, especial-
mente en lo que se refiere a la filiación española del mismo.

3. Notificada la resolución, la interesada mediante representante, interpone recurso 
ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución dene-
gatoria antes citada solicitando la revisión de su expediente y que se acceda a lo 
solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación, indicando que la legalización del 
Ministerio de Relaciones de Cuba plasmada en la certificación cubana de nacimiento 
de la solicitante, presenta dudas de autenticidad, por lo que aprecia que los documentos 
aportados presentan ciertas irregularidades que hacen presumir falsedad 
documental.
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5. A la vista de las actuaciones y previo requerimiento de este centro solicitando la 
incorporación al expediente de la certificación literal de la inscripción cubana de naci-
miento de la optante, actualizada y debidamente legalizada, la recurrente aportó un 
certificado cubano en extracto de su partida de nacimiento en la que consta que nació 
el 27 de noviembre de 1928 en C. y que se inscribió su nacimiento en 1980 en virtud 
de sentencia dictada por el Tribunal Municipal Popular de Varadero de 23 de mayo de 
1980, sin que dicha sentencia haya sido aportada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 28-4.ª de 
noviembre y 3-24.ª de diciembre de 2019 y 19-110.ª de abril de 2021.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 27 de noviembre de 1928 
en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de febrero de 
2014, denegando lo solicitado. Frente a dicha resolución se interpone recurso por la 
representante de la optante, solicitando la revisión del expediente.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado su relación de filiación con español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo – y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
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General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—

Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta suficientemente acreditada 
la filiación de la interesada respecto de un ciudadano español, ya que en este caso se 
ha aportado documentación que ofrece dudas sobre su autenticidad. Sin prejuzgar el 
contenido del Derecho de Cuba sobre las formas o títulos de determinación de la filiación, 
lo cierto es que la opción a la nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar 
y la consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están condicio-
nadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la certificación de nacimiento 
de la interesada en el Registro Civil local, la cual, en cuanto a su eficacia registral en 
España está condicionada al principio de equivalencia de garantías de su autenticidad 
y veracidad conforme a lo que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que no 
sucede en este caso, no sólo, habida cuenta de la irregularidades observadas por el 
encargado del registro civil consular en la legalización del certificado local de nacimiento 
de la solicitante, sino también por el propio contenido del mismo en el que figura que 
la inscrita es hija de A. D. G., natural de España y de J. C. S., nacida en Cuba y que, 
habiendo nacido en C., el 27 de noviembre de 1928, no fue inscrito su nacimiento hasta 
1980, cincuenta y dos años después de producido el hecho inscribible, en virtud de una 
sentencia dictada por el Tribunal Municipal Popular de Varadero en fecha 23 de mayo 
de 1980, que si bien podría probar la filiación española de la promotora, tal sentencia 
no ha sido aportada, por lo que no ha podido verificarse si proviene de un procedimiento 
contencioso, en cuyo caso requeriría de exequatur de un tribunal español de primera 
instancia para el reconocimiento de la citada sentencia, así como tampoco el certificado 
literal cubano de nacimiento actualizado y debidamente legalizado que fue requerido 
por este centro.

En este sentido la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de estado 
civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, entre otros.
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Ello plantea fundadas dudas sobre la exactitud del contenido de la inscripción local 
presentada y sobre su legalidad conforme a la legislación española (art. 23.2 LRC), de 
manera que no reúne las condiciones exigidas para dar fe de la filiación pretendida.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado la 
filiación española de la solicitante, por lo que no resulta acreditado en el expediente el 
cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (39.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Y. E. V., nacido el 9 de septiembre de 1988 (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011.

Con fecha 14 de diciembre de 2018, se requirió al interesado documentación que faltaba 
para completar su expediente, entre otra, documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo español, actualizados y debidamente legalizados sobre su inscripción en el 
registro de ciudadanía y de extranjeros. El interesado no aporta la documentación 
solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 21 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
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opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuelo 
paterno originariamente español, sin acompañar la documentación que le fue 
requerida

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 9 de septiembre de 1988 
en P. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 21 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.
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IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre, S. E. P., nacido el 10 de diciembre de 1937 en 
J., hijo de A. E. P., natural de España, y de E. M. R., nacida en Cuba; certificación literal 
española de nacimiento del abuelo paterno y, requerido al efectos, no fueron aportados 
los certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior 
cubano del citado abuelo que acreditasen el mantenimiento de su nacionalidad española 
al nacimiento de su hijo, padre del optante.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonu” y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
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como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido 9 de febrero de 1896 en F. (España), por lo que se 
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cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (40.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora 
contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España 
en Mendoza (República Argentina).

HECHOS

1. Doña R-M. D. C., nacida el 6 de diciembre de 1984 en G. (República Argentina), de 
nacionalidad argentina, presenta en el Registro Civil Consular de España en Mendoza 
(República Argentina) solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
(Anexo II) en fecha 10 de mayo de 2010.

2. Con fecha 15 de febrero de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en Mendoza dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española de origen formulada por la interesada, al quedar 
acreditado que la abuela de la interesada ingresó en Argentina el 10 de marzo de 1957 
y, por lo tanto, no cumple con los requisitos previstos en la Instrucción DGRN de 4 de 
noviembre de 2008, sobre el derecho de opción a la nacionalidad española de origen, 
establecido en el apartado II de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado II de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, aportando un certi-
ficado expedido por la Dirección Nacional de Migraciones argentina en el que consta 
que la abuela paterna de la interesada ingresó en Argentina el 22 de diciembre de 1936 
procedente de N.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe favorable a la 
estimación del recurso, y el encargado del Registro Civil Consular de España en Mendoza 
remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita del Registro Civil Consular 
de España en Mendoza que requiera a la interesada a fin de que aporte la documentación 
que acredite la salida de España de su abuela paterna entre el 18 de julio de 1936 y 
el 31 de diciembre de 1955, a fin de acreditar su condición de exiliada, dado que se 
acreditó la entrada en Argentina de la abuela paterna procedente de N., no siendo 
atendido dicho requerimiento por la promotora.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 6 de diciembre 
de 1984 en G. (República Argentina), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en Mendoza se dictó resolución el 15 de febrero de 2018 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio.
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IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud: «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante; … 2.3. .. a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil argentino de la solicitante y de su padre, así como certificado 
español de nacimiento de la abuela paterna, en el que consta que nació el 25 de 
diciembre de 1922 en S., Islas Baleares.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado de la abuela, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
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presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de 
España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio 
español podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el 
párrafo anterior».

En el presente expediente, la solicitante aporta certificado expedido por la Dirección 
Nacional de Migraciones argentina en el que consta que la abuela paterna de la interesada 
ingresó en Argentina el 22 de diciembre de 1936 procedente de N., pero no acredita la 
salida de España en el período comprendido entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, no cumpliéndose los requisitos establecidos en el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en particular, que la abuela 
paterna perdió o tuvo que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 



◄ 737 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 25 de diciembre de 1922 en S. (España), por lo 
que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la 
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disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en Mendoza (República Argentina).

Resolución de 27 de abril de 2024 (41.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
actuando a través de representación, contra la resolución de la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. C- A C. R., nacido el 16 de octubre de 1953 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 24 de septiembre de 2010.

2. Con fecha 24 de mayo de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en 
lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieto de abuelo 
paterno originariamente español, aportando certificado español de bautismo de su 
abuelo paterno.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita del Registro Civil Consular 
de España en La Habana que requiera al interesado a fin de que aporte certificado 
literal actualizado y legalizado sobre la inscripción en el registro de extranjeros del abuelo 
paterno del promotor y cualquier otra documentación que acredite que el abuelo mantenía 
su nacionalidad española en la fecha de nacimiento de su hijo, padre del solicitante.

Atendiendo a lo solicitado el interesado aporta documentos de inmigración y extranjería 
de su abuelo paterno, en los que consta que no se encuentra inscrito en el registro de 
extranjeros, ni en el registro de ciudadanía cubana.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 16 de octubre de 1953 en 
Caney, Santiago de Cuba, Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 24 de mayo de 
2018, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor.
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IV. En el presente caso, el interesado aporta al expediente el certificado cubano de su 
nacimiento; certificado cubano de nacimiento de su progenitor, don C-R. C. P.; certificado 
español de bautismo del abuelo paterno del interesado, don J-M. C. P., nacido el 26 de 
junio de 1863 en S. Lugo, así como certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los cuales no consta 
que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la 
ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que no se acredita que el progenitor del interesado sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
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como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 26 de junio de 1863 en S., Lugo (España), por lo que 
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se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (1.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-Á. P. H., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 24 
de noviembre de 1961 en L. (Cuba) y es hija de don J. P. C., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 6 de abril de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, dado 
que se requirió a la solicitante para que aportara documentos adicionales necesarios 
a su solicitud y los requerimientos no fueron atendidos, estimando que no han quedado 
fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo 
con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad 
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española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
alegando ser nieta de abuelo paterno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1961, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 6 de abril de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros documentos, certificado literal cubano 
de nacimiento de la interesada, y certificado literal cubano de nacimiento de su progenitor, 
don J. P. C., donde consta que es hijo de padre nacido en España y madre nacida en 
Canarias. Asimismo, se aportaron copias simples de la certificación española de partida 
de bautismo y de certificación negativa de nacimiento de su abuelo paterno, don J. P. 
L., nacido en 1885 en N., España, así como copias simples de los certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería a nombre del abuelo en los que consta su ins-
cripción en el Registro de Extranjeros y consta en el Registro de Ciudadanía la inscripción 
de la carta de ciudadanía con 54 años, sin legalizar. En interés de completar su expediente 
de nacionalidad, en fecha 29 de enero de 2021 se requirió a la solicitante que aportara 
documentos necesarios, en concreto el certificado de nacimiento del padre expedido 
en fecha actual por et Registro Civil de Diez de Octubre o por su lugar de residencia en 
original y legalizado por el MINREX, documentos originales o fotocopias compulsadas 
por el Consulado del certificado de partida de bautismo y negativa de nacimiento del 
abuelo español y la certificación de Ciudadanía a nombre del abuelo, expedida en fecha 
actual en original y legalizada por el MINREX. Estos requerimientos que fueron atendidos 
por la solicitante, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la 
Ley 52/2007.

Revisado el recurso, se aporta partida española de bautismo compulsada, así como 
certificaciones positivas de Extranjería y Ciudadanía debidamente legalizadas. Sin 
embargo, no se aporta la documentación que justifique la fecha de asiento (2009) de 
la inscripción local de nacimiento del progenitor del interesado, nacido el 3 de septiembre 
de 1923, por lo que no ha podido ser constatada la nacionalidad española de origen 
del progenitor de la promotora.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-C. H. G., nacida el 19 de mayo de 1944 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 de octubre de 2009.

2. Con fecha 6 de abril de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 19 de mayo de 1944 en 
C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
octubre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 6 de abril de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado literal cubano de nacimiento de su pro-
genitor, don A-R. H. C., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias Asimismo, 
se han aportado certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don 
J-S. H. C., nacido en 1867 en V. (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los 
que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni consta 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Consta certificado de entrada 
al país a nombre del abuelo en 1890. En interés de completar su expediente de solicitud 
de nacionalidad, en fecha 11 de diciembre de 2020 se requirió a la solicitante que 
aportase la documentación faltante a su expediente, en concreto certificados de 
Inmigración o Extranjería o cualquier documentación que acredite la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo paterno. Dicho requerimiento no fue atendido por la 
interesada y revisado el recurso, se aporta copia del acta de ciudadanía del abuelo, en 
1908, renunciando a su nacionalidad española por residir en Cuba antes de 1899 y no 
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estar inscrito en el Registro de Españoles de acuerdo con lo establecido en el Tratado 
de París.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1911, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 23 de mayo de 1867 en V., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.



◄ 749 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (4.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-Á. L. C., nacida el 5 de mayo de 1970 en F. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 20 de diciembre de 2011.

2. Con fecha 18 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, dado que se requirió a la 
solicitante documentos necesarios a su solicitud y los requerimiento no fueron atendidos 
en la fecha señalada, estimando que no han quedado fehacientemente probados los 
hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo con los requisitos establecidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacio-
nalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de mayo de 1970 en 
F. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de enero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se aportaron al expediente hoja declaratoria de datos y documento 
de identidad cubano de la interesada, así como el certificado literal español de nacimiento 
del abuelo paterno, don J. L. G., nacido en 1914 en S. (España), donde consta en nota 
marginal la recuperación de la nacionalidad española en 2005. En interés de completar 
su expediente de nacionalidad, en fecha 13 de enero de 2020 se requirió a la solicitante 
que aportara documentos necesarios, en concreto certificados de nacimiento de la 
interesada y de su padre y certificados de Inmigración y Extranjería del abuelo español, 
debidamente legalizados, no atendiendo la solicitante a los requerimientos realizados 
en la fecha señalada, por lo que no quedaron acreditados los requisitos exigidos en la 
Ley 52/2007. Revisado el recurso, se han aportado el certificado cubano de nacimiento 
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de la interesada y el certificado local de nacimiento de su progenitor, don J. L. P., donde 
consta que es hijo de padre natural de Canarias, y certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, a nombre del abuelo español, 
en los que no consta su inscripción en el registro de extranjeros ni consta que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1942, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
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retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 15 de marzo de 1914 en S. España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
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adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-I. Y. G., nacida el 8 de julio de 1963 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 4 de octubre de 2011.

2. Con fecha 16 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la DGRN 
y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 8 de julio de 1963 en C. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 16 de febrero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don M-S. Y. P., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias. Asimismo, se 
han aportado certificado español de partida de bautismo y certificado negativo de 
nacimiento del abuelo paterno, don M-N. Y. B., nacido en 1895 en G. (España), así como 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los que no consta que haya realizado su inscripción en el registro 
de extranjeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. 
Revisado el recurso, se aporta certificado de la inscripción de la carta de ciudadanía, 
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a nombre del abuelo español, en fecha 18 de noviembre de 1944, que no está debida-
mente legalizado.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1928, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).
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Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 18 de abril de 1895 en G., España, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M-A. S. O., nacido el 25 de octubre de 1985 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 26 de mayo de 2009. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 21 de diciembre de 2010, el encargado del registro civil consular dicta 
auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad 
española de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con 
los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente ya que solicitó la nacionalidad como nieto de ciudadano 
originariamente español y no por su progenitor, porque cuando éste nació su padre y 
abuelo del recurrente ya se había nacionalizado cubano.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
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General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 25 de octubre de 1985 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de mayo 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 21 de diciembre de 2010, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
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solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.



◄ 760 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado literal de 
nacimiento del interesado, el certificado literal de nacimiento de su progenitor, Sr. José 
Manuel Sánchez Montes, nacido en Cuba en 1953, hijo del Sr. Adolfo Sánchez Cordero 
y la Sra. M-T. M. Á., ambos nacidos en España y también consta certificado de nacimiento 
del primero de ellos, nacido en Asturias el 13 de febrero de 1911, hijo de ciudadanos 
de la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, el interesado acredita 
que es nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito 
establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de 
la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de 
manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho del interesado a optar a la 
nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M-C. Q. M. O., nacida el 7 de febrero de 1953 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2011. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 19 de diciembre de 2016, la encargada del registro civil consular dicta 
auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad 
española de origen de la interesada, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con 
los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y manifestando que solicitó la nacionalidad como nieta de la Sra. P-R. R. H., española 
de origen, lo que se ha acreditado con la documentación aportada.

Adjunta como nueva documentación, certificación negativa de inscripción de nacimiento 
del abuelo paterno de la recurrente, Sr. A. Q. B., emitida por el Registro Civil de Moya 
(Las Palmas), localidad en la que al parecer había nacido el 19 de mayo de 1894.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 7 de febrero de 1953 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 



◄ 762 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 19 de diciembre de 2016, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
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beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS- Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009- RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado literal de 
nacimiento de la interesada, el certificado literal de nacimiento de su progenitor, Sr. J-M. 
Q. R., nacido en Cuba en 1924, hijo de A. Q. B. y de P-R. R. H., ambos nacidos en Islas 
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Canarias, y también consta certificado de nacimiento de ésta, nacida en M. (Las Palmas) 
el 24 de octubre de 1900, hija de ciudadanos nacidos en la misma localidad y origina-
riamente española. De este modo, la interesada acredita que es nieta de abuela origi-
nariamente española, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero 
del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado declarando el derecho de la interesada a optar a 
la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva del párrafo primero del 
apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (9.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es admisible la solicitud-declaración de opción a la nacionalidad española, al amparo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, presentado por persona diferente 
a la interesada, sin que conste motivo alguno de incapacidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 27 de mayo de 2009, la Sra. I. G. R., según documento de identidad que 
consta en el expediente, presenta solicitud a nombre de J.-M. G. G. en el Consulado de 
España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima.

Se adjunta como documentación; Anexo I de solicitud sin firmar, hoja declaratoria de 
datos sin firmar y en la que hace constar que la interesada, Sra. G. G., nació el 16 de 
abril de 1961 en Cuba, hija de R. G. A. y A.-R. G. F., ambos nacidos en Cuba en 1930, 
carné de identidad de la interesada, certificado literal de nacimiento de la Sra. G. F., 
inscrita en el registro civil consular, hija del Sr. C.-A. G. F., nacido en R. en 1901 y sin 
filiación materna, con marginal de nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b 
del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002 y documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2008, en relación con 
el Sr. G. F.
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Posteriormente, se cita a la interesada para que comparezca en el registro civil consular 
con fecha 27 de noviembre de 2019 y serle requerida nueva documentación y para que 
firme el Anexo I, solicitud-declaración de opción, y la hoja declaratoria de datos. No 
consta que compareciera ni que se aportara documento alguno en los seis meses del 
plazo que se concedió.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 8 de octubre de 2020, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada, 
al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito de 
aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que la 
no cumplió el requerimiento de documentación.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, manifestando que tiene nueva documentación que puede aportar.

Posteriormente, se presenta nuevo escrito adjuntando diversa documentación.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 1280 del Código Civil; 97 de 
la Ley del Registro Civil; disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, arts. 16, 348 y 358 del Reglamento del Registro Civil, Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008 y las 
resoluciones, entre otras, 23-1.ª de junio de 1998; 11 de noviembre de 1999, 14-2.ª 
de septiembre de 2004, 23-1.ª de mayo de 2005, 16-2.ª de junio de 2006, 15-4.ª de 
febrero de 2007 y 22-1.ª de septiembre de 2008; 21-3.ª de julio de 2009.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1961, Sra. J.-M. G. G., en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue presentada el 27 de mayo 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, sin estar firmada ni identificada 
la persona que hizo la presentación, salvo por el documento de identidad cubano que 
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se aportó, correspondiente a una prima de la interesada. El encargado del registro civil 
se dictó auto el 8 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, al no haber cumplimentado 
el requerimiento de documentación que se le efectuó, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En primer lugar conviene señalar que conforme a la Directriz Segunda de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, 
BOE de 26 de noviembre, «la solicitud-declaración de opción se presentará por los 
interesados ajustada a los modelos oficiales………» y en la Directriz Tercera que esta 
«solicitud-declaración se presentará ante el encargado del Registro Civil español, consular 
o municipal, correspondiente al lugar del domicilio del interesado. De la declaración se 
levantará acta por duplicado…….».

Dado que en la fecha en que la Sra. G. R. presento la solicitud en nombre de la Sra. G. 
G., 27 de mayo de 2009, no consta que ésta no pudiera actuar en su propio nombre, 
ni que hubiera sido declarada su incapacidad para personarse en el momento de la 
solicitud, ni posteriormente tras el requerimiento formulado en noviembre del año 2019, 
pese al tiempo transcurrido, ni tampoco con el recurso presentado, por tanto la Sra. G. 
R. no podía actuar en nombre de la interesada para formular una declaración de voluntad 
como era optar por la nacionalidad española, ya que no concurrían las circunstancias 
que para dicha solicitud se contemplaban en la normativa reguladora.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1.b de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los hijos e hijas mayores de edad de aquellos 
españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho 
de opción, de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L. M.  N., nacida en Cuba el 1 de marzo de 1984 y de nacionalidad cubana, presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 4 de julio de 2011.

Consta la siguiente documentación; certificado local de nacimiento de la promotora, 
legalizado y carné de identidad, certificado local de nacimiento del progenitor de la 
promotora, legalizado, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en el año 2019, relativos a que el Sr. J. M. G., abuelo paterno del promotor, 
no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni tampoco en el de Ciudadanía, ambos 
legalizados.

2. Con fecha 4 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, mostrando su disconformidad con la resolución denegatoria antes 
citada, alegando que ha habido un error ya que no solicitó la nacionalidad por su padre, 
que también ha optado por ella como hijo de J.-M. M. G., sino como nieto del precitado 
que es español de origen, por lo que ruega que se revise el expediente.

Adjunta como nueva documentación; certificado literal de nacimiento del Sr. M. G., 
nacido en L., hijo de ciudadanos naturales de la misma provincia.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

5. Consta a este centro directivo que el progenitor del promotor, Sr. R. M. G., fue inscrito 
en el Registro Civil Consular de La Habana, habiendo nacido en Cuba en 1946, hijo de 
J. M. G., nacido en L. el 11 de noviembre de 1902, sin que conste su nacionalidad, con 
marginal de nacionalidad española por la opción de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 con fecha 4 de julio de 2011.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
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adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 1 de marzo de 1984 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional». Solicitud que fue denegada 
mediante auto de fecha 4 de enero de 2021, contra el que se interpuso el correspondiente 
recurso que es el objeto de la presente resolución.

III. En este caso el padre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por la propia disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 4 de julio de 2011, momento en el que 
la recurrente ya era mayor de edad, por lo que no podía ejercer para sí la opción con-
templada en la misma norma, por lo que no concurrían en ella los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española, 
según el apartado 1.b) los hijos e hijas mayores de edad de aquellos españoles a quienes 
les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo 
a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en las que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por 
lo que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 de 
la Constitución: «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, 
la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos».

La garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales constituye el límite infranqueable que 
el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la norma 
que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in bonus. 
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Asimismo, cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley».

Así en la propia Exposición de Motivos de la Ley 20/2022 se destaca que «Por último, 
como medida reparadora de las personas que sufrieron el exilio, se dispone en la dis-
posición adicional octava una regla para la adquisición de la nacionalidad española 
para nacidos fuera de España de padres o madres, abuelas o abuelos, exiliados por 
razones políticas, ideológicas o de creencia, en la que se da cabida asimismo, en 
coherencia con los objetivos de esta Ley, a los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros, antes 
de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, así como los hijos e hijas mayores 
de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen 
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en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre».

VII. De este modo, la Ley 20/2022 puede considerarse una norma aplicable retroacti-
vamente de manera tácita, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes expuesta, 
ya que es evidente que se trata de una norma que mejora la anterior, al partir de la 
regulación ya existente y extender su aplicación a otros colectivos. En ese sentido, sin 
duda puede afirmarse que responde al propósito del legislador de «complementar» la 
norma anterior ampliando los supuestos que esta reconocía o, si se prefiere, que subsana 
la «laguna» advertida al aplicar la disposición adicional séptima por la vía de dar cabida 
a supuestos que entonces no se contemplaron pero que está justificado, «en coherencia 
con los objetivos de la Ley», que ahora se incluyan.

Por último, cabe añadir que el último inciso de la disposición transitoria primera del 
Código Civil, que debe aplicarse de manera supletoria ante la ausencia de una previsión 
específica de derecho transitorio en la Ley 20/2022 (artículo 4.3), avala esa misma 
solución al disponer lo siguiente: «Se regirán por la legislación anterior al Código los 
derechos nacidos, según ella, de hechos realizados bajo su régimen, aunque el Código 
los regule de otro modo o no los reconozca. Pero si el derecho apareciere declarado por 
primera vez en el Código, tendrá efecto, desde luego, aunque el hecho que lo origine se 
verificara bajo la legislación anterior, siempre que no perjudique a otro derecho adquirido 
de igual origen».

Por tanto, para quienes no tenían reconocido el derecho de opción en virtud de la Ley 
52/2007 pero sí en la Ley vigente, en virtud de un «hecho» que existía ya necesariamente 
bajo la vigencia de la Ley anterior (su condición de descendientes de determinados 
sujetos), cabe entender que la nueva Ley ha declarado por primera vez ese derecho y, 
en consecuencia, que la disposición adicional octava puede aplicárseles de manera 
retroactiva al no perjudicar a otro derecho adquirido de igual origen.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el apartado 1.b de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022 establece que podrán adquirir la nacionalidad española los hijos e hijas 
mayores de edad de quienes les fue reconocida la nacionalidad en virtud del derecho 
de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición adicional 
séptima de la Ley 5272007, por lo que se ha eliminado la limitación establecida en la 
regulación anterior, permitiendo ejercer el derecho de opción a la nacionalidad española 
a los hijos e hijas mayores de edad.

IX. En el caso que nos ocupa, consta en el expediente que el padre de la solicitante, Sr. 
R. M. G., obtuvo la nacionalidad española en virtud del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 con fecha 22 de febrero de 2011, fecha en la que 
la interesada era mayor de edad, por lo que la recurrente acredita que se encuentra 
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dentro del supuesto contemplado en el apartado 1.b de la disposición adicional octava 
de la Ley 20/2022 y procede aplicar ésta de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del apartado 1.b de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (2.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. O.-E. E. C., nacido el 28 de noviembre de 1952 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 19 de diciembre de 2011. 
Adjunta diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 29 de enero de 2021, el encargado del registro civil consular dicta auto 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando 
la revisión de su expediente y aportando nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; certificado literal de bautismo de su progenitor, 
en el que consta nacido el 16 de septiembre de 1911, hijo legítimo del Sr. J. E. M., natural 
de C. marginal de matrimonio en 1940, certificado literal de matrimonio eclesiástico de 
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los abuelos paternos del promotor, casados en Cuba el 19 de mayo de 1899 y certificado 
de bautismo del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 28 de noviembre de 1952 
en Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 29 de enero de 2021, denegando lo 
solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
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la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
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de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado local de 
nacimiento del interesado, el certificado local de nacimiento y de bautismo de su pro-
genitor, Sr. J. E. R., nacido en Cuba en 1911, hijo del Sr. J. E. M., nacido en C. y también 
consta certificado de nacimiento de éste, nacido en C. el 13 de mayo de 1876, e inscrito 
en dicho registro civil por auto dictado por el encargado del Registro Civil de Cazalla de 
la Sierra (Sevilla) en expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo, y origina-
riamente español. De este modo, el interesado acredita que es nieto de abuelo origina-
riamente español, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero 
del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, 
de Memoria Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado declarando 
el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación 
retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la 
Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 30 de abril de 2024 (3.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es admisible la solicitud-declaración de opción a la nacionalidad española, al amparo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, presentado por persona diferente 
al interesado, sin que conste motivo alguno de incapacidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 30 de julio de 2010, según se hace constar en el auto dictado por el 
encargado del Registro Civil Consular de La Habana, se presenta solicitud a nombre de 
L. S. Á. en el Consulado de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007, disposición adicional séptima.

Se adjunta como documentación; Anexo I de solicitud sin firmar, hoja declaratoria de 
datos sin firmar y en la que hace constar que el interesado nació el 28 de diciembre de 
1965 en Cuba, hijo de L.-P. S. G.-P. y E. Á. B., ambos nacidos en Cuba y carné de identidad 
de la Sra. L. S. Á., quién al parecer presentó la solicitud.

Con la misma fecha de 30 de julio de 2010, mediante el formulario Anexo VI, se requiere 
nueva documentación a la persona que presentó la solicitud y firmó el requerimiento, 
certificado de nacimiento del interesado y de su progenitor/a y de su abuelo español. 
No consta que se presentara documento alguno.

Posteriormente, con fecha 27 de marzo de 2019, se produce un nuevo requerimiento 
reiterando la documentación ya contenida en el anterior y certificados de los registros 
cubanos de extranjeros y ciudadanía y, además se solicita que el interesado, Sr. L. S. 
Á., firme la declaración de opción, Anexo I y la hoja declaratoria de datos. No consta que 
se aportara documento alguno en los seis meses del plazo que se concedió.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 8 de octubre de 2020, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada, 
al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito de 
aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que la 
solicitud, declaración de opción, no fue presentada personalmente por el interesado, 
siendo la opción un modo de adquirir la nacionalidad española que requiere de la 
voluntad expresa de la persona interesada, formulada ante el órgano o empleado público 
designado en la Ley, derecho reconocido por la disposición Adicional Séptima de la Ley 
52/2007.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
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citada, manifestando que a la primera cita no pudo comparecer porque estaba aquejado 
de una grave enfermedad, que ya ha superado, por lo que presentó la solicitud su 
hermana y, después tampoco pudo presentar la documentación a tiempo por las res-
tricciones con motivo de la pandemia de Covid, pero ya ha conseguido la 
documentación.

Adjunta nueva documentación; certificado no literal de nacimiento propio y de su pro-
genitora, inscrita ésta en el registro civil local por su propia declaración, hija de ciudadanos 
nacidos en España, certificados literales de nacimiento de éstos, nacidos en P. el Sr. Á. 
R. y en B. la Sra. B. y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en el año 2019, relativos a que el primero de ellos estaba inscrito en el 
Registro de Extranjeros en 1933 y no consta en el Registro de Ciudadanía. No se adjunta 
documento alguno que acredite las alegaciones del recurrente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 1280 del Código Civil; 97 de 
la Ley del Registro Civil; disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, arts. 16, 348 y 358 del Reglamento del Registro Civil, Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008 y las 
resoluciones, entre otras, 23-1.ª de junio de 1998; 11 de noviembre de 1999, 14-2.ª 
de septiembre de 2004, 23-1.ª de mayo de 2005, 16-2.ª de junio de 2006, 15-4.ª de 
febrero de 2007 y 22-1.ª de septiembre de 2008; 21-3.ª de julio de 2009.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1965, Sr. L. S. Á., en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue presentada el 30 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, sin estar firmada ni identificada 
la persona que hizo la presentación, salvo por el documento de identidad cubano que 
se aportó, correspondiente a una hermana del interesado. El encargado del registro 
civil se dictó auto el 8 de octubre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su madre fuese española de origen, al no haber cumplimentado 
el requerimiento de documentación que se le efectuó, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En primer lugar conviene señalar que conforme a la Directriz Segunda de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, 
BOE de 26 de noviembre, «la solicitud-declaración de opción se presentará por los 
interesados ajustada a los modelos oficiales………» y en la Directriz Tercera que esta 
«solicitud-declaración se presentará ante el encargado del Registro Civil español, consular 
o municipal, correspondiente al lugar del domicilio del interesado. De la declaración se 
levantará acta por duplicado…….».

Dado que en la fecha en que la Sra. S. Á. presento la solicitud en nombre de su hermano, 
30 de noviembre de 2010, no consta que éste no pudiera actuar en su propio nombre, 
ni que hubiera sido declarada su incapacidad, puesto que no se ha aportado documento 
alguno que acredite las alegaciones sobre la imposibilidad física del interesado para 
personarse por motivos de enfermedad en el momento de la solicitud, ni posteriormente 
tras el primer requerimiento de la misma fecha, ni tras el formulado en el año 2019, 
pese al tiempo transcurrido, ni tampoco con el recurso presentado, por tanto la Sra. S. 
Á. no podía actuar en nombre del interesado para formular una declaración de voluntad 
como era optar por la nacionalidad española, ya que no concurrían las circunstancias 
que para dicha solicitud se contemplaban en la normativa reguladora.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (5.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen, por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-M. P. L., nacido el 20 de octubre de 1962 en Cuba y de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud de opción a 
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la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 2 de diciembre de 2009. Adjunta 
diversa documentación en apoyo de su solicitud.

2. Con fecha 1 de julio de 2019, el encargado del registro civil consular dicta auto por 
el que se deniega la inscripción de nacimiento y la opción a la nacionalidad española 
de origen del interesado, ya que no quedaba acreditado que cumpliera con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad española originaria de su progenitora, al no poder establecerse fehacien-
temente que el progenitor de ésta, ciudadano originariamente español mantuviera su 
nacionalidad cuando aquella nació.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
ya que ha debido haber un error involuntario en el formulario de solicitud, puesto que 
su progenitora nació en Cuba y es cubana de nacimiento, pero su abuelo materno si 
nació en España y era ciudadano español, sin que obtuviera nunca la ciudadanía cubana.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho y el encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe en el 
mismo sentido del emitido por el fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil; 
artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil de 1957; artículos 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil y las Instrucciones de 4 de noviembre de 2008 de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado y de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 20 de octubre de 1962 en 
Cuba, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 1 de julio de 2019, denegando lo solicitado.



◄ 779 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

V. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VI. Si bien el artículo 2.3 del Código Civil establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
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desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del Código Civil de acuerdo con la manera en que 
la jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

VIII. En el caso que nos ocupa, se ha aportado al expediente el certificado literal de 
nacimiento del interesado, el certificado literal de nacimiento de su progenitora, Sra. O. 
L. H., nacida en Cuba en 1934, hija del Sr. I. L. M., nacido en C. y también consta certi-
ficado de nacimiento de éste, nacido en F. el 4 de abril de 1903, hijo de ciudadanos de 
la misma naturaleza y originariamente español. De este modo, el interesado acredita 
que es nieto de abuelo originariamente español, por lo que se cumple el requisito 
establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de 
la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede aplicar de 
manera retroactiva.
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Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (6.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. I. M. V., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 18 de febrero de 1945 en Cuba, hijo de F.-M. M. C. y C.-P. V. P., ambos nacidos 
en Cuba, en 1917 y 1921, respectivamente, carné de identidad cubano del promotor y 
partida de bautismo del Sr. M. V. S., nacido y bautizado en L. en 1871, hijo de ciudadanos 
de la misma naturaleza.

Posteriormente, el interesado comparece en el Registro Civil Consular de La Habana 
con fecha 10 de abril de 2019, siendo requerido, según documento firmado que consta 
en el expediente, para que en seis meses aportara nueva documentación, certificado 
de nacimiento propio, certificado de nacimiento de su progenitor/progenitora sobre el 
que base su pretensión, ambos literales, originales y legalizados y certificados de los 
registros cubanos de extranjeros y de ciudadanía del abuelo español. No consta que se 
presentara documentación alguna.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 23 de noviembre de 2020, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, al no haber cumplimentado el requerimiento de documentación.
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3. Notificada la resolución, la Sra. L. M. M., hija del promotor, interpone en su nombre 
recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo 
denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando que su progenitor no pudo aportar 
la documentación por su enfermedad que provocó su fallecimiento, solicitando que se 
continúen los trámites.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de defunción del Sr. M. V., sin 
legalizar, fallecido el 3 de marzo de 2020 y certificados de nacimiento de la recurrente 
y de otra hija del interesado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1945, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 23 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, no ha sido aportada documentación de nacimiento, ni del propio 
promotor ni de su progenitora, al parecer hija de ciudadano nacido en España, tratándose 
de documentos que deben ser obtenidos de las autoridades cubanas, sin embargo, si 
se aportó en el inicio del expediente documento español de bautismo de don M. V. S., 
al parecer abuelo materno del promotor, por ello se hizo requerimiento expreso de la 
documentación que faltaba al interesado, según firma que aparece en el requerimiento, 
sin que se hiciera llegar al registro civil consular, ni se comunicara situación alguna que 
lo impidiera, tampoco se ha aportado dicha documentación en unión del recurso inter-
puesto por la hija del promotor, estas circunstancias no permiten tener por acreditada 
la filiación del Sr. M. V., ni la de su progenitora con ciudadano nacido en España y ori-
ginariamente español, por tanto tampoco su nacionalidad española, por tanto no es 
posible tener por acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos esenciales del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 30 de abril de 2024 (7.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L.-S. C. R., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 19 de octubre de 1970 en Cuba, hija de L.-R. C. A. y P.-H. R. V., ambos nacidos 
en Cuba en 1945 y 1947, respectivamente, carné de identidad de la promotora, certificado 
no literal de nacimiento del padre de la promotora y carta de ciudadanía cubana otorgada 
al Sr. A. C. M., nacido en C., de 54 años, con fecha 9 de septiembre de 1954.

Posteriormente, la interesada comparece en el registro civil consular, con fecha 13 de 
enero de 2020, siéndole requerida nueva documentación; certificado de nacimiento 
propio y de su progenitor/a, original, literal y legalizado, certificado de nacimiento de su 
abuelo español o partida de bautismo en caso de no ser localizada la inscripción de 
nacimiento en el registro civil español. No consta que se aportara la documentación.

2. El encargado del registro civil consular dicta auto, en fecha 18 de enero de 2021, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que cumplió el requerimiento de documentación que se le realizó.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes 
citada, solicitando la revisión de su expediente ya que no pudo aportar la documentación 
por una enfermedad familiar grave.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de nacimiento propio, legali-
zado, certificado no literal de nacimiento de su progenitor, legalizado, hijo del Sr. A. C. 
M., nacido en Canarias, no se aporta documento de nacimiento de éste último.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
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el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1970, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 18 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
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conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, ésta tampoco 
acredita la nacionalidad española originaria del mismo, ya que sólo consta que es hijo 
de ciudadano nacido en España, Sr. A. C. M., sin especificar fecha, localidad o provincia 
y de éste no se aporta certificado de nacimiento expedido por el Registro Civil español 
correspondiente, ni certificación negativa sobre la imposibilidad de localizar la inscripción, 
ni tampoco su partida de bautismo, que podría admitirse en este supuesto en lugar del 
certificado de nacimiento, estas circunstancias no permiten tener por acreditado el 
nacimiento del abuelo paterno de la promotora ni por tanto su nacionalidad española 
originaria ni tampoco la nacionalidad española de su hijo y progenitor de la Sra. C. R., 
por tanto no es posible tener por acreditado el cumplimiento de uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (8.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don I. C. M., nacido el 28 de noviembre de 1963 en N. (Cuba) presenta en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 24 de noviembre de 2011 solicitud (Anexo 
I) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que su progenitor es originariamente 
español.

Con fecha 22 de octubre de 2018, se requirió al interesado documentación que faltaba 
para completar su expediente, en concreto, certificados de la inscripción del nacimiento 
del optante y de su progenitor, certificado literal español de nacimiento de su abuelo 
paterno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, actualizados y 
debidamente legalizados sobre su inscripción en el registro de ciudadanía y de extranjeros. 
El interesado no aporta la documentación solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 2 de febrero de 2021 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se 
revise su expediente. Acompaña los certificados de inscripción de su nacimiento y del 
de su padre en el registro civil local; certificado de la partida de bautismo española de 
su abuelo paterno, J. C. R., nacido el 4 de octubre de 1885 en A., acompañada de 
negativa de inscripción en el Registro Civil de dicha localidad y documentos de inmigración 
y extranjería del abuelo español en el que se hace constar que no figura que hubiera 
obtenido la nacionalidad cubana por naturalización y que figura inscrito en el Registro 
de Extranjeros, legalizados.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que a la vista de nueva 
documentación aportada procede estimar el recurso, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
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2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 28 de noviembre 
de 1963 en N. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de febrero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su padre, constando en este último que el progenitor es hijo de padre 
natural de España; certificado de la partida de bautismo española del abuelo paterno 
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y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español legalizados, en los que 
consta su inscripción en el registro de extranjeros cubano y que no se encuentra inscrito 
en el registro de ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo paterno del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre del interesado, por lo que el progenitor del optante adquirió 
al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito esencial del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (11.ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don G.- J. Z. B., nacido el 8 de febrero de 1939 en B. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 30 de junio de 2010.

Con fecha 3 de febrero de 2020, se requirió al interesado documentación que faltaba 
para completar su expediente, entre otra, documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo español, actualizados y debidamente legalizados sobre su inscripción en el 
registro de ciudadanía y de extranjeros. El interesado no aporta la documentación 
solicitada en los plazos establecidos.

2. Con fecha 20 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
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opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuelo 
paterno originariamente español. Acompaña a su escrito de recurso determinada 
documentación que ya se encontraba en el expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 8 de febrero de 1939 en B. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 20 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.
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IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre; certificación española de nacimiento del abuelo 
paterno; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano del citado abuelo en los cuales consta su inscripción en el registro de 
extranjeros con n º 299620 y que no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización, 
que se presentan sin la debida legalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, el abuelo 
paterno del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
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beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 12 de enero de 1877 en R., Canarias (España), por 
lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la 
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disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (12.ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C.- A. G. L., nacida 3 de febrero de 1958 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de diciembre de 2010.

2. Con fecha 28 de agosto de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, al no cumplir con los 
requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
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el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 3 de febrero de 1958 en S. (Cuba), en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
febrero de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 2020, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, J.- J. G. Á., hijo de J. G. B. y de C. Á., nacidos 
en España y Cuba, respectivamente; certificación española de nacimiento del abuelo 
paterno de la promotora, nacido en C. (Málaga) el 4 de julio de 1901; certificados de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo, 
en los que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros ni que haya obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización y certificación negativa de la inscripción de jura 
de intención de renuncia a la nacionalidad española y opción por la cubana del precitado 
abuelo expedida por el encargado del Registro de Estado Civil de Santiago de Cuba que 
no permite acreditar sin ningún género de dudas que no se hubiera practicado tal ins-
cripción en otro registro civil. De este modo, a la vista de la documentación aportada, 
no puede determinarse fehacientemente que, en el momento del nacimiento del padre 
de la solicitante, el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad 
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española de origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la promotora sea 
originariamente español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

VI. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VIII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
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de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

IX. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

X. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido en C. (Málaga) el 4 de julio de 1901, por lo que se 
cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que 
procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
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por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (13.ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don F. V. P., nacido el 20 de octubre de 1963 en M. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 24 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 10 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen del interesado, al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser nieto de abuela 
paterna y materna originariamente españolas. No se aporta certificado cubano de 
nacimiento de la madre del optante.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido 20 de octubre de 1963 en M. 
(Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 10 de febrero de 
2021, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de 
nacimiento del interesado y de su padre, J.- F. V. L., nacido el 19 de mayo de 1900 en 
G. (Cuba), hijo de R. V. y de T. L. G., naturales de Cuba y Canarias, respectivamente; 
certificado cubano de matrimonio de los citados abuelos celebrado en Cuba el 16 de 
junio de 1900; certificación española de nacimiento de la abuela paterna y certificados 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano de ésta 
en los que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, la abuela 
paterna del interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo 
que, no se acredita que el progenitor del promotor sea originariamente español, requisito 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
para optar a la nacionalidad española de origen.
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V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
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«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, el interesado acredita que es nieto de abuela paterna 
originariamente española, nacida 7 de marzo de 1881 en F., Gran Canaria, Canarias, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho del interesado a optar a la nacionalidad española de origen por 
la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 30 de abril de 2024 (14.ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-Á. L. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 22 
de diciembre de 1960 en M. (Cuba) y es hija de don S. -A. L. C., de nacionalidad cubana.

2. Con fecha 27 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, dado 
que se requirió a la solicitante para que aportara documentos adicionales necesarios 
a su solicitud y los requerimientos no fueron atendidos, estimando que no han quedado 
fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no cumpliendo 
con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando ser nieta de abuelo paterno español 
de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil (CC); artículos 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil (LRC); artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre 
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otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio 
de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre 
de 2007, y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1960, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto el 27 de enero de 2021, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la LRC (LRC)—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros documentos, certificado cubano de 
nacimiento de la interesada y certificado cubano de nacimiento de su progenitor, don 
S.- A. L. C., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias. Asimismo, se aportó 
certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don F. L. R., nacido el 7 
de agosto de 1878 en T., Canarias (España), y certificados de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería a nombre del citado abuelo indicando que consta su inscripción en el 
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Registro de Extranjeros con 37 años y no consta que se haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización. En interés de completar su expediente de nacionalidad, en 
fecha 9 de abril de 2019 se requirió a la solicitante que aportara documentos necesarios, 
en concreto Sentencia dictada por el señor Juez de Primera Instancia de Matanzas de 
fecha 11 de mayo de 1964, en virtud de la cual fue inscrita la interesada en el Registro 
Civil de Cidra, debidamente legalizada, requerimientos que no fueron atendidos por la 
solicitante, por lo que no quedaron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 
52/2007. Revisado el recurso, no consta que se haya aportado la documentación 
requerida por lo que no ha podido ser constatada la nacionalidad española de origen 
del progenitor de la promotora.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la LRC (LRC) y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor 
de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (16.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B.- R. H. G., nacida el 26 de agosto de 1950 en M., La Habana (Cuba), de 
nacionalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
(Cuba) solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 30 
de octubre de 2009.
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2. Con fecha 28 de enero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 26 de agosto de 1950 
en M., La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración 
en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de 
octubre de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
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exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento de la interesada y el certificado literal cubano de nacimiento de 
su progenitor, don A.- R. H. C., donde consta que es hijo de padre natural de Canarias 
Asimismo, se han aportado certificado español de partida de bautismo del abuelo 
paterno, don J.- S. H. C., nacido en 1867 en V., Canarias (España), así como certificados 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en los que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extran-
jeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Consta 
certificado de entrada al país a nombre del abuelo en 1890. En interés de completar 
su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 9 de marzo de 2020 se requirió a 
la solicitante que aportase la documentación faltante a su expediente, en concreto la 
inscripción de su abuelo en el Registro General de Españoles según lo establecido en 
el Artículo IX del Tratado de París, al residir en Cuba antes del 11 de abril de 1899. Dicho 
requerimiento no fue atendido por la interesada y revisado el recurso, se aporta copia 
del acta de ciudadanía del abuelo, en 1908, renunciando a su nacionalidad española 
por residir en Cuba antes de 1899 y no estar inscrito en el Registro de Españoles.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1911, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial 
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correspondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 
respecto a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancio-
nadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite 
infranqueable que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter 
retroactivo de la norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una 
retroactividad in bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala 
expresamente la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones 
normativas que sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que 
amplíen los derechos individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de 
manera más limitada (en ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.
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VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 23 de mayo de 1867 en V., Islas Canarias, España, 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (17.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.- A. F. R., nacida el 13 de junio de 1945 en C., La Habana (Cuba), de nacio-
nalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado 
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primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 19 de octubre 
de 2011.

2. Con fecha 18 de febrero de 2021, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no han 
quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, no 
cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 13 de junio de 1945 en 
C., La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 18 de febrero de 2021, denegando 
lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado literal 
cubano de nacimiento de la interesada y el certificado literal cubano de nacimiento de 
su progenitor, don B.- V. F. C., donde consta que es hijo de padre natural de C. Asimismo, 
se han aportado certificado español de partida de bautismo del abuelo paterno, don J. 
F. R., nacido en 1853 en R., La Coruña, Galicia (España), así como certificado de la 
Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo 
español, en el que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros 
y certificado del Archivo Nacional en el que se indica que no hay datos de la entrada al 
país y del Registro de Españoles por el Tratado de París del abuelo español en los años 
1866-1869 por estar la documentación en mal estado.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1902, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
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que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
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octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido el 15 de septiembre de 1853 en R., La Coruña, Galicia, 
España, por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 
1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 30 de abril de 2024 (18.ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-A. O. S., nacida el 8 de agosto de 1961 en M., La Habana (Cuba), de nacio-
nalidad cubana, presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 10 de agosto 
de 2011.

2. Con fecha 15 de diciembre de 2020, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
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y la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando que no 
han quedado fehacientemente probados los hechos a los que se refiere su declaración, 
no cumpliendo con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión 
de su expediente y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como nieta de abuelo 
paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 8 de agosto de 1961 en 
M., La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 15 de diciembre de 2020, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal 
comparte en su informe.
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IV. En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, el certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y el certificado cubano de nacimiento de su progenitor, 
don L.- E. O. H., donde consta que es hijo de padre natural de A. Asimismo, se han 
aportado certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, don A. O. L., 
nacido en 1893 en F., Almería (España), así como certificados de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en los 
que no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni consta 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, en 1922, 
el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de 
origen, por lo que, no se acredita que el progenitor de la interesada sea originariamente 
español, requisito establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española de origen.

V. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VI. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).
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VII. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto 
retroactivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

VIII. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».
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IX. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuelo paterno 
originariamente español, nacido en 1893 en F., Almería, España, por lo que se cumple 
el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, que procede 
aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.1.3.2  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO II LEY 52/2007

Resolución de 30 de abril de 2024 (10.ª)
III.1.3.2. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por la aplicación retroactiva 
del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática, los nacidos fuera de España de padre o 
madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. M. C., nacida el 4 de agosto de 1942 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 9 de noviembre de 2011.

2. Con fecha 28 de agosto de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española de origen formulada por la interesada en virtud de 
lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen 
de su progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
y que se le reconozca la opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, indicando que la solicitud la hizo en 
virtud del apartado segundo de la citada disposición por ser nieta de abuela paterna 
originariamente española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución 
con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, anexo 
II, de nacionalidad española por opción (apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es nieto/a de 
abuelo/a español que perdió o renunció a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil; la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre; los artículos 20 del Código Civil 
(CC); artículos 15, 16, 23 y 66 de la Ley del Registro Civil (LRC) de 1957; artículos 66, 
68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Instrucciones de 4 de noviembre 
de 2008 de la DGRN y de 25 de octubre de 2022 de la DGSJFP.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 4 de agosto de 
1942 en C. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo II de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de agosto de 
2019 denegando lo solicitado.

III. Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada y lo resuelto 
por el registro civil consular, que basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
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52/2007, por no haber quedado establecido que en la promotora concurran los requisitos 
legales exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio 
fiscal comparte en su informe. En el escrito de solicitud, presentado en modelo norma-
lizado, consta que se realizaba una opción a la nacionalidad española en virtud del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que 
la solicitud de la nacionalidad española se fundamenta en que la solicitante es nieta 
de abuela española que perdió o renunció a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio, sin embargo el registro civil consular indica en su auto que la petición de la 
optante se fundamentaba en la nacionalidad española del padre de ésta, don H. M. P., 
indicando que no habiéndose probado la continuidad de la nacionalidad española de 
su abuela paterna al momento del nacimiento de su hijo, padre del promotor, no queda 
probada la nacionalidad española de origen de éste último.

La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la resolución y la 
pretensión del interesado, en tanto que en este caso se aprecia la existencia de una 
divergencia en los datos, que pueden ser consecuencia de un error material, pero que 
al estar la resolución denegatoria basada en circunstancias que afectaban a la persona 
de la abuela de la promotora, concretamente el mantenimiento de su nacionalidad 
española al momento del nacimiento del progenitor de la optante, dicho error supone 
un defecto que afecta al auto impugnado (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC). Sin embargo, 
en este caso, habiendo constatado que se cuenta con toda la documentación necesaria 
para dictar resolución, pese a que procedería retrotraer las actuaciones al momento 
procedimental oportuno para que se dictara nuevo auto conteniendo la correcta califi-
cación y se notificara a la interesada, razones de economía procesal aconsejan entrar 
en el fondo del asunto.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud: «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante; … 2.3. .. a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuela española se han aportado la correspondiente certificación de nacimiento 
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del registro civil cubano de la solicitante y de su padre, así como el certificado literal 
español de nacimiento de su abuela paterna, originariamente española.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, la solicitante promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que su padre, don H. M. P., es hijo de doña G. P. R., 
natural de P., La Palma (España). Sin embargo, no se acredita en el expediente que la 
citada abuela perdiera la nacionalidad española como consecuencia del exilio, ni que 
saliera del territorio español en el período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 
31 de diciembre de 1955, ya que, obran en el expediente certificados de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano de la abuela española, 
en los cuales consta su inscripción en el registro de extranjeros y que no ha obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización y certificado cubano de la inscripción de naci-
miento en el registro civil local en el que consta que la precitada abuela dio a luz a su 
hijo, padre de la solicitante, en 1921 en C. (Cuba), quedando acreditada la residencia 
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en Cuba de la abuela paterna desde al menos esa fecha, por tanto, anterior al periodo 
del exilio.

VII. Se plantea en este supuesto la cuestión de aplicar de manera retroactiva el régimen 
contenido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de 
Memoria Democrática, conforme a la cual, podrán optar a la nacionalidad española: a) 
Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones 
políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido 
o renunciado a la nacionalidad española; b) Los hijos e hijas nacidos en el exterior de 
mujeres españolas que perdieron su nacionalidad por casarse con extranjeros antes de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978 y c) Los hijos e hijas mayores de edad 
de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad de origen en virtud 
del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley o en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

VIII. El legislador no ha incluido en la Ley 20/2022 ninguna disposición transitoria que 
establezca la posibilidad de aplicar la disposición adicional octava para resolver las 
solicitudes en que aún no haya sido dictada una resolución administrativa firme, por lo 
que, ante la ausencia de una previsión específica al respecto en la Ley sectorial corres-
pondiente, debe tenerse en cuenta, ante todo, lo que establece el artículo 9.3 respecto 
a la garantía constitucional de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales que constituye el límite infranqueable 
que el legislador debe observar al tiempo de determinar el carácter retroactivo de la 
norma que apruebe, ya que la Constitución solamente permite una retroactividad in 
bonus y cabe interpretar que el constituyente, a sensu contrario, avala expresamente 
la posibilidad de que se dote de efectos retroactivos a las disposiciones normativas que 
sean más favorables en comparación con las que sustituyen o que amplíen los derechos 
individuales que las disposiciones sustituidas reconocían de manera más limitada (en 
ese sentido, STC 15/1981, de 7 de mayo).

IX. Si bien el artículo 2.3 del CC (CC) establece que «Las Leyes no tendrán efecto retroac-
tivo, si no dispusieren lo contrario», sucede, sin embargo, que tanto la doctrina como la 
jurisprudencia han venido sosteniendo que determinados tipos de Leyes pueden 
beneficiarse de una retroactividad «tácita», es decir, pueden aplicarse de manera 
retroactiva, aunque no hayan incluido una previsión expresa al respecto (en ese sentido, 
STS —Sala de lo Civil de 20 de abril de 2009— RJ 2009/4139).

Por tanto, la solución que haya de ofrecerse dependerá de cómo deba interpretarse la 
relación existente entre la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 y la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. Esto es, si la norma contenida en la disposición 
adicional octava puede considerarse de naturaleza interpretativa, complementaria, de 
desarrollo o ejecutiva de la norma que la Ley anterior incluyó para regular los mismos 
supuestos, o si ha sido concebida para suplir las lagunas advertidas en la regulación 
de 2007 o si persigue eliminar situaciones pasadas que considera incompatibles con 
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los fines jurídicos que persigue, procederá aplicarla de manera retroactiva, pues estará 
en uno de los supuestos en que puede considerarse que existe una retroactividad 
«tácita», permitida por el artículo 2.3 del CC (CC) de acuerdo con la manera en que la 
jurisprudencia viene interpretando este precepto.

Pues bien, partiendo de la consideración elemental de que tanto la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 como la disposición adicional octava de la Ley 20/2022 
regulan exactamente lo mismo —la rúbrica de ambas normas es idéntica: «adquisición 
de la nacionalidad española»— es incuestionable que la norma vigente representa un 
«progreso» en relación con la derogada puesto que amplía los «supuestos de opción», 
como señala la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en su Instrucción 
de 25 de octubre de 2022: «recoge ahora la posibilidad de opción de los hijos mayores 
de edad y de los hijos de mujeres que perdieron la nacionalidad por razón de matrimonio, 
supuestos no contemplados en la anterior Ley». De este modo, la Ley 20/2022 puede 
considerarse una norma aplicable retroactivamente de manera tácita, de acuerdo con 
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, ya que es evidente que se trata de una norma 
que mejora la anterior, al partir de la regulación ya existente y extender su aplicación a 
otros colectivos.

X. De acuerdo con el criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre 
de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre el derecho a 
la opción nacionalidad española establecido en la disposición adicional octava de la 
Ley de Memoria Democrática, el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022 debe ser interpretado entendiendo que en él se describirían 
dos supuestos distintos de opción: «Los nacidos fuera de España de padre o madre, 
abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles» y «Los nacidos fuera de 
España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, 
y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas o 
de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española».

XI. En el caso que nos ocupa, la interesada acredita que es nieta de abuela paterna 
originariamente española, nacida el 19 de octubre de 1891 en P., La Palma (España), 
por lo que se cumple el requisito establecido en el párrafo primero del apartado 1 de 
la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, que procede aplicar de manera retroactiva.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto apelado 
declarando el derecho de la interesada a optar a la nacionalidad española de origen 
por la aplicación retroactiva del párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional 
octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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III.2  CONSOLIDACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.2.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD POR CONSOLIDACIÓN

Resolución de 30 de abril de 2024 (4.ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1. No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora porque 
no se ha acreditado que el padre o la madre ostentasen la nacionalidad española al 
tiempo de su nacimiento, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a que 
se refiere al art. 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse 
que haya nacido en España.

2. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1. Mediante escrito de fecha 23 de mayo de 2018, la Sra. M. H. S., nacida el 6 de abril 
de 1942 en S. (Sáhara Occidental) o el 1 de enero del mismo año en S. (Sáhara 
Occidental), según la documentación que se examine, hija de padres españoles de 
origen, solicita la incoación de expediente registral para obtener la declaración de la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción.

Adjunta, entre otros, los siguientes documentos: documento de identidad español del 
Sáhara, expedido en 1972, libro de familia incompleto del matrimonio de la interesada 
en 1953, comunicación del Archivo General de la Administración española, relativa a 
que no se ha localizado en los Libros Cheránicos que allí se conservan la inscripción de 
nacimiento de la interesada, certificado de empadronamiento en L. desde el 16 de enero 
de 2018, certificado de la Delegación en Euskadi de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD) relativo a que la interesada nació en S. (Sáhara Occidental 
el 1 de enero de 1942, hija de H. y M. y es de origen saharaui, documento de la Misión 
de las Naciones Unidas para el referéndum del Sáhara Occidental (MINURSO) de la 
interesada y pasaporte argelino de la Sra. H. S., nacida en T. el 1 de enero de 1942 y 
expedido en diciembre de 2017.

2. Ratificada la interesada y, previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada 
del registro civil dicta auto en fecha 1 de junio de 2018, en el que determina que procede 
denegar la nacionalidad española con valor de simple presunción de la interesada y por 
lo tanto inadmitir su solicitud, al no concurrir los requisitos legales establecidos en el 
art. 18 del Código Civil, ya que la interesada no optó a la nacionalidad española en el 
plazo establecido en el Real Decreto 2258/1976, tampoco le sería aplicable el art. 17 
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del mismo texto legal, entendiendo que podría solicitar, en su caso, la nacionalidad por 
residencia, de acuerdo con el art. 22 del Código Civil.

3. Notificada la resolución, la interesada presentó recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando nació en el Sáhara cuando era colonia española, 
lo que está corroborado por su documento de identidad bilingüe concedido por las 
autoridades española, que no pudo ejercer su derecho a optar a la nacionalidad española 
con base en el Real Decreto 2258/1976 ya que estaba residiendo en los campamentos 
de refugiados de Argelia, por todo ello entiende que puede beneficiarse del art. 18 del 
Código Civil, añadiendo que tiene la condición de apátrida.

Adjunta como nueva documentación; certificado expedido por los representantes del 
RASD sobre su residencia en los campamentos de refugiados y tarjeta de solicitante de 
la condición de apátrida.

4. Trasladado el recurso al ministerio fiscal, éste emite informe desfavorable a su esti-
mación, ya que no ha probado haber estado en posesión y utilizar la nacionalidad 
española, estando documentada con pasaporte argelino. La encargada del Registro 
Civil de Amurrio, remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso ratificándose en su decisión.

5. Posteriormente, este centro directivo solicitó de la interesada, a través del Registro 
Civil de Amurrio, la aportación de su pasaporte argelino y certificado de las autoridades 
consulares argelinas correspondientes sobre dicho documento y si la interesada ostenta 
dicha nacionalidad, también se requiere información acerca de la situación de tramitación 
del estatuto de apátrida pedido por la Sra. H. S. Consta que la hija de la interesada 
compareció en el registro civil y presentó copia de la resolución de la Dirección General 
de Política interior que, con fecha 22 de junio de 2020, concede el estatuto de apátrida 
a la interesada y documento de viaje expedido a favor de la Sra. H. por el Gobierno 
español en base a esa condición. No aporta documento alguno respecto a las autoridades 
argelinas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. La promotora, nacida en diferentes fechas del año 1942, en S., Sa guia o Tinduf, 
según los documentos, solicitó la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española de origen. La encargada del Registro Civil de Amurrio, dictó auto 
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denegando la petición de la interesada por no reunir los requisitos legales establecidos, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III. En el caso presente no se ha aportado documento de nacimiento alguno de la pro-
motora, y por la documentación aportada no se acredita que su progenitor fuera español 
al tiempo de su nacimiento en 1942, ni tampoco su madre, por lo que no resulta de 
aplicación el artículo 17.2.º del Código Civil según redacción vigente en aquél momento, 
ni tampoco el apartado 1.º del mismo artículo al no poder concluirse que naciera en 
territorio español, circunstancia también aplicable a la posterior redacción del artículo 
17.1.c) del Código Civil, al no poder concluirse que haya nacido en España, puesto que 
nació en el Sáhara o en Argelia, según documento que se examine, aunque conste el 
reconocimiento del estatuto de apátrida, en todo caso no se cumplirían las dos condi-
ciones establecidas para la aplicación del citado precepto.

IV. Por otra parte, según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el registro civil que después es anulado. La vía registral para comprobar 
esta consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sáhara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sáhara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del iure soli tiene el nacimiento en España a los efectos 
de atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se 
ha planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española 
entra o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
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metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sáhara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sáhara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sáhara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los stati entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de la Descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sáhara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no consta inscripción de nacimiento de la interesada 
sólo una referencia en el libro de familia incompleto aportado, aunque la fecha de 
nacimiento difiere de otros documentos, tampoco puede considerarse acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la interesada, estuviese imposibilitada «de 
facto» para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados, de hecho en la resolución de concesión del estatuto de apátrida, se hace 
constar que la solicitante declaró que abandonó el territorio del Sáhara en 1975 y estuvo 



◄ 825 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

en los campamentos de refugiados saharauis de Tindouf (Argelia) hasta el año 2018 
en el que viajó a España. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por 
la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible consolidación de la 
nacionalidad española, pues no está probada la posesión de la nacionalidad durante 
10 años, con buena fe y justo título, sólo consta que la Sra. H. S. ostentó documento 
español de identidad del Sáhara desde 1972 hasta transcurrido el plazo de opción del 
Real Decreto 2258/1976, momento en que dichos documentos perdieron su validez.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

III.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR OPCIÓN

III.3.1  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
POR PATRIA POTESTAD-ART. 20-1A CC

Resolución de 2 de abril de 2024 (1.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2005, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 19 de marzo de 2019, la Sra. F. J., nacida en Gambia en 1979 o 1981, 
según el documento que se examine, solicita en el Registro Civil del Consulado General 
de España en Dakar la inscripción de nacimiento, previa opción a la nacionalidad española 
de su hijo, menor de edad, A. B., nacido el 11 de julio de 2004 en Gambia, declarando 
que es hijo del Sr. C. B. J., ciudadano nacido en Gambia en 1954 y de nacionalidad 
española, obtenida por residencia con fecha 24 de mayo de 2005.

Consta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos para la inscripción suscrita 
por la Sra. J., certificado de nacimiento local del menor, en el que consta que el nacimiento 
se produjo el 11 de julio de 2004 y la inscripción el 16 de enero de 2019, por declaración 
de la presunta progenitora, certificado local de nacimiento de ésta, nacida en 1981, no 
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1979 como hizo constar en la hoja de datos e inscrita en marzo de 2019, después de 
su hijo, documento de identidad de la precitada, documento nacional de identidad 
español y pasaportes del Sr. B. y literal de su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil de Montornés del Vallés (Barcelona) por traslado de su inscripción en el Registro 
Civil Central, con marginal de nacionalidad por residencia con fecha 24 de mayo de 
2005 y acta de manifestaciones del precitado ante notario en España en relación con 
la opción de nacionalidad de sus hijos, entre los que está A., y en el que menciona que 
la madre de estos es su esposa.

Consta entre la documentación, testimonio del expediente de nacionalidad por residencia 
del Sr. B. J., cuya tramitación se inició en el año 2003 y concluyó mediante resolución 
de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, de fecha 30 de marzo de 2005, cumplimentando 
los requisitos del art. 23 del Código Civil con fecha 24 de mayo de 2005. En la solicitud 
el Sr. B. manifestó que estaba casado con una ciudadana gambiana, que no es la madre 
del optante, y que tenía dos hijos menores de ese matrimonio, sujetos a su patria 
potestad, nacidos en 1987 y 1996, el optante nació durante la tramitación del expediente 
sin que conste mención alguna al respecto.

2. Por auto de fecha 25 de octubre de 2021, dictado por el encargado del registro civil 
consular se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
del menor nacido en Gambia, por estimar que existen dudas fundadas sobre la veracidad 
de la documentación aportada, por falta de garantías del registro local no equiparables 
a las establecidas por la normativa registral española y, por tanto, sobre la verdadera 
filiación del mismo en relación con el promotor, teniendo en cuenta que el menor fue 
inscrito en el registro local más de catorce años después de su nacimiento e inmedia-
tamente antes de ejercitar la opción de nacionalidad y tampoco fue solicitada su ins-
cripción en el registro español en el mismo tiempo, pese a que su presunto progenitor 
era español desde el año 2005.

3. Notificada la resolución, el Sr. B. J. interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la ins-
cripción de nacimiento, habiendo contactado con el Consulado español en Dakar para 
realizar prueba biológica de paternidad, pero se le comunicó que sólo estaba prevista 
en el procedimiento de reagrupación familiar, no para el registro civil, no obstante solicita 
que el Consulado disponga lo necesario para poder realizar dicha prueba de 
paternidad.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 16 
de marzo de 2023. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución, junto con informe en el que se reiteran las razones que fundamentaron 
el auto impugnado, poniendo de manifiesto las discrepancias en la documentación 
presentada, por ejemplo la fecha de nacimiento de la presunta progenitora y su inscripción 
más de treinta años después en el registro local, previa a la presentación de la solicitud 
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en el registro civil consular, añadiendo que además, tras examinar el expediente de 
nacionalidad por residencia del presunto progenitor, no se menciona al menor optante 
en ningún momento de la tramitación pese a nacer en ese periodo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil (CC); 15 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 24-2.ª, 24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre 
de 2005; 26-2.ª de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª 
de julio y 14-2.ª de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. El artículo 20.2 b) del Código Civil establece que la declaración de opción se formulará 
«por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando aquél sea mayor 
de catorce años o cuando, aun estando incapacitado, así lo permita la sentencia de 
incapacitación», en este caso la solicitud o al menos la hoja declaratoria de datos, fue 
formulada la presunta progenitora del optante y el recurso por el presunto progenitor, 
no constando la comparecencia del menor, que tenía catorce años en el momento de 
iniciarse el procedimiento, ni que se levantara el acta de opción correspondiente, defecto 
que haría procedente retrotraer actuaciones hasta dicho momento procedimental, no 
obstante, por razones de economía procesal, se estima que debe entrarse en el fondo 
el asunto.

IV. En este caso se ha pretendido inscribir el nacimiento del interesado, previa opción 
a la nacionalidad española, aportando un certificado gambiano de nacimiento en el que 
consta que nació el 11 de julio de 2004, siendo inscrito en el registro civil local el 16 
de enero de 2019, más de catorce años después de acaecido el hecho y sólo dos meses 
antes de solicitar la inscripción en el registro civil consular español, que era obligada 
como hijo de un ciudadano español, que lo era desde el año 2005, lo que suscita dudas 
sobre la veracidad de dicha documentación, no existiendo en este caso presunción de 
filiación matrimonial (artículo 108 y 116 del Código Civil) en dicho nacimiento, al no 
constar matrimonio inscrito en el Registro Civil español, pese a que el Sr. B. J. en acta 
notarial de manifestaciones de 26 de marzo de 2019 menciona que la progenitora de 
su hijo es su esposa, sin embargo en su escrito de solicitud nacionalidad por residencia 
mencionó que estaba casado con otra ciudadana también gambiana, nacida en 1970 
y con la que tenía dos hijos menores que menciona en su escrito.
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Asimismo, se aporta al expediente el certificado gambiano de nacimiento de la presunta 
progenitora, nacida en mayo de 1981 en la República de Gambia, aunque según su 
declaración en la hoja de datos nació en marzo de 1979 e inscrita en el registro civil 
local en marzo de 2019, 38 años después y también dos meses después de la inscripción 
de su presunto hijo y antes de iniciar el procedimiento de inscripción en el registro civil 
consular.

V. En este sentido, la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de 
estado civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n.º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando existen contradicciones o aspectos inverosímiles entre 
los datos del documento presentado y los que figuran en otras actas o documentos 
comunicados a la autoridad competente o que obren en su poder.

V. En esta situación no puede prosperar el expediente, como se ha dicho, por la falta 
de garantías de la certificación local aportada y por las circunstancias en que se produjo, 
principalmente el transcurso de un periodo excesivo, lo que genera dudas fundadas 
sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española (art. 
23, II, LRC). Por lo mismo, no puede considerarse acreditado por ahora que el optante 
a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. 
art. 20 CC). Debiendo significarse respecto a la prueba biológica de paternidad planteada 
que ésta debe realizarse y valorarse en un procedimiento distinto del registral en que 
nos encontramos.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 2 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 2 de abril de 2024 (2.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2005, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 19 de marzo de 2019, la Sra. F. J., nacida en Gambia en 1979 o 1981, 
según el documento que se examine, solicita en el Registro Civil del Consulado General 
de España en Dakar la inscripción de nacimiento, previa opción a la nacionalidad 
española, de su hijo menor de edad, M. B., nacido el 10 de septiembre de 2001 en 
Gambia, declarando que es hijo del Sr. C. B. J., ciudadano nacido en Gambia en 1954 
y de nacionalidad española, obtenida por residencia con fecha 24 de mayo de 2005.

Consta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos para la inscripción suscrita 
por la Sra. J., certificado de nacimiento local del menor, en el que consta que el nacimiento 
se produjo el 10 de septiembre de 2004 y la inscripción el 16 de enero de 2019, por 
declaración de la presunta progenitora, certificado local de nacimiento de ésta, nacida 
en 1981, no 1979 como hizo constar en la hoja de datos e inscrita en marzo de 2019, 
después de su hijo, documento de identidad de la precitada, documento nacional de 
identidad español y pasaportes del Sr. B. y literal de su inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil de Montornés del Vallés (Barcelona) por traslado de su inscripción en el 
Registro Civil Central, con marginal de nacionalidad por residencia con fecha 24 de mayo 
de 2005 y acta de manifestaciones del precitado ante notario en España en relación 
con la opción de nacionalidad de sus hijos, entre los que está M., y en el que menciona 
que la madre de estos es su esposa.

Consta entre la documentación, testimonio del expediente de nacionalidad por residencia 
del Sr. B. J., cuya tramitación se inició en el año 2003 y concluyó mediante resolución 
de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, de fecha 30 de marzo de 2005, cumplimentando 
los requisitos del art. 23 del Código Civil con fecha 24 de mayo de 2005. En la solicitud 
el Sr. B. manifestó que estaba casado con una ciudadana gambiana, que no es la madre 
del optante, y que tenía dos hijos de ese matrimonio que están bajo su patria potestad, 
nacidos en 1987 en Gambia y en 1996 en Girona, sin mencionar al ahora optante que 
entonces tenía dos años.

2. Con fecha 22 de octubre de 2021, el encargado del registro civil dicta providencia 
acordando iniciar el procedimiento y, con fecha 25 del mismo mes, se emite informe 
por parte del órgano en funciones de ministerio fiscal, oponiéndose a lo solicitado, ya 
que en este caso la inscripción en el registro civil local es tardía, casi dieciocho años 
después del nacimiento y muy próxima a la solicitud de inscripción obligada en el 
Consulado General de España, lo que hace que se susciten serias dudas sobre la relación 
de filiación del menor que se pretende inscribir.

3. Por auto de fecha 25 de octubre de 2021, dictado por el encargado del registro civil 
consular se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
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del menor nacido en Gambia, por estimar que existen dudas fundadas sobre la veracidad 
de la documentación aportada, por falta de garantías del registro local no equiparables 
a las establecidas por la normativa registral española y, por tanto, sobre la verdadera 
filiación del mismo en relación con el promotor, teniendo en cuenta que el menor fue 
inscrito en el registro casi dieciocho años después de su nacimiento e inmediatamente 
antes de ejercitar la opción de nacionalidad y tampoco fue solicitada su inscripción en 
el registro español en el mismo tiempo, pese a que su presunto progenitor era español 
desde el año 2005.

4. Notificada la resolución, el Sr. B. J. interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la inscripción 
de nacimiento, habiendo contactado con el Consulado español en Dakar para realizar 
prueba biológica de paternidad, pero se le comunicó que sólo estaba prevista en el 
procedimiento de reagrupación familiar, no para el registro civil, no obstante solicita que 
el Consulado disponga lo necesario para poder realizar dicha prueba de paternidad.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 16 
de marzo de 2023. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución, junto con informe en el que se reiteran las razones que fundamentaron 
el auto impugnado, poniendo de manifiesto las discrepancias en la documentación 
presentada, por ejemplo la fecha de nacimiento de la presunta progenitora y su inscripción 
más de treinta años después en el registro local, previa a la presentación de la solicitud 
en el registro civil consular, añadiendo que además, tras examinar el expediente de 
nacionalidad por residencia del presunto progenitor, no se menciona al menor optante 
en ningún momento ni en la solicitud ni durante el procedimiento mencionando sólo a 
otros dos hijos nacidos anteriormente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil (CC); 15 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre 
otras, de 24-2.ª, 24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre 
de 2005; 26-2.ª de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª 
de julio y 14-2.ª de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).
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III. El artículo 20.2 b) del Código Civil establece que la declaración de opción se formulará 
«por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando aquél sea mayor 
de catorce años o cuando, aun estando incapacitado, así lo permita la sentencia de 
incapacitación», en este caso la solicitud o al menos la hoja declaratoria de datos, fue 
formulada la presunta progenitora del optante y el recurso por el presunto progenitor, 
no constando la comparecencia del menor, que tenía diecisiete años en el momento de 
iniciarse el procedimiento, ni que se levantara el acta de opción correspondiente, defecto 
que haría procedente retrotraer actuaciones hasta dicho momento procedimental, no 
obstante, por razones de economía procesal, se estima que debe entrarse en el fondo 
el asunto.

IV. En este caso se ha pretendido inscribir el nacimiento del interesado, previa opción 
a la nacionalidad española, aportando un certificado gambiano de nacimiento en el que 
consta que nació el 10 de septiembre de 2001, siendo inscrito en el registro civil local 
el 16 de enero de 2019, más de diecisiete años después de acaecido el hecho y sólo 
dos meses antes de solicitar la inscripción en el registro civil consular español, que era 
obligada como hijo de un ciudadano español, que lo era desde el año 2005, lo que 
suscita dudas sobre la veracidad de dicha documentación, no existiendo en este caso 
presunción de filiación matrimonial (artículo 108 y 116 del Código Civil) en dicho naci-
miento, al no constar matrimonio inscrito en el Registro Civil español, pese a que el Sr. 
B. J. en acta notarial de manifestaciones de 26 de marzo de 2019 menciona que la 
progenitora de su hijo es su esposa, sin embargo en su escrito de solicitud nacionalidad 
por residencia mencionó que estaba casado con otra ciudadana también gambiana, 
nacida en 1970 y con la que tenía dos hijos menores que menciona en su escrito pero 
no al ahora optante.

Asimismo, se aporta al expediente el certificado gambiano de nacimiento de la presunta 
progenitora, nacida en mayo de 1981 en la República de Gambia, aunque según su 
declaración en la hoja de datos nació en marzo de 1979 e inscrita en el registro civil 
local en marzo de 2019, 38 años después y también dos meses después de la inscripción 
de su presunto hijo y antes de iniciar el procedimiento de inscripción en el registro civil 
consular.

V. En este sentido, la Instrucción de 20 de marzo de 2006 de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado sobre prevención del fraude documental en materia de 
estado civil, por la que se hace público el texto de la Recomendación n.º 9 de la Comisión 
Internacional del Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia 
de estado civil y su memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de 
Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, estableció como indicios que pueden revelar el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un acta del registro civil o de un documento 
presentado, cuando existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del 
hecho al que se refiere, o bien el acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el 
hecho al que se refiere y muy poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el 
documento, así como cuando existen contradicciones o aspectos inverosímiles entre 
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los datos del documento presentado y los que figuran en otras actas o documentos 
comunicados a la autoridad competente o que obren en su poder.

VI. En esta situación no puede prosperar el expediente, como se ha dicho, por la falta 
de garantías de la certificación local aportada y por las circunstancias en que se produjo, 
principalmente el transcurso de un periodo excesivo, lo que genera dudas fundadas 
sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española (art. 
23, II, LRC). Por lo mismo, no puede considerarse acreditado por ahora que el optante 
a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. 
art. 20 CC). Debiendo significarse respecto a la prueba biológica de paternidad planteada 
que ésta debe realizarse y valorarse en un procedimiento distinto del registral en que 
nos encontramos.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 2 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 6 de abril de 2024 (2.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2014, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor 
contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 26 de agosto de 2020, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil Consular de España en París, por la que don O. K. B., mayor de edad, 
nacido el 29 de diciembre de 1999 en K. (República de Senegal), de nacionalidad 
senegalesa, domiciliado en R. (Francia), hijo de O. K. M., natural de Senegal, de nacio-
nalidad española adquirida por residencia con efectos de 3 de noviembre de 2014 y de 
O. B., de nacionalidad senegalesa, declara que en fecha 27 de febrero de 2019 manifestó 
su voluntad de optar a la nacionalidad española por reunir los requisitos establecidos 
en los artículos 20.1.a) y 20.2.c) del Código Civil, sin que se formalizara la correspondiente 
acta en dicho Consulado General, al ser todavía residente en Senegal, cumpliendo los 
requisitos establecidos en el artículo 23 del Código Civil, por lo que se acuerda que se 
levante acta por duplicado y que uno de los ejemplares se remita al Consulado General 
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de España en Dakar a los efectos de la inscripción en dicho Registro Civil Consular del 
nacimiento del interesado con marginal de opción a la nacionalidad española, si el 
encargado lo considera procedente.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Consular de España en Dakar y previo 
informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de fecha 10 
de junio de 2021 dictado por el encargado se desestima la solicitud de opción a la 
nacionalidad española formulada por el promotor, por estimar que existen dudas fundadas 
sobre la veracidad de la documentación aportada, y por tanto sobre la verdadera identidad 
del solicitante, toda vez que, el presunto padre, en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, presentada en L. en fecha 14 de diciembre de 2011, manifestó 
que tenía cinco hijos menores de edad, entre ellos el interesado, nacido el 29 de diciembre 
de 1999 en K. y otro hermano, nacido el 8 de abril de 2000 en S., ambos hijos de la 
misma madre, lo que no resulta posible.

3. Notificada la resolución, el presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que el optante es su hijo. Consta 
en las actuaciones que el interesado, mayor de edad, se ratificó en el recurso interpuesto 
por su presunto padre.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 26 
de junio de 2023, el encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil de 1957; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
de 24-2.ª, 24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 
2005; 26-2.ª de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de 
julio y 14-2.ª de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
de 1957 y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción 
fuera de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro 
extranjero, «siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
conforme a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea 
regular y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos 
de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley 
española» (art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
3 de noviembre de 2014 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación senegalesa en la que consta que nació el 29 de diciembre 
de 1999 en K. (R Republica de Senegal), y que es hijo de O. K. M., de nacionalidad 
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española adquirida por residencia y de O. B., de nacionalidad senegalesa, siendo 
registrado en el registro civil local el 17 de septiembre de 2014 después de un juicio de 
inscripción tardía de la Cour d’Appel de Ziguinchor (República de Senegal), presentándose 
dicha solicitud junto a la de un presunto hermano, C. K., nacido el 8 de abril de 2000 
en S. (República ca de Senegal), siendo ambos hijos de la misma madre, nacidos con 
cuatro meses de diferencia, lo que no resulta posible. Asimismo, el presunto padre, en 
su expediente de nacionalidad española por residencia, presentada en L. en fecha 14 
de diciembre de 2011, manifestó que tenía cinco hijos menores de edad, entre ellos el 
interesado, nacido el 29 de diciembre de 1999 en K. y otro hermano, C. K., nacido el 8 
de abril de 2000 en S., ambos hijos de la misma madre.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española (art. 23, II, LRC de 1957). Por lo 
mismo no puede considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad 
española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 6 de abril de 2024 (3.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2014, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor 
contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 26 de agosto de 2020, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil Consular de España en París, por la que don C. K. B., mayor de edad, 
nacido el 8 de abril de 2000 en S. (República ca de Senegal), de nacionalidad senegalesa, 
domiciliado en R. (Francia), hijo de O. K. M., natural de Senegal, de nacionalidad española 
adquirida por residencia con efectos de 3 de noviembre de 2014 y de O. B., de nacio-
nalidad senegalesa, declara que en fecha 27 de febrero de 2019 manifestó su voluntad 
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de optar a la nacionalidad española por reunir los requisitos establecidos en los artículos 
20.1.a) y 20.2.c) del Código Civil, sin que se formalizara la correspondiente acta en dicho 
Consulado General, al ser todavía residente en Senegal, cumpliendo los requisitos 
establecidos en el artículo 23 del Código Civil, por lo que se acuerda que se levante acta 
por duplicado y que uno de los ejemplares se remita al Consulado General de España 
en Dakar a los efectos de la inscripción en dicho Registro Civil Consular del nacimiento 
del interesado con marginal de opción a la nacionalidad española, si el encargado lo 
considera procedente.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Consular de España en Dakar y previo 
informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de fecha 10 
de junio de 2021 dictado por el encargado se desestima la solicitud de opción a la 
nacionalidad española formulada por el promotor, por estimar que existen dudas fundadas 
sobre la veracidad de la documentación aportada, y por tanto sobre la verdadera identidad 
del solicitante, toda vez que, el presunto padre, en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, presentada en L. en fecha 14 de diciembre de 2011, manifestó 
que tenía cinco hijos menores de edad, entre ellos el interesado, nacido el 8 de abril de 
2000 en S. T. y otro hermano, nacido el 29 de diciembre de 1999 en K., ambos hijos 
de la misma madre, lo que no resulta posible, y que, por otra parte, podría tratarse de 
una suplantación de identidad, dado que aporta un pasaporte senegalés fechado en el 
año 2018, cuando la inscripción de nacimiento del interesado en el registro civil local 
tuvo lugar en el año 2020 por juicio de inscripción tardía.

3. Notificada la resolución, el presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que el optante es su hijo. Consta 
en las actuaciones que el interesado, mayor de edad, se ratificó en el recurso interpuesto 
por su presunto padre.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 26 
de junio de 2023, el encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil de 1957; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
de 24-2.ª, 24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 
2005; 26-2.ª de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de 
julio y 14-2.ª de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
de 1957 y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción 
fuera de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro 
extranjero, «siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
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conforme a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea 
regular y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos 
de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley 
española» (art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
3 de noviembre de 2014 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación senegalesa en la que consta que nació el 8 de abril de 
2000 en S. (República de Senegal) y que es hijo de O. K. M., de nacionalidad española 
adquirida por residencia y de O. B., de nacionalidad senegalesa, siendo registrado en 
el registro civil local el 15 de enero de 2020 después de un juicio de inscripción tardía 
del Juez de Paz de S. (República de Senegal), presentándose dicha solicitud junto a la 
de un presunto hermano, O. K., nacido el 29 de diciembre de 1999 en K. (República de 
Senegal), siendo ambos hijos de la misma madre, nacidos con cuatro meses de diferencia, 
lo que no resulta posible. Asimismo, el presunto padre, en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, presentada en L. en fecha 14 de diciembre de 2011, manifestó 
que tenía cinco hijos menores de edad, entre ellos el interesado, nacido el 8 de abril de 
2000 en S. y otro hermano, C. K., nacido el 29 de diciembre de 1999 en K., ambos hijos 
de la misma madre.

Por otra parte, se ha aportado al expediente un pasaporte del interesado que se encuentra 
expedido en 2018, lo que no resulta posible, dado que su nacimiento se inscribió en el 
registro civil local en el año 2020 por juicio de inscripción tardía.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española (art. 23, II, LRC de 1957). Por lo 
mismo no puede considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad 
española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 6 de abril de 2024 (13.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2012, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación de Gambia acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.
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En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil Consular de España en Dakar 
(Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 13 de julio de 2021, tiene entrada en el Registro Civil Consular de España 
en Dakar (Senegal), la solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 20.2. c) del Código Civil, de doña R. K., nacida el 3 
de octubre de 2003 en S. (Gambia), de nacionalidad gambiana, representada por su 
presunto progenitor don N. K. J., nacido el 1 de febrero de 1974 en K. K. (Gambia) de 
nacionalidad española adquirida por residencia y de su progenitora, doña R. J., de 
nacionalidad gambiana.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; certificado de nacimiento de 
la interesada, inscrito en el Registro Civil gambiano; pasaporte español del progenitor; 
certificado literal español de nacimiento del presunto padre, con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 13 de junio 
de 2012; certificado en extracto de nacimiento de la progenitora, expedido por la 
República de Gambia.

2. Solicitado expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre 
se comprueba que, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona, manifiesta tener 
seis hijos menores a su cargo, declarando entre ellos a una hija llamada R. B.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 22 de febrero de 2022, dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción de la 
interesada, sin perjuicio de que acreditada su filiación biológica con padre español surta 
los efectos que corresponda, toda vez que el presunto progenitor no la mencionó en su 
expediente de nacionalidad española por residencia como venía obligado, ya que a la 
fecha de la declaración efectuada por el padre, la interesada era menor de edad.

4. Notificada la resolución, la interesada, actuando mediante representación de su 
presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la opción a la nacionalidad 
española, alegando la filiación y que, en la fecha de la solicitud de nacionalidad por 
residencia del padre, la madre tenía otro apellido y por eso se indicó así durante la 
tramitación.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 16 
de marzo de 2023, el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 225.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 20 del Código Civil (CC); 
15, 23 y 29 de la Ley del Registro Civil (LRC); 16, 66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 24-3.ª de abril de 
2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª de junio de 
2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio; 14-2.ª de octubre 
de 2008 y 28-16.ª de abril de 2017.

II. Se pretende por la interesada, nacida en S. (Gambia) en fecha 3 de octubre de 2003, 
optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 20.2. 
c) del Código Civil, por haber estado sujeta a la patria potestad de un ciudadano de 
nacionalidad española durante su minoría de edad. Previo informe desfavorable del 
órgano en funciones de ministerio fiscal, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en Dakar, dictó auto desestimando la citada petición, al existir dudas sobre la 
veracidad de la documentación aportada y por tanto sobre la verdadera identidad de 
la solicitante. Frente a la citada resolución, la promotora interpone recurso de apelación 
que es el objeto de este expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

IV. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
13 de junio de 2012 y pretende la interesada, asistida por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar que nació en S. 
(Gambia) el 3 de marzo de 2003, si bien consta inscrita en el Registro Civil gambiano 
el 17 de febrero de 2014, once años después de haberse producido el hecho inscribible. 
Consta que la presunta madre fue inscrita en 2015 en el mismo registro. Se constata 
que, en el expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, en 
la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona en fecha 25 de septiembre de 2009, 
manifestó que tenía seis hijos menores a su cargo, entre los que no se encuentra la 
interesada, que en dicha fecha era menor de edad, como venía obligado, en virtud de 
lo dispuesto en el art. 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de 
la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º. Su estado 
civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos 
sujetos a la patria potestad». Declara tener una hija llamada R. pero de una madre 
diferente R. B., no como la presunta madre R. J.
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V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre de la interesada 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la Ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto por la interesada y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en Dakar (Senegal).

Resolución de 10 de abril de 2024 (10.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita el derecho fuera de 
plazo.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 7 de marzo de 2012 se levanta en el Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana, acta de opción a la nacionalidad española, por la que el Sr. 
R. C. H., mayor de edad, nacido el 21 de diciembre de 1991 en Cuba, de nacionalidad 
cubana, hijo de progenitora de nacionalidad cubana y española, adquirida esta última 
en virtud de la opción establecida en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
el 15 de diciembre de 2009, manifiesta su voluntad de optar a la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil, prestando 
juramento o promesa de fidelidad a S.M. el Rey, obediencia a la Constitución y a las 
Leyes españolas y no renunciando a su nacionalidad anterior.

En la misma fecha del acta de opción, el interesado es requerido para que aporte 
documentación, concretamente certificado de nacimiento propio, de su progenitora y 
certificado de matrimonio de sus progenitores. No consta que se presentara.

2. Por auto de fecha 22 de abril de 2021, el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española del interesado, al no cumplir los requisitos estable-
cidos en el artículo 20 del Código Civil vigente, dado que no presentó la documentación 
requerida necesaria para examinar la procedencia de lo solicitado.
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3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente, aportando 
certificado no literal de matrimonio de sus progenitores, certificado no literal de naci-
miento propio e inscripción literal de nacimiento de su progenitora, inscrita en el Registro 
Civil consular de La Habana con fecha 12 de abril de 2010, con marginal de nacionalidad 
española por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 
15 de diciembre de 2009, también aporta inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
consular de su progenitor, con marginal de nacionalidad española por la opción prevista 
en la misma norma, siendo su fecha de opción el 5 de octubre de 2011.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana remitió el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 21 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y 
las resoluciones de 22 de octubre y 3-6.ª de noviembre de 2001; 2-3.ª de febrero, 14-1.ª 
de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª 
de septiembre de 2004; y 20-3.ª de enero 13-1.ª de junio de 2005; 4-2.ª de julio de 
2006; y 16-5.ª de marzo de 2007.

II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.a) y 2.c) 
del Código Civil un ciudadano nacido el 21 de diciembre de 1991 en Cuba, alegando la 
nacionalidad española de su progenitora, adquirida en virtud de la opción establecida 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de diciembre de 
2009. El encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
dictó auto por el que se denegó la opción pretendida.

III. Examinada la documentación integrante del expediente, si bien el interesado estuvo 
breve tiempo bajo la patria potestad de un español durante su minoría de edad, toda 
vez que a su progenitora se le declaró la nacionalidad española por opción con efectos 
de 15 de diciembre de 2009, habiendo nacido el solicitante el 21 de diciembre de 1991, 
ejerció el derecho el 7 de marzo de 2012, por lo que al optar tenía veinte años de edad, 
no cumpliéndose lo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil que dispone que 
la declaración de opción ha de formularse por el interesado, por sí solo, si es mayor de 
dieciocho años y que la opción caduca a los veinte años de edad, salvo que el optante 
no estuviera emancipado según su Ley personal al llegar a los dieciocho años, lo que 
aquí no consta que suceda. Consecuentemente, el derecho de optar se ha ejercitado 
una vez que el plazo para hacerlo había caducado. No pudiendo tenerse en cuenta a 
efectos de la opción la nacionalidad española de su progenitor, Sr. C. C., ya que la obtuvo 
con efectos de 25 de octubre de 2011, fecha en la que el Sr. C. H. ya era mayor de edad.
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No obstante lo anteriormente indicado, se informa al interesado que el apartado 1.b) 
de la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática, establece que podrán adquirir la nacionalidad española «Los hijos e hijas 
mayores de edad de aquellos españoles a quienes les fue reconocida su nacionalidad 
de origen en virtud del derecho de opción de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley 
o en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre» y que la 
solicitud deberá formalizarse en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
citada Ley, hecho que se produce el 21 de octubre de 2022.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). 

Resolución de 22 de abril de 2024 (10.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2019 por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 14 de abril de 2021, tiene entrada en el Registro Civil del Consulado General 
de España en Dakar (República de Senegal) solicitud de opción a la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil, de M.-D. D. T., nacida 
el 22 de mayo de 2008 en G. (Senegal), formulada por sus progenitores, don M. D. N.,  
nacido el 10 de marzo de 1977 en D. (Senegal), de nacionalidad española adquirida 
por residencia con efectos de 31 de octubre de 2019, y Doña F. T., nacida el 4 de mayo 
de 1986 en P. (Senegal), de nacionalidad senegalesa.

2. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 10 de febrero de 2022, dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción de la 
menor, por estimar que existen dudas fundadas sobre la veracidad de la documentación 
aportada y, por tanto, sobre la verdadera identidad de la solicitante.
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3. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso, actuando mediante 
representación, ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando 
se revise el expediente y se estime la opción a la nacionalidad española de la menor, 
alegando que ha presentado los documentos exigidos que acreditan suficientemente 
la paternidad y de haber dudas, se debería haber dado la posibilidad de presentar 
pruebas biológicas de paternidad.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal de fecha 16 
de febrero de 2023, el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
31 de octubre de 2019 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
de la interesada por medio de una certificación senegalesa, en la cual se hace constar 
que ésta nació el 22 de mayo de 2008 en G. (Senegal). Se observa que, en el expediente 
de nacionalidad española por residencia del presunto padre, en el Registro Civil de 
Badalona, se presentó una certificación de nacimiento de la menor diferente a la aportada 
ahora a su expediente de opción, por lo que no se consideran fiables los documentos 
presentados para probar la filiación y no queda fehacientemente acreditado que la 
interesada sea realmente la persona que consta en dicha documentación.

Asimismo, y en relación con las pruebas biológicas de ADN que el recurrente indica que 
se deberían haber solicitado, se informa que la determinación de la paternidad en 
nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en el 
marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
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inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditado por ahora que la optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeta a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 22 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular General de España en Dakar (República de 
Senegal).

Resolución de 24 de abril de 2024 (17.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre optó a la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007 en 2009, 
por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana acom-
pañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 23 de abril de 2014, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que F.-D. P. 
A., nacido el 6 de diciembre de 1995 en Cuba, de nacionalidad cubana, opta por la 
nacionalidad española de su progenitor, en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a 
y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. el Rey y de 
obediencia a la Constitución y a las Leyes españolas, no renunciando a su nacionalidad 
anterior.

Constan, entre otros, los siguiente documentos: hoja declaratoria de datos, en la que 
se hace constar que es hijo del Sr. F. P. B., nacido en Cuba en 1963 y de nacionalidad 
cubana y española y de L. A. F., nacida en Cuba en 1969, certificado no literal de 
nacimiento del optante y carné de identidad cubano, certificado literal español de 
nacimiento del Sr. P. B., con marginal de opción por la nacionalidad española de origen, 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, en fecha 30 de diciembre de 2009, certificado no literal de nacimiento 
de la madre del optante, certificado no literal de matrimonio del Sr. P. y la madre del 
optante, celebrado en el año 2000 y certificado de vigencia de matrimonio anterior de 
la Sra. A. cono el Sr. A. G., entre el 14 de febrero de 1987 y el 6 de diciembre de 1995, 
fecha de firmeza de la sentencia de divorcio.
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2. Con fecha 23 de abril de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción de nacionalidad del optante, toda vez que no ha quedado establecido que en el 
interesado concurran los requisitos exigidos en el art. 20 del Código Civil, especialmente 
en lo que se refiere a la filiación paterna por aplicación de la presunción establecida 
por el art. 116 del Código Civil.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, mostrando su disconformidad con la decisión y solicitando la revisión del 
mismo, ya que su inscripción de nacimiento se hizo por ambos progenitores, tal y como 
establece la legislación cubana cuando no existe matrimonio, que su madre inició el 
proceso de divorcio en agosto de 1994, llevando ya unos meses separada, pero tardó 
mucho en resolverse ya la otra parte no compareció y sus progenitores iniciaron su 
relación en diciembre de 1994.

Adjunta como nueva documentación partida de bautismo del optante.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, interesa la desestimación del mismo y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con 
informe desfavorable a su estimación.

5. Posteriormente este centro directivo requirió, a través del registro civil consular, nueva 
documentación al interesado, certificados literales de nacimiento propio y de su proge-
nitora o, en su defecto, certificados no literales con certificado de notas marginales y 
copia literal de la sentencia de divorcio de su progenitora, debidamente legalizada. 
Consta que se ha aportado la sentencia de divorcio y certificados no literales de naci-
miento sin notas marginales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
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auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre optó por la nacionalidad española de origen, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 30 de diciembre de 2009 y pretende el promotor inscribir su nacimiento por medio 
de una certificación cubana, en la cual se hace constar que nació el 6 de diciembre de 
1995 en Cuba.

IV. La inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil español requiere que 
antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le atribuiría 
la condición de español. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano español, 
puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a 
su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera que, para 
desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 116 CC), 
presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, es necesario 
acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al menos tres-
cientos días antes del nacimiento. En este caso, el hijo nació durante dicho período y 
antes de los 300 días desde la disolución, con fecha 23 de marzo de 1995, por sentencia 
judicial, firme con fecha 6 de diciembre de 1995, del matrimonio de la madre, sin que 
se haya acreditado debidamente la separación de hecho de la progenitora respecto de 
su cónyuge antes del divorcio, alegada por el recurrente. A estos efectos, la mera decla-
ración de los interesados no puede considerarse como prueba con fuerza suficiente–, 
la filiación paterna pretendida no puede quedar determinada en este momento por la 
vía del expediente gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (art. 113 CC) de la 
mencionada presunción, no se considera probado, por ahora, que el optante a la nacio-
nalidad española sea hijo de ciudadano originariamente español.

V. Debiendo significarse, por último, que el ámbito del registro civil no rige el principio 
de autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de 
lograr la concordancia entre el registro civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible 
reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que 
la nueva petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos 
en cuenta al tomar la primera decisión

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 27 de abril de 2024 (19.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre optó a la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007 en 2010, 
por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana acom-
pañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 15 de abril de 2015, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que D. A. N., 
nacida el 17 de diciembre de 1998 en Cuba, de nacionalidad cubana, opta por la 
nacionalidad española de su progenitor, en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a 
y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. el Rey y de 
obediencia a la Constitución y a las Leyes españolas, no renunciando a su nacionalidad 
anterior.

Constan, entre otros, los siguiente documentos: hoja declaratoria de datos, en la que 
se hace constar que es hija del Sr. E. A. G., nacido en Cuba en 1957 y de nacionalidad 
cubana y española y de M. N. G., nacida en Cuba en 1967, certificado no literal de 
nacimiento de la optante y carné de identidad cubano, certificado literal español de 
nacimiento del Sr. A. G., con marginal de opción por la nacionalidad española de origen, 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, en fecha 10 de junio de 2010, certificado no literal de nacimiento 
de la madre de la optante, certificado de divorcio del matrimonio de la Sra. N. con el Sr. 
W. C. T., de fecha 24 de febrero de 1989 y disuelto con fecha 29 de enero de 2007, 
fecha de firmeza de la sentencia de divorcio y acta de consentimiento prestado por la 
progenitora de la optante a la opción de nacionalidad.

2. Con fecha 31 de agosto de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción de nacionalidad de la optante, toda vez que no ha quedado establecido que en 
la interesada concurran los requisitos exigidos en el art. 20 del Código Civil, especialmente 
en lo que se refiere a la filiación paterna por aplicación de la presunción establecida 
por el art. 116 del Código Civil.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, mostrando su disconformidad con la decisión y solicitando la revisión del 
mismo, ya que el esposo anterior de su progenitora salió de Cuba el 28 de agosto de 
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1989, sin que haya regresado a Cuba, habiéndose producido el nacimiento de la optante 
9 años después, existiendo una unión de hecho de sus progenitores durante 25 años.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, interesa la desestimación del mismo y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con 
informe desfavorable a su estimación.

5. Posteriormente este centro directivo requirió, a través del registro civil consular, nueva 
documentación a la interesada, certificados literales de nacimiento propio y de su 
progenitora o, en su defecto, certificados no literales con certificado de notas marginales, 
copia literal de la sentencia de divorcio de su progenitora, debidamente legalizada y 
documentación que acreditara lo alegado en relación con la salida de Cuba del esposo 
anterior de la progenitora o, respecto a la separación de los mismos antes del divorcio. 
Consta que se ha aportado la sentencia de divorcio y certificados no literales de naci-
miento sin notas marginales y escrito de la Sra. N. G. en el mismo sentido del recurso 
presentado por su hija respecto a la no residencia en Cuba del Sr. T.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la Ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre optó por la nacionalidad española de origen, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 10 de junio de 2010 y pretende el promotor inscribir su nacimiento por medio de 
una certificación cubana, en la cual se hace constar que nació el 17 de diciembre de 
1998 en Cuba.

IV. La inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil español requiere 
que antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le 
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atribuiría la condición de española. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que 
no resulta suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano 
español, puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los 
nacidos después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días 
siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera 
que, para desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 
116 CC), presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, 
es necesario acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al 
menos trescientos días antes del nacimiento. En este caso, la hija nació durante la 
vigencia del matrimonio de la madre, cuya disolución se produjo cuando aquella tenía 
ocho años, con fecha 19 de enero de 2007, por sentencia judicial, firme con fecha 29 
de enero del mismo mes, sin que se haya acreditado debidamente la separación de 
hecho de la progenitora respecto de su cónyuge antes del divorcio, alegada por la 
recurrente, pese al requerimiento expreso de esta dirección general. A estos efectos, la 
mera declaración de los interesados no puede considerarse como prueba con fuerza 
suficiente, la filiación paterna pretendida no puede quedar determinada en este momento 
por la vía del expediente gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (art. 113 CC) de 
la mencionada presunción, no se considera probado, por ahora, que la optante a la 
nacionalidad española sea hija de ciudadano originariamente español.

V. Debiendo significarse, por último, que el ámbito del registro civil no rige el principio 
de autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de 
lograr la concordancia entre el registro civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible 
reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que 
la nueva petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos 
en cuenta al tomar la primera decisión

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (27.ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

1. No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita el derecho fuera 
de plazo.

2. No es posible por razón de patria potestad si el interesado, cuando el padre adquiere 
por residencia la nacionalidad española, era mayor de edad según su estatuto personal.

En las actuaciones sobre solicitud de la nacionalidad española por opción remitidas a 
este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la representación 
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legal de los interesados, contra acuerdo del encargado del Registro Civil de Palma de 
Mallorca (Islas Baleares).

HECHOS

1. Con fecha 23 de mayo de 2016, la representante como mandataria verbal de los 
Sres. D., D. y V. G., nacidos en S. (Rusia) el 20 de mayo de 1996, el primero y el 19 de 
septiembre de 1997 los dos siguientes y de nacionalidad rusa, presenta escrito solicitando 
la nacionalidad española por opción de los mismos, al amparo de lo establecido en el 
artículo 20.1.a) del Código Civil, al haber estado sujetos a la patria potestad de una 
ciudadana de nacionalidad española, su progenitora D.ª D. M., que la obtuvo por resi-
dencia con fecha de efectos 4 de noviembre de 2015.

Consta como documentación: permisos de residencia en España de los interesados 
como familiares de ciudadano de la Unión, su progenitora entonces residente en España, 
documento nacional de identidad de la Sra. M., documento de empadronamiento en C. 
(Islas Baleares), literal de inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Palma de la 
Sra. M., con marginal de nacionalidad por residencia por resolución de fecha 26 de 
septiembre de 2015, habiendo comparecido con fecha 4 de noviembre de 2015 para 
cumplimentar los requisitos del art. 23 del Código Civil, copia de la solicitud de expediente 
de nacionalidad por residencia de la Sra. M., de julio de 2012, en la que constan los 
datos de sus tres hijos entonces menores de edad y de la resolución dictada el 22 de 
julio de 2014, denegando la nacionalidad y de 14 de agosto de 2015 que resolvió 
favorablemente el recurso que se había presentado contra la denegación.

2. Con fecha 26 de mayo de 2016, el encargado del Registro Civil de forma verbal y 
motivada comunicó a la representante de los interesados que no procedía la solicitud, 
según diligencia que consta en el expediente. Con fecha 3 de octubre de 2017, la 
representación legal de la progenitora de los interesados, según poder notarial que 
aporta, solicita que se dicte resolución expresa sobre el fondo del asunto para poder 
interponer el recurso correspondiente.

3. El encargado del Registro Civil de Palma, mediante auto de fecha 5 de octubre de 
2017, deniega la opción de nacionalidad a los interesados ya que no llegaron a estar 
durante su minoría de edad, según la documentación aportada, bajo la patria potestad 
de un español, toda vez que en la fecha en que surte efectos la nacionalidad española 
de su progenitora, 19 de enero de 2016 fecha de inscripción en el registro civil, ellos ya 
eran mayores de edad, por tanto no les sería aplicable el art. 20.1.a del Código Civil, 
teniendo en cuenta que las naturalizaciones concedidas surten efectos una vez inscritas 
en el registro civil correspondiente, en este caso el 19 de enero de 2016, de acuerdo 
con el art. 330 del Código Civil, entonces vigente.

4. Notificada la resolución, la representación legal de la Sra. M. interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, reiterando las alegaciones recogidas en sus escritos 
anteriores, respecto a que cuando su representada tramitó su expediente de nacionalidad 
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por residencia sus hijos eran menores de edad, siendo la primera resolución de julio de 
2014, que fue denegatoria pero después revocada por la resolución de fecha 14 de 
agosto de 2015 que estimó el recurso de reposición de la Sra. M., por lo que son estas 
fechas las que deben tenerse en cuenta para estimar la opción de nacionalidad.

5. De la interposición del recurso se da traslado al ministerio fiscal que en fecha 23 de 
febrero de 2018, emite informe en el sentido de que procede su desestimación ya que 
los interesados eran mayores de edad cuando su progenitora adquirió la nacionalidad 
española. El encargado del registro civil remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución.

6. Posteriormente, este centro directivo solicitó del Registro Civil de Palma que requiriera 
a los interesados, D., D. y V. G., mayores de edad, para que ratificaran el recurso inter-
puesto por la representación legal de su progenitora, que no suya según poder notarial 
aportado, o bien se acreditara que la Sra. M. ostentaba la representación legal de sus 
hijos. Los interesados ratificaron el recurso presentado en comparecencia ante el Registro 
Civil de Palma con fecha 18 de noviembre de 2021.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 y 23 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones, 
entre otras, de 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 
y 20-3.ª de enero y 11-3.ª de octubre de 2005; 3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de 
julio, 2-2.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 16-6.ª de mayo y 28-5.ª de noviembre 
de 2007; 27-2.ª de mayo, 12-4.ª y 20-7.ª de noviembre de 2008.

II. La madre de los interesados, estos nacidos en Rusia el 20 de mayo de 1996 y 19 de 
septiembre de 1997, ha intentado la obtención para los mismos de la nacionalidad 
española por razón de patria potestad, art. 20.1.a del Código Civil, alegando su nacio-
nalidad española adquirida por residencia mediante resolución de esta dirección general 
y cumpliendo los requisitos establecidos por el artículo 23 CC con fecha de 4 de noviembre 
de 2015. Por el encargado del Registro se dictó auto el 7 de octubre de 2017 denegando 
la solicitud. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español» y el artículo 20.2.c) dispone que la declaración de opción se formulará 
«por el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de dieciocho años. La 
opción caducará a los veinte años, pero si el optante no estuviera emancipado según 
su Ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para optar se prolongará hasta 
que transcurran dos años desde la emancipación».

Asimismo, el artículo 23.a) y b) del Código Civil, en el que se regula como requisito básico 
para la validez de la adquisición de la nacionalidad española por opción, establece que 
«el mayor de catorce años y capaz para prestar una declaración por sí, jure o prometa 
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fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes» y que «la misma persona 
declare que renuncia a su anterior nacionalidad», quedando a salvo de este último 
requisito los naturales de los países mencionados en el apartado 1 del artículo 24.

Se constata que en el presente expediente no se ha oído a los optantes, D., D. y V. G., 
que como mayores de 18 años debían haber declarado personalmente su voluntad de 
optar, por lo que hubiera resultado procedente retrotraer las actuaciones para que estos 
fuera oídos en el expediente y formularan personalmente la declaración de opción a la 
nacionalidad española en el registro civil competente, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 20.2.c) del Código Civil, no obstante habiendo comparecido tras la resolución 
dictada y habiendo ratificado el recurso ahora examinado y, teniendo en cuenta las otras 
circunstancias que concurren en el presente caso, se acuerda entrar en el fondo del 
asunto.

IV. Teniendo en cuenta lo establecido en el art. 20.1.a del Código Civil ya citado, en el 
artículo 154 del Código Civil «Los hijos no emancipados están bajo la patria potestad 
de los progenitores» y en el artículo 169.2 de dicho texto legal se establece que la patria 
potestad se acaba «por la emancipación» y dado que los interesados cumplieron 18 
años en fecha 20 de mayo de 2014 y 19 de septiembre de 2015, llegando con ello a la 
mayoría de edad, según su estatuto personal y salvo prueba en contrario, se encontraban 
emancipados en la fecha en la que su madre adquiere la nacionalidad española por 
residencia, efectos que se producen el 4 de noviembre de 2015, momento en el que 
presta el juramento previsto en el art. 23 del Código Civil, por lo que no han estado 
sujetos a la patria potestad de un español, no cumpliéndose los requisitos establecidos 
en el artículo 20.1.a) del Código Civil para optar a la nacionalidad española.

V. Además, en el caso del Sr. D. G., teniendo en cuenta que la solicitud de opción relativa 
al interesado, suscrita por su mandataria verbal, se planteó el 23 de mayo de 2016, 
debe considerarse que el derecho de optar se ha ejercitado una vez que el plazo para 
hacerlo había caducado, el interesado ya había cumplido los 20 años puesto que había 
nacido el 20 de mayo de 1996.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. juez encargado del Registro Civil de Palma de Mallorca (Islas Baleares).
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III.3.2  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
HIJO DE ESPAÑOL DE ORIGEN-ART. 20-1B CC

Resolución de 27 de abril de 2024 (22.ª)
III.3.2 Inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española

No es posible inscribir a la nacida en Cuba en 1969 que ejercita la opción a la nacio-
nalidad española prevista en el artículo 20. n.º 1. b) del Código Civil, redacción dada 
por la Ley 36/2002, porque no está acreditado que la madre hubiera nacido en España.

En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra resolución dictada por la encargada del Registro del Consulado 
General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 7 de mayo de 2007 se levantó acta de opción a la nacionalidad española 
en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), por la que la Sra. D.-M. C. G., 
nacida el 1 de junio de 1969 en Cuba, opta a la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el art. 20.1.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad 
al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes españolas, y no renunciando a su 
nacionalidad anterior.

Acompañaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos en la que se hace 
constar que es hija de A. P. C. L., nacido en Cuba en 1919 y G. G. B., nacida en A. (España) 
en 1936, carné de identidad cubano, certificado no literal de nacimiento de la optante, 
expedido en el año 2005 y legalizado, inscrita por declaración de la madre y en el que 
consta que ésta nació en C. (Cuba), literal de inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil español de la Sra. G. G. B., nacida en A. (Asturias) en 1936, hija de ciudadano 
nacido en la misma localidad y una ciudadana nacida en Cuba, con marginal de recu-
peración de la nacionalidad española con fecha 23 de septiembre de 1998, certificado 
no literal de nacimiento cubano de la Sra. G. B., expedido en el año 2005, inscrita en 
1961 por su propia declaración, certificado no literal de matrimonio cubano de los 
progenitores de la optante, celebrado en 1962, en el que consta que la contrayente 
nació en C. (Cuba).

En la misma fecha del acta, el registro civil consular requirió de la interesada nueva 
documentación, certificado literal de nacimiento propio en el que se subsanara el lugar 
de nacimiento de su progenitora y certificado literal de nacimiento de ésta. Este último 
documento lo presentó el 29 de agosto de 2007 y en diciembre de ese año presentó 
escrito solicitando una prórroga para cumplimentar el requerimiento.

2. Con fecha 5 de agosto de 2008, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución denegando la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción a la nacionalidad española de la promotora, ya que 
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estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su 
declaración al no haber atendido el requerimiento de documentación, no quedando 
establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el art. 20.1.b) del 
Código Civil.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, adjuntando como nueva documentación, certificado 
no literal de nacimiento propio, expedido el 2 de noviembre de 2017, en el que se ha 
cambiado el lugar de nacimiento de su progenitora, ahora es O., España, sin que conste 
resolución registral o judicial que justifique el cambio.

4. Previo informe favorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, el encargado 
del registro civil consular remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, con informe en el mismo sentido del emitido por el ministerio fiscal, 
a la vista de la nueva documentación aportada.

5. Posteriormente, este centro directivo solicitó de la interesada, a través del registro 
civil consular, nueva documentación, certificado literal de nacimiento propio actualizado 
y copia literal de la resolución registral en la que se basó la rectificación del lugar de 
nacimiento de su progenitora, Sra. G. B. Con fecha 16 de noviembre de 2023 se remite 
la documentación aportada, certificado no literal de nacimiento de la Sra. C. G., expedida 
el 24 de abril de 2023, en el que consta que su progenitora nació en O., España, sin 
que conste resolución que sirvió de base a la rectificación del lugar de nacimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, de 23 de abril, 12-9.ª de septiembre y 5-2.ª de diciembre de 2001; 21-5.ª de 
enero, 5 de mayo y 6-3.ª de noviembre de 2003; 20-1.ª de julio de 2004; 20-3.ª de 
septiembre de 2005; y 20-5.ª de noviembre de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo 
y 17-4.ª de abril de 2007.

II. La interesada, nacida el 1 de junio de 1969 en Cuba, formula solicitud de opción por 
la nacionalidad española por ser hija de madre española, nacida en A. en 1936. Basaba 
su petición en el artículo 20.1.b) CC, en su redacción dada por Ley 36/2002, de 8 de 
octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «aquellas 
[personas] cuyo padre o madre hubiere sido originariamente español y nacido en España». 
Por el encargado del registro civil consular se dictó auto denegando la solicitud al no 
quedar acreditada la concurrencia de los requisitos necesarios.

III. La pretensión de la interesada no puede ser estimada, porque son dos los requisitos 
que exige el citado precepto para que prospere el ejercicio del derecho de opción, la 
nacionalidad española originaria del progenitor y su nacimiento en España, pero en el 
caso de la Sra. C. G., ésta con su solicitud presentó certificado de nacimiento cubano 
en el que se hacía constar que su progenitora, Sra. G. B. había nacido en C. (Cuba), así 
como certificado de nacimiento de ésta en el Registro Civil cubano, para posteriormente, 
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y a requerimiento del registro civil consular, presentar nuevo documento en el que se 
ha variado el lugar de nacimiento de la progenitora, situándolo en O., España sin que 
conste resolución del encargado del registro civil cubano o de la autoridad judicial 
correspondiente que autorice la rectificación o subsanación de las inscripciones de 
nacimiento precitadas, pese al requerimiento expreso de esta dirección general, siendo 
ese dato absolutamente relevante para que pueda prosperar la opción ejercitada prevista 
en el art. 20.1.b) del vigente Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.5  CONSERVACION/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD 

III.5.1  CONSERVACION/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 21 de abril de 2024 (1.ª)
III.5.1 Conservación de la nacionalidad española

Procede la declaración de conservación de la nacionalidad española por aplicación del 
artículo 24.1 del Código Civil.

En las actuaciones sobre conservación de la nacionalidad española remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra la resolución 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 29 de agosto de 2018, se levanta acta de conservación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
por la que don M.-A. N. A., mayor de edad, nacido el 25 de agosto de 2000 en C. (Cuba), 
de nacionalidad cubana y española, adquirida esta última por opción en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil con efectos de 6 de abril de 
2015, solicita conservar la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el art. 
24.3 del Código Civil.

2. Por auto de fecha 31 de agosto de 2018 dictado por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana, se desestima la solicitud de conservación de la 
nacionalidad española del interesado, estimando que no cumple los requisitos estable-
cidos en el artículo 24.3 del Código Civil.
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3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando su voluntad inequívoca de conservar la nacionalidad española 
en virtud de los artículos 24 o 25 del Código Civil.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe desfavorable a 
la estimación del recurso y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 24 del Código Civil (CC); 2, 15, 16, 23, 46 y 97 de la Ley del 
Registro Civil (LRC) y 66, 68, 85 y 226 a 231 del Reglamento del Registro Civil (RRC).

II. Se pretende por el interesado, nacido el 25 de agosto de 2000 en C. (Cuba), de 
nacionalidad cubana y española, adquirida esta última por opción en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil con efectos de 6 de abril de 2015, 
que se haga constar marginalmente en su inscripción de nacimiento la declaración de 
conservación de la nacionalidad española. Para ello comparece en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana en fecha 29 de agosto de 2018 declarando su 
voluntad de conservar la nacionalidad española a los efectos previstos en el artículo 
24.3 del Código Civil. Por el encargado de dicho registro se emitió auto señalando que 
no procedía practicar la citada declaración de conservación de la nacionalidad española, 
porque el interesado no se encontraba dentro del ámbito de aplicación del artículo 24.3 
del Código Civil. Dicho acuerdo desestimatorio constituye el objeto del presente 
recurso.

III. El artículo 24. 3 del Código Civil establece que «Los que habiendo nacido y residiendo 
en el extranjero ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre 
españoles, también nacidos en el extranjero, cuando las Leyes del país donde residan 
les atribuyan la nacionalidad de este, perderán, en todo caso, la nacionalidad española 
si no declaran su voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo 
de tres años, a contar desde su mayoría de edad o emancipación».

En consecuencia, el ámbito subjetivo de aplicación del apartado tercero del artículo 24 
CC se circunscribe a españoles de origen nacidos en el extranjero, hijos de españoles 
de origen también nacidos en el extranjero, es decir, nietos de emigrados españoles, 
segunda generación de españoles nacidos en el país de acogida.

IV. En el caso que nos ocupa, el padre del interesado, originariamente cubano, adquiere 
la nacionalidad española por residencia con efectos de 25 de enero de 2007 y el promotor, 
nacido el 25 de agosto de 2000 en C. (Cuba), optó por la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) en fecha 6 de abril de 2015, por lo 
que el promotor no se encuentra incluido en el ámbito de aplicación del artículo 24.3 
del Código Civil.
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V. Procede determinar si el interesado puede conservar la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil, que dispone que “Pierden 
la nacionalidad española los emancipados que, residiendo habitualmente en el extranjero, 
adquieran voluntariamente otra nacionalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad 
extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. La pérdida se producirá 
una vez que transcurran tres años, a contar, respectivamente, desde la adquisición de 
la nacionalidad extranjera o desde la emancipación. No obstante, los interesados podrán 
evitar la pérdida si dentro del plazo indicado declaran su voluntad de conservar la 
nacionalidad española al encargado del Registro Civil.

La adquisición de la nacionalidad de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea 
Ecuatorial o Portugal no es bastante para producir, conforme a este apartado, la pérdida 
de la nacionalidad española de origen”.

VI. Conforme al primer párrafo del artículo 24.1 del Código Civil podemos distinguir dos 
causas de pérdida de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacio-
nalidad y el uso exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, 
dado que el tenor literal de la norma no hace distinción alguna al respecto, por lo que 
el interesado, mayor de edad y residente en Cuba, que ostenta una nacionalidad española 
no de origen por opción, se encontraría dentro del ámbito de aplicación del artículo 24.1 
del Código Civil respecto de la pérdida de la nacionalidad española.

Por tanto, y aunque el acta de declaración de conservación de la nacionalidad española 
se levantase por el artículo 24.3 del Código Civil en lugar del artículo 24.1 del Código 
Civil, que era el que hubiera correspondido, teniendo en cuenta que el interesado 
comparece en el Registro Civil Consular de España en La Habana con fecha 29 de agosto 
de 2018 y manifiesta su voluntad de conservar la nacionalidad española ante el encar-
gado del Registro, dentro del plazo de los tres años siguientes a la fecha de adquisición 
de la mayoría de edad, se entienden cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 
24.1 del Código Civil para conservar la nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelando, declarando que procede la anotación de la 
conservación de la nacionalidad española al margen de la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 21 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 24 de abril de 2024 (19.ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

No procede la pérdida de la nacionalidad española del interesado, nacido en 1991 en 
Ecuador, por aplicación del artículo 24.1 del Código Civil.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitida a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra resolución 
de la encargada del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Con fecha 6 de julio de 2017, el órgano en funciones de ministerio fiscal del Registro 
Civil Consular de España en Quito (Ecuador), solicita se instruya expediente de pérdida 
de la nacionalidad española a don G.-D. Q. F., nacido el 3 de diciembre de 1991 en 
Ecuador, ciudadano con nacionalidad ecuatoriana de origen que adquirió la nacionalidad 
española por opción con efectos de 2 de noviembre de 2007, en virtud de lo establecido 
en el artículo 24.1 del Código Civil, toda vez que no consta que haya llevado a cabo acto 
alguno como ciudadano español hasta al menos el 9 de junio de 2017, día en el que 
solicitó la renovación de su pasaporte y su inscripción en el Registro de Matrícula del 
Consulado.

2. Instruido expediente de pérdida de la nacionalidad española, se notifica al interesado 
que formula alegaciones oponiéndose a la pérdida de su nacionalidad española y aporta 
documentación, entre otros, literal de inscripción de su nacimiento en el Registro Civil 
de Barcelona, certificado de movimientos migratorios, en el que consta su llegada a 
Quito desde España el 1 de marzo de 2009 y su salida a Colombia y vuelta, en marzo 
de 2011, pasaporte español expedido el 27 de enero de 2009, válido hasta 2014, 
documento nacional de identidad español válido hasta noviembre de 2012 y cédula de 
identidad ecuatoriana.

Previo informe del órgano en funciones de ministerio fiscal, en el que se indica que se 
han cumplido los requisitos para que se declare la pérdida de la nacionalidad española 
de acuerdo con el artículo 24.1 del Código Civil y considera que procede practicar la 
inscripción marginal de la misma en el Registro Civil de Barcelona, donde se halla inscrito 
su nacimiento, la encargada del Registro Civil Consular de España en Quito, emite informe 
en el sentido de que de las actuaciones practicadas se deduce la pérdida de la nacio-
nalidad española del promotor que obtuvo por opción, en virtud de lo establecido en el 
artículo 24.1 del Código Civil, una vez transcurridos tres años de residencia en Ecuador 
sin haber utilizado la nacionalidad española.

3. Remitidas las actuaciones al Registro Civil de Barcelona su encargada, por resolución 
de fecha 3 de agosto de 2017, dispone que se inscriba la pérdida de la nacionalidad 
española al margen de la inscripción de nacimiento del interesado.

4. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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solicitando se revise su expediente ya que las circunstancias que concurrieron para el 
mismo fueron oportunamente subsanadas, habiendo obtenido la renovación de su 
pasaporte y también realizó los trámites para la inscripción en el Registro Civil Consular 
de su matrimonio celebrado en Ecuador con una ciudadana ecuatoriana, por lo que 
entiende que debe mantenerse su nacionalidad española.

Consta como nueva documentación; pasaporte español del interesado expedido el 6 
de mayo de 2013 en el Consulado español en Quito, válido hasta 2018.

5. Notificado el recurso al ministerio fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
y la encargada del Registro Civil de Barcelona, remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución.

6. Posteriormente, este centro directivo solicitó del Registro Civil Consular de Quito 
información acerca de los trámites realizados por el interesado. Con fecha 28 de diciembre 
de 2021 el registro civil consular remite testimonio del expediente de inscripción de 
matrimonio, éste se celebró en Ecuador el 15 de agosto de 2017 y se solicitó su inscripción 
el 8 de septiembre siguiente, siendo inscrito, también consta pasaporte del interesado 
expedido el 10 de julio de 2017 haciéndose constar su inscripción en el Registro de 
Matrícula del Consulado como residente español con fecha 9 de junio de 2017.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil 
(LRC), 66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la disposición adicional 
segunda de la Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las Resoluciones de 14 de enero de 
1981; 21 de marzo, 22 de septiembre y 1 de diciembre de 1989; 12-2.ª de septiembre, 
4-1.ª de diciembre de 2000; y 8-6.ª de noviembre de 2006.

II. El órgano en funciones de ministerio fiscal interesa del Registro Civil Consular de 
España en Quito que se declare que el interesado, nacido el 3 de diciembre de 1991 
en Ecuador, de nacionalidad ecuatoriana y española, adquirida esta última por opción 
con efectos de 2 de noviembre de 2007, ha perdido la nacionalidad española, y que se 
inscriba dicha declaración de pérdida por haber utilizado durante más de tres años 
exclusivamente su nacionalidad ecuatoriana de origen, remitidas las actuaciones al 
Registro Civil de Barcelona, donde consta inscrito el nacimiento del interesado, se dicta 
resolución acordando que se inscriba la pérdida de la nacionalidad española al margen 
de la principal de nacimiento. Frente a dicho auto se interpone recurso por la promotora, 
que es el objeto del presente expediente.

III. El artículo 24.1 CC dispone que “pierden la nacionalidad española los emancipados 
que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran voluntariamente otra nacio-
nalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años, a contar, 
respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la eman-
cipación. No obstante, los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo indicado 
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declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española al encargado del Registro 
Civil.

La adquisición de la nacionalidad de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea 
Ecuatorial o Portugal no es bastante para producir, conforme a este apartado, la pérdida 
de la nacionalidad española de origen.”

IV. Conforme al primer párrafo del citado artículo podemos distinguir dos causas de 
pérdida de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y el 
uso exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la eman-
cipación. Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, dado 
que el tenor literal de la norma no hace distinción alguna al respecto.

En el segundo supuesto, perderán la nacionalidad española aquellas personas eman-
cipadas que, viviendo de forma habitual en el extranjero, durante los tres años siguientes 
a la emancipación o la mayoría de edad utilicen únicamente la nacionalidad extranjera 
que tuvieran atribuida antes de su emancipación (es decir, no realicen acto alguno de 
utilización de la nacionalidad española), y no declaren formalmente su voluntad de 
conservar la nacionalidad española ante el encargado del Registro Civil dentro de dicho 
plazo.

En cuanto a qué deba entenderse por uso exclusivo de la nacionalidad extranjera, la 
Instrucción de la DGRN de 20 de marzo de 1991, señaló que «es necesario entender, 
por el carácter taxativo de las causas de pérdida que no pueden ser objeto de interpre-
tación extensiva, que no se producirá pérdida cuando el interesado justifique haber 
utilizado, dentro del plazo de tres años que señala el artículo, de algún modo la nacio-
nalidad española. Tener documentación española en vigor; haber otorgado como español 
algún documento público, haber comparecido con este carácter en el Consulado y otras 
conductas semejantes, serán un índice de que el interesado no habrá podido incurrir 
en pérdida de la nacionalidad española». En otras palabras, cualquier acto que implique 
el uso de los derechos o facultades, o el cumplimiento de deberes, que le corresponden 
como español evita la pérdida de la nacionalidad española: son por tanto numerosos 
los supuestos que pueden impedir dicha pérdida, que deberán ser alegados y acreditados 
por los interesados, y valorados por el encargado del registro civil. Por consiguiente, en 
el mismo plazo de tres años, a contar en este caso desde la fecha de la emancipación, 
el interesado debe o bien hacer uso de la nacionalidad española en al menos alguna 
ocasión, en los términos antes expresados, o bien acudir al registro civil correspondiente 
y hacer constar su voluntad de seguir ostentando la nacionalidad española.

Se trata en ambos supuestos de una conservación de la nacionalidad que provoca una 
situación de facto de doble nacionalidad, que es reconocida unilateralmente por el 
Ordenamiento español.

Por otra parte, conforme al segundo párrafo del citado artículo 24.1 quedarán exceptuados 
de la pérdida de nacionalidad por esta causa aquellos que adquieran, o se les haya 
atribuido durante la minoría de edad, además de la española, otra nacionalidad, si ésta 
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es la de algún país iberoamericano, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial o Portugal. No 
obstante, esta excepción, de acuerdo con la literalidad del precepto legal, en consonancia 
con el artículo 11.2 de la Constitución Española, queda expresamente limitada a los 
«españoles de origen».

V. En relación con el inicio y final del cómputo del plazo de tres años establecido en el 
artículo 24.1 del Código Civil, éste se cuenta desde la fecha misma de la adquisición 
voluntaria de la nacionalidad extranjera, o bien en su caso desde la emancipación, o 
mayoría de edad. En otras palabras, el hecho de haberla utilizado dentro de los tres 
primeros años siguientes a la emancipación o mayoría de edad bastará para conservarla, 
sin que sea preciso reiterar ese acto de utilización en los años subsiguientes, al contrario 
de lo que ocurre en el supuesto del art. 25.1 CC, en el que cualquier periodo de tres 
años consecutivos de no utilización provocará la pérdida de la nacionalidad española.

Transcurrido el plazo de los tres años establecidos en la legislación desde la adquisición 
de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación sin que se cumplan los requisitos 
para la pérdida, es decir si durante ese plazo se realiza cualquier conducta que implique 
el uso de la nacionalidad española, no se produciría ya la pérdida de la nacionalidad 
española por esta causa.

VI. En el presente caso, el interesado, nacido el 3 de diciembre de 1991, adquirió la 
nacionalidad española por la opción del art. 20.1.a del Código Civil, con efectos de 2 
de noviembre de 2007, alcanzando la mayoría de edad el 3 de diciembre de 2009 y, 
de acuerdo con la información que consta en el expediente, ostentó documento nacional 
de identidad español que caducó el 22 de noviembre de 2012 y también pasaporte 
válido hasta el año 2014, que fue renovado antes del vencimiento en mayo de 2013. 
Por tanto, el interesado se encontraba en posesión de documentación española en el 
periodo de los tres años siguientes a su emancipación, por lo que no se cumplen los 
requisitos establecidos en el artículo 24.1 del Código Civil para la pérdida de la nacio-
nalidad española.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado estimar el recurso y revocar el auto apelado.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. jueza encargada del Registro Civil de Barcelona.

Resolución de 27 de abril de 2024 (16.ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

No procede la declaración de pérdida de la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el art. 24.3 del Código Civil, toda vez que el interesado solicitó su pasaporte 
español dentro del periodo establecido para la declaración de conservación de la 
nacionalidad española.
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En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Brasilia (Brasil)

HECHOS

1. Con fecha 4 de octubre de 2018 el órgano en funciones de ministerio fiscal del registro 
civil consular español en Brasilia, dirige escrito al encargado del mismo, en relación con 
la posible pérdida de la nacionalidad española de don M. E. V. N., ciudadano español y 
brasileño y residente en la demarcación de dicho consulado, al comprobarse que 
transcurridos 3 años desde su mayoría de edad, cumplida el 3 de enero de 2008 no 
había formulado declaración de voluntad de conservar la nacionalidad española, de 
acuerdo con el artículo 24.3 del Código Civil, por lo que solicita se instruya expediente 
de pérdida de la nacionalidad española al interesado.

Consta la siguiente documentación: pasaporte expedido al Sr. V. N. en el año 2008.

2. Por providencia de 4 de octubre de 2018, dictada por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en Brasilia, se acuerda instruir expediente de pérdida de la nacio-
nalidad española y que se notifique a los interesados conforme a Ley y hagan las ale-
gaciones que estime pertinentes, que el ministerio fiscal emita su informe y, en su caso 
se practique la inscripción marginal de pérdida. Con la misma fecha se notifica al 
interesado en el propio Registro consular, para que en el plazo de 10 días formule las 
alegaciones que estimen pertinentes.

Consta escrito de alegaciones del interesado, solicitando que se evalúe su situación 
para poder recuperar la nacionalidad, puesto que no tuvo conocimiento en su momento 
de que hubiera un procedimiento para mantenerla, añadiendo que su progenitor irá a 
residir a España y desearía trasladarse con él, por lo que le sería de ayuda mantener 
su nacionalidad española.

3. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, con fecha 17 de octubre de 
2018 emite informe favorable a la declaración de pérdida de la nacionalidad española 
del interesado, toda vez que, revisada la documentación obrante relativa a la inscripción 
de nacimiento del mismo, se estiman cumplidos los requisitos del art. 24.3 del Código 
Civil para declarar que se ha producido la pérdida de la nacionalidad y procede practicar 
la inscripción marginal. El encargado del Registro Civil Consular de España en Brasilia 
dicta auto, con la misma fecha, por el que establece que se han cumplido los presupuestos 
de hecho del art. 24.3 del Código Civil, ya que consta que el interesado no ha efectuado 
oportunamente su declaración de conservación de la nacionalidad española, dentro del 
plazo de tres años desde su mayoría de edad ocurrida el 3 de enero de 2008, en con-
secuencia acuerda declarar la pérdida de la nacionalidad y practicar la inscripción 
marginal de la misma en la de nacimiento del interesado.

4. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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reiterando sus alegaciones presentadas con anterioridad y que se le permita conservar 
su nacionalidad española.

5. Notificado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe con 
fecha 28 de noviembre de 2018, reiterando lo manifestado en el anterior y ratificándose 
en él. El encargado del registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución, con informe en el que tras hacer un relato de los hechos 
y actuaciones considera que sí es de aplicación el art. 24.3 del Código Civil, al no haber 
cumplido oportunamente con prestar la declaración de conservación de 
nacionalidad.

Posteriormente, a requerimiento de este centro directivo, emite informe confirmando 
que el interesado solicitó la expedición de pasaporte el 19 de mayo de 2008, se expidió 
el 21 del mismo mes y se le entregó el día 10 de octubre siguiente, dentro del periodo 
establecido en el art. 24.3 para formular la declaración de conservación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
n.º 696/2019 de 19 de diciembre de 2019.

II. Se pretende por el interesado, nacido el 3 de enero de 1990 en Brasil, que se deje 
sin efecto la declaración de pérdida de su nacionalidad española en virtud de lo esta-
blecido en el art. 24.3 del Código Civil, alegando falta de información sobre la obligación 
de declarar su voluntad de conservarla. El encargado del Registro Civil Consular de 
España en Brasilia dictó auto en fecha 17 de octubre de 2018 por el que se resolvió se 
inscribiera al margen de la inscripción de nacimiento del interesado, la pérdida de la 
nacionalidad española. Este auto fue impugnado mediante el correspondiente recurso 
que constituye el objeto de la presente resolución.

III. Dispone el artículo 24.3 CC que «Los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero 
ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también 
nacidos en el extranjero, cuando las Leyes del país donde residan les atribuyan la 
nacionalidad del mismo, perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran 
su voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, 
a contar desde su mayoría de edad o emancipación».

IV. Examinados los datos del interesado resulta que nació y residía en el extranjero, 
Brasil, ostentando la nacionalidad española por su progenitor que también nació en el 
extranjero y, alcanzó la mayoría de edad el 3 de enero de 2008, o sea, después de que 
entrase en vigor el precepto transcrito (cfr. disposición adicional segunda de la Ley 
36/2002) por lo que les es aplicable la causa de pérdida de la nacionalidad por éste 
establecida.
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V. De acuerdo con la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019, para la adquisición por opción, carta de naturaleza 
o residencia, la Ley exige la inscripción en el Registro Civil previa declaración de juramento 
o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y las Leyes y, en su caso 
renuncia a la anterior nacionalidad (art. 23 CC). Para la recuperación de la nacionalidad 
también se exige la inscripción en el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad conforme al art. 24.3 CC, sin embargo, y a 
diferencia de lo que sucedía en su precedente de 1954, no se exige que la declaración 
de querer conservar la nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, 
la declaración de conservar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la 
teoría general de las declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga 
determinada solemnidad, no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se mani-
fieste de manera indirecta a través de un comportamiento concluyente.

En el caso que da lugar a este recurso el actor solicitó la expedición de su pasaporte en 
el año 2008, durante el plazo de tres años ya citado que vencía el 3 de enero de 2011, 
y le fue expedido en ese mismo año, estando en posesión del mismo durante el resto 
del periodo de tres años tras su mayoría de edad y transcurrido aquél. Aunque formal-
mente no declarara de manera expresa y directa su voluntad de conservar la nacionalidad 
española, hay que reconocer que su solicitud de renovación de pasaporte debe ser 
tenida como tal, en atención a lo que significa habitual y socialmente en este ámbito la 
tenencia del pasaporte. Solo los españoles tienen derecho a que se les expida un 
pasaporte y, por cuanto que se trata del documento que acredita la nacionalidad de los 
españoles fuera de España (art. 11 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 
seguridad ciudadana; antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, de 11 de julio, por el que se 
regula la expedición del pasaporte ordinario), no puede negarse a su petición el valor 
de querer conservar la nacionalidad. La solicitud de renovación del pasaporte no es un 
mero uso de la nacionalidad española, sino una petición que comporta de manera 
inequívoca la voluntad de querer ser español. Por tanto, en el caso examinado, no 
procede la aplicación de la pérdida de la nacionalidad española en virtud de lo establecido 
en el artículo 24.3 CC.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Brasilia.
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Resolución de 30 de abril de 2024 (1.ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

No procede la declaración de pérdida de la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el art. 24.3 del Código Civil, toda vez que la interesada ostentaba pasaporte 
español dentro del periodo establecido para la declaración de conservación de la 
nacionalidad española, solicitando posteriormente su renovación.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Bruselas (Bélgica)

HECHOS

1. Con fecha 3 de octubre de 2017, Doña S. L. M., nacida en Bélgica el 13 de septiembre 
de 1990, hija de ciudadana española también nacida en Bruselas, solicitó la renovación 
de su pasaporte español, que había caducado el día 16 de febrero del mismo año. Con 
fecha 5 de octubre de 2017, el Registro Civil Consular de Bruselas remite vía correo 
electrónico comunicación a la interesada requiriéndole diversa documentación para 
examinar su situación respecto a su nacionalidad española.

Consta como documentación; literal de inscripción de nacimiento de la interesada en 
el registro civil consular con fecha 7 de marzo de 1992, hija de J.-C. L., nacido en Bruselas 
y de nacionalidad italiana y de J. M. N., nacida en Bruselas y de nacionalidad española, 
certificado de nacionalidad belga de la interesada, la ostenta desde el 1 de enero de 
1992, documento de identidad belga, historial de pasaportes tramitados en el Consulado 
español en Bruselas, en marzo de 1992, en mayo de 1999, en septiembre de 2005 y 
en febrero de 2012 y copia de éste último, expedido en el Consulado español en Bruselas 
el día 17 de febrero de 2012, válido hasta el 16 de febrero de 2017.

2. Con fecha 9 de enero de 2018, el Canciller del Consulado General de España en 
Bruselas en funciones de ministerio fiscal promueve expediente para la declaración de 
pérdida de la nacionalidad española de la Sra. L. M., nacida en Bélgica el 13 de sep-
tiembre de 1990 y de nacionalidad belga, hija de ciudadanos nacidos también en Bélgica, 
toda vez que no prestó en plazo la declaración de conservación de la nacionalidad 
española exigida por el artículo 24.3 del Código Civil y, en consecuencia, perdió la 
nacionalidad española el día en el que se cumplieron tres años desde su mayoría de 
edad.

3. Con fecha 15 de enero de 2018, la interesada comparece ante la encargada del 
Registro Civil Consular de España en Bruselas, siendo informada de la incoación del 
expediente de pérdida de su nacionalidad española, en virtud de lo establecido en el 
artículo 24.3 del Código Civil, no constando que la interesada formulara alegaciones al 
inicio de dicho expediente.

4. Con fecha 18 de enero de 2018, el Canciller en funciones de ministerio fiscal, emite 
informe en el que indica que resulta comprobado que concurren los requisitos 
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establecidos en el artículo 24.3 del Código Civil, por lo que procede practicar la inscripción 
marginal declarativa de la pérdida en el margen de la de nacimiento que se encuentra 
en dicho registro civil consular.

5. Con fecha 22 de enero de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en Bruselas dicta auto por el que se declara la pérdida de la nacionalidad española de 
la interesada en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, toda vez 
que ésta no formuló declaración de conservación de la nacionalidad española en el 
plazo legalmente establecido, resolviendo que por anotación marginal se inscriba dicha 
pérdida en el acta de nacimiento del promotor que consta en el Tomo 133, página 391.

6. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
manifestando que desde su inscripción de nacimiento en 1992, ha tenido pasaporte 
como español que ha mantenido con sucesivas renovaciones, que viaja anualmente a 
España a ver a sus familiares, que habla correctamente castellano y se considera 
totalmente española.

7. Notificado el recurso al Canciller del Consulado General de España en Bruselas, en 
funciones de ministerio fiscal, con fecha 11 de mayo de 2018 emite informe desfavorable 
a las pretensiones del recurrente, ya que no se aprecian datos relevantes que desvirtúen 
el sentido de la resolución recurrida. La encargada del Registro Civil Consular de España 
en Bruselas remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución 
junto con informe, redactado en los mismos términos que el auto recurrido.

8. Posteriormente, este centro directivo solicitó nuevo informe del Registro Civil Consular 
de Bruselas en relación con la expedición a la interesada de pasaporte en el año 2005 
y su periodo de validez. El registro civil consular informa que, teniendo en cuenta la 
interpretación realizada por la Sentencia del Tribunal Supremo 696/2019, la interesada 
no habría perdido la nacionalidad española porque estuvo documentada con pasaporte 
español durante los tres años transcurridos desde su mayoría de edad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
n.º 696/2019 de 19 de diciembre de 2019.

II. Se pretende por la interesada, nacida el 13 de septiembre de 1990 en Bélgica, que 
se deje sin efecto la declaración de pérdida de su nacionalidad española en virtud de 
lo establecido en el art. 24.3 del Código Civil, alegando el mantenimiento de su docu-
mentación española y sus vínculos familiares con España. La encargada del Registro 
Civil Consular de España en Bruselas dictó auto en fecha 22 de enero de 2018 por el 
que se resolvió se inscribiera al margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, 
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la pérdida de la nacionalidad española. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III. Dispone el artículo 24.3 CC que «Los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero 
ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también 
nacidos en el extranjero, cuando las Leyes del país donde residan les atribuyan la 
nacionalidad del mismo, perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran 
su voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, 
a contar desde su mayoría de edad o emancipación».

IV. Examinados los datos de la interesada resulta que ésta nació y reside en el extranjero, 
Bélgica, país en el que también nació su madre, que también ostenta nacionalidad 
española, y alcanzó la mayoría de edad el 13 de septiembre de 2008, o sea, después 
de que entrase en vigor el precepto transcrito (cfr. disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002) por lo que le es aplicable la causa de pérdida de la nacionalidad por éste 
establecida y, finalmente, se inscribe en el Registro Civil español el 7 de marzo de 1992, 
por declaración de su madre, cuando era menor de edad.

V. De acuerdo con la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019, para la adquisición por opción, carta de naturaleza 
o residencia, la Ley exige la inscripción en el Registro Civil previa declaración de juramento 
o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y las Leyes y, en su caso 
renuncia a la anterior nacionalidad (art. 23 CC). Para la recuperación de la nacionalidad 
también se exige la inscripción en el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad conforme al art. 24.3 CC, sin embargo, y a 
diferencia de lo que sucedía en su precedente de 1954, no se exige que la declaración 
de querer conservar la nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, 
la declaración de conservar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la 
teoría general de las declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga 
determinada solemnidad, no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se mani-
fieste de manera indirecta a través de un comportamiento concluyente.

En el caso que da lugar a este recurso la actora se encontraba en posesión de pasaporte 
español durante el plazo de tres años previsto en el art. 24.3 CC, habiéndolo renovado 
con posterioridad a su vencimiento. Aunque formalmente no declarara de manera 
expresa y directa su voluntad de conservar la nacionalidad española, hay que reconocer 
que su solicitud de renovación de pasaporte debe ser tenida como tal, en atención a lo 
que significa habitual y socialmente en este ámbito la tenencia del pasaporte. Solo los 
españoles tienen derecho a que se les expida un pasaporte y, por cuanto que se trata 
del documento que acredita la nacionalidad de los españoles fuera de España (art. 11 
de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de seguridad ciudadana; antes, arts. 1 y 
2 del RD 896/2003, de 11 de julio, por el que se regula la expedición del pasaporte 
ordinario), no puede negarse a su petición el valor de querer conservar la nacionalidad. 
La solicitud de renovación del pasaporte no es un mero uso de la nacionalidad española, 
sino una petición que comporta de manera inequívoca la voluntad de querer ser español. 
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Por tanto, en el caso examinado, no procede la aplicación de la pérdida de la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 CC.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso y revocar el auto apelado.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.6  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD

III.6.1  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 12 de abril de 2024 (5.ª)
III.6.1 Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

No es posible inscribir el nacimiento de la nacida en Honduras en 1938 por recuperación, 
al no acreditarse que hubiese ostentado en algún momento la nacionalidad 
española.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la encargada del Registro Civil de la Embajada de España en Tegucigalpa (Honduras).

HECHOS

1. Con fecha 24 de abril de 2013, en el Registro Civil de la Embajada de España en 
Tegucigalpa la Sra. M-D. R. R., nacida en Honduras el día 9 de mayo de 1938, solicita 
su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español y la recuperación de la nacio-
nalidad española, como hija de ciudadano español, don A. R. V., nacido el 10 de agosto 
de 1893 en C. (Orense) y de la ciudadana hondureña E. R.

Adjuntaba la siguiente documentación: certificado literal de nacimiento hondureño de 
la promotora, en el que consta sólo con filiación materna y anotación marginal de 
reconocimiento paterno post-mortem, por sentencia dictada en procedimiento judicial 
en fecha 12 de diciembre de 2011, que declara que es hija del Sr. R. V., documento de 
identidad hondureño, literal de la inscripción de nacimiento española del Sr. R. V., nacido 
en C. en 1893, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, literal de inscripción de 
nacimiento de la progenitora de la promotora, certificado literal de defunción del Sr. R. 
V., fallecido en Honduras en 1956, en ella el declarante, uno de los hijos del fallecido, 
menciona que tenía once hijos legítimos a los que identifica, documentos de las auto-
ridades hondureñas relativos a que el precitado no consta registrado como naturalizado 
hondureño.
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2. Por auto de fecha 10 de septiembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular 
de España Tegucigalpa, desestima la solicitud de inscripción de nacimiento y recuperación 
de la nacionalidad española, estimando que no ha quedado acreditada debidamente 
la relación de filiación de la promotora con el ciudadano español, ya que no constaba 
como hija del mismo en su certificado de defunción en 1956, cuando la interesada 
tenía ya dieciocho años y fue reconocida como hija cincuenta y cinco años después del 
fallecimiento del presunto progenitor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente a la vista de la nueva documentación 
aportada, informe de prueba biológica, realizada con la intervención de uno de los hijos 
del Sr. R. V., que acredita que ambos tienen el mismo padre biológico, por lo que ahora 
hay pruebas objetivas para tener en cuenta su petición.

Adjunta como nueva documentación; informe de prueba de ADN, declaración jurada de 
dos de los hijos del Sr. R. V., manifestando que conocían la existencia de la interesada 
y de su hermana gemela desde hace años y que han mantenido contacto con ellas, 
copia de la resolución judicial de 12 de diciembre de 2011 que declara la paternidad 
del Sr. R. V. respecto a la promotora y a su hermana, inscripción literal de nacimiento 
en el registro civil consular español de Tegucigalpa de uno de los hijos del Sr. R., con 
marginal de recuperación de la nacionalidad española en el año 2002, pasaporte español 
e inscripción consular de nacimiento de un nieto del Sr. R. V. con marginal de nacionalidad 
por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, manifiesta que no 
tiene alegaciones que formular, y la encargada del registro civil consular remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe, en el 
que recogiendo la tramitación del expediente se reitera en los argumentos que funda-
mentaron el acuerdo impugnado.

5. Recibidas las actuaciones, este centro directivo con fecha 5 de agosto de 2020 solicita 
del registro civil consular que requiera a la interesada a fin de que aporte nueva docu-
mentación, concretamente el reconocimiento judicial en España de la sentencia dictada 
en materia de reconocimiento paterno por el tribunal hondureño. Con fecha 23 de 
diciembre de 2022, el registro civil consular informa que trató de comunicarse con la 
Sra. R. R., no siendo posible, pero si contactó con su hijo que se comprometió a recoger 
el requerimiento y hacerlo llegar a su madre, por lo que se remitió al Consulado Honorario 
de España en S. P., lugar en el que residía tanto la interesada como su hijo, siendo 
devuelto ya que no fue recogido pese a que se recordó a los interesados que debían 
hacerlo.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17 del Código Civil en su redacción original por Real Orden de 24 
de julio de 1889, 26 del Código Civil en su redacción actual; 46 y 64 de la Ley del Registro 
Civil; 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 22 de marzo 
de 2001; 6-1.ª de marzo de 2002; 21-3.ª de abril de 2004; 12-1.ª y 16 de julio de 2005; 
12-1.ª de noviembre de 2008.

II. Se pretende por la interesada, nacido en Honduras en 1938, la recuperación de la 
nacionalidad española y su inscripción en el Registro Civil español, alegando ser hija de 
progenitor originariamente español, quien ostentaba su nacionalidad española en el 
momento de su nacimiento. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en 
Tegucigalpa se dictó auto por el que se denegaba la inscripción de la recuperación al 
no constar debidamente acreditada la filiación paterna de la promotora, contra este 
acuerdo se interpuso recurso que es el objeto de esta resolución.

III. Dispone el artículo 26 CC en su número 1. a) que «quien haya perdido la nacionalidad 
española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: a) Ser residente legal 
en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni a los hijos de emi-
grantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de Justicia cuando 
concurran circunstancias excepcionales».

IV. Para poder inscribir una recuperación de la nacionalidad española es necesario, 
como es obvio, que se pruebe suficientemente que la interesada ha ostentado de iure 
y perdido, en un momento anterior, la nacionalidad española, discutiéndose en este 
expediente la filiación paterna de la promotora.

V. En este caso, la promotora aportó certificado literal de su nacimiento en Honduras 
en el que consta inscrita con sólo filiación materna en 1938, anotándose marginalmente 
en el año 2011 que la misma ha sido declarada hija del Sr. A. R. V., según resolución 
judicial en procedimiento de reconocimiento paterno post-mortem, instado por la inte-
resada y su hermana contra una hija del Sr. R. V. por ser el familiar directo más cercano 
de éste, que había fallecido en 1956, sin que desde esa fecha se instara ese reconoci-
miento por parte de la interesada pese a que, según documento que consta en el 
expediente, tanto ella como su hermana gemela mantenían desde hacía años relación 
con los hijos de su presunto progenitor. Posteriormente, junto con su escrito de recurso, 
la promotora aporta informe de pruebas biológicas que apoyan su pretensión y que, 
según el texto de la sentencia que también se aporta, se presentaron en el procedimiento 
judicial, por lo que este centro directivo requiere a la promotora para que aporte el 
reconocimiento en España (exequátur) de la sentencia dictada por el Tribunal hondureño 
el 12 de diciembre de 2011, todo ello de acuerdo con lo establecido en el artículo 41.2 
de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de Cooperación Jurídica Internacional en Materia 
Civil «también serán susceptibles de reconocimiento y ejecución de conformidad con 
las disposiciones de este título las resoluciones extranjeras definitivas adoptadas en el 
marco de un procedimiento de jurisdicción voluntaria», indicándose en el artículo 42 de 
dicho texto legal que «El procedimiento para declarar a título principal el reconocimiento 
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de una resolución judicial extranjera y, en su caso, para autorizar su ejecución se deno-
minará procedimiento de exequátur».

La interesada no compareció a recoger la comunicación del requerimiento pese a conocer 
su existencia ni ha aportado al expediente el reconocimiento en España de la sentencia 
de filiación, no indicando tampoco que hubiese iniciado los trámites correspondientes 
al procedimiento de exequátur para el reconocimiento de la citada sentencia, por lo que 
no resulta acreditada la filiación de la solicitante con padre originariamente español y, 
por tanto, tampoco se acredita que la interesada hubiese ostentado la nacionalidad 
española en algún momento, requisito indispensable para haberla perdido y premisa 
establecida en el artículo 26 del Código Civil para su recuperación.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular en Tegucigalpa (Honduras).

Resolución de 17 de abril de 2024 (3.ª)
III.6.1 Recuperación a la nacionalidad española

No procede la recuperación de la nacionalidad española en virtud de lo establecido en 
el artículo 26 del Código Civil, toda vez que el interesado no ha incurrido en causa de 
pérdida de la nacionalidad española establecida en el art. 24.1 y 3 del Código Civil, ya 
que ostentó documento nacional de identidad y pasaporte español, dentro del periodo 
establecido para formular la declaración de conservación.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
del encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Don N. N. G. F., nacido el 28 de diciembre de 1968 en L. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, adquiere la nacionalidad española el 9 de enero de 1981, siendo menor de 
edad, al haberle sido concedida a su progenitor, Sr. R. L. G. L., nacido en Cuba en 1937 
y posteriormente adquirió la nacionalidad estadounidense el 26 de abril de 2013, no 
formulando su declaración de voluntad de conservar la nacionalidad española.

2. Con fecha 13 de septiembre de 2016 se levanta acta en el Consulado español de 
Nueva York, recogiendo la declaración del Sr. G. F., relativa a su voluntad de recuperar 
la nacionalidad española, tras haber obtenido la nacionalidad estadounidense con fecha 
26 de abril de 2012. La documentación es remitida al Registro Civil Central, en el que 
consta la inscripción de nacimiento, para la inscripción marginal de recuperación.
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Consta como documentación; literal de inscripción de nacimiento del interesad, nacido 
en 1968 en L., hijo de ciudadanos también nacidos en Cuba, con marginal de nacionalidad 
española de su progenitor concedida con fecha 9 de enero de 1881, pasaporte español 
expedido en 2011 y válido hasta 2021, certificado de naturalización como ciudadano 
estadounidense, pasaporte estadounidense, licencia de conducir del estado de N. y 
certificado del Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria (Las Palmas) relativo al 
empadronamiento del interesado entre el 1 de abril de 1986 y el 1 de marzo de 1991.

3. Con fecha 9 de enero de 2017, el encargado del Registro Civil Central dicta acuerdo 
por el que resuelve que no procede acceder a la solicitud de recuperación de la nacio-
nalidad española del interesado, al no cumplir los requisitos del artículo 26 del Código 
Civil, ya que no reside en España y no puede tener la consideración de emigrante puesto 
que nació en Cuba hijo de ciudadanos también nacidos en Cuba.

4. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que ostenta documentación española 
en vigor, que para obtener la nacionalidad estadounidense no renunció a la española 
ni expresa ni tácitamente, que residió en L. hasta el año 1996, que su documento de 
identidad español se expidió en el año 2013 con domicilio en L., aunque por motivos 
laborales se ha desplazado desde y hasta España, que ha utilizado la nacionalidad 
española después de haber obtenido la estadounidense, añadiendo que no le es aplicable 
el art. 24.1 del Código Civil porque tiene su residencia habitual en territorio español y 
por tanto no estaba obligado a declarar su voluntad de conservar, ni tampoco el art. 
24.3 porque no reside en el extranjero ni, por último el art. 25 porque no cabe su inclusión 
en ninguno de los supuestos de pérdida que contempla.

Adjunta como nueva documentación; billetes de avión como residente en C., documento 
bancario relativo al pago de una hipoteca en C., certificado del Ayuntamiento de Las 
Palmas relativo a que estuvo inscrito entre 1 de marzo de 1986 y el 1 de mayo de 1996 
y tarjeta del censo electoral con domicilio en L., expedida en el año 2014.

5. Notificado el ministerio fiscal de la interposición del recurso, éste emite informe en 
el sentido de que el interesado ha incurrido en pérdida de la nacionalidad española por 
la adquisición de la estadounidense, por aplicación del art. 24 del Código Civil. El 
encargado del registro civil remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

6. Posteriormente, con fecha 28 de agosto de 2020 este centro directivo requiere, a 
través del Registro Civil Central, la aportación de nueva documentación e información 
sobre las circunstancias que concurren en el expediente, certificados históricos de 
empadronamiento del Sr. G. F. en L., inscripción como residente del precitado en el 
Registro de matrícula del Consulado español en Nueva York y posibles trámites allí 
realizados e información al Servicio de Documentación de la Dirección General de la 
Policía sobre las fechas de expedición de documentos españoles al interesado.
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La documentación solicitada es remitida con fecha 5 de enero de 2022, constando que 
el Sr. G. F. residió en L. tras el 1 de mayo de 1996 cambiando de domicilio en la misma 
localidad, volviendo al anterior el 1 de noviembre de 2001 y con una última modificación 
por cambio de datos el 17 de octubre de 2006, según informe a fecha 26 de mayo de 
2021, también que según informa el Consulado de Nueva York el interesado sólo ha 
estado de alta en el Registro de Matrícula como residente temporal constando su 
empadronamiento en L. y no ha realizado trámites de documentación, respecto a ésta 
el informe policial recoge que se le expidió DNI en 1993, en 1996 por extravío, en 2001 
se renovó y en 2011 también se renovó y obtuvo pasaporte el 3 de enero de 2001, el 
9 de enero de 2002 con validez de diez años y el 21 de diciembre de 2011 con validez 
hasta 2021.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24, 25 y 26 del Código Civil; 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro 
Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda 
de la Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo n.º 696/2019 de 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de junio de 
2020.

II. El interesado, nacido en Cuba el 28 de diciembre de 1968 hijo de padres nacidos en 
Cuba y de nacionalidad cubana, habiendo el progenitor adquirió la nacionalidad española 
por concesión con efectos de 9 de enero de 1981, según consta marginalmente en la 
inscripción de nacimiento del interesado, que al ser menor de edad pasó a ostentar 
también la nacionalidad española por aplicación de la normativa entonces vigente. 
Posteriormente, en abril de 2013 adquirió la nacionalidad estadounidense, considerán-
dose que perdió la nacionalidad española en abril de 2016, al no declarar la voluntad 
de conservación en el plazo de los tres años establecidos en el artículo 24.1 del Código 
Civil, contados desde la fecha de adquisición de la nacionalidad extranjera.

El interesado formula solicitud de recuperación de la nacionalidad en el Registro Civil 
del Consulado General de España en Nueva York, correspondiente a su domicilio, que 
una vez remitida al Registro Civil Central, en el que consta inscrito su nacimiento, es 
desestimada tal petición por auto del encargado, al no cumplir los requisitos establecidos 
en el artículo 26 del Código Civil, en especial, su residencia legal en España, sin que 
pueda aplicarse en su caso la condición de emigrante. Frente a dicha resolución se 
interpone recurso por el interesado, que es el objeto del presente expediente.

III. Con carácter previo al estudio de la recuperación de la nacionalidad española de la 
interesada, procede determinar si se ha producido la pérdida de la nacionalidad española 
en virtud del artículo 24.1 del Código Civil.

Entre las modificaciones que introdujo en la regulación de la nacionalidad en el Código 
Civil la Ley 36/2002, de 8 de octubre, deben a los efectos de resolución de este recurso, 
destacarse los relativos a la materia de pérdida (cfr. art. 24 y 25 CC). Así, si se sigue 
perdiendo la nacionalidad española por los emancipados que residiendo habitualmente 
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en el extranjero, adquieren voluntariamente otra nacionalidad o utilizan exclusivamente 
la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación, produciéndose 
la pérdida una vez que transcurren tres años a contar respectivamente desde la adqui-
sición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación, se introduce, no obstante, 
la novedad de que los interesados pueden evitar la pérdida si dentro del plazo establecido 
declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española ante el encargado del 
registro civil, lo que supone rehabilitar en cierta medida la conservación de la nacionalidad 
española para los emigrantes que había introducido la Ley 51/1982, de 13 de julio y 
que, como había hecho notar la doctrina, había quedado suprimida, sin explicación clara 
para ello, por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre.

La interpretación conjunta de los citados artículos puede plantear algunas dudas, si 
bien debe tenerse en cuenta que tratándose de normas restrictivas de derechos debe 
la misma ser estricta, y por lo tanto ajustada a los términos literales de los respectivos 
preceptos.

Los motivos que actualmente pueden ocasionar la pérdida de la nacionalidad española 
se encuentran establecidos en los artículos 24 y 25 del Código Civil.

Así, el artículo 24.1 dispone que «Pierden la nacionalidad española los emancipados 
que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran voluntariamente otra nacio-
nalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años, a contar, 
respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la eman-
cipación. No obstante, los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo 
indicado declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española al encargado del 
registro civil»-.

Conforme al primer párrafo del citado artículo podemos distinguir dos causas de pérdida 
de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y el uso 
exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 
Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, dado que el tenor 
literal de la norma no hace distinción alguna al respecto.

En cuanto al primero de los supuestos los emancipados, o mayores de edad, que residan 
de forma habitual en el extranjero, perderán la nacionalidad española cuando adquieran 
otra de forma voluntaria. La pérdida tendrá lugar de forma automática cuando hayan 
pasado tres años desde la fecha de adquisición de la nacionalidad extranjera. Podrán 
evitar la pérdida de la nacionalidad española declarando, en el plazo indicado y ante el 
encargado del registro civil correspondiente, su interés en conservarla.

IV. De acuerdo con las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de junio de 2020, para la 
adquisición por opción, carta de naturaleza o residencia, la Ley exige la inscripción en 
el Registro Civil previa declaración de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obe-
diencia a la Constitución y las Leyes y, en su caso renuncia a la anterior nacionalidad 
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(art. 23 CC). Para la recuperación de la nacionalidad también se exige la inscripción en 
el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad, sin embargo, y a diferencia de lo que sucedía 
en su precedente de 1954, no se exige que la declaración de querer conservar la 
nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, la declaración de con-
servar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la teoría general de las 
declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga determinada solemnidad, 
no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se manifieste de manera indirecta 
a través de un comportamiento concluyente.

En el caso que da lugar a este recurso, cabe plantearse dudas respecto al lugar de 
residencia habitual del Sr. G. F., ya que aporta documentos relativos a su empadrona-
miento en L. entre 1981 y 2006, si bien no queda debidamente acreditado respecto al 
periodo posterior, sin embargo por el resto de documentación aportada por el interesado 
y también la requerida por esta dirección general, el actor ostentó pasaporte español y 
documento nacional de identidad durante el plazo de tres años previsto en el art. 24.1 
CC, caducando una vez transcurrido el mismo, siendo obtenidos los documentos en 
España, por lo que, aunque formalmente no declarara de manera expresa y directa su 
voluntad de conservar la nacionalidad española, hay que reconocer que la posesión de 
pasaporte debe ser tenida como tal, en atención a lo que significa habitual y socialmente 
en este ámbito la tenencia del pasaporte. Solo los españoles tienen derecho a que se 
les expida un pasaporte y, por cuanto que se trata del documento que acredita la 
nacionalidad de los españoles fuera de España (art. 11 de la Ley Orgánica 4/2015, de 
30 de marzo, de seguridad ciudadana; antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, de 11 de 
julio, por el que se regula la expedición del pasaporte ordinario), no puede negarse a 
su petición el valor de querer conservar la nacionalidad. La posesión del pasaporte no 
es un mero uso de la nacionalidad española, sino una petición que comporta de manera 
inequívoca la voluntad de querer ser español.

En el caso que nos ocupa, no queda suficientemente acreditada su residencia habitual 
en el extranjero del interesado y, además, ha ostentado documento nacional de identidad 
y pasaporte español en vigor en el periodo de los tres años posteriores a la adquisición 
de la nacionalidad estadounidense, por lo que no procedería la pérdida de la nacionalidad 
española en virtud del art. 24.1 del Código Civil.

V. El artículo 26.1 del Código Civil establece que «Quien haya perdido la nacionalidad 
española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: a) Ser residente legal 
en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni a los hijos de emi-
grantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el ministro de Justicia cuando 
concurran circunstancias excepcionales; b) Declarar ante el encargado del Registro Civil 
su voluntad de recuperar la nacionalidad española; c) Inscribir la recuperación en el 
registro civil».
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En el caso que nos ocupa, el interesado no ha perdido la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil, por lo que no cabe su 
recuperación.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil Central.

III.7  VECINDAD CIVIL Y ADMINISTRATIVA

III.7.1  RECURSOS  SOBRE VECINDAD CIVIL Y ADMINISTRATIVA

Resolución de 6 de abril de 2024 (4.ª)
III.7.1 Vecindad civil

No procede la adquisición de la vecindad civil vasca por los interesados, nacidos en M. 
en 1956 y 1963, al no concurrir los requisitos establecidos en el artículo 14.5 del Código 
Civil.

En las actuaciones sobre adquisición de vecindad civil remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los promotores contra el auto del encargado del 
Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya).

HECHOS

1. Con fecha 26 de marzo de 2021, don F. A. G. y D.ª R.-M. I. M. comparecen en el 
Juzgado de paz de Mungía (Vizcaya), acompañando escrito de solicitud de adquisición 
de la vecindad civil vasca, alegando que residen en M. (Vizcaya) desde el 23 de julio de 
2018, que el motivo de traslado de residencia fue el nombramiento del interesado como 
notario en dicha localidad y que contrajeron matrimonio en M. el 15 de marzo de 2019, 
acompañando la documentación justificativa de sus alegaciones.

2. Ratificados los promotores, se remiten las actuaciones al Registro Civil de Gernika-Lumo 
(Vizcaya), competente para conocer de la solicitud formulada.

3. Por providencia de fecha 29 de marzo de 2021 del encargado del Registro Civil de 
Gernika-Lumo se hace constar que en las certificaciones de empadronamientos históricos 
de los interesados, consta alta del promotor en M. el 14 de agosto de 2018, baja el 19 
de agosto de 2019 y alta de nuevo el 13 de mayo de 2020 hasta la actualidad y que, 
respecto a la solicitante, consta alta en M. el 26 de junio de 2019, baja el 30 de diciembre 
de 2019 y alta de nuevo el 12 de junio de 2020 hasta la actualidad.
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4. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, por auto de fecha 14 de abril de 
2021 dictado por el encargado del Registro Civil de Gernika-Lumo se desestima la 
solicitud de adquisición de la vecindad civil vasca aforada de los promotores, al no 
acreditar el requisito de residencia continuada durante dos años en la localidad de M. 
que establece el artículo 14.5.1 del Código Civil.

5. Notificados los promotores, interponen recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando que el domicilio civil es independiente de la vecindad; 
que el padrón municipal puede resultar un indicio de residencia efectiva, pero que no 
existe ninguna norma en nuestro Derecho que otorgue una presunción de veracidad y 
eficacia al padrón en materia de residencia para otorgar la vecindad civil; que el artículo 
42 del vigente Reglamento Notarial establece que el notario deberá residir en el lugar 
en que esté demarcada su Notaría y que el artículo 68 del Código Civil establece que 
los cónyuges están obligados a vivir juntos, solicitando se estime el recurso y se reconozca 
su vecindad civil vasca.

6. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del Registro Civil de 
Gernika-Lumo remite las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 14 del Código Civil (CC); 46, 64 y 68 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 225 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC).

II. Los recurrentes, nacidos en 1956 y 1963 en M. solicitaron adquirir la vecindad civil 
vasca por residencia continuada de dos años en dicho territorio de derecho civil foral, 
por aplicación del artículo 14.5 del Código Civil. El encargado del Registro Civil de Gernika-
Lumo dictó auto por el que se desestima la petición de los interesados al no cumplir los 
requisitos legales exigibles. Frente a dicho auto se interpone recurso por los promotores, 
que es el objeto del presente expediente.

III. El artículo 14.5 del Código Civil establece que la vecindad civil se adquiere «1. ° Por 
residencia continuada durante dos años, siempre que el interesado manifieste ser esa 
su voluntad y 2. ° Por residencia continuada de diez años, sin declaración en contrario 
durante este plazo».

IV. El concepto de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado 
por la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, 
se encuentra definido en el artículo 40 CC, conforme al cual «el domicilio de las personas 
naturales es el de su residencia habitual», esto es, el lugar en que la persona vive con 
cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma 
especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas complemen-
tarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito 
del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 n.º 3 RRC dispone que «el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información 
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testifical»; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará «por exhibición 
de los documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación 
del padrón municipal».

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la certificación 
del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos citados 
por la legislación del registro civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de 
que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del registro civil y, en su caso, a los tribunales 
la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; 
como por ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas 
notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia 
- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras).

V. En el caso que nos ocupa, no se han aportado al expediente otras pruebas que 
acrediten la residencia continuada en el municipio de M., salvo los volantes históricos 
de empadronamiento de los interesados en dicha localidad fechados el 23 de marzo 
de 2021, constando alta del promotor en M. el 14 de agosto de 2018, baja el 19 de 
agosto de 2019 y alta de nuevo el 13 de mayo de 2020 hasta la actualidad y que, 
respecto a la solicitante, consta alta en M. el 26 de junio de 2019, baja el 30 de diciembre 
de 2019 y alta de nuevo el 12 de junio de 2020 hasta la actualidad, por lo que los 
recurrentes no cumplen los requisitos establecidos en el artículo 14.5 del Código Civil 
de residencia continuada durante dos años para la adquisición de la vecindad civil vasca.

VI. Por último se indica que, en el ámbito del registro civil no rige el principio de autoridad 
de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr la concor-
dancia entre el registro civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente 
o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se 
base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar 
la primera decisión, por lo que los interesados podrían reiterar su petición si en la 
actualidad consideran que acreditan los requisitos de residencia continuada establecidos 
en el artículo 14.5 del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. juez encargado del Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya).
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Resolución de 23 de abril de 2024 (2.ª)
III.7.1 Vecindad civil

Procede la anotación marginal de declaración de conservación de la vecindad civil 
originaria que se solicita antes de transcurrir el plazo legal de diez años seguidos de 
residencia habitual en territorio de diferente legislación civil.

En las actuaciones sobre conservación de la vecindad civil remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto de la encargada 
del Registro Civil de Bilbao (Bizkaia).

HECHOS

1. Mediante comparecencia el 18 de noviembre de 2020 en el Registro Civil de Santoña 
(Cantabria), Doña M. P. A., mayor de edad y con domicilio en S., declaró su voluntad de 
conservar la vecindad civil vasca, alegando que es esta la que tenía atribuida de origen. 
Consta la siguiente documentación: DNI, certificado de empadronamiento en S. desde 
el 16 de mayo de 2011 y certificación literal de nacimiento de la interesada, nacida en 
B. el 22 de marzo de 1978, hija de J.-A. P. E. y de M.-Á. A. H., ambos nacidos y domiciliados 
en B.

2. Remitido el expediente al Registro Civil de Bilbao, la encargada dictó providencia el 
22 de enero de 2021 denegando la pretensión porque, según los certificados de empa-
dronamiento aportados, la interesada no ostenta la vecindad civil vasca, dado que, 
cuando entró en vigor la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, ella ya 
residía en S., por lo que no le es aplicable.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando la conservación de la vecindad civil vasca, alegando 
la recurrente que ostenta la vecindad civil vizcaína no aforada por su origen y residencia 
y que ha cambiado de residencia en 2011, no habiendo transcurrido diez años desde 
dicha fecha y la declaración de conservación de la vecindad civil correspondiente a su 
antigua residencia, según establece el artículo 14.5 del código civil.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, y la encargada del 
Registro Civil de Bilbao se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 14 del Código Civil (CC); 10, 11 y disposición transitoria séptima 
de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco; 46, 64, 65 y 68 de la Ley del 
Registro Civil (LRC) y 225 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 
14 de noviembre de 1997, 24-4.ª de enero de 2005, 22-5.ª y 26-2.ª de enero de 2009, 
26-7.ª de marzo de 2015, 9-17.ª de febrero de 2018 y 17-8.ª de junio de 2019.

II. La interesada, empadronada en S. desde mayo de 2011, declaró en noviembre de 
2020 su voluntad de conservar la vecindad civil vasca que, según aseguraba, tenía 
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atribuida por haber nacido y residido en B. La encargada del registro denegó la pretensión 
por considerar que la solicitante no ostenta la vecindad civil vasca, ya que, según los 
certificados de empadronamiento aportados, reside en S. desde 2011 y la vecindad 
civil vasca se reconoció a los residentes en el P. por Ley 5/2015 y no le es aplicable. 
Contra la resolución se presentó recurso por la interesada que es el objeto de este 
expediente.

III. Según el artículo 10.2 de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, la 
adquisición, conservación y pérdida de la vecindad civil vasca se rigen por las normas 
del Código Civil sobre vecindad civil. Así, el artículo 14.2 CC dispone que tienen vecindad 
civil en territorio de derecho común o en uno de los de derecho especial o foral los 
nacidos de padres que tengan tal vecindad. Y el apartado n.º 5 del mismo artículo prevé 
que la vecindad civil se adquiere por residencia continuada durante dos años, siempre 
que el interesado manifieste ser esa su voluntad, o bien de diez años sin declaración 
en contrario durante este plazo. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 225 RRC, 
que prevé, además, la posibilidad de formular declaración de conservación de la vecindad 
civil que se posea antes de que transcurran diez años en la nueva residencia en territorio 
de diferente legislación civil.

A partir de la documentación incorporada al expediente, no hay duda de que la interesada 
tenía vecindad civil vizcaína no aforada de origen. Aun cuando la interesada tenga fijado 
su domicilio en S desde 2011 ininterrumpidamente, no habría perdido su vecindad civil 
de origen hasta noviembre de 2021, ya que no consta declaración de voluntad alguna 
de cambio (art. 14.5 CC). De manera que, cuando el 3 de octubre de 2015 entró en 
vigor la nueva Ley vasca, la recurrente, que hasta entonces tenía atribuida la vecindad 
vizcaína no aforada, adquirió automáticamente la vecindad civil vasca por mandato legal 
(la disposición transitoria séptima de la Ley 5/2015 vincula la adquisición a quienes 
gocen de vecindad civil en cualquiera de los territorios de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco). Y, dado que declaró su voluntad de conservarla antes de que hubieran 
transcurrido diez años desde que se empadronó en S., cumpliría entonces los requisitos 
legales para la conservación.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede estimar el recurso interpuesto y revocar el auto 
apelado.

Madrid, 23 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Bilbao (Bizkaia).

Resolución de 29 de abril de 2024 (3.ª)
III.7.1 Vecindad civil

Procede la adquisición por el interesado de la vecindad civil vasca por matrimonio, al 
concurrir los requisitos establecidos en el artículo 14.4 del Código Civil.



◄ 880 ►

III  NACIONALIDAD

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

En las actuaciones sobre adquisición de vecindad civil remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto de la encargada del 
Registro Civil de Bergara (Guipúzkoa).

HECHOS

1. Con fecha 23 de febrero de 2021, don J-I. E. U., nacido en L. (Gipuzkoa) el 11 de 
marzo de 1952, estado civil casado, vecino y residente en L. (Navarra), comparece en 
el Registro Civil de Lekunberri, acompañando escrito de solicitud de adquisición de la 
vecindad civil vasca por matrimonio, alegando que ostenta la vecindad civil Foral de 
Navarra y que está casado con doña M. E. S. B., vecina y residente en B., acompañando 
fotocopias del DNI, certificados de empadronamiento y certificado literal de nacimiento 
de ambas personas, así como el certificado literal de matrimonio celebrado en 1991.

2. Ratificado el promotor, se remiten las actuaciones al Registro Civil de Bergara 
(Guipuzkoa), competente para conocer de la solicitud formulada y se constata que, en 
las certificaciones de empadronamientos históricos presentados, consta alta del promotor 
en L. desde 1996 hasta la actualidad y que, respecto a su esposa, consta alta en Bilbao 
desde 1996 hasta la actualidad.

3. Previo informe del ministerio fiscal, por auto de fecha 3 de marzo de 2021 dictado 
por la encargada del Registro Civil de Bergara se desestima la solicitud de adquisición 
de la vecindad civil vasca por matrimonio, al no acreditar los requisitos que establece 
el artículo 14.4 del Código Civil.

4. Notificado el promotor, interpone recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando que es cierto que mantiene la vecindad foral navarra por 
razones afectivas pero que reside en Bilbao, habiendo cambiado de domicilio varias 
veces, presentando entre otros documentos, declaraciones individuales de renta de 
2015 a 2019, así como facturas de electricidad y notificaciones de la contribución de 
bienes inmuebles ubicados en L., alegando el interesado que todas las notificaciones 
que se realizan se remiten a su residencia habitual de B.

5. Habiendo sido informado del recurso el ministerio fiscal, la encargada del Registro 
Civil de Bergara remite las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública, junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 14 del Código Civil (CC); 46, 64 y 68 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 225 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC).

II. El recurrente, con vecindad civil foral navarra, solicita adquirir la vecindad civil vasca 
por matrimonio por aplicación del artículo 14.4 del Código Civil. La encargada del Registro 
Civil de Bergara dictó auto por el que se desestima la petición del interesado al no 
cumplir los requisitos legales exigibles. Frente a dicho auto se interpone recurso por el 
promotor, que es el objeto del presente expediente.
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III. El artículo 14.4 del Código Civil establece que «El matrimonio no altera la vecindad 
civil. No obstante, cualquiera de los cónyuges no separados, ya sea legalmente o de 
hecho, podrá, en todo momento, optar por la vecindad civil del otro».

IV. En este caso, el interesado solicita la vecindad civil vasca por matrimonio, alegando 
que está casado y su cónyuge, doña M. E. S. B., es vecina de B., aportando certificación 
de matrimonio celebrado en 1991 en L., no constando que haya habido disolución de 
dicho matrimonio. De la documentación aportada, se constata que el solicitante, nacido 
en L. (Gipuzkoa), desde el año 1994 presenta la vecindad civil navarra por opción y, de 
conformidad con los certificados históricos de empadronamiento presentados, el soli-
citante, desde el 1 de mayo de 1996 reside en N. y su esposa, reside en B. La prueba 
de la certificación del padrón municipal no es exclusiva, ni viene exigida, fuera de sin-
gulares casos, por la legislación del registro civil, para constatar la residencia habitual, 
por lo que revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede 
acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho. El solicitante alega 
en el recurso que reside en B., presentando documentos y facturas donde consta una 
dirección de domicilio en B. a efectos de notificaciones, así como certificados sobre 
declaraciones individuales de la Renta en los que consta esa dirección. Asimismo, 
presenta una certificación del Ayuntamiento de L., en la que consta que el interesado 
tiene fijada su residencia habitual en B., donde se le remiten todas las notificaciones 
que se realizan desde el Ayuntamiento. El art. 14.4 del CC establece la posibilidad, en 
cualquier momento, de optar por la vecindad civil del otro cónyuge, siempre que no 
exista separación de derecho o de hecho. A la vista de lo anterior, queda acreditado que 
se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 14.4 del Código Civil para la adqui-
sición de la vecindad civil vasca solicitada por el interesado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de La Habana (Cuba).

III.8  COMPETENCIA EN EXP. NACIONALIDAD

III.8.2  COMPETENCIA TERRITORIAL EN EXP. DE NACIONALIDAD

Resolución de 17 de abril de 2024 (1.ª)
III.8.2 Competencia. Declaración nacionalidad 

española con valor de simple presunción

Es nulo el auto del encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra) que mantiene la 
nacionalidad española con valor de simple presunción sin ser competente para ello, 
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porque la tramitación y resolución del expediente en este caso corresponde al registro 
civil del domicilio y no se ha probado que la interesada residiera efectivamente la 
demarcación territorial de dicho registro en esa fecha.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el ministerio fiscal, contra el auto del encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela, en fecha 6 de febrero de 
2012, ratificada con fecha el 18 de enero siguiente, la Sra. A. M. Y., nacida en el Sáhara 
Occidental en 1966, según declara, o el 31 de diciembre de 1965 en N. (Mauritania), 
según pasaporte mauritano, o en 1965 en T. (Mauritania) según su permiso de residencia 
en España o el 3 de marzo de 1966, según documento expedido por los representantes 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), solicitaba la declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción, al amparo de lo establecido 
en el art. 17 del Código Civil. Con fecha 21 de febrero de 2013, el encargado del Registro 
Civil de Tudela, previo informe favorable del ministerio fiscal dicta auto accediendo a lo 
solicitado, por aplicación retroactiva del art. 17.3 del Código Civil.

Constan, entre otros, los siguientes documentos: permiso de residencia en España como 
ciudadana mauritana, pasaporte mauritano, documento de empadronamiento en T. 
(Navarra) desde el 5 de junio de 2012, un día antes de su solicitud, certificado de 
nacimiento RASD, certificado de parentesco emitido por la Delegación del RASD en 
Navarra, certificado RASD relativo a que la familia residía desde 1975 en los territorios 
ocupados del Sáhara, DNI Sáhara de la progenitora de la promotora, acta de nacimiento 
mauritana en extracto de la promotora, inscrita en el mismo año de su nacimiento, hija 
de ciudadanos nacidos en Mauritania y de nacionalidad mauritana.

2. Con fecha 3 de octubre de 2016, el ministerio fiscal presenta escrito instando la 
iniciación de procedimiento para que se declare que a la Sra. M. Y. no le corresponde 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, ya que se ha aplicado erró-
neamente la legislación vigente, arts. 17 y 18 del Código Civil, porque en la interesada 
no concurren los requisitos establecido en el art. 18 para tener por consolidada la 
nacionalidad española que se hubiere estado utilizando, ya que no consta esta posesión 
y utilización durante el plazo de diez años establecido, ni consta título registral alguno 
ni tampoco, a los efectos de la aplicación del art. 17, que sus progenitores ostentasen 
la nacionalidad española en el momento del nacimiento de la interesada ni tampoco 
posteriormente ni que aquélla tenga la condición de apátrida puesto que está documen-
tada como ciudadana mauritana.

3. Con fecha 6 de octubre siguiente el encargado dicta providencia acordando incoar 
el correspondiente procedimiento, de lo que debe darse cuenta a la interesada para 
que formule, si así lo estima conveniente, escrito de alegaciones. Esta resolución se 
remite, por auxilio registral, al de B., localidad que consta como domicilio de la interesada 
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en su permiso de residencia, sin constar intento alguno de notificación en T., siendo 
recibida la comunicación en comparecencia ante el Registro Civil de Barcelona con fecha 
29 de noviembre de 2016, formulando escrito de alegaciones el día 2 de diciembre, en 
la que reitera su derecho a la nacionalidad española habiendo aportado documentación 
acreditativa por un registro extranjero que tiene eficacia probatoria.

4. Con fecha 5 de enero de 2017, el encargado del Registro Civil de Tudela dicta auto 
desestimando la petición del ministerio fiscal y manteniendo que a la interesada le 
corresponde con valor de simple presunción la nacionalidad española, ya que los 
argumentos esgrimidos serían aceptables para los nacidos en el territorio del Sáhara 
después de agosto de 1976 pero no para los nacidos antes como es el caso de la 
interesada, nacida en 1966, añadiendo que se tiene por acreditado que sus progenitores 
ostentaban la nacionalidad española.

5. La resolución dictada es nuevamente remitida al Registro Civil de Barcelona para su 
traslado a la interesada, que en comparecencia con fecha 21 de marzo de 2017 mani-
fiesta su rechazo ya que hay un error en la resolución respecto al nombre de la interesada. 
Notificada la resolución al ministerio fiscal, su representante interpone recurso de 
apelación contra el auto dictado por los mismos argumentos de su escrito con el que 
solicitó la iniciación del expediente. Con fecha 6 de abril de 2017 el encargado del 
Registro Civil de Tudela dicta nuevo auto para rectificar el nombre de la resolución 
dictada, subsanando el error material producido y sustituyéndolo por el de la Sra. M. Y. 
Este nuevo auto y el recurso presentado por el ministerio fiscal es notificado a la inte-
resada con fecha 31 de mayo de 2017 en el Registro Civil de Barcelona. No constando 
que el nuevo auto fuera notificado al ministerio fiscal.

6. Posteriormente, este centro directivo solicita del Registro Civil de Tudela que notifique 
al ministerio fiscal el auto que corrige el error en cuanto a la identidad del sujeto a que 
se refiere, lo que se hizo con fecha 16 de diciembre de 2020, ratificando el recurso ya 
interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 
95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y 
las resoluciones 11-4.ª y 12-1.ª de enero y 12-4.ª de diciembre de 2007, 16-6.ª de junio 
y 14-6.ª de octubre de 2008.

II. El ministerio fiscal solicitó ante el encargado del Registro Civil de Tudela, en octubre 
de 2016, la incoación de expediente para que se declarara que a la Sra. A. M. Y., nacida 
en Mauritania, no le correspondía la nacionalidad española declarada con valor de 
simple presunción por el encargado del Registro Civil de Tudela en auto de fecha 21 de 
febrero de 2013. Con fecha 5 de enero de 2017 el encargado dictó auto, subsanado 
materialmente con otro de 6 de abril siguiente, manteniendo que a la Sra. M. Y. si le 
correspondía la nacionalidad que le había sido declarada. Este auto fue impugnado por 
el ministerio fiscal mediante recurso que es el objeto de esta resolución.
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III. Según la documentación del expediente no está debidamente acreditado el domicilio 
de la interesada en la demarcación territorial del Registro Civil de Tudela, ya que durante 
la tramitación del mismo las comunicaciones dirigidas a la Sra. M. Y. se realizaron a 
través del Registro Civil de Barcelona, ciudad en la que tenía su domicilio según su 
permiso de residencia en España, sin que conste que se realizaran intentos de notificación 
en T. que resultaran infructuosos, por lo que parece que no se consideró esta última 
localidad como la de domicilio de la interesada y, efectivamente, en el Registro Civil de 
Barcelona compareció en todas las ocasiones. Siendo el domicilio en los expedientes 
de declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción determinante de la 
competencia, deben disiparse las dudas sobre su veracidad mediante la práctica de las 
diligencias de investigación y comprobación que fuesen necesarias.

IV. Hay que recordar en relación con el concepto de domicilio y el valor probatorio de los 
certificados de empadronamiento que el artículo 16 de la Ley de Bases de Régimen 
Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de enero, dispone en su número 1 que «El 
padrón municipal es un registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. 
Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo». Además, se prevé que las certificaciones que de dichos datos se expidan 
tendrán carácter de documento público y fehaciente. Ahora bien, tal carácter se declara 
y reconoce legalmente para «todos los efectos administrativos», pero sólo para ellos. 
Por tanto, la certificación del padrón municipal no está contemplada ni como prueba 
exclusiva del domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo.

Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender 
invocado por la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del 
Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del 
Código Civil, conforme al cual «el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual», esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio 
en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de 
prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por 
ciertos medios.

Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos; así: a) el artículo 
336.3 dispone que «el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical»; b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro 
Civil, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores 
legalmente conocidos se justificará «por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal».

V. En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del padrón municipal 
es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos citados por la legislación del 
registro civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia 
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habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del registro civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar establecimiento mercantil, 
tener casa abierta, actas notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de 
casa abierta, informes policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia 
—no de mera estancia— respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del Tribunal 
Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras). Téngase en 
cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las 
obligaciones (cfr. art. 40 CC) puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando 
lugar a supuestos de fraude de Ley, especialmente facilitado por el hecho de que la 
inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado sin 
verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración 
(cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VI. Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, investigar la 
veracidad del domicilio y comprobar si en éste concurren las notas de estabilidad y 
permanencia que lo cualifican como residencia habitual. Ello supone la práctica de las 
diligencias que sean necesarias para comprobar la realidad del domicilio del interesado 
que consta en el certificado de su empadronamiento y, según el resultado, bien declarar 
la falta de competencia para conocer y resolver el expediente si se llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso afirmativo, continuar 
la tramitación del expediente con la práctica de las diligencias que procedan. En el 
presente caso cuando se inició el procedimiento ahora examinado, en octubre de 2016, 
salvo prueba en contrario la interesada residía en la B., donde se le notificó su inicio y 
cuando concluyó residía en la misma localidad, no en territorio cuya competencia 
correspondiera al Registro Civil de Tudela.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto, revocar el auto apelado por falta de competencia del órgano que lo ha 
dictado y retrotraer las actuaciones para que el registro civil competente, que quedará 
determinado en función del lugar donde la interesada tenga su residencia efectiva, incoe 
el procedimiento de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción.

Madrid, 17 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. juez encargado/a del Registro Civil de Tudela.
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III.8.3  EXP. DE NACIONALIDAD-ALCANCE DE LA CALIFICACIÓN-ART. 27 LRC

Resolución de 21 de abril de 2024 (2.ª)
III.8.3 Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 27 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º El encargado puede y debe declararse incompetente para la inscripción de nacimiento 
instada cuando llegue a la convicción de que la persona que promueve el expediente 
no reside en el ámbito de la demarcación territorial del registro, cuya competencia 
depende del domicilio del promotor.

En las actuaciones sobre competencia territorial en expediente de declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el ministerio fiscal contra el auto de la encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 28 de abril de 2010, don J.-A. B. L. (K. O. A.), comparece en el Registro Civil 
de Massamagrell, Valencia, y declara que nació en M. (Sáhara Occidental) el 10 de mayo 
de 1968, por lo que solicita la declaración de la nacionalidad española de origen con 
valor de simple presunción. Por auto de fecha 14 de julio de 2010, la encargada del 
Registro Civil de Massamagrell acuerda declarar con valor de simple presunción la 
nacionalidad española de origen iure soli del interesado, por aplicación retroactiva del 
art. 17. 3.º del Código Civil, según redacción de la Ley 51/1982 de 13 de julio.

2. Por escrito de 30 de diciembre de 2014, el interesado solicitó en el Registro Civil de 
Bergara, Guipúzcoa, la inscripción de su nacimiento fuera de plazo, al haber traslado 
su domicilio. Instruido el expediente en el Registro Civil de Bergara, se remiten las 
actuaciones al Registro Civil Central por ser competente para conocer y resolver la 
petición efectuada.

3. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, por auto de fecha 27 de septiembre 
de 2017, el encargado del Registro Civil Central resuelve que procede denegar la ins-
cripción de nacimiento solicitada por el interesado, se acuerda la práctica de la anotación 
de nacimiento soporte para la sucesiva inscripción marginal de nacionalidad española 
y se da traslado al Registro Civil de Massamagrell de la presente resolución y del informe 
del ministerio fiscal para que, a la vista del mismo, por el representante del ministerio 
fiscal adscrito a ese Registro competente, se proceda en su caso, a la incoación del 
oportuno expediente para declarar con valor de simple presunción la no nacionalidad 
española del interesado.
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4. Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, interesando la revocación parcial del auto recurrido, mostrando su confor-
midad en cuanto a denegar la inscripción de nacimiento del interesado, pero discrepa 
en cuanto a no entrar a valorar ni calificar la competencia territorial del Registro Civil 
de Massamagrell, Valencia, para la declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por auto de 14 de julio de 2010, debiendo acordarse la falta de 
competencia del Registro Civil de Massamagrell para dictar el auto por el que se acuerda 
la nacionalidad española del promotor con valor de simple presunción.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado, que formuló alegaciones 
interesando su desestimación y el encargado del Registro Civil Central se ratifica en el 
auto dictado y remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución 
del recurso interpuesto.

6. Por oficio del Registro Civil Central de fecha 19 de abril de 2022, se acompaña auto 
de fecha 23 de noviembre de 2021 dictado por el encargado del Registro Civil de 
Massamagrell, incoado a instancia del ministerio fiscal, en el que se dispone que no 
procede declarar la nacionalidad española con valor de simple presunción al 
interesado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 15, 16, 23, 27, 40, 95 
y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes 
del Reglamento del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 
28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª 
de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 
25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª 
de octubre y 11-8.ª de noviembre de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril 
de 2012.

II. El promotor mediante comparecencia en el Registro Civil de Massamagrell, solicitó 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho registro civil por auto de 14 de julio de 2010. Previo informe desfavorable del 
ministerio fiscal, por auto de 27 de septiembre de 2017 dictado por el encargado del 
Registro Civil Central, se resuelve que procede denegar la inscripción de nacimiento 
solicitada por el promotor, acordando la práctica de la anotación de nacimiento soporte 
para la sucesiva inscripción marginal de nacionalidad española y que se traslade al 
Registro Civil de Massamagrell la citada resolución y el informe del ministerio fiscal para 
que, a la vista del mismo, por el representante del ministerio fiscal adscrito a ese Registro 
competente, se proceda en su caso, a la incoación del oportuno expediente para declarar 
con valor de simple presunción la no nacionalidad española del interesado. Frente a 
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dicho auto se interpone recurso por el representante del ministerio fiscal, que es el 
objeto del presente expediente.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. asiento 
(art. 38. 1.º LRC).

IV. La declaración de la nacionalidad española por órgano incompetente, implica la 
nulidad de lo actuado. Así se desprende de la aplicación del art. 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial, y que es aplicable con carácter 
supletorio en materia registral, conforme al art. 16 RRC «en las actuaciones y expedientes 
son de aplicación supletoria las normas de jurisdicción voluntaria».

V. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el 
que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general y por el 
artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 CC, conforme 
al cual «el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual», esto es, 
el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil 
es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada 
o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto 
es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 
336 n.º 3 RRC dispone que «el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación 
municipal o información testifical»; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo reglamento, 
por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC 
de 1957, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos 
se justificará «por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal».

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la certificación 
del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos citados 
por la legislación del registro civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de 
que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del registro civil y, en su caso, a los tribunales 
la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; 
como por ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas 
notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
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policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia 
- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el 
domicilio como lugar de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones 
(cfr. art. 40 CC) puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de Ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción en el padrón 
municipal tiene lugar por simple declaración del interesado sin verificación fehaciente 
por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de 
Bases de Régimen Local).

Por ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia (cfr. 
arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la actuación registral 
instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal 
respecto de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud 
administrativa.

En este caso, consta en el expediente certificado histórico de empadronamiento del 
interesado, expedido por el Ayuntamiento de Puçol en el que consta que fue dado de 
alta en dicho municipio el 11 de marzo de 2010 y baja el 16 de septiembre de 2010 
por cambio de residencia. Por otra parte, el interesado alega que, al cambiar de domicilio, 
aportó un nuevo empadronamiento y lo puso en conocimiento del Registro Civil Central, 
lo que demuestra que actuó de buena fe, y que dicho cambio se debió a razones laborales 
que le obligaron a cambiar su residencia.

A la vista de la documentación aportada y de las manifestaciones del promotor, no se 
ve acreditada la falta de competencia aludida, quedando justificada la estancia del 
interesado en M.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto por el ministerio fiscal y confirmar el auto apelado.

Madrid, 21 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil Central.

Resolución de 27 de abril de 2024 (20.ª)
III.8.3 Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 27 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.
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2.º No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos necesarios para 
practicar la inscripción.

3.º Si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano competente, puede interesarse por 
el ministerio fiscal la incoación de expediente para que se declare, por el registro civil 
del domicilio, que al interesado no le corresponde la nacionalidad española.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el representante del ministerio fiscal y 
el interesado, contra acuerdo del encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Málaga, con fecha 10 de abril de 
2015, B. M. E. o E.-B. S. Z., nacido el 2 de marzo de 1964 en S. (Sáhara Occidental) o 
en 1964 en E. (Sáhara Occidental), según la documentación que se examine, solicita 
la declaración de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción 
con base en el artículo 18 del Código Civil. Previo informe favorable del ministerio fiscal, 
según se recoge en el auto de fecha 3 de julio de 2015, la encargada del registro civil, 
acuerda declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen 
del interesado, al considerar acreditado que no pudo ejercitar el derecho de opción del 
Real Decreto 2258/1976, que ha acreditado su nacimiento en el territorio del Sáhara 
por el libro de familia aportado, que sería indicio de la existencia de un título inscrito y 
sus progenitores estuvieron en posesión de la nacionalidad española, siendo titulares 
de documentos de identidad del Sáhara.

Constan, entre otros, los siguientes documentos: permiso de residencia en España, 
pasaporte marroquí en el que consta su nacimiento en E. (Marruecos), en 1964, docu-
mento de empadronamiento en M. desde febrero del año 2014, certificado de subsa-
nación emitido por la Delegación en Andalucía de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), en el que se hace referencia a que E.-B. S. Z., titular de 
pasaporte marroquí es la misma persona que B. M. E., según libro de familia, Libro de 
Familia de los progenitores del interesado, expedido en 1974, en el que consta como 
tercer hijo, nacido el 2 de marzo de 1964 en S., certificado RASD relativo a que el 
interesado no pudo optar en el plazo establecido en el Real Decreto 2258/1976, docu-
mento de la Misión de las Naciones Unidas sobre el referéndum del Sáhara Occidental 
(MINURSO) relativo a B.-M. E. L., nacido en E. en 1964, informe policía española sobre 
los documentos de identidad del Sáhara de los que fueron titulares los progenitores del 
interesado y comunicaciones negativas del Archivo General de la Administración del 
Estado respecto a las inscripciones en los Libros Cheránicos allí conservados del inte-
resado y de sus progenitores.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, con fecha 8 de junio de 2016 se 
practica anotación soporte de nacionalidad del interesado y, con fecha 29 de junio de 
2016, éste solicita su inscripción de nacimiento fuera de plazo, mediante escrito 
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presentado en el Registro Civil de Málaga. También se lleva a cabo prueba testifical e 
informe del médico forense.

3. Con fecha 2 de marzo de 2017, se emite el primer informe por parte del ministerio 
fiscal, en el que solicita que se requiera del Ayuntamiento de Málaga empadronamiento 
histórico del interesado individual y colectivo de las personas empadronadas en el mismo 
domicilio. Consta que el interesado está empadronado en el municipio desde el 17 de 
febrero de 2014, procedente de L. (Jaén) y consta que en el domicilio han coincidido 
empadronados hasta 29 personas.

4. Con fecha 30 de mayo de 2017 se emite informe desfavorable a la inscripción por el 
ministerio fiscal ya que existen dudas en cuanto a la identidad del promotor, no corres-
pondiendo la identidad de los documentos saharauis con la identidad actual, dudas 
que no quedan solventadas por el certificado de concordancia presentado, añadiendo 
que la aplicación del art. 18 del Código Civil por el que se declaró la nacionalidad 
española del interesado no fue correcta, ya que no se cumplen los requisitos en él 
establecidos, por lo que insta que se inicie expediente para declarar que no le corres-
pondería la nacionalidad española y también que se inicie expediente de cancelación 
de la anotación de nacionalidad ya practicada.

Con fecha 26 de junio de 2017, el encargado del Registro Civil Central dicta Auto en el 
que pone de manifiesto la limitación legal establecida en el art. 27 de la LRC para 
calificar la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción acordada por el 
Registro Civil de Málaga, correspondiente al domicilio del interesado, por lo que a su 
juicio es procedente la anotación soporte de la nacionalidad española, pero no así a la 
inscripción de nacimiento solicitada, ya que no han quedado debidamente acreditados 
datos esenciales para la inscripción, filiación, fecha y lugar de nacimiento y la supuesta 
concordancia de su identidad, habida cuenta la disparidad de datos entre los documentos 
aportados al expediente. Por último, se declara incompetente para iniciar expediente 
que declare también con valor de simple presunción que al interesado no le corresponde 
la nacionalidad española, como le solicita el ministerio fiscal, ya que sería competencia 
del registro civil del domicilio del interesado.

5. Notificada la resolución al ministerio fiscal, su representante interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que se muestra conforme con el auto dictado 
en cuanto a la denegación de la inscripción de nacimiento del Sr. B. M. E., pero no 
respecto a denegar la iniciación del procedimiento de cancelación, solicitando que se 
acuerde la iniciación a instancia del ministerio fiscal para que se declare que al interesado 
no le corresponde la nacionalidad española y anotar marginalmente la existencia de su 
iniciación ya que puede afectar al contenido del Registro.

6. Notificado el interesado del auto dictado por la encargada del Registro Civil Central, 
presenta escrito de recurso, mediante representante legal, mostrando su disconformidad 
con la resolución que deniega su inscripción de nacimiento, manifestando que en la 
instrucción del expediente de declaración de nacionalidad aportó toda la documentación 
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de la que disponía y que, a su juicio, confirmaba su nacimiento en el Sáhara Occidental 
durante la administración española del territorio, por lo que es español de origen nacido 
en territorio español e hijo de españoles, habiendo quedada su filiación acreditada por 
la documentación presentada, justificando sus disparidades en la forma utilizada por 
los saharauis y por las autoridades marroquíes, reiterando su petición.

7. La encargada del Registro Civil Central se ratifica en el auto dictado y remitió el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. El promotor, mediante escrito ante el Registro Civil de Málaga, solicitó la nacionalidad 
española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho 
registro civil por auto de 3 de julio de 2015. Por auto de 26 de junio de 2017, el encargado 
del Registro Civil Central acordó denegar la inscripción de nacimiento solicitada por el 
promotor, toda vez que no resultan debidamente acreditados diversos aspectos esenciales 
del hecho inscribible y estableciendo la competencia del registro civil del domicilio del 
interesado para conocer, a instancia del ministerio fiscal, del expediente que declare 
por simple presunción que no le corresponde la nacionalidad española. Contra este 
auto se interpusieron recursos por el ministerio fiscal y por el promotor, que son ahora 
examinados.

III. Tal y como se recoge en el auto impugnado, efectivamente la competencia para 
decidir en primera instancia el expediente de declaración con valor de simple presunción 
de la nacionalidad española corresponde al encargado del registro civil del domicilio 
(art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme 
del encargado —que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de nacimiento 
(cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado del registro civil donde deba 
inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica de la anotación de nacionalidad. 
Pero esta calificación se encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de 
«(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los 
documentos presentados y asientos del propio Registro», no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe practicarse 
la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, dada la disconformidad 
del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el 
registro civil del domicilio, de la necesidad de instar del registro civil del domicilio actual 



◄ 893 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

de la interesada el inicio del procedimiento para declarar que no le corresponde la 
nacionalidad española y proceder una vez concluido, en su caso, a la cancelación de 
los asientos practicados, no en este momento procedimental como solicita el ministerio 
fiscal en su recurso. Al mismo tiempo, deberá anotarse en su momento, también mar-
ginalmente, la existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1.ºLRC), por lo que no procede lo solicitado por el ministerio fiscal 
recurrente mientras no conste la iniciación del procedimiento, que deberá ser instado 
por el propio ministerio fiscal del Registro del domicilio del interesado.

IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso, de la documentación aportada al expediente, parte de ella emitida por 
un registro extranjero, admisible siempre que goce de credibilidad, pero que a juicio del 
ministerio fiscal recurrente y del encargado que dictó el auto no la tiene, puesto que 
existen discrepancias de datos, fundamentalmente lugar y fecha de nacimiento e 
identidad del promotor, sin que los demás aportados tengan las garantías suficientes 
para acreditar dichos datos. En consecuencia, no es posible la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están suficientemente 
acreditados.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. juez encargado del Registro Civil Central.
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IV  MATRIMONIO

IV.4  MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO

IV.4.1  INSCRIPCIÓN MATRIMONIO CELEBRADO EN EL 
EXTRANJERO POR ESPAÑOL/EXTRANJERO NATULARIZADO

IV.4.1.1  SE DENIEGA INSCRIPCIÓN POR AUSENCIA  
DE CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL

Resolución de 4 de abril de 2024 (5.ª)
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la 
encargada del Registro Civil del Consulado de España en Quito (Ecuador).

HECHOS

1. Don C.-A. C. C., nacido el 3 de diciembre de 1982 en Q. (Ecuador), de nacionalidad 
ecuatoriana y española, adquirida esta última por residencia con efectos de 4 de julio 
de 2012, domiciliado en España, y D.ª. M.-C. B. P., nacida el 9 de marzo de 1979 en Q. 
(Ecuador), de nacionalidad ecuatoriana, solicitan en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Quito, la inscripción de su matrimonio formalizado el 21 de febrero 
de 2019 en Q.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los contrayentes en fecha 12 de junio de 2019, ante la encargada del Registro Civil 
Consular de España en Quito.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 17 de julio de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil Consular de España 
en Quito, se deniega la inscripción del matrimonio formalizado por los contrayentes, 
toda vez que, de las audiencias reservadas practicadas no queda demostrado que 
conste un conocimiento suficiente de las circunstancias personales de ambos cónyuges 
y que, de las declaraciones realizadas, se derivan contradicciones, además de que ha 
existido escasa relación y convivencia desde la celebración del matrimonio, por lo que 
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dicho matrimonio pudo haberse realizado con fines distintos a los propios de la institución 
matrimonial.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que no formula alegaciones y el encargado del Registro Civil Consular de España 
en Quito remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución, en fecha 18 de octubre de 2023, junto con informe desfavorable a 
su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
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deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Ecuador entre 
un ciudadano de nacionalidad ecuatoriana y española, adquirida esta última por resi-
dencia y una ciudadana ecuatoriana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que 
el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución.

Así, existen contradicciones e imprecisiones entre las declaraciones de las partes y se 
constata una falta de relación y escasa convivencia entre ambos contrayentes. En el 
apartado de datos personales y familiares de cada uno, el interesado desconoce el 
nombre del padre de su pareja y la fecha en que se comprometieron y ambos desconocen 
donde se encontraban cuando se comprometieron. La interesada manifiesta que conoce 
a su pareja desde 2018. El interesado manifiesta que los gastos familiares serán 
compartidos mientras que la interesada dice que no lo han hablado.

El interesado desconoce la dirección de su pareja en Quito y no recuerda su número de 
teléfono y la interesada desconoce la dirección de su esposo en España.

En el apartado de datos profesionales y aficiones, el contrayente desconoce el nombre 
de la empresa de su esposa. El interesado manifiesta que su afición es leer y la contra-
yente manifiesta que son los autos, motos y la carpintería de barcos. El Sr. C. indica que 
su esposa sale a caminar como deporte y la contrayente dice que no practica 
deporte.

Por último, a la pregunta relativa a si ha pensado que la inscripción de este matrimonio 
en el Registro español le permite salir de su país y residir en España, la interesada 
responde afirmativamente.
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Se constata que el interesado salió la última vez de Ecuador el 16 de diciembre de 2005 
y regresó el 5 de junio de 2019, según el certificado de movimientos migratorios a través 
del servicio de apoyo migratorio de Pichincha, adscrito al Ministerio del Interior del 
Ecuador, por lo cual no se encontraba en la ciudad de Q. al momento de celebrar el 
matrimonio, y presentaron un poder especial a favor de un tercero.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado la encargada del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es quien más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 4 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Quito (Ecuador).

Resolución de 6 de abril de 2024 (5.ª)
IV.4.1.1. Inscripción de matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el promotor contra la resolución de la encargada 
del Registro Civil del Consulado General de España en Quito (Ecuador).

HECHOS

1. Con fecha 24 de abril de 2018, don M.-E. C. O., nacido el 11 de febrero de 1972 en 
A., soltero, de nacionalidad española y D.ª I.-N. F. P., nacida el 1 de julio de 1987 en P. 
(Ecuador), soltera, de nacionalidad ecuatoriana, solicitan en el Registro Civil Consular 
de España en Quito la inscripción de su matrimonio civil formalizado en Q. el 13 de abril 
de 2018.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los contrayentes en fecha 24 de abril de 2018 en el Registro Civil Consular de España 
en Quito.
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3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio fiscal, por auto de 
fecha 27 de abril de 2018 dictado por la encargada del Registro Civil Consular de España 
en Quito, se deniega la inscripción del matrimonio formalizado por los contrayentes, 
toda vez que, de las audiencias reservadas practicadas no queda demostrado que 
conste un conocimiento suficiente de las circunstancias personales de ambos cónyuges 
y que, de las declaraciones realizadas, se deriva que el matrimonio formalizado tiene 
como objetivo facilitar la entrada en España de la contrayente, por lo que dicho matrimonio 
pudo haberse realizado con fines distintos a los propios de la institución matrimonial.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que emite informe en fecha 9 de noviembre de 2023, no formulando alegaciones 
al recurso interpuesto y el encargado del Registro Civil Consular de España en Quito 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de Derechos Civiles y Políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley 
del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro 
Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resolu-
ciones, entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª 
y 5.ª, 25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 
29-2.ª y 26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 
1-4.ª de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 
2.ª de diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª 
de septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero 
de 2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.
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III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Ecuador entre 
un ciudadano de nacionalidad española y una ciudadana ecuatoriana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución.

Así, existen contradicciones e imprecisiones entre las declaraciones de las partes. En 
el apartado de datos personales y familiares de cada uno, el interesado desconoce el 
primer apellido de su esposa, el nombre del padre y de la madre de su esposa y el lugar 
de residencia de esta última. También desconoce el nombre correcto del hijo de su 
esposa y los nombres de sus hermanos.

En el apartado de datos profesionales y económicos, el interesado no conoce el nivel 
de estudios alcanzado por su esposa, ni recuerda la empresa en la que trabaja, mani-
festado que ésta tiene unos ingresos mensuales de 400 dólares, mientras que la 
interesada indica que sus ingresos mensuales son de 700 dólares.

Por otra parte, el promotor desconoce el domicilio de su esposa y su número de teléfono 
y tampoco contesta acertadamente en cuanto a cuál es su comida favorita.
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En el apartado de datos sobre su relación prematrimonial, el promotor indica que no se 
conocían antes del matrimonio, mientras que la promotora contesta lo contrario. Así, la 
interesada indica que iniciaron la relación un mes después de conocerse, hecho que 
se produce el 11 de febrero de 2017, mientras que el interesado dice que iniciaron la 
relación cuando él fue a Ecuador (8 de abril de 2018, según certificado de movimientos 
migratorios que consta en el expediente). La promotora indica que, antes del matrimonio, 
convivieron cuatro días juntos en un hostal, mientras que el promotor dice que no han 
convivido juntos antes del matrimonio.

Tampoco coinciden en cuanto a los familiares que acudieron a su boda, así el interesado 
dice que acudieron la cuñada y una prima de su esposa, mientras que la interesada 
indica que acudió su sobrina.

Por último, a la pregunta formulada a la promotora sobre si ha pensado que la inscripción 
del matrimonio en el Registro Civil español le permite salir de su país y residir en España, 
contesta «posiblemente que sí» y que también sabía que la inscripción del matrimonio 
le permite adquirir la nacionalidad española por residencia en un menor tiempo y a la 
pregunta de si es su deseo contraer matrimonio con estos fines, la interesada responde 
que sí.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado la encargada del registro 
civil, quien por su inmediación a los hechos es quien más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular de España en Quito (Ecuador).

Resolución de 10 de abril de 2024 (2.ª)
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.
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En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite de 
recurso, por virtud del interpuesto por los promotores contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil Consular de La Habana (Cuba).

HECHOS

1. El 15 de marzo de 2021, la Sra. D. U. O., de nacionalidad cubana, nacida en Cuba el 
19 de octubre de 1996, presentó en el Consulado General de España en La Habana, 
impreso de declaración de datos para la trascripción de matrimonio civil, celebrado ante 
notario el día 18 de diciembre de 2020 en La Habana, con don G. G. S., de nacionalidad 
española y nacido en La Coruña el 21 de noviembre de 1990.

Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: hoja de declaración de 
datos en la que se hace constar que ambos son de estado civil solteros, certificado no 
literal de matrimonio expedido por el registro civil cubano legalizado, certificado cubano 
de movimientos migratorios del Sr. G., en el que constan dos viajes a Cuba el 1 al 10 
de diciembre de 2019 y del 9 al 21 de diciembre de 2020, literal de inscripción de 
nacimiento del interesado, fe de vida y estado, soltero, pasaporte y documento nacional 
de identidad del mismo y certificado no literal de nacimiento cubano de la promotora y 
carné de identidad cubano.

2. Se celebraron las audiencias reservadas con fecha 15 de junio de 2021 en el Consulado 
español en La Habana, constando en el expediente copia de su contenido. Con fecha 
26 de agosto de 2021, previo informe desfavorable del órgano que ejerce las funciones 
de ministerio fiscal, el encargado del registro civil consular dicta auto por el que deniega 
la inscripción de matrimonio solicitada, ya que las audiencias muestran discrepancias 
entre los cónyuges por falta de conocimiento de datos, de las que puede deducirse que 
no existe un verdadero consentimiento matrimonial y que el matrimonio se ha realizado 
con fines distintos a los propios de la institución matrimonial.

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso por los interesados, mediante repre-
sentante legal, ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que 
trata de justificar las discrepancias apreciadas por el encargado en las respuestas del 
contrayente sobre datos personales y de la relación mantenida entre ambos en que las 
preguntas se plantearon de forma confusa, carentes de suficiente extensión en el tiempo 
y de profundidad en las respuestas, añadiendo que en todo caso esas discrepancias 
son de escasa relevancia ante el hecho de que los cónyuges han mantenido una relación 
a distancia a través del teléfono, videollamadas, etc, lo que han acreditado con la amplia 
documentación presentada ya en el momento de la celebración de las audiencias 
reservadas.

Se adjunta relación de comunicaciones a través de la aplicación WhastsApp, transfe-
rencias económicas realizadas a favor de la Sra. U. y recargas de tarjeta telefónica y 
fotografías.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que reitera lo manifestado en su informe anterior y el encargado del registro civil 
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consular, estimando que no han cambiado las circunstancias y los hechos que motivaron 
la decisión recurrida, se ratificó en ella y dispuso la remisión del expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de Derechos Civiles y Políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 31 de enero 
de 2006 y las Resoluciones entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª 
de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de 
diciembre de 2006; 29-2.ª y 26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de 
abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de 
noviembre y 27-1.ª y 2.ª de diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 
17-3.ª de julio, 30-2.ª de septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de 
enero y 25-8.ª de febrero de 2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
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señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La Habana 
entre un ciudadano de nacionalidad española y una ciudadana cubana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución, los interesados manifiestan que se conocieron por 
internet, Facebook, precisando la Sra. U. que fue a través de un amigo suyo que vivía 
en España, circunstancia que no menciona el Sr. G., según ambos iniciaron su relación 
sentimental en al año 2019, precisando la interesada que fue el día 10 de junio de ese 
año, difieren en el momento que decidieron casarse, la Sra. U. dice que fue cuando su 
pareja viajó a Cuba a verla, mientras que el Sr. G. dice que lo decidieron por teléfono 
varios meses después de su visita a Cuba, discrepan también respecto a si han convivido 
antes del matrimonio, el interesado dice que sí, cuando él viajaba a Cuba y su pareja 
dice que no, los viajes se reducen a uno de 10 días en diciembre de 2019, otro de 12 
días en diciembre de 2020, que incluye la boda, y un tercero en junio de 2021 para las 
audiencias.

En relación con otros datos también hay discrepancias, por ejemplo, en la edad del hijo 
de la interesada, que manifiesta que conoce a sus suegros por videollamada, aunque 
no dice sus nombres, lo mismo sucede a la inversa, también que su pareja tiene una 
hermana, C., mientras que el Sr. G. dice que tiene un hermano, C., la Sra. U. desconoce 
el domicilio de él en España, dice que vive en una vivienda alquilada, que vive sólo y no 
sabe su número de teléfono, mientras que su pareja dice que vive con sus abuelos que 
son los propietarios de la vivienda.

Por último, respecto a otros datos, la interesada desconoce los ingresos económicos de 
su pareja, coincidiendo en la cantidad mensual que recibe de él, sin embargo, los 
documentos bancarios aportados no muestran los mismos datos, las primeras transfe-
rencias años 2019 y 2020 son de escasa cuantía y las más altas corresponden a fechas 
posteriores a la boda y las cantidades difieren siempre, como difieren respecto a si el 
interesado habla algún idioma además del propio y él último regalo que recibió el Sr. G.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del registro 
civil, quien por su inmediación a los hechos es quien más fácilmente pueden apreciarlos 
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y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de abril de 2024 (36.ª)
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite de 
recurso, por virtud del interpuesto por los promotores contra auto dictado por la encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1. El 20 de febrero de 2020, el Sr. B.-C. P. M., de nacionalidad dominicana, nacido en 
República Dominicana el 16 de julio de 1986 y la Sra. Y. R. D., nacida en República 
Dominicana el 1 de junio de 1978 y de nacionalidad española, presentaron en el Registro 
Civil de Palma de Mallorca (Islas Baleares), correspondiente a su domicilio, solicitud 
para la inscripción de su matrimonio celebrado en República Dominicana el 22 de enero 
de 2019,

Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: hoja de declaración de 
datos en la que se hace constar que el interesado era soltero y la Sra. R. era divorciada, 
documento nacional de identidad de la promotora, pasaporte dominicano del Sr. P., 
expedido en el año 2018, resolución de concesión al precitado de la residencia en 
España como familiar de ciudadano de la Unión Europea, documento de empadrona-
miento en P., literal de la inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Palma de 
Mallorca de la Sra. R., con marginal de nacionalidad por residencia con efectos de 12 
de agosto de 2019, acta de nacimiento en extracto del interesado, legalizada, acta 
inextensa del matrimonio que se pretende inscribir, acta inextensa de matrimonio anterior 
de la Sra. R., celebrado en República Dominicana en agosto del año 2013, acta inextensa 
de divorcio con fecha 28 de agosto de 2017, acta inextensa de nacimiento de tres hijos 
de la interesada nacidos en República Dominicana y certificado literal de nacimiento 
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de un cuarto hijo, también nacido en República Dominicana, y de nacionalidad española 
por la opción del art. 20.1.a del Código Civil con fecha 30 de septiembre de 2019.

2. Se celebraron las audiencias reservadas con fecha 20 de febrero de 2020 en el 
Registro Civil de Palma de Mallorca, remitiendo posteriormente las actuaciones al Registro 
Civil Central competente, en su caso, para la inscripción de matrimonio solicitada. Con 
fecha 26 de febrero de 2021, la encargada del Registro Civil Central dicta providencia 
solicitando de los interesados nueva documentación, a través del Registro Civil de Palma 
de Mallorca, empadronamiento colectivo, pasaportes, justificantes de la ayuda económica 
prestada entre los contrayentes e información sobre la relación de los interesados con 
las personas que conviven en su domicilio.

3. Con fecha 23 de abril de 2021 comparecen los interesados en el Registro Civil de 
Palma de Mallorca aportando la documentación solicitada y manifestando que con ellos 
viven otras seis personas, dos parejas también de nacionalidad dominicana y los hijos 
de una de ellas, según la interesada una de las parejas son amigos y según el Sr. P. 
ambas parejas son conocidos de República Dominicana.

4. Con fecha 28 de julio de 2021, la encargada del Registro Civil Central dicta auto 
denegando la inscripción de matrimonio solicitada, ya que en las audiencias practicadas 
se han apreciado contradicciones en cuestiones personales, de convivencia y familiares, 
habiendo dado, los entrevistados, respuestas imprecisas, especialmente el interesado, 
por lo que se aprecia una falta de consentimiento matrimonial válido.

5. Notificada la resolución, se interpuso recurso por los interesados, mediante repre-
sentante legal, ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que 
manifiesta que no se especifica en la resolución las contradicciones que se han tenido 
en cuenta, añadiendo que los recurrentes se conocían desde el año 2015 porque pro-
ceden de localidades dominicanas cercanas entre sí, que a finales de 2017 empezaron 
a tener más relación como pareja y en 2018 decidieron casarse, lo que tuvo lugar en 
enero de 2019, durante ese tiempo convivieron en algunos periodos en República 
Dominicana, lo que se acredita con la documentación presentada.

6. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de ministerio 
fiscal, que propone su desestimación por los mismos argumentos de la resolución y la 
encargada del Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de Derechos Civiles y Políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
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Civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 31 de enero 
de 2006 y las Resoluciones entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª 
de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de 
diciembre de 2006; 29-2.ª y 26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de 
abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de 
noviembre y 27-1.ª y 2.ª de diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 
17-3.ª de julio, 30-2.ª de septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de 
enero y 25-8.ª de febrero de 2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.
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V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en República 
Dominicana entre un ciudadano de nacionalidad dominicana y una ciudadana de origen 
dominicano y que, tras el correspondiente expediente, obtuvo la nacionalidad española 
por resolución de fecha 10 de julio de 2019, unos meses después del matrimonio. Del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados 
hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido 
los fines propios de esta institución, los interesados manifiestan que se conocieron en 
República Dominicana, aunque el interesado no dice fecha, según la Sra. R. fue en 2017, 
efectivamente en dicho año la interesada viajó a su país de origen en noviembre de 
2017 a enero de 2018, según su pasaporte, que no está completo, pero también en 
dicho año se produjo en su país de origen su divorcio de su anterior matrimonio que, 
por otra parte, se había celebrado el 2 de agosto de 2013, mismo mes en el que la Sra. 
R. llegó a España según manifiesta, aunque en su entrevista dice no recordar la fecha 
de éste matrimonio.

Por otra parte, el Sr. P. no recuerda la edad que tenían cuando iniciaron su relación, 
confundiendo el año de nacimiento de su pareja y ésta dice que se llevan seis años, 
cuando son ocho, el interesado manifiesta que han vivido juntos pero no recuerda cuanto 
tiempo y ella manifiesta de forma imprecisa que convivieron en 2018, según el pasaporte 
de la interesada, ésta no volvió a viajar a República Dominicana desde el 23 de enero 
que salió, hasta el 3 de diciembre de 2018 para el matrimonio, celebrado el 22 de enero 
de 2019, regresando a España el 19 de febrero, respecto a los datos familiares el 
interesado menciona que su pareja tiente un hermano al que identifica y otros cuatro 
de los que no da datos, ambos afirman que ningún familiar fue a la boda.

VI.-De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del registro 
civil, quien por su inmediación a los hechos es quien más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil Central.
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Resolución de 16 de abril de 2024 (1.ª)
IV.4.1.1 Denegación de inscripción por ausencia de consentimiento matrimonial

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la promotora contra el acuerdo de la encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 11 de junio de 2019 don F. A. M., nacido el 2 de diciembre de 1940 en M., 
divorciado, de nacionalidad española y doña G. C. F., nacida el 19 de enero de 1993 en 
S. (República Dominicana), soltera, de nacionalidad dominicana, solicitan en el Registro 
Civil Central la inscripción de su matrimonio civil formalizado en B., Santo Domingo 
(República Dominicana) el 4 de febrero de 2015.

Consta como antecedente que los contrayentes solicitaron la inscripción de dicho 
matrimonio en el Registro Civil Consular de España en Santo Domingo, siendo desesti-
mada dicha inscripción por resolución de fecha 25 de agosto de 2015 y que, frente a 
la misma se interpuso recurso de apelación por los promotores, que fue desestimado 
por resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 17 (46.ª) 
de junio de 2016.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los contrayentes en fecha 4 de febrero de 2020 en el Registro Civil Central.

3. Por acuerdo de fecha 26 de octubre de 2022 dictado por la encargada del Registro 
Civil Central se deniega la inscripción del matrimonio formalizado por los contrayentes 
por falta de consentimiento matrimonial.

4. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
Consta en las actuaciones que el interesado falleció el 10 de junio de 2020 en 
Fuenlabrada, Madrid.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emite informe 
desfavorable en fecha 26 de mayo de 2023 y la encargada del Registro Civil Central 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de Derechos Civiles y Políticos; la Resolución del Consejo 
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de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil (CC); 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; 
y las resoluciones, entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 
3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre 
de 2006; 29-2.ª y 26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª 
de mayo, 1-4.ª de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 
27-1.ª y 2.ª de diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de 
julio, 30-2.ª de septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª 
de febrero de 2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
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presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio civil formalizado en B.,  
Santo Domingo (República Dominicana) en fecha 4 de febrero de 2015, entre un ciu-
dadano de nacionalidad española, de estado civil divorciado, nacido el 2 de diciembre 
de 1940 y una ciudadana dominicana, de estado civil soltera, nacida el 19 de enero de 
1993, y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución.

VI. De las audiencias reservadas practicadas a los contrayentes se constata que el 
promotor contesta que no recuerda bien cuántos matrimonios había contraído, que cree 
que éste es el cuarto. Indica que el primer matrimonio fue con M.- Á. D. en 1965 y que 
se divorciaron en 1977, fruto de dicho matrimonio tuvieron tres hijos; el segundo matri-
monio lo contrajo con X.- M. P. S. en República Dominicana en el año 2002, aproxima-
damente, pero no lo recuerda bien, y se divorciaron inmediatamente en un mes, no 
tuvieron hijos; el tercer matrimonio fue con A. A. con la que se casó «unos doce o catorce 
años, no recuerdo» no sabiendo cuándo se divorció, indicando que fue en Madrid y que 
estuvieron juntos unos dos años y, en relación con el cuarto matrimonio, indica que no 
recuerda bien, que cree que se llamaba E., que se casaron en junio o julio de 2004 en 
República Dominicana y se divorciaron unos dos años después.

De la documentación incorporada al expediente, se constata que el matrimonio que se 
pretende inscribir es el quinto formalizado por el promotor. Así, el interesado contrajo 
matrimonio canónico con M. - Á. D. S. en Madrid el 30 de mayo de 1964, que fue disuelto 
por sentencia de divorcio de fecha 12 de noviembre de 1984 dictada por el Juzgado de 
1.ª Instancia n.º 22 de Madrid, constando una inscripción previa en la que se indica que 
por sentencia dictada por el Tribunal Eclesiástico n.º 7 del Arzobispado de Madrid-Alcalá 
de fecha 15 de octubre de 1977 se concedía la separación conyugal a la Sra. D. S.

Posteriormente, el interesado contrajo matrimonio civil el 19 de octubre de 1992 en S. 
con X. -M. P. S., de nacionalidad dominicana, nacida en 1972, matrimonio que fue 
disuelto por sentencia de divorcio dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia n.º 24 de 
Madrid de fecha 7 de mayo de 1996.

El tercer matrimonio civil del interesado se formalizó el 8 de febrero de 1997 en Móstoles 
con A.-E. A. M., nacida en República Dominicana en 1965, de nacionalidad dominicana, 
que se disolvió por sentencia de divorcio de fecha 24 de enero de 2002, dictada por el 
Juzgado de 1.ª Instancia de Móstoles.

El cuarto matrimonio civil del interesado se formalizó el 1 de julio de 2004 en S. con 
E.- P. P., nacida en República Dominicana en 1985, de nacionalidad dominicana, siendo 
disuelto por sentencia de divorcio dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia de Santo 
Domingo de fecha 11 de junio de 2010, constando exequatur de dicha sentencia por 



◄ 911 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

resolución de fecha 24 de febrero de 2012 dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia n.º 
23 de Madrid.

A pregunta la relativa a si solicitaron antes la inscripción de este matrimonio en el 
Consulado, el promotor respondió que no, que se informaron del trámite a seguir y que 
únicamente le dieron el visado a su esposa y les indicaron que la inscripción del matri-
monio debía solicitarse en España, mientras que la promotora respondió que sí, que 
solicitaron la inscripción del matrimonio en el Consulado y que a los seis meses aproxi-
madamente les citaron para realizar una entrevista, pero que la inscripción fue deses-
timada por la escasa relación que entonces tenían, pero que no la recurrieron y que, 
consultado con un abogado, les ha indicado que solicitaran la inscripción en el Registro 
Civil Central.

Sin embargo, consta como antecedente que los contrayentes solicitaron la inscripción 
de este matrimonio en el Registro Civil Consular de España en S., siendo desestimada 
dicha inscripción por resolución de fecha 25 de agosto de 2015 y que, frente a la misma 
se interpuso recurso de apelación por los promotores, que fue desestimado por resolución 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 17 (46.ª) de junio de 
2016, no constando la interposición de demanda frente a dicha resolución.

En el apartado de datos personales de los contrayentes, el promotor indicó que tenía 
ocho hermanos, pero que cuatro habían fallecido y que la contrayente tenía dos hermanos 
varones por parte de padre, un hermano por parte de padre y madre llamado Joel y una 
hermana por parte de madre, pero que no recuerda el nombre. La interesada indicó 
que tiene un hermano, J., de parte de padre y madre y que, de parte de padre tiene más 
hermanos, N., N. y A., pero que su padre tiene más hijos, que no sabe cuántos y que 
tampoco los conoce.

En el apartado de preguntas sobre su relación, el interesado indicó que conoció a su 
cónyuge hacía ocho años en S., que se conocieron en la calle, él estaba tomando una 
cerveza y ella pasaba por allí con su hijo, que la llamó y se pusieron a hablar, ella le 
contó que no estaba cómoda en el domicilio de su madre porque ésta se había vuelto 
a casar y que él le ofreció su casa, a las dos horas volvieron a verse y le confirmó que 
quería ir a vivir a su casa y que desde entonces son pareja. El interesado indicó que no 
recordaba bien de quién fue la idea de contraer matrimonio «pero me imagino que fue 
ella porque la mujer siempre quiere estar casada». Sin embargo, la interesada manifestó 
que, a los dos días de conocerse fueron a vivir juntos porque él estaba buscando una 
mujer para casarse y que le propuso ir a vivir con él, que ella aceptó porque su madre 
iba a casarse con otro señor. Asimismo, en el escrito de recurso, la interesada manifiesta 
que «la idea de contraer matrimonio no partió de mí, sino de F., que quería que conociese 
España…»

En el apartado de preguntas sobre la celebración del matrimonio, el contrayente indica 
que tenía 74 años en la fecha en la que contrae matrimonio y su cónyuge, 22 años; que 
estuvo presente en la ceremonia pero que no recuerda si hubo celebración ni quienes 
asistieron. La contrayente indica que sí hubo celebración «en casa nuestra, con la familia. 
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Por parte de mi marido fue su hijo H. Y por mi parte, mi madre, mi abuela, mis tías»; que 
han pactado el régimen matrimonial de separación de bienes.

En este caso, se constata que existe una diferencia significativa de edad (52 años) entre 
los contrayentes y que, si bien este solo dato no dice nada por sí sólo acerca de la 
autenticidad y realidad del consentimiento matrimonial, sí puede tenerse en cuenta 
cuando concurra con otras circunstancias, tales como el desconocimiento de datos 
básicos de los cónyuges y de su relación personal, y el hecho de que el historial de uno 
de los cónyuges revele que pudieran haber existido matrimonios simulados anteriores, 
lo que es un poderoso indicio de que no existen auténticas relaciones personales entre 
los contrayentes, sino relaciones meramente figuradas (Instrucción de 31 de enero de 
2006 DGRN sobre los matrimonios de complacencia).

VII. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. / Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 16 de abril de 2024 (12.ª)
IV.4.1.1 Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite de 
recurso, por virtud del interpuesto por el promotor contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil Consular de Guayaquil (Ecuador).

HECHOS

1. El 15 de abril de 2014, el Sr. C.-M. R. G., de nacionalidad española, nacido en Ecuador 
el 26 de agosto de 1991, presentó en el Consulado General de España en Guayaquil, 
impreso de declaración de datos para la trascripción de matrimonio civil, celebrado el 
día 11 de marzo de 2014 en La Habana, con la Sra. A.-A. S. U., de nacionalidad ecua-
toriana y nacida en Ecuador el 25 de agosto de 1993.

Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: hoja de declaración de 
datos en la que se hace constar que ambos son de estado civil solteros, certificado no 
literal de matrimonio expedido por el registro civil ecuatoriano legalizado, pasaporte 
español y documento nacional de identidad del promotor, pasaporte ecuatoriano y cédula 
de identidad de la interesada, literal de inscripción de nacimiento española del promotor, 
con marginal de nacionalidad por residencia con fecha 9 de febrero de 2013, inscripción 
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de nacimiento de la interesada, inscripción del matrimonio en el Registro Civil ecuatoriano, 
celebrado el 11 de marzo de 2014, legalizado y certificados de movimientos migratorios 
de los interesados expedidos por las autoridades ecuatorianas, la Sra. S. no tiene 
anotación alguna y el Sr. R., dos estancias en Ecuador, la primera entre febrero y marzo 
de 2007 y la segunda entre febrero y marzo de 2014.

2. Se celebraron las audiencias reservadas, la interesada compareció en el Consulado 
español en Guayaquil y el promotor compareció en el registro civil de su domicilio en 
España, H. (Almería), constando en el expediente copia de su contenido. Con fecha 24 
de noviembre de 2016, previo informe desfavorable del órgano que ejerce las funciones 
de ministerio fiscal, el encargado del registro civil consular dicta auto por el que deniega 
la inscripción de matrimonio solicitada, ya que las audiencias muestran discrepancias 
entre los cónyuges por falta de conocimiento de datos, de las que puede deducirse que 
no existe un verdadero consentimiento matrimonial y que el matrimonio se ha realizado 
con fines distintos a los propios de la institución matrimonial.

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso por el promotor ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, en el que manifiesta que su esposa y él se conocen desde el año 2007 
durante unas vacaciones de él en Ecuador, manteniendo una relación de amigos a 
través del teléfono, internet y las redes sociales, durante ese tiempo el mantuvo una 
relación de pareja y tuvo una hija, al terminar esta relación reanudó su contacto más 
en serio con su actual esposa, a partir del año 2012 y 2013, planeando la boda para 
marzo de 2014 cuando él viajaría a Ecuador de vacaciones, desde entonces no ha 
podido viajar por razones económicas ya que perdió su trabajo en España, respecto a 
las contradicciones que se han podido apreciar en las entrevistas considera que no son 
de entidad suficiente para denegar la inscripción del matrimonio, tratando de justificarlas 
en el poco tiempo que tenían para comunicarse por la distancia, añadiendo que si fuera 
un matrimonio de complacencia no habría enviado dinero a su actual esposa desde el 
año 2010.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al registro civil consular cuyo encargado 
dispuso la remisión del expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de Derechos Civiles y Políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 31 de enero 
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de 2006 y las Resoluciones entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª 
de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de 
diciembre de 2006; 29-2.ª y 26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de 
abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de 
noviembre y 27-1.ª y 2.ª de diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 
17-3.ª de julio, 30-2.ª de septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de 
enero y 25-8.ª de febrero de 2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la Ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Ecuador entre 
un ciudadano de origen ecuatoriano y nacionalidad española y una ciudadana ecuatoriana 
y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados 
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hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido 
los fines propios de esta institución, la interesada manifiesta de forma imprecisa que 
se conocen desde que eran jóvenes, siendo que en el momento del matrimonio tenían 
23 y 21 años, mientras que el promotor dice que se conocen desde el año 2007, en un 
viaje que hizo para conocerla, tenían entonces 16 y 14 años, y que su relación sentimental 
dura casi 8 años, sin embargo en su recurso dice que comenzó en el año 2012 o 2013, 
ambos manifiestan que han mantenido relación telefónica, ella dice que todos los días 
y el que ocasionalmente, ambos coinciden en que no han convivido antes del matrimonio, 
por lo que se reduce a ocho días, puesto que el interesado volvió a España tras la boda, 
respecto esta la interesada dice que los testigos fueron su hermana, un primo de él y 
un familiar político de una hermana de ella, mencionando los nombres, sin embargo el 
promotor no identifica a los testigos y manifiesta que los eligieron porque eran conocidos 
y se llevaban bien.

Respectos a datos personales y familiares, la interesada al ser preguntada por sus 
suegros, sólo menciona a su suegra y confunde el nombre, también confunde la fecha 
de nacimiento del promotor dice que es el 25 de agosto, cuando es el 26 y no menciona 
el año, tampoco menciona los nombres de los dos hermanos del promotor, y si menciona 
que éste tiene un hijo de una relación anterior, no menciona el nombre y que vive 
alternativamente con sus padres los fines de semana, sin embargo el Sr. R. dice que su 
hija vive con él. La interesada desconoce la localidad española en la que vive su pareja 
y éste dice de forma imprecisa que ella vive en G. cuando estudia y en E. en las vacaciones, 
también difieren en las personas con las que vive la Sra. S., ella dice que con su hermana 
y el hijo de ésta y su pareja dice que vive con su hermana y el marido de ésta, por último, 
respecto a otros datos, ella desconoce la empresa para la que su pareja trabaja y los 
ingresos mensuales, aunque dice que le envía ayuda económica, sin embargo, en la 
entrevista el Sr. R. dice que no la ayuda económicamente y en el recurso dice que le 
hace transferencias desde el año 2010.

VI.-De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el encargado del registro 
civil, quien por su inmediación a los hechos es quien más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en Guayaquil (Ecuador).
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VII  RECTIFICACIÓN, CANCELACIÓN Y TRASLADO DE  INSCRIPCIONES

VII.2  CANCELACIÓN

VII.2.1  CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO

Resolución de 16 de abril de 2024 (5.ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen por 
opción en la inscripción de la interesada, al haberse cancelado el título que la originó 
una vez acreditado que no se cumplían los presupuestos establecidos en el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacionalidad española remitido a 
este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora 
contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 26 de mayo de 2010, dictado por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionalidad española de 
origen, en virtud de lo establecido en el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 a D.ª M. I. G. B., nacida el 7 de octubre de 1964 en S. (Cuba), 
hija de don J. G. G., nacido el 24 de febrero de 1942 en S. (Cuba), de nacionalidad 
cubana y de D.ª M. J. B. A., nacida en S. (Cuba), de nacionalidad cubana y española. 
Consta en el expediente certificado literal español de nacimiento de la progenitora de 
la interesada, en el que consta que es hija de don J. B. J., nacido el 11 de junio de 1903 
en N. (España), de nacionalidad cubana y de D.ª M. E. A. R., nacida el 3 de enero de 
1917 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, consta inscripción marginal de opción por 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el art. 20.1 b) del Código Civil 
en fecha 11 de mayo de 2007 y segunda marginal de opción por la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 el 22 de febrero de 
2009.

Se incorpora al expediente documento de inmigración y extranjería por el que se certifica 
la inscripción de éste en el Registro de Extranjeros cubano con 30 años de edad, por 
tanto, en el año 1933 y declaración de la madre de la optante ante el Consulado General 
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de España en la Habana en la que declara que su padre, abuelo de la interesada, llegó 
a Cuba en 1918 procedente de España.

2. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se 
establece que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de la interesada en la 
partida de nacimiento de la misma que figura en el tomo ….., página ….., número ….., 
ya que ha tenido acceso al citado Registro Civil Consular en virtud de «título manifies-
tamente ilegal», dado que no ha quedado establecido que el abuelo de la inscrita haya 
perdido la nacionalidad española como consecuencia del exilio, pues consta documento 
de inmigración y extranjería por el que se certifica la inscripción del Sr J. B. J. en el 
Registro de Extranjeros cubano con 30 años de edad (año 1933 según su fecha de 
nacimiento) y carta remitida por la madre de la optante al Consulado General de España 
en la Habana en la que declara que su padre llegó a Cuba en 1918 procedente de 
España, y por tanto, fuera del periodo del exilio que se indica en el apartado V.3 de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008, por lo que la promotora no cumple con los 
requisitos establecidos en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

3. Dado que la interesada se encontraba de baja en el Registro Matrícula de ciudadanos 
españoles por su traslado a España, se fijó en el tablón de anuncios del Registro Civil 
Consular de España en La Habana con fecha 9 de enero de 2017, el edicto correspon-
diente a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, dándose por finalizado el plazo de publicación del edicto en 
fecha 27 de enero de 2017.

4. Con fecha 30 de enero de 2017, el Canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del Tomo ….. Pagina ….. Número 
….. de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima que 
procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos establecidos en 
el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

5. Por auto de 31 de enero de 2017, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) acuerda que se proceda a la cancelación de la inscripción marginal 
de opción a la nacionalidad española del interesado que figura en el Tomo 391 Pagina 
433 Número 217 de la sección de nacimientos de dicho registro civil consular, por 
haberse practicado basándose en «título manifiestamente ilegal».

6. Notificada la resolución, la interesada, mediante representante, presenta recurso 
ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, manifestando su disconformidad con el auto 
anteriormente mencionado, solicitando la revisión de su expediente y la revocación de 
la resolución recurrida.
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7. Previo informe desfavorable del Canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, el encargado del registro civil consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 94, 163, 164, 297 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción 
de 28 de marzo de 2007, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre 
competencia de los registros civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, la circular 
de 16 de diciembre de 2008; y las resolución, entre otras de 28-2.ª de noviembre de 
2019.

II. Se pretende por la promotora que se deje sin efecto el auto que establece la cancelación 
de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en virtud de 
lo establecido en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya 
de oficio expediente gubernativo para la cancelación de la anotación marginal de 
nacionalidad española de la interesada, dado que no ha quedado establecido que el 
abuelo de la inscrita haya perdido la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio, pues figura en el expediente documento de inmigración y extranjería por el que 
se certifica la inscripción del Sr J. B. J. en el Registro de Extranjeros cubano con 30 años 
de edad (año 1933 según su fecha de nacimiento) y carta remitida por la madre de la 
optante al Consulado General de España en la Habana en la que declara que su padre 
llegó a Cuba en 1918, por lo que la promotora no cumple con los requisitos establecidos 
en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho 
expediente finalizó por auto por el que se acuerda la cancelación de la anotación marginal 
de nacionalidad española de origen por opción de la interesada.

III. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud: «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante; … 2.3... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
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español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuelo español se ha aportado certificación de nacimiento local de la solicitante, 
así como certificados literales españoles de nacimiento de su madre y de su abuelo 
materno, nacido éste último el 11 de junio de 1903 en N. (España), originariamente 
español. De este modo, esta resolución se limitará únicamente analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: 
que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

IV. En todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia a la nacionalidad española 
por parte del abuelo o, incluso aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido 
transmitir su nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final sexta 
de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

V. A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el apartado 3 de la regla V de 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece como medios de prueba los 
siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de Refugiados de los 
Estados de acogida que asistieron a los refugiados españoles y a sus familias; c) 
Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera 
otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber destacado en 
la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar actualmente en la 
reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de 
la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), constituirán 
prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los siguientes documentos: 
1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de acogida. 2. Certificación 
del Registro de Matrícula del Consulado español. 3. Certificaciones del registro civil 
consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de defunción, entre 
otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que acredite haber 
adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época del país de 
acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por 
cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se presumirá la 
condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España entre el 
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18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español podrá 
acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución del recurso —cfr. arts.27, 
29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento—, aunque se entienda acreditada 
la condición de la solicitante de nieta de español; sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que no se han presentado los documentos 
acreditativos de dicha condición conforme a lo anteriormente señalado ni la misma 
puede presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España —y no única-
mente la residencia fuera de España— entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre 
de 1955, toda vez que se encuentra en el expediente documento de inmigración y 
extranjería por el que se certifica la inscripción del Sr J. B. J. en el Registro de Extranjeros 
cubano con 30 años de edad (año 1933 según su fecha de nacimiento) y carta remitida 
por la madre de la optante al Consulado General de España en la Habana en la que 
declara que su padre llegó a Cuba en 1918, de lo que se deduce que el abuelo materno 
de la solicitante se encontraba en Cuba con anterioridad al 18 de julio de 1936, por lo 
que no pueden entenderse cumplidos en su totalidad los requisitos que la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 establece para el ejercicio del derecho de opción.

No obstante lo anteriormente indicado, se informa a la interesada que de conformidad 
con el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 
20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, interpretado de acuerdo con el 
criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, podrá optar a la nacionalidad 
española, a los efectos del artículo 20 del Código Civil, mediante solicitud que deberá 
formalizarse en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la citada Ley, hecho 
que se produce el 21 de octubre de 2022.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

Resolución de 18 de abril de 2024 (1.ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción

Procede la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, una vez acreditado que no se cumplían los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En las actuaciones sobre cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacio-
nalidad española de origen de la interesada por la Ley 52/2007 remitidas a este centro 
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en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra la resolución de 
la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 8 de junio de 2010, dictado por la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana (Cuba) se reconoció la opción por la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 a Dª N. I. A. V., nacida el 8 de febrero 
de 1973 en M. (Cuba).

2. Por providencia dictada el 18 de mayo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de origen en la partida de nacimiento de la interesada, ya 
que ha tenido acceso al Registro Civil Consular en virtud de título manifiestamente ilegal, 
dado que, para acreditar la nacionalidad española de su abuelo, don M. I. A. G., aportó 
certificados del Registro de Extranjería y Ciudadanía de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano que ofrecen dudas de autenticidad en 
cuanto al formato y la firma de la funcionaria, por lo que no ha quedado demostrado 
que la madre de la interesada haya sido originariamente española, y por tanto, no cumple 
con los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

3. Dado que la interesada se encontraba de baja en el registro de matrícula consular 
por traslado, se fijó en el tablón de anuncios del Consulado General de España en La 
Habana con fecha 22 de mayo de 2015, el edicto correspondiente a la cancelación, 
dando por finalizado el plazo de publicación del citado edicto en fecha 15 de junio de 
2015. No consta en el expediente que la promotora formulara alegaciones al inicio del 
expediente de cancelación.

4. Con fecha 16 de junio de 2015, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 404, página 593, 
número 297 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada.

5. Por auto de fecha 17 de junio de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) acuerda que procede la cancelación de la inscripción 
marginal de opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, por haberse 
practicado basándose en «título manifiestamente ilegal», y que dicha inscripción deberá 
ser cancelada mediante una cruz de distinto color que figurará en dicha inscripción.

6. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se revoque la resolución recurrida, 
aportando copias de nuevos documentos de inmigración y extranjería de su abuelo.
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7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, el encargado del registro civil consular 
remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto 
con informe desfavorable a su estimación.

8. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita del Registro Civil Consular 
de España en La Habana que requiera a la interesada a fin de que aporte los originales 
de los documentos de inmigración y extranjería de su abuelo, dado que junto con el 
recurso se aportaron copias de los citados documentos.

El encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana informa que ha resultado 
imposible notificar el requerimiento de documentación a la interesada, ya que trasladó 
su residencia a Estados Unidos, no contando con dirección postal o telefónica de la 
promotora.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª 
de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de 
septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 
2009.

II. Se pretende por la promotora, nacida el 8 de febrero de 1973 en M. (Cuba), que se 
deje sin efecto el auto que establece la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de origen en el Registro Civil español, al no concurrir los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el 
Consulado General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia 
dictada por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), 
se establece que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a 
la cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad española de origen de la 
interesada, ya que tuvo acceso al registro civil en virtud de título «manifiestamente 
ilegal», no quedando establecido que la madre de la inscrita haya sido originariamente 
española y, por tanto, no se cumplen los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho expediente finalizó por 
auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad 
española de origen de la interesada. Frente a dicho auto se interpone recurso por la 
promotora, que es el objeto del presente expediente.

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En este caso, la interesada aportó junto con su solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen, documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno que 
ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al formato y la firma de la funcionaria que los 
expide, por lo que no ha quedado demostrado que la madre de la interesada haya sido 
originariamente española, y por tanto, no cumple con los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. La interesada 
interpuso recurso aportando copias de nuevos documentos de inmigración y extranjería 
de su abuelo materno, sin que se aportaran al expediente los originales de los citados 
documentos, tal como fueron requeridos.

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, para optar a la nacionalidad española de origen, por lo que procede la 
cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad española de la promotora.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 18 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 21 de abril de 2024 (3.ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación total de la inscripción de nacimiento del interesado, toda vez 
que por resolución registral se canceló la inscripción de nacimiento con marginal de 
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opción a la nacionalidad española de su progenitora, al haber accedido al Registro Civil 
en virtud de título manifiestamente ilegal.

En las actuaciones sobre cancelación total de inscripción de nacimiento con marginal 
de opción a la nacionalidad española, remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor contra la resolución de la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 6 de agosto de 2012, dictado por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana (Cuba) se estimó la opción por la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código 
Civil a don E. P. A., nacido el 14 de noviembre de 1993 en C. (Cuba), hijo de D.ª N.-I. A. 
V., de nacionalidad cubana y española, adquirida esta última en virtud de la opción 
establecida en la disposición séptima de la Ley 52/2007.

2. Por providencia dictada el día 18 de mayo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación total de la inscripción de nacimiento 
del interesado, ya que se canceló el título que la originó debido a que su madre tuvo 
acceso al Registro Civil Consular en virtud de «título manifiestamente ilegal».

3. Dado que el interesado no compareció a la cita el 20 de julio de 2015, se fijó en el 
tablón de anuncios del Registro Civil Consular de España en La Habana con fecha 24 
de julio de 2015, el edicto correspondiente a la cancelación, dando por finalizado el 
plazo de publicación del citado edicto en fecha 14 de agosto de 2015. No consta en el 
expediente que el promotor formulara alegaciones al inicio del expediente de 
cancelación.

4. Con fecha 17 de agosto de 2015, el canciller del Consulado General de España en 
La Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 579, página 403, 
número 202, de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada.

5. Por auto de 18 de agosto de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) acuerda que procede la cancelación total de la inscripción de 
nacimiento del interesado que figura en el tomo 579, página 403, número 202 de la 
sección de nacimientos de dicho registro civil consular, por haberse cancelado el título 
que la originó, y que dicha inscripción deberá ser cancelada mediante una cruz de 
distinto color que figurará en dicha inscripción.

6. Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se deje sin efecto las cancelaciones 
de su inscripción de nacimiento.
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7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, el encargado del registro civil consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª 
de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de 
septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 
2009.

II. Se pretende por el promotor, nacido el 14 de noviembre de 1993 en C. (Cuba), que 
se deje sin efecto el auto que establece la cancelación total de su inscripción de naci-
miento con marginal de opción por la nacionalidad española, por haberse cancelado el 
título que la originó. La declaración de opción por la nacionalidad española fue efectuada 
por auto dictado por el Consulado General de España en La Habana (Cuba). 
Posteriormente, por providencia dictada por la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de oficio expediente 
gubernativo para proceder a la cancelación total de la inscripción de nacimiento del 
interesado, ya que se canceló el título que la originó debido a que su madre tuvo acceso 
al Registro Civil Consular en virtud de «título manifiestamente ilegal». Dicho expediente 
finalizó por auto por el que se acordó la cancelación total de la inscripción de nacimiento 
del interesado.

III. En el presente caso, por auto de fecha 17 de junio de 2015, la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) acuerda que procede la cancelación de 
la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen de la madre del 
interesado, por haberse practicado basándose en «título manifiestamente ilegal». Dicho 
auto fue confirmado por resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública de fecha 18 de abril de 2024.

IV. De este modo, al haberse cancelado la inscripción española de nacimiento de la 
madre del interesado, título que originó la inscripción de nacimiento del solicitante en 
el registro civil consular con marginal de opción a la nacionalidad española, procede la 
cancelación total de la inscripción de nacimiento del promotor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 21 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 30 de abril de 2024 (19.ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción marginal de pérdida en inscripción de nacimiento

No procede la cancelación de la inscripción marginal de pérdida en inscripción de 
nacimiento del nacido el 22 de diciembre de 1943 en G. (Cuba), dado que el interesado 
perdió la nacionalidad española en fecha 31 de octubre de 1955, en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 23.5 del Código Civil, según redacción por Ley de 15 de julio de 
1954, al haber adquirido su padre la nacionalidad cubana en dicha fecha.

En las actuaciones sobre cancelación de inscripción marginal de pérdida de la nacio-
nalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el interesado contra la providencia de la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 11 de marzo de 2020, la encargada del Registro Civil Central dicta provi-
dencia por la que se acuerda integrar en la inscripción marginal de recuperación de la 
nacionalidad española de don M. C. B., nacido el 22 de diciembre de 1943 en G. (Cuba), 
el dato de que el inscrito perdió la nacionalidad española el 31 de octubre de 1955.

2. Consta como antecedente que, en expediente sobre inscripción de nacimiento y 
recuperación de la nacionalidad española de una hija del interesado, se dictó resolución 
de fecha 30 (37.ª) de septiembre de 2016 por la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, estableciéndose en el fundamento de derecho IV que «el padre de la 
interesada, si bien nació español de origen, perdió la nacionalidad española el 31 de 
octubre de 1955, toda vez que su progenitor (abuelo paterno de la interesada) adquirió 
en dicha fecha la nacionalidad cubana renunciando a la española y, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 23.5 del Código Civil, redacción por Ley de 15 de julio de 1954 
vigente en dicha fecha, perderán la nacionalidad española “los hijos que se encuentren 
bajo la patria potestad, si el padre pierde la nacionalidad española siempre que les 
corresponda adquirir la nacionalidad del padre».

3. Notificada la providencia, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que el 31 de octubre de 1955 era menor de edad por lo que no 
pudo producirse la pérdida de la nacionalidad española en dicha fecha.

4. Notificado el ministerio fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso 
y la encargada del Registro Civil Central remite las actuaciones a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 23.5 del Código Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 
1954 y 26 del Código Civil en su redacción actual; 15, 16, 23 y 95. 2 de la Ley del 
Registro Civil de 1957(LRC); 66, 68, 85 y 297.3 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
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y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 
9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de 
noviembre de 2008 y 14 de febrero de 2009.

II. Por providencia de la encargada del Registro Civil Central se acuerda ampliar la ins-
cripción marginal de recuperación de la nacionalidad española de don M. C. B., nacido 
el 22 de diciembre de 1943 en G. (Cuba), en el sentido de hacer constar que el inscrito 
perdió la nacionalidad española el 31 de octubre de 1955. Frente a dicha providencia 
se interpone recurso por el promotor, que es el objeto del presente expediente.

III. El nacimiento del interesado se encuentra inscrito en la sección ….., tomo ….., página 
….. del Registro Civil Central, constando al margen del nacimiento las siguientes inscrip-
ciones marginales: a) Opción por la nacionalidad española en virtud de lo establecido 
en el artículo 20.1.b) del Código Civil ante el encargado del Registro Civil de Granadina 
de Abona el 16 de julio de 2004, inscripción efectuada el 24 de febrero de 2005; b) 
expedición de certificado en extracto para expedición de DNI; c) opción por la nacionalidad 
española de origen en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 en fecha 18 de febrero de 2009 ante el encargado del Registro Civil de 
Santa Cruz de Tenerife, inscripción efectuada el 14 de junio de 2010; d) se añade a la 
inscripción anterior que el nombre y los apellidos del inscrito serán los que ya constan, 
inscripción efectuada el 14 de junio de 2010; e) recuperación de la nacionalidad española 
en virtud de declaración ante el encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona en 
fecha 4 de junio de 2014, inscripción efectuada el 18 de junio de 2014 y f) en virtud de 
resolución registral de 11 de marzo de 2020 se modifica la inscripción marginal e) en 
el sentido de integrar el dato de que el inscrito perdió la nacionalidad española en fecha 
31 de octubre de 1955, por haber sido indebidamente omitido, inscripción efectuada 
el 30 de junio de 2020.

IV. Consta en las actuaciones que, en expediente sobre inscripción de nacimiento y 
recuperación de la nacionalidad española de una hija del interesado, se dictó resolución 
de fecha 30 (37.ª) de septiembre de 2016 por la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, estableciéndose en el fundamento de derecho cuarto que el interesado, 
Sr. C. B., si bien nació español de origen, perdió la nacionalidad española el 31 de 
octubre de 1955, toda vez que su progenitor adquirió en dicha fecha la nacionalidad 
cubana renunciando a la española y, de acuerdo con lo establecido en el artículo 23.5 
del Código Civil, redacción por Ley de 15 de julio de 1954 vigente en dicha fecha, perderán 
la nacionalidad española «los hijos que se encuentren bajo la patria potestad, si el padre 
pierde la nacionalidad española siempre que les corresponda adquirir la nacionalidad 
del padre».

V. Por tanto, la providencia recurrida por la que se acuerda la inscripción marginal de 
pérdida de la nacionalidad española del interesado se encuentra dictada con arreglo a 
derecho, toda vez que da cumplimiento a lo acordado por resolución de 30 de septiembre 
de 2016 de la Dirección General de los Registros y del Notariado.



◄ 928 ►

VII  RECTIFICACIÓN, CANCELACIÓN Y TRASLADO DE  INSCRIPCIONES

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar la providencia apelada.

Madrid, 30 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. jueza encargada del Registro Civil Central.
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VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES

VIII.1  COMPUTO DE PLAZOS

VIII.1.1  RECURSO INTERPUESTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 16 de abril de 2024 (8.ª)
VIII.1.1 Recurso interpuesto fuera de plazo

No cabe recurso contra la resolución del encargado del Registro, pasado el plazo de 
interposición, a contar desde la notificación del auto.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto del 
encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 11 de julio de 2007 se levanta en el Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana, acta de opción a la nacionalidad española, por la que el Sr. 
C.-M. G. C., menor de edad, nacido el 4 de agosto de 1990 en Cuba, de nacionalidad 
cubana, hijo de progenitor de nacionalidad cubana y española, adquirida esta última 
en virtud de la opción establecida en la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995 
el 29 de marzo de 1999, asistido por su progenitor como representante legal, manifiesta 
su voluntad de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.a) y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. el 
Rey, obediencia a la Constitución y a las Leyes españolas y no renunciando a su nacio-
nalidad anterior.

2. En la misma fecha del acta de opción, el progenitor del optante es requerido para 
que aporte documentación, concretamente certificado de nacimiento propio y de su 
progenitora, literal, original y legalizados, en el caso de la progenitora con nota referida 
a su estaco civil y documentos de identidad de ambos progenitores. Se otorga un plazo 
de 90 días para la presentación.

Con fecha 8 de noviembre de 2017, el registro civil consular comunica al progenitor del 
optante que se le concede un nuevo plazo de 90 días para cumplimentar el requerimiento 
pendiente. Por último, y en contestación a un escrito del interesado de fecha 16 de 
diciembre de 2017, el Registro remite nueva comunicación al Sr. G. B., recordándole 
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que debe aportar la documentación solicitada para poder concluir el trámite de adqui-
sición de la nacionalidad española, de no ser así se procederá a denegar la solicitud.

3. Por auto de fecha 4 de marzo de 2008, el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana desestima la solicitud de inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española del interesado, al no haberse acreditado que se 
cumplen los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código Civil vigente, dado que 
no presentó la documentación requerida necesaria para examinar la procedencia de lo 
solicitado.

4. Transcurrido el plazo de recurso sin que conste ninguna actuación, con fecha 20 de 
junio de 2017, el Sr. C.-M. G. C. dirige escrito a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
manifestando que cuando era menor de edad su progenitor, don M. G. B., ciudadano 
español, solicitó la nacionalidad español para su hijo, pero en esa oportunidad no 
cumplimentó los trámites que se le requirieron por lo que el registro civil consular archivó 
su expediente. Añadiendo que posteriormente, tanto su padre como él, han dirigido 
escritos al Consulado sin haber obtenido respuesta. No adjunta copia de los escritos 
presentados.

Adjunta como nueva documentación; literal de la inscripción de nacimiento española 
de su abuelo paterno, Sr. M. G. de la C., nacido en S. (Sta. Cruz de Tenerife) en enero 
de 1907, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 29 y 32 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343, 355 y 356 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras de 18-3.ª de junio, 17-1.ª 
de julio, 3-3.ª y 18-2.ª de septiembre de 2003, 20-3.ª de febrero de 2004 y 23-1.ª de 
marzo de 2006; 9-8.ª de diciembre de 2008; 9-7.ª de febrero y 29-4.ª de mayo de 2009; 
22-3.ª de febrero de 2010.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1990, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1.a del art. 20 del Código Civil, conforme al cual «1. Tienen derecho a 
optar por la nacionalidad española: a) las personas que estén o hayan estado sujetas 
a la patria potestad de un español». La solicitud fue formalizada mediante acta de fecha 
11 de julio de 2007. Por el encargado del registro civil se dictó auto el 4 de marzo de 
2008, denegando lo solicitado, porque no se ha acreditado que el solicitante cumpliera 
los requisitos para ejercer la opción, al no haber cumplimentado el requerimiento de 
documentación que le fue formulado en tres ocasiones, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

III. Según el artículo 29 de la Ley del Registro Civil, las decisiones de los encargados del 
Registro son recurribles durante 30 días en vía gubernativa ante el Juez de Primera 
Instancia correspondiente, con apelación en igual tiempo ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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sin que quepa ulterior recurso, a salvo, cuando corresponda, la vía judicial ordinaria. En 
el caso presente resulta que, tras dictarse resolución por el encargado del Registro Civil 
Consular en el año 2008, a la que el interesado se refiere en el escrito aquí examinado 
al mencionar que se archivó su expediente por el incumplimiento de los requerimientos 
de documentación, no consta que se presentara escrito alguno hasta el fechado el 20 
de junio de 2017, con entrada en este centro directivo el 25 de julio siguiente, es decir 
absolutamente fuera del plazo legalmente establecido, cuando la resolución dictada 
casi diez años antes había devenido firme, por lo que no cabe dar a dicho escrito la 
calificación de recurso de apelación con respecto a aquella, sin que el interesado aporte 
copia alguna de los escritos dirigidos durante ese periodo de tiempo a la Embajada 
española.

No obstante, lo anteriormente indicado, se informa al interesado que la disposición 
adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, 
establece que podrán adquirir la nacionalidad española «Los nacidos fuera de España 
de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido españoles, y 
que, como como consecuencia de haber sufrido exilio por razones políticas, ideológicas 
o de creencia o de orientación e identidad sexual, hubieran perdido o renunciado a la 
nacionalidad española. Este precepto, de acuerdo con el criterio II de la directriz séptima 
de la Instrucción de 25 de octubre de 2022 de la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública sobre el derecho a la opción nacionalidad española establecido en la dis-
posición adicional octava de la Ley de Memoria Democrática, debe ser interpretado 
entendiendo que en él se describirían dos supuestos distintos de opción: “Los nacidos 
fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente hubieran sido 
españoles» y «Los nacidos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que 
originariamente hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido 
exilio por razones políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, 
hubieran perdido o renunciado a la nacionalidad española».

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado inadmitir el escrito presentado como recurso de apelación y confirmar 
el auto apelado.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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VIII.3  ARCHIVO DEL EXPEDIENTE

VIII.3.1  CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DEL PROMOTOR. ART. 354 RRC

Resolución de 10 de abril de 2024 (16.ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. R. R., nacido el 9 de junio de 1956 en B., (Cuba) de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 18 de octubre de 2010.

2. Con fecha 30 de mayo de 2016, se notifica al interesado el requerimiento de la 
documentación necesaria completar su expediente, entre otra, certificado literal español 
de nacimiento del abuelo español o certificación negativa de dicha inscripción acom-
pañada de la partida española de bautismo de este.

3. Con fecha 7 de junio de 2019, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de ministerio fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artº 
354 RRC la caducidad del expediente, previa citación al promotor, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 30 
de mayo de 2016, el interesado no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.

4. Por providencia de fecha 10 de junio de 2019 del encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar al promotor 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

5. Citado el interesado, no comparece a la cita, por lo que se fijó en el tablón de anuncios 
del registro civil consular con fecha 27 de enero de 2020, el edicto correspondiente al 
inicio del procedimiento para la declaración de la caducidad del expediente de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, sin que el promotor formulara alega-
ciones al respecto.

6. A la vista de la documentación integrante del expediente, el encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana dicta auto el 14 de febrero de 
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2020 por el que se declara la caducidad del expediente seguido a instancia del interesado, 
por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
al promotor.

7. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente y que se acceda 
a lo solicitado, aportando una certificación española de nacimiento referida a I. R. G., 
nacido el 16 de junio de 1898 en A., Canarias, hijo de J. R. y G. G., con marginal de 
rectificación de error en el primer apellido del inscrito, así como en el de su padre y 
abuelo paterno, en el sentido de que este debe ser «Y» y no lo que por error se 
consignó.

8. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, 23-4.ª y 27-1.ª de octubre de 2022.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 9 de junio de 1956 en B., 
(Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. 
Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
octubre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda.

Requerido el promotor a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, el requerimiento no es atendido en el plazo de tres meses, por lo que el 
canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de ministerio 
fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artº 354 RRC la caducidad del expediente, 
previa citación al promotor.

Por providencia del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
al amparo del artículo 354 RCC, y citar al promotor para notificarle el inicio de la caducidad 
de su expediente, sin que por el mismo se hayan formulado alegaciones.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia del interesado, 
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por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
al promotor. Frente a dicho auto se interpone recurso por el interesado, aportando una 
certificación española de nacimiento del presunto abuelo español de éste.

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad, habiendo sido citado sin 
que compareciera en la fecha señalada, se notificó la providencia del inicio del expediente 
de caducidad al promotor el 27 de enero de 2020 mediante la publicación de edicto en 
el tablón de anuncios del registro civil consular, sin que se hayan formulado alegaciones, 
dictándose auto por el encargado del Registro Civil el 14 de febrero de 2020 declarando 
la caducidad del expediente. Frente a dicho auto se interpuso recurso de apelación por 
el interesado, aportando una certificación española de nacimiento presuntamente 
referida a su abuelo paterno.

Sin embargo, a la vista de la documentación aportada, no resulta suficientemente 
acreditada la filiación del interesado respecto de un ciudadano español, ya que en este 
caso se ha aportado documentación con contenido contradictorio. Consta, por un lado, 
certificado cubano de nacimiento del padre del optante, J.-J. R. Q., donde figura que 
nació el 15 de diciembre de 1920 en La Habana (Cuba) y que es hijo I. R. G. y de M. Q. 
D., naturales de Gran Canaria y de P. del R. respectivamente, datos que no coinciden 
con los contenidos en el certificado español de la inscripción de nacimiento del presunto 
abuelo, nacido el 16 de junio de 1898 en A., Canarias, hijo de J. R. y G G., con marginal 
de rectificación de error en el primer apellido del inscrito, así como en el de su padre y 
abuelo paterno, en el sentido de que este debe ser «Y» y no lo que por error se consignó, 
datos que no permiten determinar con fehaciencia que estén referidos al abuelo paterno 
del interesado.

De este modo, acreditado el transcurso de más de tres meses desde la notificación del 
requerimiento de documentación al promotor, con la consecuente paralización del 
procedimiento por causa de su inactividad, y a la vista de que la documentación aportada 
en vía de recurso no permite acreditar la filiación española del solicitante, debe confir-
marse en este caso el auto apelado

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de abril de 2024 (21.ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª D. B. T., nacida el 20 de mayo de 1973 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 5 de octubre de 2011.

2. Con fecha 5 de octubre de 2018, se notifica a la interesada el requerimiento de la 
documentación necesaria completar su expediente, en particular, certificado de naci-
miento cubano de la optante y documentos de inmigración y extranjería de su abuelo 
paterno.

3. Con fecha 19 de junio de 2019, el Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de ministerio fiscal, solicita que se declare, en aplicación del art. 
354 RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 5 
de octubre de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.

4. Por providencia de fecha 21 de junio de 2019 del encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de dicho expediente.

5. En fecha 26 de junio de 2019 se notificó a la interesada la providencia de inicio del 
expediente de caducidad sin que ésta interpusiera recurso de reposición o formulara 
alegaciones al respecto.

6. A la vista de la documentación integrante del expediente, el encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana dicta auto el 4 de julio de 2019 
por el que se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la interesada, 
por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
a la promotora.

7. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública. Acompaña a su escrito de recurso de su certificado 
cubano de nacimiento y de los certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
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del Ministerio del Interior cubano relativos al abuelo de la recurrente en los que consta 
que no se inscribió en el Registro de Extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía cubana 
por naturalización.

8. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, 23-4.ª y 27-1.ª de octubre de 2022.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 20 de mayo de 1973 en 
G. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose como docu-
mentación: carnet de identidad cubano de la solicitante y certificado literal español de 
nacimiento de su padre, nacido el 13 de junio de 1942 en G., hijo de N. B. R., nacido el 
19 de febrero de 1898 en T. y de I. B. nacida el 11 de noviembre de 1905 en España, 
cuyas nacionalidades no constan, con marginal de opción por la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1 b) del Código Civil el 14 de agosto de 
2007.

Requerida la promotora a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, el requerimiento no es atendido en el plazo de tres meses, por lo que el 
Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de ministerio 
fiscal, solicita que se declare, en aplicación del art. 354 RRC la caducidad del expediente, 
previa citación a la promotora.

Por providencia del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora para notificarle el inicio de la 
caducidad de su expediente, sin que por la misma se hayan formulado alegaciones.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la intere-
sada, por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento 



◄ 937 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

notificado a la promotora. Frente a dicho auto se interpone recurso, aportando su cer-
tificado cubano de nacimiento y los certificados de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano relativos al abuelo de la recurrente en los 
que consta que no se inscribió en el Registro de Extranjeros y que no obtuvo la ciudadanía 
cubana por naturalización

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad, se notificó la providencia 
del inicio del expediente de caducidad a la promotora el 17 de junio de 2019 mediante 
comparecencia en el registro civil consular, sin que se hayan formulado alegaciones, 
dictándose auto por el encargado del registro el 25 de junio de 2019 declarando la 
caducidad del expediente. Frente a dicho auto se interpuso recurso por la interesada 
junto al que acompaña parte de la documentación requerida. Sin embargo no es pro-
cedente en este caso entrar a conocer sobre el fondo, pues para ello hubiera sido 
necesario un pronunciadado previo del encargado del registro, lo que no sucede en este 
supuesto en el que el acuerdo dictado se limita a declarar la caducidad de las actuaciones 
archivando el expediente, por lo que el recurso interpuesto se entiende planteado contra 
dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente 
a dilucidar si correspondía declarar dicha caducidad. De este modo, no se consideran 
admisibles las alegaciones de la recurrente, por lo que, acreditado el transcurso de más 
de tres meses desde la notificación del requerimiento de documentación a la promotora, 
con la consecuente paralización del procedimiento por causa de su inactividad, debe 
confirmarse en este caso el auto apelado.

No obstante lo anteriormente indicado, se informa a la interesada que de conformidad 
con el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional octava de la Ley 
20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, interpretado de acuerdo con el 
criterio II de la directriz séptima de la Instrucción de 25 de octubre de 2022 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, podrá optar a la nacionalidad 
española, a los efectos del artículo 20 del Código Civil, mediante solicitud que deberá 
formalizarse en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la citada Ley, hecho 
que se produce el 21 de octubre de 2022.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



◄ 938 ►

VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

Resolución de 10 de abril de 2024 (23.ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este centro directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Dª M. G. R., nacida el 24 de septiembre de 1955 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) solicitud de opción 
a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 27 de septiembre de 2011.

2. Con fecha 9 de octubre de 2018, se requirió a la interesada para que aportase la 
documentación necesaria completar su expediente, entre otros, el certificado español 
de nacimiento de su abuelo paterno.

3. Con fecha 21 de junio de 2019, el Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de ministerio fiscal, solicita que se declare, en aplicación del art. 
º 354 RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 9 
de octubre de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.

4. Por providencia de fecha 26 de junio de 2019 del encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de dicho expediente.

Notificada la providencia de inicio del expediente de caducidad, la interesada interpone 
el recurso de reposición previsto en los artículos 451 y 452 LEC contra la citada provi-
dencia, solicitando una ampliación de plazo dada la dificultad en la obtención de los 
documentos requeridos.

5. Por auto de fecha 18 de julio de 2019 dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, no habiendo lugar a la ampliación de plazo 
solicitada, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la interesada, 
por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sin acompañar el certificado español de nacimiento 
de su abuelo paterno.
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7. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe desfavorable

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, 23-4.ª y 27-1.ª de octubre de 2022.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 24 de septiembre de 
1955 en S. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda.

Requerida la promotora a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, el requerimiento no es atendido en el plazo de tres meses, por lo que el 
Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de ministerio 
fiscal, solicita que se declare, en aplicación del art. 354 RRC la caducidad del expediente, 
previa citación a la promotora.

Por providencia del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora para notificarle el inicio de la 
caducidad de su expediente. La interesada comparece en las dependencias del registro 
civil consular interponiendo recurso de reposición en virtud de los artículos 451 y 452 
LEC contra la providencia de inicio del expediente de caducidad, solicitando una amplia-
ción del plazo dada la dificultad en la obtención de los documentos requeridos.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, no apreciándose causa que justifique una ampliación del plazo concedido, 
se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la interesada, por haber 
transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado a la 
promotora. Frente a dicho auto se interpone recurso, sin aportar la totalidad de los 
documentos que le fueron requeridos.

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
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podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó a la promotora 
la providencia del inicio del expediente de caducidad, constando que ésta formuló 
recurso de reposición frente al inicio de dicho expediente solicitándose una ampliación 
del plazo concedido, dictándose auto por el encargado del registro civil por el que, 
considerando que no había lugar a la ampliación de plazo solicitada, se declaró la 
caducidad del expediente. Frente a dicho auto se interpuso recurso por la interesada, 
alegando que no disponía de la documentación necesaria por motivos ajenos a su 
voluntad dada la dificultad en la obtención de la certificación española de nacimiento 
de su abuelo paterno. De este modo, no se consideran admisibles las alegaciones de 
la recurrente, por lo que, acreditado el transcurso de más de tres meses desde la 
notificación del requerimiento de documentación a la promotora, con la consecuente 
paralización del procedimiento por causa de su inactividad, debe confirmarse en este 
caso el auto apelado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 27 de abril de 2024 (26.ª)
VIII.3.1 Opción a la nacionalidad española

La declaración de caducidad por causa imputable a la promotora requiere la previa 
citación de la interesada, que no consta en el expediente, por lo que no procede la 
declarar su caducidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. I.-E. A. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, con fecha 18 de noviembre de 2011.

Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació el 30 de mayo de 1961 en Cuba, hija de L. A. S. y de A. M. G., ambos nacidos en 
Cuba en 1928 y 1935, respectivamente y carné de identidad cubano de la 
promotora.
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El registro civil consular cita a la interesada para que comparezca con fecha 5 de octubre 
de 2018, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; concreta-
mente certificado de nacimiento propio y de su progenitor/a literales, originales y 
legalizados, certificado de nacimiento de su abuelo paterno/materno o certificación 
negativa, en su caso, y partida de bautismo y certificados de los registros cubanos de 
extranjeros y ciudadanía del abuelo originariamente español. La interesada comparece 
en la fecha y es notificada del requerimiento, en el mismo se hace constar que dispone 
de un plazo de seis meses para presentar la documentación, finalizando el 5 de abril 
de 2019.

2. Con fecha 21 de junio de 2019, el órgano en funciones de ministerio fiscal mediante 
escrito insta del encargado del registro civil consular que se declare la caducidad del 
expediente, al haber estado paralizado más de tres meses por causa imputable a la 
promotora, de acuerdo con lo establecido en el art. 354 del Reglamento del Registro 
Civil (RCC). Con fecha 26 del mismo mes, el encargado del registro civil dicta providencia 
acordando iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente, no consta 
que la interesada fuera debidamente notificada, salvo un correo electrónico, de fecha 
31 de mayo, anterior a la providencia y del que consta su entrega pero no envía notifi-
cación de recepción, citándola para el día 28 siguiente, al no comparecer se reitera la 
citación para el día 23 de julio de 2019, no constando intento alguno de notificación, 
por lo que se procede a la publicación de edicto en el tablón de anuncios del Consulado 
con fecha 27 de enero de 2020, por un periodo de quince días y otorgando un plazo de 
cinco días hábiles para interponer recurso de reposición.

3. El encargado del registro civil consular dicta auto en fecha 17 de febrero de 2020, 
por el que se acuerda declarar la caducidad del expediente seguido a instancia de la 
Sra. A. M., por haber transcurrido más de tres meses desde que se le notificó el reque-
rimiento de documentación que debía aportar, sin que se hubiere cumplimentado, 
habiendo estado paralizado el expediente por causa imputable a la promotora, de 
acuerdo con lo establecido en el art. 354 del RCC.

4. Notificada la resolución, la interesada presenta escrito alegando que por desconoci-
miento y otras circunstancias no pudo cumplir la entrega de documentación en plazo. 
Aportando diversa documentación en apoyo de su solicitud de nacionalidad.

5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el sentido de ratificar la resolución ya dictada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, 
entre otras, 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero, 27-3.ª de febrero y 19-4.ª de noviembre 
de 2004; 25-1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª de enero, 8-2.ª y 17-3.ª de febrero, 27-4.ª y 31-1.ª de 



◄ 942 ►

VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

octubre de 2006; 27-9.ª de marzo de 2007; 12-3.ª de enero y 23-10.ª de marzo de 
2009; 9-2.ª de febrero y 7-1.ª de octubre de 2010; 11-4.ª de enero, 4-2.ª de abril y 13-1.ª 
de junio de 2011; 28-16.ª de junio de 2012; 19-5.ª y 15.ª de abril y 18-35.ª de septiembre 
de 2013; 10-44.ª de febrero de 2014; 30-7.ª de enero de 2015 y 14-23.ª de octubre de 
2016, y 13-31.ª de octubre de 2017.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1961, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó auto el 17 de febrero de 2020, declarando la caducidad del 
expediente iniciado.

III. El auto apelado basa su motivación en que el expediente permaneció paralizado 
durante más de tres meses por causa imputable a la interesada, que no cumplimentó 
el requerimiento de documentación en el plazo concedido.

IV. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
ministerio fiscal y las demás partes, podrán pedir que se declare su caducidad previa 
citación al interesado (art. 354, párrafo tercero RRC). La notificación del requerimiento 
de documentación se practicó mediante comparecencia de la promotora en el Registro 
Civil Consular de La Habana el 5 de octubre de 2018, constando que debía presentar 
la documentación requerida en el plazo máximo de seis meses, hasta el 5 de abril de 
2019, no constando que durante ese plazo la interesada acudiera en algún momento 
al Registro o presentara alegación alguna solicitando una prórroga.

V. Con fecha 26 de junio el encargado del registro civil consular, a instancias del órgano 
en funciones de ministerio fiscal, dicta providencia acordando iniciar el procedimiento 
de caducidad y cita a la interesada para su notificación en dos ocasiones, si bien no 
consta debidamente acreditada la notificación de ninguna de ellas, llevándose a cabo 
la tercera mediante la publicación de edicto en el tablón de anuncios del Consulado y, 
posteriormente se dictó resolución, por ello hay que concluir que la declaración de 
caducidad en este caso no se ajustó a lo establecido en el artículo 354 RRC, puesto 
que la interesada no había sido debidamente notificada del inicio del procedimiento de 
caducidad y además, en ninguna de las comunicaciones enviadas se advertía de la 
posibilidad de declarar caducado el procedimiento de nacionalidad si no comparecía la 
interesada transcurrido el plazo de tres meses, por lo que se considera que el recurso 
debe ser estimado en este caso.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y dejar sin efecto la resolución recurrida, debiendo retrotraerse las actuaciones devol-
viéndolas al registro para que se complete la instrucción conforme al procedimiento 
aplicable a la solicitud de nacionalidad de la promotora.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

VIII.4  OTRAS CUESTIONES

VIII.4.1  RECURSOS EN LOS QUE SE APRECIA VICIO DE INCONGRUENCIA

Resolución de 10 de abril de 2024 (6.ª)
VIII.4.1 Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de incongruencia, 
por contener datos erróneos de la solicitud, retrotrayendo las actuaciones al momento 
anterior a la resolución precitada para su subsanación, mediante nuevo auto dictado 
por el encargado del Registro Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción de nacionalidad española, 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por representación de la pro-
motora, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. E.-D. V. Á., ciudadana cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud del Apartado 1 de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja declaratoria 
de datos en la que hace constar que nació el 4 de agosto de 1943 en Cuba, hija de P. 
S. V. G. y A.-R. Á. P., ambos nacidos en Cuba en 1906 y 1910 respectivamente, certificado 
no literal de nacimiento de la promotora y carné de identidad cubano, certificado no 
literal de nacimiento del padre de la promotora, hijo de E. V. A., nacido en España, 
extracto de certificación de bautismo del precitado, expedida en el año 2009, nacido 
en V. (Toledo) el 26 de diciembre de 1862, hijo de ciudadanos de la misma localidad y 
documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el 
año 2014, relativos a que el Sr. V. A. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
en el de Ciudadanía.
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2. El encargado del registro civil dicta auto, con fecha 13 de enero de 2021, denegando 
lo solicitado por la interesada, «la nacionalidad española de origen alegando ser hija de 
Doña……..originariamente española», añadiendo en el segundo considerando que «no 
ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 
52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora».

3. Notificada la resolución, se interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
en representación de la promotora contra la resolución denegatoria de su solicitud antes 
citada, poniendo de manifiesto que la opción a la nacionalidad era por la vía paterna, 
Sr. V. G., hijo a su vez del Sr. V. A. nacido en T. del que aporta documentación de bautismo 
y certificación negativa de su inscripción de nacimiento en el Registro Civil de su localidad 
de nacimiento.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite 
el expediente a este centro directivo para la resolución del recurso junto con informe 
en el que ratifica la decisión en su momento acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil (CC), la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, 218 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2.ª de diciembre de 2003; 
24-1.ª de abril, 17-2.ª de julio, 11-5.ª de octubre de 2006; 2-5.ª y 10-3.ª de enero de 
2007; 28-10.ª de noviembre de 2008; 27-4.ª de febrero y 13 de junio de 2009; 1-1.ª 
de febrero de 2010.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1943, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, formalizada el 28 de mayo de 2010 en el modelo normalizado del 
Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, conforme a la cual podrán optar 
a la nacionalidad española de origen «los hijos/as de padre o madre originariamente 
españoles y que la nacionalidad de origen de su progenitor es española».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 1 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del registro civil se dictó acuerdo con fecha 13 de enero de 2021 denegando lo 
solicitado.

III. Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada y lo resuelto 
por el registro civil consular. En el escrito de solicitud, presentado en modelo normalizado, 
consta que se realizaba una opción a la nacionalidad española en virtud del Apartado 
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1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por ser la promotora hijo de 
progenitor español, sin que el formulario distinga la línea de filiación en que se basa, 
siendo toda la documentación aportada, que se recoge en el primer antecedente de 
esta resolución, relativa al progenitor de la optante, Sr. P. S. V. G. y a su abuelo paterno, 
Sr. E. V. A., no aportando documentación alguna relativa a su progenitora, sin embargo 
el Registro Civil Consular declara en su auto que la petición de la optante se basa en 
que es hija de Doña…, persona sin identificar, progenitora de la que no se ha probado 
la nacionalidad española originaria, por lo que deniega la opción solicitada por la Sra. 
V. Á.

La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la resolución y la 
pretensión de la interesada, en tanto que en este caso se aprecia la existencia de una 
divergencia en los datos que suponen un defecto procedimental que afecta al auto 
impugnado (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), es por lo que procede la revocación del 
acuerdo dictado por el encargado del registro civil y al propio tiempo, deben retrotraerse 
las actuaciones al momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base 
de la petición de la interesada y documentación aportada, esto es por la opción a la 
nacionalidad española e inscripción de su nacimiento como hija de ciudadano origina-
riamente español, el Sr. P. S. V. G., en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, subsanando el error apreciado.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado revocar el auto apelado y retrotraer las actuaciones al momento de 
dictarse la resolución por el encargado del Registro Civil de La Habana.

Madrid, 10 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

VIII.4.2  RECURSOS EN LOS QUE HA DECAIDO EL OBJETO

Resolución de 6 de abril de 2024 (1.ª)
VIII.4.2 Archivo de expediente de opción a la nacionalidad 

por pérdida sobrevenida del objeto

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida del objeto, al haber 
obtenido la interesada, menor de edad, la satisfacción de su pretensión al margen del 
procedimiento de recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En las actuaciones sobre caducidad en expediente de nacionalidad española por resi-
dencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, madre de la menor, contra el auto de la encargada del Registro Civil de 
Gandía (Valencia).
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HECHOS

1. Por auto de fecha 3 de junio de 2021 dictado por la encargada del Registro Civil de 
Gandía se procedió a declarar caducada la concesión de la nacionalidad española por 
residencia a favor de I. E.-K., nacida en L. el 14 de marzo de 2017, que le fue concedida 
por resolución de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 
2 de agosto de 2019, toda vez que, según consulta informática, se dio por notificada a 
la representante de la solicitante el día 13 de agosto de 2019, advirtiendo la propia 
resolución que tenía 180 días para llevar a cabo los trámites del artículo 23 del Código 
Civil en el registro civil de su domicilio en España, habiendo transcurrido dicho plazo sin 
cumplirse por la interesada con dichos trámites.

2. Notificada la resolución, la promotora, madre de la menor, interpone recurso ante la 
Dirección General de Seguridad Juridica y Fe Publica, solicitando se revoque la resolución 
recurrida.

3. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada del Registro Civil de 
Gandía remite las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para la resolución del recurso.

4. Consta en las actuaciones que la madre de la menor, con autorización del encargado, 
ha optado por la nacionalidad española en nombre y representación de su hija, ante el 
encargado del Registro Civil de Gandía de fecha 20 de septiembre de 2022, constando 
inscrita dicha opción al margen de la inscripción de nacimiento de la menor en fecha 7 
de octubre de 2022 en el Registro Civil de León y que el nombre y apellidos de la menor 
será en lo sucesivo I. E.-K. E.

Asimismo, por inscripción marginal en la inscripción de nacimiento de la menor, se hace 
constar que su madre adquirió la nacionalidad española por residencia en fecha 17 de 
enero de 2022.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22, 225 y 450 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 13-3.ª de octubre de 2006 y 
25-1.ª de febrero de 2008.

II. Por auto dictado por la encargada del Registro Civil de Gandía se procedió a declarar 
caducada la concesión de la nacionalidad española por residencia a favor de I. E.-K., 
nacida en L. el 14 de marzo de 2017, que le fue concedida por resolución de la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 2 de agosto de 2019, al no 
haber llevado a cabo los trámites establecidos en el artículo 23 del Código Civil en el 
plazo de 180 días. Frente a dicha resolución, se interpone recurso por la madre de la 
menor, en su nombre y representación, que es el objeto del presente expediente.

III. Con posterioridad, y encontrándose pendiente de resolución el recurso anteriormente 
citado, se ha tenido conocimiento en este centro directivo que, la madre de la menor, 
con autorización del encargado, ha optado por la nacionalidad española en nombre y 
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representación de la interesada, ante el encargado del Registro Civil de Gandía de fecha 
20 de septiembre de 2022, constando inscrita dicha opción al margen de la inscripción 
de nacimiento de la menor en fecha 7 de octubre de 2022 en el Registro Civil de León 
y que el nombre y apellidos de la menor será en lo sucesivo I. E.-K. E.

Asimismo, por inscripción marginal en la inscripción de nacimiento de la menor, se hace 
constar que su madre adquirió la nacionalidad española por residencia en fecha 17 de 
enero de 2022.

IV. Dado que la recurrente ha obtenido la satisfacción de su pretensión, procede acordar 
el archivo del expediente por carencia sobrevenida de su objeto, al haber obtenido la 
promotora la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de recurso (cfr. 
art. 22 LEC y 16 RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a resolver el recurso presentado, por haber decaído su objeto, y que procede acordar 
el archivo de las actuaciones.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sra. juez encargada del Registro Civil de Gandía (Valencia).

Resolución de 6 de abril de 2024 (8.ª)
VIII.4.2 Archivo de expediente por pérdida sobrevenida del objeto

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida del objeto, al haber 
obtenido la promotora la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de 
recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En las actuaciones sobre rectificación registral del sexo y cambio de nombre remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra la 
resolución del encargado del Registro Civil de Dos Hermanas (Sevilla).

HECHOS

1. Con fecha 17 de mayo de 2019, doña M. C. D. nacida el 10 de junio de 1993 en D., 
solicitó en el Registro Civil de Dos Hermanas la reversión de la rectificación registral del 
sexo y el cambio de nombre, solicitando recuperar la mención registral que figuraba 
previamente a dicha rectificación en el registro civil, en el sentido que constara como 
sexo «mujer» en lugar de «varón» y como nombre «M.» en lugar de «Daniel Andrés».

Consta como antecedente que, en virtud de resolución registral de fecha 17 de agosto 
de 2016 dictada por el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas se modificó el 
cambio de sexo de la inscrita en el sentido de que es «varón» y el nombre del inscrito 
es «Daniel Andrés».
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2. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, por auto de fecha 29 de noviembre 
de 2019 dictado por el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas se desestima la 
petición de la interesada, al no cumplir los requisitos legales exigibles.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
insistiendo en su pretensión y solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el ministerio fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso 
y el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

5. Consta en las actuaciones que, por resolución registral de fecha 11 de enero de 2021 
dictada por el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas, se modificó el nombre de 
la interesada, que será en lo sucesivo «M.» y que por resolución registral de fecha 4 de 
marzo de 2024 del citado registro civil se modificó el sexo de la inscrita en el sentido 
de que es «mujer».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22, 225 y 450 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 13-3.ª de octubre de 2006 y 
25-1.ª de febrero de 2008.

II. Por auto de fecha 29 de noviembre de 2019, dictado por el encargado del Registro 
Civil de Dos Hermanas se desestimó la reversión de la rectificación registral del sexo y 
el cambio de nombre solicitado por la interesada, en el sentido de recuperar la mención 
registral que figuraba previamente a dicha rectificación en el registro civil, en el sentido 
que constara como sexo «mujer» en lugar de «varón» y como nombre «M.» en lugar de 
«Daniel Andrés», constando como antecedente que, en virtud de resolución registral de 
fecha 17 de agosto de 2016 dictada por el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas 
se modificó el cambio de sexo de la inscrita en el sentido de que es «varón» y el nombre 
del inscrito es «Daniel Andrés». Frente a dicho auto se interpone recurso por la interesada, 
que es el objeto del presente expediente.

Consta en las actuaciones que, por resolución registral de fecha 11 de enero de 2021 
dictada por el encargado del Registro Civil de Dos Hermanas, se modificó el nombre de 
la interesada, que será en lo sucesivo «M.» y que por resolución registral de fecha 4 de 
marzo de 2024 del encargado de dicho registro civil se modificó el sexo de la inscrita 
en el sentido de que es «mujer».

III. Dado que la recurrente había formulado escrito de recurso solicitando la rectificación 
registral del sexo y cambio de nombre y ha obtenido la satisfacción de su pretensión, 
procede acordar el archivo del expediente por carencia sobrevenida de objeto, al haber 
obtenido la promotora la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de 
recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a resolver el recurso presentado, por haber decaído su objeto, y que procede acordar 
el archivo de las actuaciones.

Madrid, 6 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Dos Hermanas (Sevilla).

Resolución de 11 de abril de 2024 (7.ª)
VIII.4.2 Decaimiento del objeto. Cambio de nombre y rectificación registral del sexo

Una vez obtenida la pretensión planteada en vía registral, no cabe resolver el recurso 
por haber decaído su objeto.

En las actuaciones sobre cambio de nombre y rectificación de la mención relativa al 
sexo en la inscripción de nacimiento de la persona inscrita remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto de la encargada 
del Registro Civil de Gijón.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 4 de diciembre de 2017 en el Registro Civil de Gijón, 
D. G. D., domiciliado en la misma localidad, solicitó el cambio de nombre y la rectificación 
de la mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento para hacer constar que 
se trata de una mujer y que su nombre es Claudia, alegando que los cambios solicitados 
se corresponden con su identidad sexual real. Consta en el expediente, entre otra 
documentación, informe de alta tras fono cirugía de reasignación sexual el 1 de diciembre 
de 2017 e informe clínico en el que se diagnostica al paciente de trastorno de la identidad 
sexual y que empezó a tomar terapia hormonal en el 2015.

2. La encargada del registro civil dictó auto el 27 de diciembre de 2017 denegando la 
rectificación de la mención relativa al sexo por no cumplirse los requisitos previstos en 
el 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo.

3. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que se revise el expediente y se acceda a lo solicitado.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación y la encargada del Registro Civil de Gijón se ratificó en su decisión y remitió 
las actuaciones a este centro para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, 13-3.ª de octubre de 2006; 25-1.ª 
de febrero, 1-2.ª de julio y 24-10.ª de noviembre de 2008; 11-3.ª de noviembre de 2009; 
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12-4.ª de marzo de 2010; 16-1.ª de febrero y 17-1.ª de mayo de 2011; 6-20.ª de julio 
de 2012; 4-91.ª y 96.ª de noviembre de 2013; 20-105.ª de marzo de 2014; 3-39.ª de 
julio y 2-15.ª de octubre de 2015; 29-23.ª de julio y 11-43.ª de noviembre de 2016; 7-2.ª 
de abril de 2017; 2-28.ª de marzo y 20-30.ª de abril de 2018.

II. La persona interesada solicitó el cambio de nombre y la rectificación registral de la 
mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento alegando que se sentía mujer 
desde la infancia, aunque en el registro figuraba inscrito como varón. La encargada del 
registro denegó la pretensión por no concurrir en aquel momento los requisitos 
necesarios.

III. No obstante, según ha podido comprobar este centro directivo, tanto la modificación 
del nombre como la rectificación en cuanto al sexo ya se han hecho efectivas mediante 
resolución registral de 19 de julio de 2018 recaída en un nuevo expediente, de modo 
que, obtenida la pretensión a través de una nueva solicitud en vía registral, el recurso 
ha perdido ya su objeto y procede darlo por decaído.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a la resolución del recurso presentado por haber decaído su objeto, acordándose el 
archivo de las actuaciones.

Madrid, 11 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Gijón.

Resolución de 12 de abril de 2024 (10.ª)
VIII.4.2 Decaimiento del objeto. Cambio de nombre y rectificación registral del sexo

Una vez obtenida la pretensión planteada en vía registral, no cabe resolver el recurso 
por haber decaído su objeto.

En las actuaciones sobre cambio de nombre y rectificación de la mención relativa al 
sexo en la inscripción de nacimiento de la persona inscrita remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto de la encargada 
del Registro Civil de Santander.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 24 de enero de 2019 en el Registro Civil de Santander, 
M-Á. G. G., mayor de edad, domiciliado en la misma localidad, solicitó el cambio de 
nombre y la rectificación de la mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento 
para hacer constar que se trata de una mujer y que su nombre es Martina, alegando 
que los cambios solicitados se corresponden con su identidad sexual real. Consta en 
el expediente, entre otra documentación, informe clínico en el que se diagnostica al 
paciente de disforia de género y se indica que inició tratamiento con estrógenos en 
2018.
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2. La encargada del registro civil dictó auto el 9 de mayo de 2019 denegando la rectifi-
cación de la mención relativa al sexo por no cumplirse los requisitos previstos en el 4 
de la Ley 3/2007, de 15 de marzo.

3. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que se revise el expediente y se acceda a lo solicitado.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación y la encargada del Registro Civil de Santander se ratificó en su decisión y 
remitió las actuaciones a este centro para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, 13-3.ª de octubre de 2006; 25-1.ª 
de febrero, 1-2.ª de julio y 24-10.ª de noviembre de 2008; 11-3.ª de noviembre de 2009; 
12-4.ª de marzo de 2010; 16-1.ª de febrero y 17-1.ª de mayo de 2011; 6-20.ª de julio 
de 2012; 4-91.ª y 96.ª de noviembre de 2013; 20-105.ª de marzo de 2014; 3-39.ª de 
julio y 2-15.ª de octubre de 2015; 29-23.ª de julio y 11-43.ª de noviembre de 2016; 7-2.ª 
de abril de 2017; 2-28.ª de marzo y 20-30.ª de abril de 2018.

II. La persona interesada solicitó el cambio de nombre y la rectificación registral de la 
mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento alegando que se sentía mujer 
desde la infancia, aunque en el registro figuraba inscrito como varón. La encargada del 
registro denegó la pretensión por no concurrir en aquel momento los requisitos 
necesarios.

III. No obstante, según ha podido comprobar este centro directivo, tanto la modificación 
del nombre como la rectificación en cuanto al sexo ya se han hecho efectivas mediante 
resolución registral de 13 de enero de 2021 recaída en un nuevo expediente, de modo 
que, obtenida la pretensión a través de una nueva solicitud en vía registral, el recurso 
ha perdido ya su objeto y procede darlo por decaído.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a la resolución del recurso presentado por haber decaído su objeto, acordándose el 
archivo de las actuaciones.

Madrid, 12 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Santander.
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Resolución de 16 de abril de 2024 (2.ª)
VIII.4.2 Archivo de expediente por pérdida sobrevenida del objeto

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida del objeto, al haber 
obtenido la interesada la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de 
recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores, padres de la menor, contra la resolución del encargado del Registro Civil 
de Hospitalet de Llobregat, Barcelona.

HECHOS

1. Con fecha 18 de enero de 2017, don M. F. Z. y doña F.- M. A. Z., mayores de edad, 
nacidos en Brasil y de nacionalidad brasileña, solicitan en el Registro Civil de Hospitalet 
de Llobregat la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
para su hija A.- M. S. Z., nacida en H. el 16 de diciembre de 2016, en virtud de lo 
establecido en el artículo 17.1.c) del Código Civil.

2. Previo informe favorable del ministerio fiscal, por auto de fecha 30 de enero de 2017 
dictado por el encargado del Registro Civil de Hospitalet de Llobregat se desestima la 
petición formulada por los promotores de declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción de su hija, al no concurrir los requisitos establecidos en el 
artículo 17.1.c) del Código Civil, dada que la situación de apatridia de la menor deviene 
de la inactividad de los progenitores, quienes han omitido voluntariamente su inscripción 
en el Consulado General de Brasil en España.

3. Notificada la resolución, los promotores, padres de la menor interponen recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para su hija.

4. Notificado el ministerio fiscal, el encargado del Registro Civil de Hospitalet de Llobregat 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita del Registro Civil de 
Hospitalet de Llobregat que requiera a los promotores a fin de que aporten documentación 
actualizada, en particular, certificados de empadronamiento y certificado de no inscripción 
de la menor en el registro de matrícula del Consulado General de Brasil en España.

6. Con fecha 17 de octubre de 2022 se dicta diligencia de ordenación por el letrado de 
la Administración de Justicia del Registro Civil de Hospitalet de Llobregat, en la que se 
indica que, teniendo constancia de que la interesada en el expediente ha obtenido la 
nacionalidad española, se devuelve la documentación.



◄ 953 ►

RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD JURÍDICA Y FE PÚBLICA (REGISTRO CIVIL)

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22, 225 y 450 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) (LEC) y 16 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) (RRC) y las Resoluciones de 13-3.ª de octubre 
de 2006 y 25-1.ª de febrero de 2008.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una niña 
nacida en España el 16 de diciembre de 2016, hija de padres brasileños nacidos en 
Brasil. La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española esta-
blecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) CC). Por el 
encargado del Registro Civil de Hospitalet de Llobregat se dictó auto denegando la 
solicitud. Frente a dicho auto se interpuso recurso de apelación por la madre de la menor.

III. Consultada la aplicación informática Dicireg, consta que la madre de la menor adquiere 
la nacionalidad española por residencia con efectos de 1 de diciembre de 2021 y que, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 20.1.a) del CC (CC), la representante legal de la 
inscrita, con previa autorización del encargado, ha optado por la nacionalidad española 
de su hija ante el encargado del Registro Civil de Barcelona el 6 de junio de 2023.

IV. Dado que los recurrentes han obtenido la satisfacción de su pretensión, procede 
acordar el archivo del expediente por carencia sobrevenida de su objeto, al haber obtenido 
los promotores la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de recurso 
(cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede que no ha lugar a resolver el recurso presentado, por 
haber decaído su objeto, y que procede acordar el archivo de las actuaciones.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. / Sra. encargado/a del Registro Civil de Hospitalet de Llobregat.

Resolución de 16 de abril de 2024 (18.ª)
VIII.4.2 Decaimiento del objeto. Rectificación registral del sexo

Una vez obtenida la pretensión planteada en vía registral, no cabe resolver el recurso 
por haber decaído su objeto.

En las actuaciones sobre rectificación de la mención relativa al sexo en la inscripción 
de nacimiento de la persona inscrita remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra resolución del encargado del Registro Civil 
de Ávila.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 6 de julio de 2021 en el Registro Civil del Tiemblo 
(Ávila), G. A. B., mayor de edad, domiciliado en la misma localidad, solicitó la rectificación 
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de la mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento para hacer constar que 
se trata de un varón, que es lo que corresponde a su verdadera identidad, y no de una 
mujer, como actualmente consta, sin cambio de nombre propio por haber sido objeto 
de cambio con anterioridad. Al mismo tiempo, solicitaba la cancelación del asiento de 
nacimiento y la práctica de uno nuevo en virtud de lo que establece el art. 307 del 
Reglamento del Registro Civil.

2. Ratificado el interesado, por providencia del encargado del registro se requirió la 
aportación de la documentación exigida por el artículo 4.1 de la Ley 3/2007, de 15 de 
marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo y contra 
dicha providencia se interpuso recurso de reposición alegando que los requisitos exigidos 
por la citada Ley son inconstitucionales y vulneran abundante normativa nacional, en 
tanto que la transexualidad no es ninguna patología, por lo que no considera necesaria 
la aportación de la documentación requerida.

3. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del registro civil dictó 
resolución el 22 de abril de 2022 denegando la rectificación de la mención relativa al 
sexo y la cancelación del asiento de nacimiento y la práctica de uno nuevo, por no 
cumplirse los requisitos previstos en el artículo 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo.

4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, insistiendo en su pretensión y solicitando que se revise 
el expediente y se acceda a lo solicitado por las razones ya expuestas.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación y el encargado del Registro Civil de Ávila se ratificó en su decisión y remitió 
las actuaciones a este centro para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, 13-3.ª de octubre de 2006; 25-1.ª 
de febrero, 1-2.ª de julio y 24-10.ª de noviembre de 2008; 11-3.ª de noviembre de 2009; 
12-4.ª de marzo de 2010; 16-1.ª de febrero y 17-1.ª de mayo de 2011; 6-20.ª de julio 
de 2012; 4-91.ª y 96.ª de noviembre de 2013; 20-105.ª de marzo de 2014; 3-39.ª de 
julio y 2-15.ª de octubre de 2015; 29-23.ª de julio y 11-43.ª de noviembre de 2016; 7-2.ª 
de abril de 2017; 2-28.ª de marzo y 20-30.ª de abril de 2018.

II. La persona interesada solicitó la rectificación registral de la mención relativa al sexo 
en su inscripción de nacimiento, así como la cancelación del asiento y la práctica de 
uno nuevo, alegando que se sentía varón desde la infancia, aunque en el registro figuraba 
inscrito como mujer, sin cambio de nombre propio por haber sido objeto de cambio con 
anterioridad. El encargado del registro denegó la pretensión por no concurrir en aquel 
momento los requisitos necesarios.

III. No obstante, según ha podido comprobar este Centro Directivo, la rectificación en 
cuanto al sexo ya se ha hecho efectiva mediante resolución registral de 3 de octubre 
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de 2023, recaída en un nuevo expediente, por la que se acuerda el traslado y cancelación 
de la inscripción de nacimiento y la práctica de una nueva inscripción, de modo que, 
obtenida la pretensión a través de una nueva solicitud en vía registral, el recurso ha 
perdido ya su objeto y procede darlo por decaído.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a la resolución del recurso presentado por haber decaído su objeto, acordándose el 
archivo de las actuaciones.

Madrid, 16 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Ávila.

Resolución de 24 de abril de 2024 (13.ª)
VIII.4.2 Decaimiento del objeto. Cambio de nombre y rectificación registral del sexo

Una vez obtenida la pretensión planteada en vía registral, no cabe resolver el recurso 
por haber decaído su objeto.

En las actuaciones sobre cambio de nombre y rectificación de la mención relativa al 
sexo en la inscripción de nacimiento de la persona inscrita remitidas a este centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del encargado 
del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1. Mediante solicitud presentada el 26 de octubre de 2018 en el Registro Civil de Torrent, 
por conducto del Juzgado de Paz de Paiporta, A. O. O., domiciliado en dicha localidad, 
solicitó el cambio de nombre y la rectificación de la mención relativa al sexo en su ins-
cripción de nacimiento para hacer constar que se trata de un varón y que su nombre 
es Marc, alegando que los cambios solicitados se corresponden con su identidad sexual 
real.

2. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del registro dictó auto 
el 11 de febrero de 2019 denegando la rectificación de la mención relativa al sexo por 
no cumplirse los requisitos previstos en el 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo.

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando que se revise el expediente y se acceda a lo solicitado.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación y el encargado del Registro Civil de Torrent se ratificó en su decisión y remitió 
las actuaciones a este centro para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) (LEC) y 16 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC) (RRC) y las resoluciones, entre otras, 13-3.ª de octubre de 2006; 
25-1.ª de febrero, 1-2.ª de julio y 24-10.ª de noviembre de 2008; 11-3.ª de noviembre 
de 2009; 12-4.ª de marzo de 2010; 16-1.ª de febrero y 17-1.ª de mayo de 2011; 6-20.ª 
de julio de 2012; 4-91.ª y 96.ª de noviembre de 2013; 20-105.ª de marzo de 2014; 
3-39.ª de julio y 2-15.ª de octubre de 2015; 29-23.ª de julio y 11-43.ª de noviembre de 
2016; 7-2.ª de abril de 2017; 2-28.ª de marzo y 20-30.ª de abril de 2018.

II. La persona interesada solicitó el cambio de nombre y la rectificación registral de la 
mención relativa al sexo en su inscripción de nacimiento alegando que se sentía hombre 
desde la infancia, aunque en el registro figuraba inscrito como mujer. A petición del 
encargado del registro se incorporó a las actuaciones un informe médico forense en el 
que se indica que el interesado fue diagnosticado con disforia de género, que carece 
de trastorno de la personalidad, que ha sido tratado médicamente durante un año y 
cinco meses y que fue sometido a cirugía irreversible consistente en mastectomía 
bilateral. La encargada del registro denegó la pretensión por no concurrir en aquel 
momento los requisitos necesarios.

III. No obstante, según ha podido comprobar este centro, tanto la modificación del 
nombre como la rectificación en cuanto al sexo ya se han hecho efectivas mediante 
resolución registral de 26 de junio de 2020, recaída en un nuevo expediente, de modo 
que, obtenida la pretensión a través de una nueva solicitud en vía registral, el recurso 
ha perdido ya su objeto y procede darlo por decaído.

Esta dirección general, a propuesta de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado 
Civil, ha acordado que procede que no ha lugar a la resolución del recurso presentado 
por haber decaído su objeto, acordándose el archivo de las actuaciones.

Madrid, 24 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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IX  PUBLICIDAD

IX.2  PUBLICIDAD MATERIAL -  
EFECTOS DE LA PUBLICIDAD REGISTRAL

IX.2.1  PUBLICIDAD MATERIAL

Resolución de 29 de abril de 2024 (8.ª)
IX.2.1 Publicidad material

No está prevista legalmente la inscripción, anotación o nota al margen para hacer 
constar la existencia de divorcio en la inscripción de nacimiento de los ex cónyuges y, 
no procede tampoco que la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública ordene 
la práctica de una nota de referencia.

En el expediente sobre mención marginal de divorcio en inscripción de nacimiento 
remitido a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor 
contra resolución dictada por el encargado del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1. Por medio de escrito fechado el 10 de noviembre de 2017 y presentado en el Registro 
Civil de Madrid el día 15 del mismo mes, mediante persona autorizada, don I-M. F. G. 
M., de nacionalidad española, mayor de edad y con domicilio a efectos de notificaciones 
en la misma localidad, solicitaba al Registro Civil de Madrid, donde consta su inscripción 
de nacimiento, que se anotara en ella marginalmente el divorcio de su matrimonio 
celebrado en N. (Estados Unidos de América) y cuya referencia figura marginalmente 
en dicha inscripción de nacimiento o, en su caso, suprimir dicha referencia.

Se aportó la siguiente documentación: documento nacional de identidad del Sr. F., 
certificado literal de nacimiento del precitado, en la que consta su nacimiento en M. el 
22 de mayo de 1968, con anotación marginal de matrimonio, realizada por exhorto de 
1 de marzo de 2002, e inscrito en el Consulado General de España en Nueva York, 
certificado literal de matrimonio del interesado con la Sra. B-J. H., nacida en T. (Estados 
Unidos de América) y de nacionalidad estadounidense, celebrado de forma canónica 
en N. el 8 de octubre de 1994 e inscrito en el registro civil consular español de Nueva 
York con fecha 20 de diciembre de 2001 y con inscripción marginal, de fecha 6 de 
noviembre de 2017, de sentencia de 10 de marzo de 2009 de la Corte Suprema del 
Estado de Nueva York que decreta el divorcio vincular del citado matrimonio, y que 
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obtuvo el exequatur en el Juzgado de Primera Instancia n.º 93 de Madrid por resolución 
de 11 de mayo de 2012 y escrito por el que el interesado autoriza a otro ciudadano 
español para presentar su solicitud.

2. La encargada dictó providencia el 16 de noviembre de 2017 denegando la pretensión, 
ya que no procede la anotación de una sentencia de divorcio en la sección de nacimientos 
del Registro Civil al no estar previsto legalmente, artículo 39 de la Ley del Registro Civil, 
sí se hace constar registralmente al margen de la inscripción de matrimonio, sección 
de matrimonios, y tampoco procede la supresión de la nota de referencia al matrimonio 
que aparece en la inscripción de nacimiento del interesado porque sí está contemplada 
en el precitado artículo 39.

Tras esta calificación se remitieron las actuaciones a la sección de rectificación de 
errores, ya que alternativamente se había planteado como tal por el Sr. F. y, con fecha 
24 de enero de 2018, el encargado dictó providencia entendiendo resuelta la petición 
formulada por la resolución recogida en el párrafo anterior, manteniendo la no procedencia 
de la anotación marginal de la sentencia de divorcio en la inscripción de nacimiento ni 
la supresión de la que si consta en referencia al matrimonio del interesado, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley del Registro Civil.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que ha contraído nuevo matrimonio, que ha sido inscrito en el 
Registro Civil Central, y no existe correspondencia entre su inscripción de nacimiento 
con un matrimonio aparentemente vigente y la de su matrimonio que ya aparece disuelto, 
lo que entiende que es un error que debería rectificarse.

4. Comunicada la interposición del recurso al ministerio fiscal, éste mediante informe 
de fecha 8 de agosto de 2018 interesó la plena confirmación de la resolución de acuerdo 
con el art. 39 de la Ley del Registro Civil. La encargada del Registro Civil de Madrid 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 38, 39, 46 y 76 de la Ley del Registro Civil; 158 y 180 del Reglamento 
del Registro Civil y las Resoluciones de 7 de noviembre de 1983 y 14 de junio de 1995.

II. El promotor solicita que se haga constar marginalmente en su inscripción de nacimiento, 
debajo de la referencia al matrimonio que contrajo en 1994, la existencia de una sentencia 
de divorcio de fecha 10 de marzo de 2009, que disolvía el mismo, alegando que el hecho 
de que esa mención no figure en su inscripción de nacimiento es un error y una falta 
de concordancia ya que la misma si consta anotada en el marginal de la inscripción del 
matrimonio, alternativamente solicita que se elimine en su inscripción de nacimiento 
la referencia al matrimonio ya disuelto, habiendo contraído un segundo matrimonio que 
también está inscrito. El encargado del Registro Civil denegó lo solicitado, ya que no 
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está previsto legalmente anotar marginalmente en la inscripción de nacimiento las 
sentencias de divorcio y en cambio sí lo está anotar la referencia al matrimonio celebrado 
por el inscrito. Esta denegación es el objeto del recurso que ahora se examina.

III. La sentencia de divorcio da lugar a inscripción marginal en el asiento del matrimonio, 
según el artículo 76 de la Ley del Registro Civil (LRC) y, también a la práctica de notas 
marginales de referencia en las inscripciones de nacimiento de los hijos menores de 
edad que vean modificada la patria potestad o su condición personal, según el artículo 
180 del Reglamento del Registro Civil. Pero no cabe practicar el asiento que se solicita 
porque ni es una de las inscripciones previstas en el artículo 1 de la Ley del Registro 
Civil, ni figura contemplada dentro de los supuestos de anotación para los que rige el 
mismo criterio taxativo (art. 38 LRC).

IV. De ser viable el asiento pretendido, sería una nota marginal de referencia a la ins-
cripción del divorcio, en cierto modo complementaria de la ya existente nota de referencia 
al matrimonio del nacido (art. 39 LRC). Pero esa nota no está prevista por la legislación 
del registro civil ni por ninguna otra norma y, si bien la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública puede ordenar la práctica de notas de referencia en virtud de la 
facultad que le atribuye el artículo 158 Reglamento del Registro Civil, no hay razones 
bastantes para adoptar esta medida, que, con carácter general, sería excesiva para la 
buena marcha del registro civil, máxime cuando tal nota no probaría por sí la disolución 
del matrimonio, para cuya acreditación lo que sí se necesita es la inscripción marginal 
del divorcio en el asiento de matrimonio.

Por último, tampoco es posible acceder a lo solicitado de forma alternativa por el recu-
rrente, eliminar la nota marginal del matrimonio en la de su nacimiento, ya que esta 
referencia si viene obligada por el artículo 39 de la Ley del Registro Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.
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XI  OTROS

XI.1.1  OTRAS CUESTIONES NO INCLUIDAS EN LOS APARTADOS ANTERIORES

Resolución de 27 de abril de 2024 (21.ª)
XI.1.1. Otros. Devolución documentación

Procede la devolución del documento notarial aportado para la inscripción, una vez 
practicada ésta, dejando en el legajo testimonio del documento librado por el encargado 
del Registro Civil.

En el expediente sobre devolución de escritura notarial de apoderamiento, remitido a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
resolución dictada por el encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria 
(Las Palmas).

HECHOS

1. Con fecha 23 de febrero de 2018, don J. L. K. presentó ante el Registro Civil de Las 
Palmas escritura pública otorgada ante notario de S. (Santa Cruz de Tenerife), con fecha 
29 de diciembre de 2017, para su inscripción en el Registro, en ella los comparecientes 
se otorgaban mutuamente poder especial para representarse. Con fecha 6 de marzo 
de 2018 la encargada devolvió el documento para su rectificación, ya que se constató 
error en la fecha de nacimiento del poderdante, Sr. L. Con fecha 5 de abril de 2018 el 
notario que extendió la escritura procedió a levantar acta de subsanación del dato 
erróneo.

Consta copia de la escritura de apoderamiento, del acta de subsanación y de la inscripción 
literal de nacimiento del interesado en el Registro Civil de Las Palmas de Gran Canarias.

2. Tras la realización del trámite, el Sr. L. solicitó verbalmente en varias ocasiones, según 
declara en su escrito, la devolución de la escritura presentada sin que el Registro haya 
accedido a ello. Con fecha 10 de mayo de 2018, solicita por escrito la devolución de la 
escritura notarial.

3. La encargada del registro dicta providencia, con fecha 15 de mayo de 2018, acordando 
que no procede la devolución, ya que el documento constituye el soporte base de la 
anotación, por lo que debe quedar archivado en el legajo correspondiente.
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4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que la escritura es de su titularidad y que del contenido da fe el 
encargado del Registro con la inscripción, por lo que reitera su petición de que el docu-
mento le sea devuelto.

5. Comunicada la interposición del recurso al ministerio fiscal, éste mediante informe 
de fecha 4 de octubre de 2018 interesó la plena confirmación de la resolución. La 
encargada del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria remitió el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso, con informe en el que se 
ratifica en su resolución, con base en los arts. 81, 98 y 100 del Reglamento del Registro 
Civil.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 23 y 36 de la Ley del Registro Civil; 81, 94 y 116 del Reglamento 
del Registro Civil.

II. El promotor solicita la devolución de la escritura pública de poder especial, otorgada 
ante notario en diciembre de 2017 y subsanada en abril de 2018, que fue presentada 
ante el Registro Civil de Las Palmas para su inscripción, una vez ésta ha sido practicada. 
La encargada del Registro deniega, mediante providencia, lo solicitado ya que el docu-
mento es la base soporte de la anotación y debe conservarse en el legajo correspondiente. 
Esta denegación es el objeto del recurso que ahora se examina.

III. El art. 23 de la Ley del Registro Civil establece que las inscripciones se practican en 
virtud de documento auténtico o, en los casos señalados en la Ley, por declaración en 
la forma que ella prescribe y el art. 36 añade que el asiento practicado en virtud de 
documento auténtico expresará su fecha y funcionario autorizante. En el mismo sentido, 
el art. 81 del Reglamento del Registro Civil, efectivamente como invoca la encargada 
en su informe, contempla que el documento auténtico, sea original o testimonio, sea 
judicial, administrativo o notarial, es título para inscribir el hecho de que da fe y, por 
ello, es la base soporte de la inscripción o anotación, pero ello no supone que el docu-
mento original aportado deba permanecer en el legajo tras la inscripción, así el art. 94 
contempla que el encargado deberá de oficio practicar la inscripción cuando tenga en 
su poder los títulos suficientes y, si ha de devolverlos o remitirlos a otro órgano, librará 
gratuitamente testimonio en relación, que archivará en el legajo, contemplando en el 
punto segundo del mismo artículo esta posibilidad, remitir testimonio de los documentos 
al ministerio fiscal cuando hubiera que devolver los documentos originales.

Visto lo anterior, no parece suficiente motivo el expuesto por la encargada para denegar 
lo solicitado, en consecuencia, se estima procedente acceder a la petición del Sr. L. K., 
dejando sin efecto la resolución impugnada.
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XI  OTROS

Boletín del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes 
Año LXXIX, mayo 2025, núm. 2.287

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 27 de abril de 2024.
Firmado: la directora general: María Ester Pérez Jerez.
Sr. juez encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria (Las Palmas).
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